
Las siete dimensiones descritas en este libro, aportan una visión bastante  
integrada de lo que fue el proceso electoral 2007. Los hallazgos encontrados  
buscan aprender sobre la evolución reciente del sistema de organización electoral, 

el sistema de partidos y la forma en que el sistema electoral sin cambios desde años 
atrás se ve influenciado por otras variables. Metodológicamente, el proceso de análisis 
partió del establecimiento de objetos de estudio precisos y preguntas orientadoras sobre 
cada dimensión a estudiar; hubo una distribución del trabajo entre las instituciones 
especializadas en el tema, para asegurar la calidad de los estudios y el cumplimiento 
puntual de los plazos. De este modo, ASIES asumió el análisis del sistema partidario, el 
régimen de financiamiento y el sistema electoral; FLACSO, el análisis de coherencia de la 
Ley, el desempeño del TSE y el análisis de participación electoral; y, finalmente, DOSES, 
asumió el análisis del comportamiento electoral de los medios, desde las tres perspectivas 
acordadas: cobertura mediática, desempeño de los periodistas y análisis de encuestas. 
La Coordinación Técnica del Proyecto recayó en el equipo de NDI Guatemala.

Por otra parte, este estudio se ha beneficiado de múltiples esfuerzos de apoyo a las 
elecciones, desde los programas de asistencia técnica implementados por IIDH/CAPEL 
y la OEA, pasando por las misiones de observación internacional de OEA y la Unión 
Europea, hasta las misiones de observación nacional realizadas por Mirador Electoral, la 
Misión Indígena de Observación Electoral y otras. Una base sustantiva de la información 
que dio partida a este estudio, fue aportada por el trabajo técnico sustantivo realizado 
por las misiones antes detalladas.

Es por tanto un esfuerzo  que busca complementar y no suplantar lo realizado por diversos 
actores nacionales y por la cooperación internacional durante las últimas elecciones. 
En este sentido, se entiende que, al igual que todos los productos de esas misiones, este 
documento es un bien público, que es puesto a disposición de la sociedad guatemalteca 
para su estudio y deliberación.

Eduardo Núñez Vargas (coord.)
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Las elecciones han sido el eje que ha susten-

tado el desarrollo de la democracia electoral 

guatemalteca. Además, existe consenso sobre 

la contribución de los procesos electorales al 

ejercicio de la ciudadanía en Guatemala. Se 

perciben, sin embargo, limitaciones de fondo 

que afl oran en los momentos electorales, rela-

cio nadas con la coherencia y efectividad de la 

ley electoral y sus reglamentos, la efectividad de 

la organización técnica y logística del Tribunal 

Supremo Electoral (TSE), la participación 

político-electoral de la ciudadanía; el comporta-

miento electoral y desempeño insti tu cional de 

los partidos políticos, el régimen de fi nancia-

miento de los partidos y las campañas electorales; 

el comportamiento electoral y la infl uencia de 

los medios de comunicación social y el sistema 

electoral y los distritos electorales, entre otras. 

Estas limitaciones, a la vez,  sugieren la necesidad 

de analizar con profundidad si los objetivos que 

persiguen las elecciones, satisfacen o no, las 

aspiraciones ciudadanas.

La legitimidad de la institucionalidad formal del 

Estado ha estado adecuadamente sostenida por 

el funcionamiento del modelo de organización 

electoral y la confi anza de la ciudadanía en el 

mismo y en su expresión más acabada, el TSE; 

capacidad asociada con el manejo transparen-

te de los eventos electorales y con la capacidad 

jurídica y técnica que ha demostrado a lo largo 

de los mismos. Estas premisas han evidenciado, 

al menos en las dos últimas elecciones, signos 

de cierto debilitamiento; lo cual desafía la le-

gitimidad lograda. La efectividad del TSE y la 

capacidad de los partidos políticos para com-

petir en los procesos electorales, está asociada 

con la estabilidad en las reglas legales que rigen 

los mismos. Efectivamente, la Ley Electoral y 

de Partidos Políticos (LEPP) –Decreto 1-85 de 

la Asamblea Constituyente– ha tenido pocas 

variaciones desde su creación hasta la reforma 

de 2004. Esa estabilidad normativa, permitió 

el desarrollo de capacidades técnicas y ciertos 

procedimientos políticos y normativos, que fa-

vorecieron la confi anza ciudadana en las elec-

ciones y en las instituciones que participan de 

las mismas.

Reformada la Ley Electoral y de Partidos Polí-

ticos en 2004, se abrió una serie de interrogan-

tes sobre la capacidad del TSE y de los partidos 

políticos para adaptarse a los cambios introdu-

cidos en el sistema de organización electoral y 

en el sistema partidario mismo. Esto debido, 

en parte, a que el proceso de reforma que es-

tableció las reglas de las elecciones de 2007, no 

estuvo concluido hasta agosto de 2006, fecha en 

que fue aprobada la llamada “armonización” de 

la Ley Electoral y de Partidos Políticos. A estas 

interrogantes, se sumaron los desafíos políticos 

y técnicos inherentes a las reformas electorales 

de 2004 y 2006, creando un entramado de cam-

bios objetivos y de percepciones (subjetivas), 

sobre la forma en que las elecciones de 2007 se 

desarrollarían, en particular, aquellos relaciona-

dos con las variaciones sustantivas en el modelo 

de organización electoral, el funcionamiento 

del sistema de partidos políticos y las reglas de 

competencia electoral.  

Presentación 
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En este contexto y con el propósito de realizar 

un análisis profundo del reciente proceso elec-

toral y aportar insumos para la formulación de 

iniciativas de reforma del sistema electoral y de 

partidos políticos, surge el estudio Siete claves 

para el cambio. Análisis técnico, político y normati-

vo del proceso electoral Guatemala 2007 auspiciado 

por la Fundación Soros Guatemala y el Institu-

to Holandés para la Democracia Multipartida-

ria (nIMD), en el marco del consorcio de orga-

nizaciones especializadas en el tema, en el cual 

participan NDI, ASIES, DOSES y  FLACSO.

El estudio contiene un análisis sustantivo sobre 

los siguientes temas: a) la coherencia y efectivi-

dad de las normas electorales y sus reglamen-

tos, para garantizar la fl uidez del proceso y el 

ejercicio del voto; b) el proceso organizacional, 

logístico y técnico de las elecciones 2007 y su 

efectividad para garantizar el ejercicio del voto; 

c) el papel y desempeño de los actores estratégi-

cos del proceso electoral y la infl uencia que las 

modifi caciones legales dadas tuvieron sobre los 

mismos; y d) propuestas concretas de modifi ca-

ciones legales, reglamentarias, institucionales, 

organizacionales y técnico-administrativas para 

mejorar el funcionamiento del sistema electo-

ral y de partidos políticos. Además, si bien el 

estudio identifi ca áreas prioritarias de atención 

de cara a la reforma futura del sistema electo-

ral y de partidos políticos, su utilidad principal 

radica en proporcionar información sustantiva 

a las y los decisores políticos para que constru-

yan acuerdos sobre la reforma electoral posible. 

Es por tanto, una contribución para propiciar 

un debate sustantivo sobre la llamada “segun-

da generación de reformas electorales”, con el 

fi n de apoyar la ansiada estabilización e institu-

cionalización del sistema partidario y electoral 

guatemalteco.

Resulta importante reconocer que el estudio 

corona los esfuerzos nacionales desarrollados 

en los últimos años vinculados con garantizar la 

efectividad y calidad de las elecciones. Por tan-

to, es subsidiario de esfuerzos como Mirador 

Electoral y su Red Nacional de Observación 

Electoral, la Misión Indígena de Observación 

Electoral, la Misión de Observación impulsada 

por la Procuraduría de Derechos Humanos, el 

Arzobispado de Guatemala y la Universidad de 

San Carlos de Guatemala, que con sus infor-

mes dieron sustento inicial a este análisis. Asi-

mismo, el estudio ha sido enriquecido por los 

informes de proceso y fi nales de las misiones 

de observación internacional de la Organiza-

ción de los Estados Americanos y de la Unión 

Europea, y por los programas de asistencia téc-

nica electoral liderados por la OEA y el Centro 

de Asesoría y Promoción Electoral del Instituto 

Interamericano de Derechos Humanos (IIDH/

CAPEL). En este sentido, la investigación a la 

vez que valora la contribución de la comunidad 

donante prevé aportarle insumos para evaluar 

la pertinencia e impacto de su apoyo, así como 

para defi nir rutas posibles de cooperación en el 

futuro inmediato.

Finalmente, quiero expresar mi agradecimiento 

a las instituciones del consorcio, cuyo equipo in-

ter ins titucional sumó no sólo capacidades polí-

ticas, técnicas y académicas especializadas sino 

su compromiso personal para el fortalecimien-

to de la democracia en Guatemala. Con este 

estudio, la Fundación Soros Guatemala pone a 

disposición de la sociedad guatemalteca y de los 

actores involucrados en el accionar político un 

insumo de particular importancia, en el marco 

del imperativo de provocar reformas a los siste-

mas, electoral  y de partidos políticos. 

Elena Diez-Pinto

Directora Ejecutiva

Fundación Soros Guatemala 
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Una de las características más importantes 

del pasado proceso electoral fue que 

presentó grados de coordinación e integración 

de esfuerzos en múltiples áreas de trabajo 

político y técnico procedimental. Los ejemplos 

son muchos y todos ellos mostraron éxitos 

razonables, tanto en la implementación de 

sus actividades como en la estructuración de 

los espacios mismos de coordinación entre 

instituciones nacionales e internacionales.

La cooperación en materia electoral ha venido 

ganando en grados de coordinación desde la 

elección de 2003 y se consolidó en la llamada 

Mesa de Donantes Elecciones 2007, que reunió 

a la cooperación de Suecia, Noruega, Holan-

da, Dinamarca, Canadá y Estados Unidos de 

América. Algunos fueron más allá, al integrar 

no sólo sus intereses estratégicos, sino la canali-

zación de los fondos.

De igual modo, las misiones de observación 

electoral estuvieron caracterizadas por el signo 

de la integración de esfuerzos. Ese es el caso de 

Mirador Electoral, la Misión Indígena de Obser-

vación Electoral y la Misión Interinstitucional. 

Los benefi cios de estos esfuerzos de articula-

ción de fondos, capacidades políticas y calidades 

técnicas fueron evidentes y se expresaron en un 

aumento de efectividad en la utilización de los 

recursos, pero también en el cumplimiento de 

funciones estratégicas de cara al proceso: asis-

tencia técnica y observación electoral.

Prólogo

De este espíritu se alimentó el proyecto de 

análisis de las elecciones de 2007; para su con-

cepción e implementación se sumaron las ca-

lidades políticas, fi nancieras y técnicas de tres 

organizaciones internacionales comprometidas 

con la expansión sostenida de la democracia en 

Guatemala –el Instituto Holandés para la De-

mocracia Multipartidaria, la Fundación Soros 

Guatemala y el Instituto Nacional Demócrata 

para Asuntos Internacionales–, con la especiali-

zación y profundo conocimiento de la realidad 

del país que tienen tres organizaciones larga-

mente radicadas en Guatemala y productoras 

de conocimiento sustantivo en los campos que 

nos ocupan: ASIES, DOSES y FLACSO.

Esta sinergia permitió abordar las elecciones 

2007 desde múltiples puntos de vista y áreas de 

especialidad, en un intento de construir un aná-

lisis crítico del citado proceso como base para la 

extracción de aprendizajes y la identifi cación de 

áreas y acciones enfocadas a la mejora continua 

del sistema electoral y del sistema de partidos 

políticos en Guatemala. 

Por ello, es importante reconocer el gran es-

fuerzo de todas las instituciones y organizacio-

nes nacionales e internacionales que trabajaron 

activamente durante el proceso electoral; este 

informe no pretende sustituir el extraordinario 

trabajo realizado por todas ellas, sino comple-

mentarlo. De hecho, los informes de las orga-

nizaciones participantes han sido piezas funda-

mentales en la construcción de este análisis y se 
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constituyen en base fundamental de sus con-

clusiones.

No obstante el valioso aporte de cada uno de 

los estudios individuales de las instituciones 

que hemos unido esfuerzos, nos propusimos 

otorgar un valor agregado a la realización de los 

trabajos de investigación, dando a los hallaz-

gos una interpretación de conjunto, esperando 

poder presentarlos de manera que sean útiles 

y oportunos para enriquecer el proceso de dis-

cusión sobre la reforma de la Ley Electoral y de 

Partidos Políticos.

Es esperanza de nuestras instituciones que el 

documento que se presenta, tanto como to-

dos los materiales base que lo alimentan, se 

conviertan en instrumentos útiles para que 

las instituciones nacionales clave de la demo-

cracia –partidos políticos, Congreso, Tribunal 

Supremo Electoral– cuenten con información 

verifi cable y sólidamente construida para tomar 

decisiones sobre las acciones normativas, regla-

mentarias, institucionales y técnicas que deban 

tomar para garantizar el desarrollo continuo de 

la democracia electoral en el país.

Doris Cruz

Representante

Instituto Holandés para la 

Democracia Multipartidaria
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y asegurar un esfuerzo de perfeccionamiento 

continuo de la democracia electoral. 

Evidenciar aparte de la pertinencia de analizar 

y valorar las elecciones una vez realizadas, no 

es una práctica frecuente ni en medida alguna 

institucionalizada; existen países en América 

Latina –Panamá para citar un caso– en donde 

pasada una elección, se realizan evaluaciones 

conjuntas entre el organismo electoral y parti-

dos políticos, e incluso, constituyen una suerte 

de comisión de reforma electoral que delibera 

sobre los resultados de las mismas y constru-

ye acuerdos sobre eventuales modifi caciones al 

marco normativo e institucional. 

Valorar la forma en que una elección se orga-

niza y en que los actores fundamentales se de-

sempeñan, sobre la base de criterios técnicos 

rigurosos resulta, por tanto, un insumo de gran 

utilidad para la toma de decisiones. Por ello, 

la Fundación Soros Guatemala, el Instituto 

Holandés para la Democracia Multipartidaria, 

ASIES, DOSES, FLACSO-Guatemala y el Ins-

ti tuto Nacional Demócrata para Asuntos Inter-

nacionales, diseñaron esta iniciativa de análisis 

sistemático de las elecciones, a partir de dos 

preguntas fundamentales: ¿qué hizo diferente 

las elecciones de 2007 de las cinco elecciones 

generales precedentes?; y ¿qué im  pactos con-

cretos tuvieron las reformas electorales de 2004 

y 2006 sobre la organización y competitividad 

de las elecciones, y sobre el desempeño de los 

actores fundamentales del proceso electoral?

Introducción

El Proyecto Siete claves para el cambio. 

Análisis político, técnico y normativo del 

proceso electoral Guatemala 2007 es entendi-

do como una extensión natural de los esfuer-

zos concertados por actores internacionales y 

nacionales para asegurar la sinceridad y legi-

timidad de las elecciones de 2007. Siendo las 

primeras elecciones organizadas bajo nuevos 

estándares establecidos a partir de la reforma a 

la Ley Electoral y de Partidos Políticos en 2004 

y 2006, tanto en lo referente al funcionamiento 

del modelo de organización electoral como en 

las reglas básicas del sistema de partidos políti-

cos, la importancia de valorar los impactos que 

esas reformas tuvieron sobre las capacidades 

políticas y técnicas de los actores fundamentales 

de las elecciones, como sobre la solvencia técni-

ca del proceso electoral mismo, es evidente.

La intención política que orienta cualquier proceso 

de reforma electoral, normalmente se ve alterada 

en mayor o menor medida, por la forma práctica 

en que el mismo ajusta el funcionamiento de los 

partidos y la forma de organizar las elecciones. 

Dicho de otro modo, no siempre la intención 

política detrás de la reforma, obtiene los resultados 

esperados en el funcionamiento práctico de la 

democracia electoral. No existe relación lineal o 

unívoca entre ambas partes de la ecuación. Por 

ello, analizar los resultados e impactos efectivos 

que determinadas reformas normativas tienen 

sobre el funcionamiento de instituciones clave 

como las elecciones, el Tribunal Supremo 

Electoral (TSE) y los partidos políticos, resulta 

importante para extraer lecciones aprendidas 



Siete claves para el cambio

Fundación Soros Guatemala – NDI – nIMD – ASIES – DOSES – FLACSO10

La respuesta a estas preguntas se buscó a par-

tir de analizar siete dimensiones de un proce-

so electoral, consideradas por las instituciones 

asociadas, como centrales para entender las 

elecciones recién pasadas. Estas son:

Coherencia y efectividad de la Ley Electoral y sus regla-

mentos, dimensión que estuvo enfocada a realizar 

un análisis de escritorio sobre la Ley Electoral y 

de Partidos Políticos y el reglamento de la mis-

ma, valorando su coherencia y efectividad.

Proceso organizacional, técnico y logístico de las elec-

ciones, analizando las distintas actividades con-

cretas que confi guran la organización, desde 

el novedoso proceso de descentralización de 

las Juntas Receptoras de Votos (JRV), hasta los 

procesos más tradicionales de actualización y 

depuración del padrón electoral, de preparación 

administrativa y logística del día de las eleccio-

nes, de conformación de los órganos electorales 

intermedios y locales, de transmisión de resul-

tados y de resolución de confl ictos e imparti-

ción de justicia. 

Participación electoral de la ciudadanía, dimensión 

enfocada a estudiar los índices de participación 

electoral, según género, etnia y edad, así como 

el impacto de la descentralización sobre los ni-

veles de participación en el evento electoral. 

Comportamiento electoral y desempeño institucio-

nal de los partidos políticos, a partir de valorar los 

impactos de las reformas electorales sobre la 

transformación del sistema de partidos. Incluye 

variables tales como el comportamiento elec-

toral de los partidos, su desempeño fi nanciero, 

los gastos de campaña, su capacidad de formu-

lación de programas, los procesos internos de 

selección de candidaturas y otras variables que 

permitan caracterizar su desempeño electoral.

Régimen de fi nanciamiento de los partidos y las campa-

ñas electorales, dimensión que si bien forma parte 

inherente al funcionamiento del sistema parti-

dario, por su importancia mereció un análisis 

específi co y de mayor profundidad. Se revisa la 

estructuración del régimen de fi nanciamien-

to de partidos y campañas, así como la forma 

en que los partidos fi nanciaron sus campañas 

electorales. Este análisis está alimentado de ma-

nera sustantiva por los insumos provenientes 

del monitoreo del gasto electoral realizado por 

Acción Ciudadana, de modo que se cuenta con 

diversas fuentes de información y análisis. 

Comportamiento electoral e infl uencia de los medios de 

comunicación social, en donde se analiza el tipo de 

cobertura de los medios en el proceso, así como 

las posibles infl uencias que los mismos tienen 

en la conformación de las preferencias electora-

les. Se analizan también las percepciones de los 

periodistas sobre la forma libre o condicionada 

en que desarrollaron su trabajo y el papel de las 

encuestas electorales en el proceso.

Sistema electoral y los distritos electorales, dimensión 

que estudia el grado de representatividad terri-

torial que tiene el sistema electoral, evaluando 

los grados de sobre y subrepresentación que 

tienen los diferentes distritos electorales, espe-

cialmente en cuanto a la integración y confor-

mación del Congreso de la República. 

Las siete dimensiones descritas aportan una vi-

sión bastante integrada de lo que fue el proceso 

electoral 2007 y de la forma en que el mismo 

se desarrolló. Los hallazgos encontrados bus-

can aprender sobre la evolución reciente del 

sistema de organización electoral, el sistema de 

partidos y la forma en que el sistema electoral 

–sin cambios desde años atrás– se ve infl uencia-

do por las otras variables. Metodológicamente, 

el proceso de análisis partió del establecimien-

to de objetos de estudio precisos y preguntas 

orientadoras sobre cada dimensión a estudiar; 

hubo una distribución del trabajo entre las ins-

tituciones especializadas en el tema, para asegu-

rar la calidad de los estudios y el cumplimiento 



Fundación Soros Guatemala – NDI – nIMD – ASIES – DOSES – FLACSO

Análisis técnico, político y normativo del proceso electoral Guatemala 2007

11

puntual de los plazos. De este modo, ASIES 

asumió el análisis del sistema partidario, el ré-

gimen de fi nanciamiento y el sistema electoral; 

FLACSO, el análisis de coherencia de la Ley, el 

desempeño del TSE y el análisis de participa-

ción electoral; y, fi nalmente, DOSES, asumió 

el análisis del comportamiento electoral de los 

medios, desde las tres perspectivas acordadas: 

cobertura mediática, desempeño de los perio-

distas y análisis de encuestas. La Coordinación 

Técnica del Proyecto recayó en el equipo de 

NDI Guatemala.

En su mayoría, los estudios fueron concebidos 

para ser realizados en gabinete, con trabajos de 

consulta con actores estratégicos del proceso 

electoral, a través de entrevistas o cuestionarios 

dirigidos; no obstante, para el componente de 

medios de comunicación, se previó la realiza-

ción de una encuesta nacional y de una serie 

de grupos focales que ayudaron a medir per-

cepciones de las personas sobre el papel de los 

medios en las elecciones.

Para la gestión de la investigación, el equipo in-

terinstitucional se organizó en dos instancias: el 

Grupo de Dirección, en donde todos y todas las 

directoras de las seis instituciones miembros se 

reunieron periódicamente para analizar el avan-

ce de cada componente y aprobar los informes 

de proceso o fi nales del estudio; y el Grupo de 

Coordinación Técnica, en el que participaron los 

y las coordinadoras de cada institución, así como 

las y los consultores a cargo de cada componen-

te. También se realizaron cinco talleres de trabajo 

conjunto en donde cada institución y consultor 

presentaron sus planes de trabajo, sus instrumen-

tos de investigación, sus avances y sus informes, 

de proceso y fi nales. Esto permitió un intercam-

bio sustantivo entre todas las partes del Proyecto 

y facilitó que existiera una adecuada retroalimen-

tación entre cada componente del análisis. Los 

textos y resultados de cada componente, respon-

den a la responsabilidad de los y las autoras.

Merece resaltarse la calidad del equipo aportado 

por cada institución para el desarrollo del pro-

ceso de investigación. Por el lado de ASIES, la 

coordinación de Karin de Maldonado y Marco 

Antonio Barahona, y la participación sustantiva 

de Ligia Blanco, Alejandro Balsells y Carmen 

Ortiz como responsables de los componentes 

de partidos políticos, fi nanciamiento político y 

sistemas electorales, respectivamente; de parte 

de FLACSO, la coordinación inicial de Isabel 

Rodas y luego de Virgilio Álvarez, y la realiza-

ción de cada estudio por parte de César Conde, 

Paola Ortiz e Ivonne Solórzano en los temas de 

coherencia de la Ley, desempeño del TSE y par-

ticipación electoral, según fueron nombrados; 

y por parte de DOSES, la conducción de Gus-

tavo Berganza y el trabajo académico de Silvia 

Sánchez y Carmen Castilla. No puedo omitir la 

participación activa y los aportes de Julio Donis 

del NDI, Otto Zeissig del nIMD y Renzo Ro-

sal por parte de la Fundación Soros, así como 

la supervisión político institucional de Elena 

Diez-Pinto, Directora de Fundación Soros y de 

Doris Cruz, Representante del nIMD.

Puede constatarse que el estudio es resultado 

de la sinergia de capacidades institucionales y 

capacidades individuales, todas ellas conjugadas 

en función de poner a disposición de los actores 

fundamentales del proceso político guatemal-

teco y especialmente –TSE, partidos políticos, 

Comisión Específi ca de Asuntos Electorales 

del Congreso de la República– insumos útiles 

para la deliberación oportuna sobre la reforma 

electoral pendiente y posible. Como tal, no es 

un estudio de pretensiones estrictamente aca-

démicas, sino que busca tener utilidad políti-

ca, al poner a disposición de decisores políticos 

información cualifi cada para la construcción de 

acuerdos. Entiende, no obstante, que su fun-

ción no va más allá de producir información 

útil para la toma de decisiones y reconoce que 

éstas corresponden a aquellos que por mandato 

popular han sido electos para ese fi n.
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Finalmente, es importante reiterar, como se ha 

dicho en la presentación y en el prólogo, que 

este estudio se ha benefi ciado de múltiples es-

fuerzos de apoyo a las elecciones, desde los pro-

gramas de asistencia técnica implementados por 

IIDH/CAPEL y la OEA, pasando por las misio-

nes de observación internacional de OEA y la 

Unión Europea, hasta las misiones de observa-

ción nacional realizadas por Mirador Electoral, 

la Misión Indígena de Observación Electoral, 

y otras. Una base sustantiva de la información 

que dio partida a este estudio, fue aportada por 

el trabajo técnico sustantivo realizado por las 

misiones antes detalladas.

Es, por tanto, un esfuerzo que busca comple-

mentar y no suplantar lo realizado por diversos 

actores nacionales y por la cooperación interna-

cional durante las últimas elecciones. En este 

sentido, se entiende que, al igual que todos los 

productos de esas misiones, este documento 

es un bien público, puesto a disposición de 

la sociedad guatemalteca para su estudio y 

deliberación.

Eduardo Núñez Vargas

Director Residente

NDI Guatemala
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Eduardo Núñez Vargas1

1 Las opiniones expresadas por el autor no expresan la 
posición del NDI, sino que son responsabilidad ex-
clusiva del autor.

Las elecciones generales 2007: 
balance general sobre un sistema 
en transición

PRIMERA PARTE

Las elecciones generales de 2007 tienen ca-

racterísticas que las hacen diferentes de las 

anteriores, en razón de las modifi caciones lega-

les producidas en 2004 y 2006, y de la evolución 

reciente del sistema de partidos políticos en el 

país. El marco jurídico que regula las eleccio-

nes, el sistema electoral y el sistema de parti-

dos políticos, que se había caracterizado por un 

alto grado de estabilidad durante sus veintitrés 

años de vigencia, se vio sometido a una reforma 

parcial, pero importante, en el ciclo 2004-2006. 

Siendo la reforma electoral una herramienta 

funcional para actualizar los marcos normativos 

a la evolución de los sistemas propios de la de-

mocracia electoral, la reforma apuntó a atender 

algunos de los rezagos que se encuentran en la 

base y explican el tipo de funcionamiento de la 

institucionalidad electoral y partidaria:

i. El alto grado de centralización del modelo 

de organización electoral, que si bien dota-

ba de seguridad y certeza a las elecciones, 

actuaba como un fi ltro no deseado sobre 

los niveles de participación de la ciudadanía 

y favorecía una baja presencia territorial del 

sistema partidario.

ii. Los problemas de seguridad y certeza en el 

sistema de documentación personal, cuya 

base –la cédula de vecindad– había mos-

trado largamente sus limitaciones para dar 

confi anza sobre la identidad de las personas 

y, por tanto, sobre las personas que tendrían 

que integrar el registro electoral. 

iii. El bajo grado de institucionalización del 

sistema de partidos políticos, resultado en 

diversa medida de factores tales como: alta 

permisividad del marco jurídico para la 

creación de partidos y para la conservación 

de su registro legal; elevada dependencia del 

capital privado para el funcionamiento ins-

titucional de los partidos y para las campa-

ñas electorales; y bajo nivel de fi scalización 

por órganos independientes y capacitados.

Estas tres características son en alguna 

medida la expresión de una contradicción 

base en el desarrollo de la democracia 

electoral guatemalteca: mientras el sistema y 

la organización electoral se han desarrollado 

de manera ciertamente efectiva, dotando de 

seguridad y confi anza a esta joven democracia, 

el sistema partidario ha refl ejado el drama de 

la inestabilidad y falta de institucionalidad. De 

este modo, la democracia electoral guatemalteca 

cuenta hacia adentro de sí misma, con 

desarrollos desiguales: mayor consistencia en la 

dimensión propiamente electoral –elecciones y 

sistema electoral–, con una marcada debilidad 

institucional del sistema partidario. Si a esto se 

suman los problemas de solvencia y efectividad 

que caracteriza el funcionamiento del sistema 

de gobierno, tenemos un cuadro que hace 

razonable la duda sobre la sustentabilidad 

del sistema democrático y su capacidad para 

responder a los desafíos de la realidad del 
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país. Si bien las normas no pueden cambiar 

unilateralmente las realidades políticas, si 

pue  den actuar como factores de incentivo o 

coerción para que los actores fundamentales 

de la democracia gestionen ese cambio. Es por 

ello, que la reforma electoral actúa sobre la 

estructura de las relaciones de poder, al punto 

que vía normativa intenta conservar, ajustar o 

transformar las mismas, no sólo en lo referente 

a las relaciones entre partidos, sino a la relación 

más general entre el sistema político y la 

ciudadanía.

Ahora bien, ¿qué modifi caciones sustantivas in-

troducen las reformas electorales de 2004 y 2006 

en el funcionamiento de la organización electo-

ral, el sistema electoral y el sistema de partidos 

políticos? Y, ¿hacia dónde apuntan dichas refor-

mas en términos de favorecer o no la deseada es-

tabilidad y desarrollo de la democracia electoral 

en Guatemala? La exposición que se presenta a 

continuación pretende responder a ambas pre-

guntas, en un intento de balance general de lo 

que luego se expone en cada acápite específi co 

del informe. Por tanto, se enriquece de los mis-

mos y extrae de todos ellos elementos sustan-

ciales para dar una visión de conjunto sobre el 

proceso electoral 2007 y sobre la infl uencia que 

sobre el mismo tuvieron las reformas electorales 

de 2004 y 2006. La efectividad en conseguir este 

objetivo es responsabilidad exclusiva del autor y 

no obvia la calidad de los aportes realizados por 

las diferentes instituciones y autores. 

I. La reforma y sus factores 
determinantes

Cuando se analiza la reforma electoral 2004-

2006, se identifi ca una serie de reformas 

sustantivas, aunque no por ello, menos deba-

tidas en términos de su efectividad y alcances. 

Sin pretender ser exhaustivos, se puede decir 

que la reforma electoral atendió cuatro grandes 

dimensiones que merecen ser resaltadas, dos 

propiamente vinculadas con el modelo de 

organi zación electoral y dos con el sistema de 

partidos. Veamos a continuación un mayor 

detalle de lo anterior.

La reforma más decisiva se refi ere a la llama-

da descentralización de las Juntas Receptoras de Votos 

(RCV), la cual es importante no sólo por sus 

pretensiones de inclusión territorial, sino por 

los efectos colaterales que la misma tuvo sobre 

todas las dimensiones del proceso de organi-

zación del evento electoral 2007. Esta norma 

que obliga a colocar JRV en aquel lugar donde 

hubiere más de 500 empadronados, con la ex-

cepción de aquellas zonas en donde por razones 

técnicas o de seguridad el TSE considerara que 

no era posible, apuntaba claramente a revertir 

la centralización del modelo de organización 

electoral heredado de la transición a la demo-

cracia, como respuesta a la tradición de fraudes 

electorales perpetrados usualmente en las zonas 

rurales.

Esta reforma estaba enfocada a mejorar la in-

clusión territorial del modelo de organización 

electoral, además de favorecer un incremento 

en los niveles de participación electoral, como 

condición que expandiera la legitimidad de las 

elecciones; ese incremento de la participación 

tendría que ser particularmente sensible en las 

áreas rurales, las que habían sufrido las difi cul-

tades inherentes a la centralización descrita an-

teriormente. Esta norma tuvo efectos positivos 

aunque modestos sobre el incremento del voto 

rural y sobre la inclusión territorial del mode-

lo de organización electoral, pero generó un 

severo proceso de ajuste a escala mayor de los 

requerimientos técnicos de organización de las 

elecciones para el TSE y los órganos interme-

dios. Dicho de otro modo, la descentralización 

impactó áreas vitales del proceso electoral, tales 

como la actualización del diseño cartográfi co, la 

actualización y depuración del padrón electo-

ral, el diseño de la administración y la logística 
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del día de las elecciones, la cantidad de agentes 

electorales requeridos para garantizar la fl uidez 

del evento electoral, el sistema de transmisión 

de resultados, para citar las más evidentes. En 

tanto lógica política, favoreció el acceso de ciu-

dadanos y ciudadanas de zonas rurales al ejer-

cicio del voto en condiciones sustancialmente 

más favorables y en tanto lógica técnica, some-

tió al TSE y a los partidos políticos a dinámicas 

diferentes en cuanto a escala de trabajo y diná-

mica del mismo. 

Una segunda reforma fundamental, aunque sin 

efecto sobre las elecciones de 2007, fue la crea-

ción del documento personal de identifi cación (DPI) 

y del Registro Nacional de las Personas (RENAP) 

como institución responsable del mismo. Esta 

reforma tiene algunas características de rele-

vancia a anotar. Primero, la creación del DPI 

signifi có la concreción de un largo esfuerzo por 

dotar de certeza no sólo al sistema electoral, 

sino al conjunto de la institucionalidad del país; 

los problemas de calidad y precisión de la infor-

mación contenida en los registros civiles mu-

nicipales, así como la mala calidad de la cédula 

de vecindad, documento sin estándares ade-

cuados de seguridad, planteaban problemas de 

certeza sobre la identidad de las personas y, por 

supuesto, de los empadronados y electores. Es, 

por tanto, un paso positivo que se integren los 

registros civiles en una base de datos única, con 

mayor factibilidad de depuración de diversos 

tipos de inconsistencias técnicas, y también que 

se emita un nuevo documento de identidad.

Segundo, si bien se considera un paso ade-

lante la creación del DPI, la asignación de esa 

función a una institución nueva, que debía ser 

construida desde cero, hizo que se cerniera un 

velo de duda sobre su viabilidad política y fac-

tibilidad técnica. Además, implicaba en alguna 

medida una ruptura con el pasado y con el mar-

co de los Acuerdos de Paz, que siempre vieron 

al TSE como la institución titular de esa res-

ponsabilidad. Tercero, la decisión de postergar 

la vigencia del DPI hasta pasadas las elecciones, 

buscaba atenuar los posibles efectos de esta re-

forma sobre las reglas del juego vigentes para 

el 2007, pero no impidió que se manifestaran 

las contradicciones propias de la emergencia de 

una nueva institución en un entramado institu-

cional complejo, en donde la función registral y 

de documentación estaba distribuida entre 333 

municipios. Este clima de resistencia al cambio 

inherente al nacimiento del RENAP acompañó 

a las elecciones 2007 y generó, indirectamente, 

un mayor grado de complejidad en la organiza-

ción de las mismas.

Cuarto, el impacto electoral de la creación del 

DPI y del RENAP se perdió a partir de la reso-

lución de la Corte de Constitucionalidad que 

no avaló el cambio de nombre del Registro de 

Ciudadanos (la reforma original lo renombra-

ba Registro Electoral de Ciudadanos), enfocada 

a evitar que el ciudadano guatemalteco tuviera 

que realizar una doble inscripción para poder 

votar: ante el registro civil y el de vecindad para 

obtener la cédula; y ante el Registro Electoral 

para empadronarse. Este elemento, que consti-

tuye una de las barreras institucionales más im-

portantes para la participación electoral, quedó 

irresuelto en la pasada reforma.

La tercera área de reformas tuvo que ver básica-

mente con modifi caciones en las reglas del juego 

del sistema de partidos políticos; incluyó cambios 

en las reglas de constitución legal del partido, 

en el umbral o barrera electoral y en la confor-

mación de los órganos internos de dirección, 

entre otros. Las reformas en esta materia busca-

ban constreñir el número de partidos políticos, 

apuntando a generar ciertos incentivos para la 

estabilización del sistema partidario, aquejado 

por el frecuente nacimiento y muerte de parti-

dos políticos. 

La cuarta área de reformas apuntó a construir un 

sistema de fi nanciamiento con mayor peso del aporte del 
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Estado, mayores controles al fi nanciamiento pri-

vado y con un claro mandato de fi scalización. 

Efectivamente, la reforma del régimen de fi nan-

ciamiento llevó el aporte del Estado de dos quet-

zales a dos dólares de Estados Unidos de América 

por voto válido recibido, estableció la descentra-

lización del fi nanciamiento estatal, puso topes al 

gasto electoral y a las contribuciones privadas, 

forzó modifi caciones institucionales internas 

en los partidos para mejorar la administración 

y control fi nanciero interno, estableció el regis-

tro de donantes y de las donaciones privadas, así 

como dotó al TSE de mandato para fi scalizar las 

fi nanzas privadas de los partidos. Se conserva la 

forma de pago en cuatro cuotas anuales, lo cual 

otorga al aporte estatal una categoría de fi nancia-

miento permanente. En general, se puede decir, 

que se aprobó un conjunto de reformas cuyo 

propósito se orientaba a fortalecer un régimen de 

fi nanciamiento mixto, pero con predominancia 

del aporte público.  Debe indicarse que la refor-

ma tiene una manera de aplicación diacrónica, en 

razón de que todo lo referente a reglas sobre fi -

nanciamiento privado tuvo aplicación inmediata 

para la elección 2007 y la reforma en materia de 

fi nanciamiento público, se aplicará en fase poste-

rior a los citados comicios.  

Una quinta área de reformas relevantes tuvo 

que ver con la realización de ajustes en el calen-

dario y fecha de las elecciones; esta serie de reformas 

incluyó temas tales como menor duración de la 

campaña electoral, adelantamiento de la fecha 

de las elecciones y el consecuente constreñi-

miento del calendario electoral. El acortamien-

to de la duración de la campaña es un recurso 

usualmente utilizado para reducir su costo y 

en consecuencia, la necesidad de dinero de los 

partidos para fi nanciarla. El adelantamiento de 

la fecha de las elecciones respondió a la idea de 

ampliar el plazo de transición entre gobiernos, 

normalmente muy corto dada la experiencia 

precedente de que las elecciones se resuelven 

en segunda vuelta presidencial.

La descripción anterior, si bien no exhaustiva, 

permite precisar que la reforma electoral 2004-

2006 introdujo modifi caciones sensibles en el 

funcionamiento del sistema de partidos y, en 

menor medida, en el modelo de organización 

electoral o forma en que la institucionalidad 

electoral se despliega en el país para asegurar la 

efectividad de los derechos políticos de la ciuda-

danía. No fue una reforma integral ni tuvo los 

alcances del proyecto originalmente formulado 

por la Comisión de Reforma Electoral derivada 

de los Acuerdos de Paz, sin embargo, el balance 

general, más allá de sus problemas de alcance y 

de coherencia, es de benefi cio para el impulso 

de la institucionalización electoral y partidaria.  

II. La reforma, sus impactos y 
lecciones aprendidas en las 
elecciones 2007

1. Sobre la coherencia misma del marco 
normativo

Como resulta evidente en la segunda parte de 

este informe, la LEPP tiene, como contrapeso 

a las virtudes indicadas, problemas de balance, 

coherencia y efectividad. Los problemas de ba-

lance refi eren a que, al ser una ley única que 

regula todo lo referente al funcionamiento del 

sistema partidario, del sistema electoral, de los 

órganos electorales y del proceso de las elec-

ciones, muestra una cierta desproporción; la 

regulación de los temas electorales es sustan-

cialmente más desarrollada que la regulación 

sobre el sistema partidario, dejando algunas 

lagunas importantes. Si bien la vida de los par-

tidos políticos no se agota en el cumplimiento 

de la norma,2 la misma actúa como un piso o 

mínimo general que determina la naturaleza de 

los partidos como instituciones políticas y pro-

2 En realidad existe una amplia parte de la vida partida-
ria que se desarrolla bajo formas de institucionalidad 
informal.  
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picia o no, incentivos para su funcionamiento 

efectivo y democrático; en este sentido, cabe 

preguntarse si el nivel de desarrollo de la nor-

mativa partidaria no debe ser mayor en temas 

como: los derechos efectivos de los y las afi lia-

das, la regulación de las campañas electorales 

y de las precampañas, el régimen de fi nancia-

miento de la vida institucional de los partidos y 

de las campañas electorales, el sistema de fi sca-

lización de la vida partidaria y de las campañas 

electorales, los procedimientos de selección de 

cargos internos y candidaturas, y la regulación 

de su presencia territorial, entre otros de la ma-

yor importancia. En esta materia, habría que 

decir que la reforma de 2004-2006 signifi có un 

avance, pero todavía es insufi ciente frente a las 

características de funcionamiento de las organi-

zaciones políticas. Incluso convendría pregun-

tarse si este desarrollo desigual de la normativa, 

no explica en alguna medida la contradicción 

entre un  mayor desarrollo de la instituciona-

lidad electoral vs el insufi ciente desarrollo del 

sistema partidario.

Por coherencia se entiende la capacidad de la 

normativa de complementarse entre sí, tanto en 

los aspectos formales –redacción y técnica le-

gislativa– como en sus aspectos de fondo. La re-

forma 2004-2006 tuvo, sin duda, problemas de 

coherencia formal –ello explica en buena me-

dida la llamada armonización de la LEPP– pero 

más allá de estos, cuenta con algunos problemas 

de coherencia en el fondo de la reforma; estos 

problemas tienen importancia directa en térmi-

nos de efectividad, dado que erosionan su ca-

pacidad para cumplir con su objetivos. Veamos 

algunos casos que merecen ser mencionados.

Todas las regulaciones sobre creación y requisi-

tos mínimos para la existencia jurídica son de-

terminantes para establecer el tamaño del siste-

ma partidario; así, reglas muy permisivas, van 

a incentivar sistemas muy abiertos y posible-

mente con tendencia a la fragmentación; reglas 

más severas, van a infl uir en la confi guración de 

un sistema más acotado o cerrado. La reforma 

electoral última apuntó a hacer más severas las 

normas para crear y mantener la vigencia legal 

de un partido: aumentó el número de afi liados 

mínimo, varió la periodicidad de las asambleas 

y la conformación de sus órganos, aumentó el 

umbral electoral del 4% al 5%, etcétera. Fren-

te a esta reforma se esperaba que el número de 

partidos se contrajera; sin embargo, el resultado 

fue que sólo dos de ellos no pudieron cumplir 

con las nuevas reglas y tres fueron cancelados 

pasadas las elecciones. La erosión proviene de 

otras normas de la misma ley, como en el caso 

del umbral electoral, en donde el 5% no es efec-

tivo porque se puede mantener el registro legal 

con la obtención de un diputado, o el aumento 

de los requisitos de registro y cancelación de 

partidos no funciona, porque una organización 

puede no participar en las elecciones y conser-

var su registro.

Las regulaciones sobre el número de afi liados 

mínimo que se requiere para la existencia de 

una organización política, responde tanto a la 

idea de ser más exigente en materia de requisi-

tos como a mejorar la implantación de los par-

tidos en la ciudadanía. Sin embargo, la reforma 

por sí sola no resuelve el problema de la dé-

bil implantación territorial de los partidos; en 

esta materia hizo mucho más la descentraliza-

ción de las JRV que el número de afi liados. Sin 

embargo, la reforma queda incompleta cuando 

el aumento del número de afi liados no viene 

acompañado de un aumento del número de 

municipios en donde se requiere organización 

legal del partido; esto implica que si bien los 

partidos aumentaron sus afi liados, ello no nece-

sariamente desembocó en una mejor distribu-

ción y presencia en el territorio de los mismos.

El acortamiento de la duración de las campa-

ñas electorales como una forma de reducir su 

costo y la necesidad de dinero de los partidos, 
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se vio erosionada por la inexistencia de regula-

ciones precisas sobre las precampañas y por el 

establecimiento de topes al gasto electoral di-

fusos. Si se asume como tesis válida que una 

campaña, independientemente de su duración, 

puede gastar tanto dinero como se tenga, a 

menos que existan claras restricciones al gasto 

electoral y sobre los disparadores del mismo, se 

puede afi rmar que la reducción de la duración 

de la campaña para las últimas elecciones tuvo 

poca utilidad, porque la ley estableció topes ge-

nerales al gasto electoral –US$1.00 por empa-

dronado al 31 de diciembre del año anterior a 

las elecciones– éste era efectivo por su carácter 

genérico e indefi nido. 

El otorgamiento de un claro mandato para que 

el TSE fi scalice las fi nanzas de los partidos y las 

campañas electorales presume la existencia, por 

un lado, de capacidad instalada en el organismo 

electoral, pero especialmente, que dicho órga-

no cuente con mecanismos coercitivos para que 

las organizaciones políticas cumplan con la ren-

dición de cuentas y se abran a los controles ex-

ternos que el órgano fi scalizador implemente. 

Este mandato tuvo la característica de no espe-

cifi car los alcances de la fi scalización –dejando a 

nivel de reglamentación el desarrollo de la nor-

ma– pero especialmente careció de un régimen 

efectivo de faltas, infracciones y delitos elec-

torales, que por la vía de sanciones inhibiera a 

cualquier organización política de transgredir la 

normativa. En este sentido, la norma apunta a la 

transparencia del sistema electoral y partidario, 

pero no alcanza de manera efectiva su fi n por 

carecer del instrumental coercitivo requerido 

para que la misma se aplique.

Estos elementos de coherencia interna de las 

normas electorales y de partidos, presentados 

a modo ilustrativo dado que existe un mayor 

desarrollo en la segunda parte de este informe, 

vienen acompañados de otros referidos a la 

coherencia entre la LEPP y otros cuerpos nor-

mativos de gran relevancia para el desarrollo de 

las elecciones. Se pueden identifi car dos casos 

referenciales en esta materia: el RENAP y los 

medios de impugnación de las decisiones del 

TSE. Sobre el RENAP, si bien las posibles con-

tradicciones no tuvieron efecto sobre las elec-

ciones de 2007, tienen gran importancia para 

el próximo evento electoral. En esta materia es 

fundamental dilucidar el asunto de qué insti-

tución tiene la responsabilidad de establecer la 

residencia del o la ciudadana, aspecto medu-

lar para la estructuración del padrón electoral. 

Esto sin ahondar en el problema principal no 

resuelto de la doble inscripción que un ciuda-

dano debe hacer para poder participar en las 

elecciones –inscripción ahora ante el RENAP 

para obtener el documento e inscripción ante 

el Registro de Ciudadanos para empadronar-

se y ejercer el voto–, aspecto que se confi gura 

como una barrera institucional importante a 

la participación electoral. El espíritu de la ley, 

tanto en la reforma original de la LEPP como 

en la del RENAP, era que todo ciudadano que 

reciba el documento personal de identifi cación 

(DPI) tuviera una acreditación inmediata en 

el padrón electoral; no obstante, al requerirse 

reforma constitucional, este propósito quedó 

inconcluso, con lo cual, si bien el ciudadano 

terminará recibiendo un documento más se-

guro y confi able, igualmente ello no redundará 

en ahorrarle la inscripción ante el Registro de 

Ciudadanos del TSE. Dicho de otro modo, el 

propósito electoral de la reforma en materia de 

documentación no es plausible de ser alcanza-

do bajo el actual marco constitucional.

Referente a los mecanismos de impugnación, 

también existe una contradicción de fondo, se-

gún lo expresa la exposición presentada en la 

segunda parte. Si bien se establece en la Consti-

tución Política y en la LEPP el carácter supremo 

del TSE, en términos prácticos todas sus reso-

luciones son impugnables por la vía del amparo, 

mismo que es conocido por la Corte Suprema 
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de Justicia en primera instancia y por la Corte 

de Constitucionalidad en segunda instancia. Si 

bien no es en modo alguno cuestionable que las 

decisiones del TSE sean impugnables en fun-

ción de proteger los derechos constitucionales 

de la ciudadanía, carece de lógica que siendo 

supremo el TSE, se vea sometido a la revisión 

de sus resoluciones por la Corte Suprema de 

Justicia. Esto en términos prácticos signifi ca un 

acotamiento del carácter supremo del organis-

mo electoral y debilita su posición en el seno 

del sistema institucional guatemalteco. 

Como resulta evidente, la importancia de revi-

sar la LEPP es indudable, desde al menos cua-

tro perspectivas fundamentales:

1. La coherencia interna de las normas 

de la LEPP en términos de asegurar su 

efectividad.

2. La coherencia técnico legislativa de la nor-

mativa electoral para evitar que aspectos 

formales generen confusión o interpreta-

ciones contradictorias de la misma.

3. La coherencia entre la LEPP y los regla-

mentos derivados de la misma. Este punto 

es de particular importancia por cuanto, si 

bien no se postula la idea de que normativa 

electoral sea desarrollada de manera cuasi 

reglamentaria en la misma LEPP, sí es im-

portante que no se intente suplir defi cien-

cias de la ley por la vía reglamentaria, dado 

el carácter subsidiario de estos.

4. La coherencia entre la normativa electoral 

y otros cuerpos legales que afectan o se ven 

afectados por la primera; los casos de RE-

NAP –en lo referente a la documentación 

y empadronamiento de las personas–, de 

la Ley de Amparo –en cuanto al sistema de 

impugnación de las decisiones del TSE– y 

del Código Penal –en cuanto a la posible 

tipifi cación de delitos electorales– son sólo 

algunos de los que merecen atención in-

mediata de parte de los decisores políticos 

responsables.

2. Sobre el proceso de organización electoral

Uno de los factores más relevantes sobre la 

efectividad de los organismos electorales es la 

repetición sistemática de procedimientos y ruti-

nas técnicas, administrativas y logísticas. De esa 

repetición sale en buena medida la capacidad de 

los órganos electorales de garantizar el derecho 

ciudadano de elegir a sus representantes. El fac-

tor repetición sistemática enfrenta normalmen-

te dos presiones: los cambios en las realidades 

territoriales y poblacionales de un país y los 

procesos de innovación tecnológica, especial-

mente en las áreas de información, comunica-

ción y mecanismos de votación. El organismo 

electoral guatemalteco expresa razonablemente 

este postulado. La confi anza ganada por el TSE 

a nivel de la ciudadanía, se explica en buena 

medida por la efectividad de su organización 

para garantizar las elecciones, campo en donde 

la repetición es fundamental.

Reformada la LEPP en 2004-2006, el organis-

mo electoral sufrió la primera variación seria en 

sus procedimientos de organización electoral 

en sus veinticinco años de existencia: la des-

centralización de las JRV. Prácticamente toda la 

edifi cación técnica, logística y administrativa del 

TSE estaba sustentada sobre el principio de la 

centralización de los centros de votación y JRV 

en las 332 –ahora 333– cabeceras municipales 

del país, lo cual implicaba determinados dispo-

sitivos de organización del proceso electoral. La 

descentralización vino a ser la piedra de toque 

para un reajuste, no en los conceptos generales, 

pero si en la escala y complejidad de la organi-

zación de elecciones en Guatemala. Derivado 

de esta reforma, el TSE hubo de ajustar el dise-

ño cartográfi co del país para ubicar los nuevos 

centros de votación, innovar con la creación de 
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una nueva fi gura administrativa –las circuns-

cripciones electorales municipales (CEM)–, 

reestructurar el padrón electoral con base en el 

criterio de residencia y no de vecindad, ajustar 

a escala el modelo logístico de organización del 

día de las elecciones, aumentar sustancialmen-

te el número de agentes electorales necesarios 

para el día E y rediseñar el sistema de transmi-

sión de resultados electorales. Todo a partir de 

un factor desencadenante: la descentralización 

de las JRV.

Cuando se afi rma que las elecciones de 2007 

no son comparables con las cinco elecciones 

generales anteriores, el factor distintivo a que 

se refi ere es la descentralización. Pero, en rea-

lidad, ¿qué produjo la descentralización? ¿Cuá-

les fueron sus impactos? ¿Cuáles las lecciones 

aprendidas?

Los impactos políticos de la descentralización

La descentralización respondió a dos propósitos 

políticos fundamentales: facilitar el acceso de la 

ciudadanía, especialmente aquella residente en 

zonas rurales, a las urnas; y favorecer un incre-

mento en los volúmenes de participación elec-

toral o asistencia a las urnas. Se entiende que 

la segunda no dependía exclusivamente de la 

decisión de descentralizar las JRV, sino que era 

subsidiaria de la capacidad del TSE para actua-

lizar el registro electoral, pero la expectativa era 

que a mayor cercanía de las urnas, mayor inte-

rés de la gente en participar de las votaciones. 

¿Cuáles son los resultados obtenidos en esta 

materia?

Por un lado, es verifi cable, como bien se explica 

en la tercera parte de este informe, que la des-

centralización favoreció un mayor grado de in-

clusión territorial, refl ejada en un mejoramien-

to del voto rural. Aunque no hubo variaciones 

sustantivas en el peso del voto rural en relación 

con la globalidad de las elecciones, sí es veri-

fi cable que el mismo tuvo comportamientos 

electorales diferenciados del voto urbano, ha-

ciéndose valer esa diferencia en los resultados 

electorales. No obstante, resulta difícil estable-

cer con la misma veracidad que haya infl uido en 

el volumen de participación en las votaciones; 

si bien, la participación electoral sube un 2% 

en relación con la elección de 2003 y mantiene 

una tendencia al alza desde 1999, ello no tiene 

relación directa con el nivel de descentraliza-

ción alcanzado. Si hubiere relación entre am-

bas variables, habría que afi rmar que la relación 

costo-benefi cio no es favorable, dado que el in-

cremento habría sido modesto en relación con 

la inversión realizada en la misma.

Tiene que indicarse entonces que la descentra-

lización fue relevante para el acceso del voto ru-

ral y, modestamente, pudo haber infl uido en la 

continuidad de la tendencia de crecimiento de 

la participación electoral. Un elemento com-

plementario y no menos importante en térmi-

nos de impactos políticos, refi ere a que la des-

centralización introdujo variaciones de hecho 

en la forma en que los partidos políticos actúan 

ante las elecciones, es decir, en su lógica de ac-

ción electoral: frente a una lógica basada en el 

acarreo de votos desde diferentes zonas hacia 

las cabeceras municipales donde se instalaban 

los centros de votación, en 2007 los partidos 

tuvieron al menos que desarrollar parcialmente 

grados de presencia territorial en aquellos nue-

vos lugares donde se ubicarían las urnas, las 681 

CEM que fi nalmente fueron creadas. Esto sig-

nifi có para los partidos un esfuerzo de desarro-

llo de organización territorial mayor que en las 

elecciones anteriores, dado que tuvieron que 

llevar organización a donde hubiera centros de 

votación, como condición de competitividad 

electoral.
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Los impactos técnicos de la descentralización

Del lado técnico sí se encuentran mayores im-

pactos en relación con las responsabilidades y 

desempeño del TSE. En primera instancia, el 

imperativo de descentralizar implicó al TSE un 

reajuste de su cartografía electoral y la aplica-

ción de criterios para la ubicación de las nuevas 

JRV que reconocieran, además de los aspectos 

propiamente geográfi cos o de división política 

y administrativa, otras variables de orden socio 

económico y de acceso a vías de comunicación, 

para el establecimiento de los nuevos centros 

de votación. El producto de este esfuerzo fue 

la creación de una nueva fi gura de administra-

ción electoral conocida como circunscripciones 

electorales municipales (CEM), las cuales agru-

paban aldeas y caseríos para facilitar la instala-

ción de los centros de votación. De 687 CEM 

originalmente programadas se crearon 681, lle-

vando a 2,060 los centros de votación y a 1,3756 

el número de JRV, con un crecimiento de casi 

un 50% en la cantidad de centros de votación y 

un 35% en el número de JRV. El peso de la or-

ganización electoral en zonas rurales pasó a re-

presentar 687 centros de votación y 3,477 JRV, 

aproximadamente una tercera parte del total.

Un segundo impacto técnico refi ere a la es-

tructuración del registro electoral, que estaba 

diseñado sobre el principio de vecindad del ciu-

dadano. Dado que el padrón se construye con 

base en la cédula de vecindad, los ciudadanos 

estaban asignados según el municipio en don-

de estuviere avecindado. La descentralización, 

basada en el principio de residencia, hizo obso-

leta esta organización del padrón, obligando al 

TSE a realizar un proceso de actualización del 

registro electoral, para incluir la dirección de 

residencia de las personas, principio básico para 

asignarle la JRV más cercana. Si bien la descen-

tralización de las JRV fue moderada o parcial, el 

esfuerzo de actualización del padrón resultaba 

en un desafío técnico de gran volumen; los re-

sultados de este proceso son duales y merecen 

ser evaluados por el propio TSE. En términos 

prácticos, en la base del registro electoral exis-

ten dos tipos de datos: actualizados y no actuali-

zados, con niveles de certeza en la información 

diferentes entre unos y otros, en parte por el 

origen de los datos –registro civil– y en parte 

porque no alcanzó el tiempo para actualizar 

todo el padrón.

Esto abre un debate sobre la confi abilidad del 

padrón electoral guatemalteco. Si bien es claro 

que el padrón funciona y ha funcionado para 

la organización de las elecciones y ha superado 

posibles objeciones de parte de los actores inte-

resados, existe una diferencia de fondo sobre la 

calidad del mismo; mientras el TSE cuenta con 

una auditoría realizada por la Organización de 

los Estados Americanos que indica que el nivel 

de confi anza del padrón electoral está por enci-

ma del 95%, aspecto que lo convertiría en uno 

de los padrones más actualizados y depurados 

de la región. Mirador Electoral realizó otra au-

ditoría que arroja resultados menos halagüeños 

y en donde se marcan claras diferencias entre 

los actualizados y no actualizados.3 Sin entrar 

a debatir la idoneidad metodológica de una y 

otra auditoría, resulta evidente que el TSE debe 

realizar una nueva valoración del registro elec-

toral en su conjunto y, apurar el paso para cerrar 

la brecha entre actualizados y no actualizados. 

Esta tarea adquiere mayor relevancia si se toma 

en cuenta que es esperable que continúe el pro-

ceso de descentralización en las zonas rurales.

La multiplicación de agentes electorales se 

cons tituyó en un tercer impacto concreto de 

la descentralización; el aumento en el número 

de JRV y en menor medida, la creación de la 

fi gura de las CEM, obligó al TSE a reclutar y 

capacitar al menos a 73,000 personas, para que 

3 Debe anotarse que esa auditoria ha sido imposible de 
ser consultada y las cifras que se conocen son pro-
ducto de declaraciones de funcionarios electorales.
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se desempeñaran en las juntas departamentales, 

municipales, CEM y JRV. Consecuentemente, 

el esfuerzo de capacitar a esas personas se cons-

tituyó en una tarea difícil, en especial si se toma 

en cuenta la reducción de los plazos electorales. 

Sobre este punto, existe un elemento colateral 

pero no menos importante: en condición de 

plazos más cortos para la integración y capaci-

tación de las juntas electorales, el TSE optó por 

integrarlas con personas que acumularan ex-

periencia previa, especialmente en cuanto a los 

órganos departamentales y municipales; esta 

decisión fue vital para la efectividad del proceso 

de organización, pero contravino de manera ex-

plícita normas de la LEPP que obligaban a que 

las juntas fueran integradas con base en criterios 

de equilibrio de género y étnico. Pareciera que 

la tensión básica enfrentada por el TSE en ese 

momento se dio entre integrar las juntas con 

un enfoque centrado en  la efectividad aunque 

se contraviniera la ley o integrarlas con enfo-

que de inclusión en concordancia con la legis-

lación, aunque ello amenazara la efectividad de 

las elecciones. Más allá de esto, la pregunta es: 

¿puede un órgano electoral desobedecer una 

norma jurídica en aras de garantizar la efectivi-

dad organizacional de un proceso eleccionario?

El dispositivo logístico y de administración 

electoral fue otro elemento drásticamente im-

pactado por la descentralización de las JRV; se 

pasó de organizar las elecciones en 332 puntos 

(las cabeceras municipales donde se realizaron 

las elecciones en 2003) a más de 1000 puntos 

de organización electoral (sumadas las CEM). 

En este campo de análisis debe reconocerse que 

el resultado fue altamente exitoso, dado que se 

produjo y distribuyó el material con efi ciencia 

y efi cacia, funcionaron los centros de votación 

y JRV con normalidad, etcétera. En esta materia 

la escala fue relevante, pero el dispositivo logís-

tico del TSE y los órganos electorales interme-

dios fue capaz de superarla.

La transmisión de resultados fue otra área en 

donde la complejidad de descentralizar las JRV 

fue importante. Igual que en lo referente a la 

logística, en este campo el asunto fue también 

de escala, al aumentar el número de puntos de 

emisión y acopio de información, en la misma 

medida que crecía el número de JRV y puntos 

de organización electoral. El resultado de la 

transmisión, no obstante estos desafíos de es-

cala y volumen, fue altamente exitoso; los datos 

fl uyeron con rapidez y seguridad y el TSE estu-

vo en capacidad de aportar resultados la misma 

noche de las elecciones. No hubo objeciones al 

sistema de transmisión de resultados y los mis-

mos fueron aceptados por los diversos conten-

dientes políticos. Dos factores confl uyeron en 

este resultado exitoso: la capacidad de los y las 

miembros de las JRV para realizar el escrutinio 

y remitirlo por las vías previstas, y el modelo 

tecnológico aportado por la empresa GBM para 

la transmisión y totalización segura y rápida de  

los datos.

Puede verse que el balance del desempeño del 

TSE en las elecciones es positivo en sus resulta-

dos, no obstante los cuestionamientos iniciales 

sobre la debilidad institucional de este organis-

mo. Sin embargo, esto no puede obviar que el 

camino para llegar a este resultado estuvo plaga-

do de problemas e incertidumbre: un arranque 

tardío del proceso de descentralización, dentro 

de un debate sobre el alcance que la misma de-

bía tener; un retrasado proceso de actualización 

del padrón electoral,  cuyo resultado práctico es 

una base de datos conformada por dos grupos 

de actualizados y no actualizados con impor-

tantes diferencias de precisión en cuanto a la 

información de unos y otros; conformación de 

juntas con criterios ajenos a lo establecido por 

la ley; alta dependencia de la capacidad tecnoló-

gica de terceros para la transmisión de resulta-

dos. Si a esto se agrega el debate sobre el costo 

de las elecciones, el tema requiere de mayor 

evaluación por parte de la nueva magistratura 
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del TSE; los datos disponibles y presentados en 

la tercera parte, indican que en 2003 el costo 

por ciudadano empadronado fue de Q24.24; 

para 2007 el costo fue de Q68.28, casi dos ve-

ces más en sólo cuatro años; si la proyección se 

hace sobre los ciudadanos que votaron, el costo 

es de Q113 por voto recibido en las urnas. Que 

se haya triplicado el costo por empadronado de 

la organización de las elecciones cuando el pa-

drón creció alrededor de un 18% y el número 

de juntas cerca de un 35%, son indicadores de 

que debe revisarse a la hora de valorar la racio-

nalidad presupuestaria.

Todos estos elementos abren preguntas de 

fondo: ¿cuál es el modelo de desarrollo 

institucional del TSE? y ¿cuál es el nivel 

autónomo de desarrollo técnico con que 

cuenta? Responder ambas pre guntas resulta 

medular para garantizar las próximas elecciones 

y requiere de un marca do liderazgo de la nueva 

magistratura del Tribunal.

3. Sobre los niveles y calidad de la 
participación electoral

Guatemala ha sido califi cado como un país con 

niveles de participación electoral relativamente 

bajos; el abstencionismo en los últimos años ha 

estado cercano al 40% en primera vuelta presi-

dencial y un poco más alto para el balotaje. Los 

análisis sobre este tema, indican que existen dos 

medidas sobre participación electoral: la prima-

ria, referida a la relación entre asistencia a las 

urnas y personas en edad de votar; y la secun-

daria, referida a la relación entre empadrona-

dos y votantes. Esta diferencia no es menor en 

un país como Guatemala en donde se requiere 

doble inscripción para poder votar y remite a 

la capacidad de las instituciones para favorecer 

esas dos inscripciones.

La participación primaria está determinada por 

varios factores: la certeza de las cifras sobre 

el número de personas en edad de votar, que 

nace de los censos de población; la capacidad 

del sistema registral civil para absorber y siste-

matizar los datos civiles de las personas, espe-

cialmente, sus nacimientos; y la capacidad del 

sistema de identifi cación civil de las personas 

para documentarlas. En los tres ámbitos exis-

ten cuestionamientos importantes: por un lado, 

han existido objeciones técnicas al último censo 

de población, que hacen incierta la información 

aportada por el mismo; por otro, el modelo des-

centralizado de registro civil predominante has-

ta la creación del RENAP y los problemas cul-

turales –voluntad de los ciudadanos de registrar 

sus actos civiles– y de técnica registral hacen 

que la fuente originaria del sistema sea endeble; 

y en cuanto a documentación, la inexistencia de 

una base de datos nacional unifi cada, la emi-

sión descentralizada del documento y la baja 

seguridad del mismo, hacen que existan dudas 

razonables sobre la identidad de las personas. 

Por ello, resulta difícil tener certeza sobre los 

niveles de partición primaria.

Sobre la participación secundaria infl uyen otros 

factores, que se suman a los anteriores, dado que 

ninguna persona puede empadronarse sin tener 

cédula de vecindad. En esta materia son deter-

minantes dos tipos de factor: la voluntad de las 

personas de inscribirse en el Registro de Ciu-

dadanos, dado que más allá de que es una obli-

gación constitucional, no existen mecanismos 

coercitivos para que hagan efectiva esa disposi-

ción; y la capacidad del TSE para habilitar sis-

temas de registro –permanentes (Delegaciones 

y Subdelegaciones del Registro de Ciudadanos) 

o eventuales (brigadas y campañas de empadro-

namiento)– que permitan al ciudadano acceder 

al mismo e inscribirse para poder votar. En este 

campo también existen algunas limitaciones o 

barreras, que podríamos llamar motivaciona-

les e institucionales: las primeras refi eren a la 

voluntad de las personas de inscribirse, misma 

que es afectada por la confi anza que tenga en 

las instituciones o por el desempeño de las mis-
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mas; las segundas, están asociadas con la capa-

cidad institucional de registro, actualización y 

depuración de los datos de las personas.

Es razonable deducir de la exposición ante-

rior, que la participación electoral de los y 

las guatemaltecas va a estar infl uida por su 

voluntad –confi anza institucional + satisfacción 

de necesidades– y por las capacidades de las 

instituciones para prever un sistema regis tral 

civil, de documentación y electoral confi a-

ble y efectivo. Por tanto, el ausentismo y 

abstencionismo que ha caracterizado la historia 

electoral del país es explicable por la confl uencia 

de ambos factores. 

Para las elecciones de 2007, los datos de partici-

pación son interesantes:

Se mantiene la tendencia al alza de la participa-

ción secun daria, que aumentará un 2% en 

relación con el 2003 y confi rma una tendencia de 

recuperación de la participación a niveles de las 

dos primeras elecciones post transición política. 

La participación primaria tiene un crecimiento 

todavía más sensible, aproximadamente un 15%, 

pero como se ha indicado existen dudas sobre 

los datos del censo de población que da origen a 

esta proyección. Estos datos sobre participación 

secundaria vienen acompañados de algunas pre-

gun tas que no es posible responder: ¿cuánto 

del ausentismo electoral puede ser explicado 

por personas inscritas en el registro electoral 

pero que han migrado fuera de Guatemala?; 

¿cuánto puede estar asociado a problemas de 

depuración del registro electoral, en cuanto a 

fallecidos o inhabilitados?, respuestas que sólo 

pueden ser atendidas por una auditoría a fondo 

del registro electoral en su conjunto, con base en 

una metodología que apunte a la corroboración 

física de los datos de las personas.

La participación femenina sigue siendo me-

nor que la masculina. Las mujeres emitieron el 

47.25% de los votos, 5.5% menos que los hom-

bres; en ningún caso el voto femenino superó 

el 62%. Esta relación de participación es inversa 

en cuanto a las proporciones poblacionales de 

hombres y mujeres, aunque concordante con 

el peso mayoritario de los hombres en el regis-

tro electoral. La menor participación femenina 

requiere para su correcta interpretación de ser 

revisada desde la óptica de qué barreras institu-

cionales enfrentan para su empadronamiento  o 

para su registro y documentación civil, como al-

gunos indicios parecen indicar. Asimismo, vale 

la pena identifi car si existen comportamientos 

diferenciados entre mujeres del ámbito rural 

y urbano, y según origen étnico, lo cual per-

mitiría al RENAP y al TSE diseñar programas 

específi cos de registro de cara a las elecciones 

de 2011.

La participación indígena muestra difi cultades 

grandes para ser medida y valorada, en prin-

cipio por cuanto ni las estadísticas del padrón 

ni las de la votación incluyen esta categoría de 

análisis. El informe que se presenta en la terce-

ra parte, inspirado en los datos producidos por 

Mirador Electoral, aborda la cuestión desde la 

identifi cación de los 95 municipios con más de 

90% de población indígena. En todos estos ca-

sos, la participación promedió un 70%, alrede-

dor de un 10% por encima de la participación 

a nivel nacional. No obstante ello, el dato debe 

relativizarse en razón de que muchos de esos 95 

municipios se encuentran ubicados dentro de 

los que menor peso electoral tienen en el con-

junto nacional; en su conjunto, los municipios 

con mayor población indígena tienen un peso 

en el padrón de 19.2% y los votos emitidos en 

ellos representan la quinta parte (20%) del total 

de votos emitidos en el país.

La participación desde la perspectiva etaria 

mues tra difi cultades importantes para su me-

dición, en especial por carecer de datos de em-

padronamiento por edad. Sin embargo, existen 

evidencias de que la población que más vota se 
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encuentra entre los 26 y 45 años, dato que dice 

muy poco en relación con el comportamiento 

electoral de los jóvenes de 18 a 25 años.  

Otra variable de interés para analizar es el voto 

rural, especialmente para valorar el alcance efec-

tivo que tuvo la descentralización de las JRV. 

Como se indicó en el acápite anterior, no existe 

fundamento que permita relacionar el aumento 

de la participación secundaria con la descen-

tralización; de ello deviene que su principal 

impacto estaría asociada con el acceso y facili-

tación del voto rural, pero no necesariamente 

con el elevamiento del volumen del mismo. De 

igual modo, aunque la descentralización cuali-

fi ca el voto rural, no cambia sustantivamente el 

peso del mismo en la votación general, siendo 

todavía predominante el peso electoral de las 

zonas urbanas densamente pobladas.

Que la carencia de información detallada por 

tipo de categoría de análisis no está disponible, 

remite a  un aspecto relevante de detallar. Así 

como los datos del INE son poco confi ables, 

existen problemas de producción y presenta-

ciones de datos sobre empadronamiento y re-

sultados electorales en el TSE. Resulta difícil 

poder diseñar políticas y líneas de acción ade-

cuadas para atender determinados segmentos 

de población que se encuentren en situación de 

subregistro, si se carece de una estructura que 

permita producir y sistematizar información 

básica para el diseño de las políticas. Este es el 

caso del tema juventud y también del tema in-

dígena, para los cuales ser carece de informa-

ción estadística base.

A la hora del balance, habría que decir que si 

bien la participación mantiene su ritmo ascen-

dente, las cifras duras indican que se encuentra 

alrededor del 60%, lo cual implica que Guate-

mala sigue contando con altos niveles de abs-

tención; esto remite nuevamente a viejas pre-

guntas sin respuesta clara: ¿existe un porcentaje 

de esa cifra de abstención que responde migran-

tes?, ¿existe una efectiva depuración del registro 

electoral, siendo –como es– dependiente de un 

sistema registral civil con debilidades marcadas 

de calidad de información?

Sobre la participación de segmentos pobla-

cionales específi cos, existen carencias de infor-

mación que impiden llegar a conclusiones. 

Para el caso de las mujeres, está claro que en 

condiciones de igualdad –acceso a las urnas, 

adecuada documentación y efectivo registro en 

el padrón electoral– participan igual o más que 

los varones; siendo esto así, el relativo rezago 

que todavía enfrentan a la hora de ejercer el 

derecho al voto, puede estar asociado con 

barreras institucionales que le impiden hacerlo, 

entre las que destacan las barreras registrales 

civiles y de documentación de las personas. 

Los indígenas muestran un comportamiento u 

orientación al voto mayor que los no indígenas, 

al menos con base en el estudio de 95 municipios 

con población indígena predominante; más allá 

de que el peso de estos municipios tenga un 

peso electoral no superior a una quinta parte, es 

evidente que lo que corresponde resaltar es que 

en condiciones de acceso efectivo, votan más 

que el promedio nacional. Puede que exista 

además una cierta relación entre ese mayor 

voto indígena y la descentralización, o entre 

un mayor voto indígena y un mayor voto rural, 

pero son variables que requieren ser analizadas 

y sobre las cuales todavía no existen elementos 

concluyentes.

Cabe poca duda que a la base de los niveles de 

votación y abstención se encuentra el sistema 

de doble inscripción que caracteriza el régimen 

guatemalteco y que, aunque es una disposición 

legal existente desde la transición a la democra-

cia, en la práctica puede actuar como una barre-

ra institucional a la participación. Los sistemas 

más modernos de registro electoral se constru-

yen a partir de una base de datos registral civil 

nacional, con adecuada documentación, que 



Siete claves para el cambio

Fundación Soros Guatemala – NDI – nIMD – ASIES – DOSES – FLACSO26

automáticamente coloca en el registro electo-

ral a todo aquel que cumpla con los requisitos 

establecidos por la ley; este último es en reali-

dad un corte de la base de datos a la fecha que 

el calendario electoral indique. Mientras no se 

supere este esquema de doble inscripción ni se 

introduzcan criterios creativos para auditar y 

depurar el registro electoral, especialmente de 

personas que teniendo edad o habiéndose ins-

crito, no están activas en el país, será muy difícil 

conocer con precisión las tasas de participación 

y abstención. Por supuesto, cualquier acción 

técnica en esta materia debe tener como punto 

de arranque, garantizar los derechos políticos 

de la ciudadanía.

4. Sobre el funcionamiento del sistema 
partidario

Se explicaba al inicio de esta exposición, que 

el desarrollo de la democracia electoral guate-

malteca está marcado por la insufi ciente ma-

du ración del sistema de partidos políticos, el 

cual tiene tiene en su estructura problemas de 

estabilidad e institucionalización que se refl e-

jan esencialmente en la dinámica recurrente 

de nacimiento y desaparición de partidos polí-

ti cos. Diversas investigaciones realizadas por 

instituciones nacionales como ASIES o regio-

nales como FLACSO, han aportado abundante 

información para caracterizar estos problemas 

de estructura y funcionamiento del sistema 

parti dario. Para el análisis de los partidos se 

pueden abordar distintas dimensiones, todas 

ellas relevantes: el funcionamiento del sistema 

partidario, el funcionamiento de los partidos 

como instituciones y la conducta electoral de 

los partidos.

Sobre la primera dimensión, las características 

básicas del régimen de partidos siguen inscritas 

dentro de los rangos de un sistema de baja ins-

titucionalidad, no obstante, signos de progreso 

que se pueden identifi car y verifi car en los úl-

timos años. Un repaso rápido por esos rasgos 

fundamentales, indica que el sistema partidario 

sigue estando marcado por la inestabilidad de los 

partidos, cuyo número promedio en períodos 

no electorales es de 15 y en períodos electora-

les de 18; el promedio de vida o edad de los 

partidos no supera los diez años, en especial 

con la cancelación de la Democracia Cristiana 

Guatemalteca. La volatilidad electoral viene como 

acompañante de la fragilidad de los partidos y se 

ve profundizada por una sociedad que cuenta 

con bajos grados de identifi cación partidaria o ideoló-

gica; por supuesto, son factores que se alimentan 

mutuamente, dado que difícilmente se desarro-

llan identifi caciones partidarias estables sin par-

tidos estables en el tiempo y, de igual modo, es 

difícil que pueda haber identifi cación ideológi-

ca si el sistema partidario expresa bajos niveles 

de diferenciación ideológica entre sus partes.

Las reformas a la Ley Electoral y de Partidos 

Políticos realizadas en el  2004 y 2006, se en-

focaron en buena medida en introducir pun-

tos de giro en el funcionamiento del sistema de 

partidos; conllevaron un conjunto de modifi ca-

ciones en las reglas de existencia legal, funcio-

namiento y conformación de los órganos inter-

nos, manejo del fi nanciamiento privado y fi s-

calización. Estas modifi caciones han producido 

ajustes en el funcionamiento del sistema parti-

dario, aunque sus efectos sobre su estructura-

ción están por verse. Los cambios en materia 

de requisitos de inscripción y umbral electoral, 

que apuntaban a la contracción del número de 

partidos, no produjeron los resultados espera-

dos, dado a que sólo dos partidos no pudieron 

cumplir en tiempo con los requisitos legales 

de existencia institucional y sólo tres no alcan-

zaron el umbral electoral. Los cambios en las 

reglas de fi nanciamiento tendrán efectos mayo-

res pasadas las elecciones, pero las que fueron 

aplicables durante los pasados comicios, fueron 

poco efectivas; los indicadores del gasto electo-

ral demuestran que el tope no fue respetado y 
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si bien se avanzó en el registro de las contribu-

ciones privadas, esto no vino acompañado de 

una capacidad efectiva de fi scalización por parte 

del TSE. 

En términos de su funcionamiento interno, la 

segunda dimensión a abordar, si bien existen 

grados diferentes entre partidos a la hora de 

analizar su diseño y prácticas organizacionales, 

resulta evidente que conservan un modelo cen-

tralizado, con poca presencia territorial o al me-

nos poca presencia de organización formal en 

el territorio. En general, la organización formal 

es menor que la real y no sobrepasa un 30% del 

total de municipios que conforman el país, ele-

mento sostenido por la permisividad del mar-

co jurídico que exige organización legal en 50 

de 333 municipios (15% del total). Esto expli-

ca que el aumento del número de afi liados no 

haya venido acompañado necesariamente de un 

aumento del despliegue territorial de los parti-

dos, lo cual produce un fenómeno interesante: 

la existencia de afi liados sin organización legal 

y, por ende, sin derechos como tales.

Si la centralización y bajo despliegue territorial 

de los partidos son expresiones de una institu-

cionalidad todavía incipiente, la inclusión po-

lítica muestra signos de rezago aún mayor. En 

una sociedad altamente diversa como la guate-

malteca la cara de los partidos refl eja pocas mu-

jeres, pocos jóvenes y menos indígenas de los 

que proporcionalmente conforman esta socie-

dad. Puede que estos bajos niveles de inclusión 

encuentren explicación o tengan relación con 

la baja presencia territorial de los partidos, pero 

conviene preguntarse si es resultado de facto-

res volitivos de la ciudadanía –no le interesa o 

desea participar en política partidaria–, de la ca-

rencia de estrategias de los partidos para atraer 

estos segmentos de población, o responde a un 

modelo partidario en donde interesa poco la in-

clusión, dado que se asume que las formas de 

participación de estos grupos humanos puede 

circunscribirse a los procesos electorales. Me-

recen especial mención los procesos de selec-

ción de candidaturas, campo en el que –dado el 

insufi ciente desarrollo institucional de la mayor 

parte de los partidos vigentes– los mismos tie-

nen poca capacidad de producir internamente 

los liderazgos que podrían ser postulados a car-

gos de elección; la práctica política recurrente, 

por supuesto con las excepciones normales, es 

que los partidos buscan líderes de las comuni-

dades o personas con fi nanciamiento propio 

para sus listados de cargos al Congreso, alcaldías 

y corporaciones municipales. Este fenómeno se 

ve agudizado por la relación inversa existente 

entre una presencia territorial más bien modes-

ta y la posibilidad de presentar cargos en todas 

las unidades político-administrativas del país. 

La reforma electoral de 2004-2006 apuntó poco 

al cambio en la dinámica interna de los parti-

dos y más a las reglas generales de funciona-

miento del sistema partidario; sin embargo, al 

ser dos caras de una misma moneda, varios de 

los cambios aprobados introdujeron modifi -

caciones en el funcionamiento interno de los 

partidos, al punto que puede considerarse que 

el sistema partidario en su conjunto y los par-

tidos en su carácter individual, se encuentran 

en transición entre un modelo y otro. Varios 

son los elementos que están sometidos a cam-

bio: por una parte, la descentralización de las 

JRV obligó en buena medida a los partidos a 

desarrollar organización territorial allí donde 

hubieran centros de votación, dándose un des-

pliegue territorial mayor durante las elecciones 

y cambiando, en algún modo, la lógica electoral 

tradicional basada en el acarreo de votos; por 

otra parte, los cambios en los requisitos legales 

de existencia de partidos, si bien tuvieron poco 

impacto en términos de reducir el número de 

partidos, plantearon ajustes en la dinámica in-

terna, en razón de tener que: i) cumplir con 

la ampliación del número de afi liados, lo que 

desembocó en una dinámica de afi liación que, 
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incluso, algunos partidos llevaron más allá de 

los mínimos legales; realizar asambleas anuales 

en sus órganos departamentales y municipales, 

dándole inevitablemente mayor vitalidad a esos 

órganos, primero para poner al día la organiza-

ción legal del partido y luego para los procesos 

de selección de candidaturas; y buscar mayor 

compromiso de afi liados a nivel departamental 

y municipal para integrar órganos permanentes 

más amplios. 

Resulta importante indicar, aunque es un tema 

que se profundizará en el próximo acápite, que 

el régimen de fi nanciamiento de los partidos y 

las campañas es un factor explicativo de la débil 

institucionalidad de los partidos. Formalmente 

defi nido como un régimen de fi nanciamiento 

mixto, en la práctica expresa una clara mono- 

dependencia del capital privado para el funcio-

namiento de los partidos y para las campañas, 

dada la insufi ciencia del aporte estatal para su-

fragar los gastos de la vida institucional y las 

campañas. Esa dependencia del capital privado 

hace muy difícil que los partidos puedan fun-

cionar como instituciones políticas autónomas 

y con vida interna permanente, dado que el fi -

nanciamiento privado tiende a concentrase en 

las opciones de mayor viabilidad electoral y en 

períodos cercanos a los eventos electorales. Si 

bien la reforma electoral apuntó a modifi car 

este modelo, su impacto concreto sobre los par-

tidos está por verse, una vez entre en aplicación 

el subsidio que el Estado debe otorgar a los par-

tidos que cumplen con los requisitos mínimos 

establecidos por la LEPP.

La tercera variable referente a la conduc-

ta electoral arroja también algunos hallazgos 

importantes, algunos rápidamente repasados 

anteriormente. El más importante cambio re-

gistrado refi ere a una variación en la lógica de 

acción electoral de los partidos, que pasan de 

concebir la campaña en función del acarreo de 

votos a considerar necesaria la creación de or-

ganización partidaria en aquellos lugares don-

de existen mesas de votación; si bien los par-

tidos tuvieron que competir en las elecciones 

anteriores en un esquema mixto que combinó 

el acarreo con la nueva dinámica de crear or-

ganización en lugares donde no la tenían pre-

viamente, este cambio, aunque en proceso, es 

signifi cativo y debe ser anotado. Un segundo 

elemento de relevancia en cuanto a la conducta 

electoral de los partidos refi ere al esfuerzo de 

construcción programática que desarrollaron 

varios partidos; no obstante los bajos niveles 

de identifi cación ideológica y d formulación 

programática que son característicos al sistema 

partidario guatemalteco, la elección de 2007 

mostró que alrededor de diez partidos presen-

taron programas políticos, aunque con distinto 

nivel de formulación; esto, en comparación con 

el 2003 en donde sólo tres partidos presentaron 

públicamente sus programas y 2001 en donde 

únicamente uno lo hizo, parece ser un signo de 

progreso que debe reconocerse.

Otro elemento central para valorar la conducta 

electoral es el respeto de los partidos a las re-

glas o normas; en este campo, existen eviden-

cias de que hubo incumplimiento, por ejemplo, 

en relación con los plazos para realizar campa-

ña electoral y con los topes al gasto electoral; 

si bien, formalmente ningún partido reconoce 

haber incumplido con las restricciones de tiem-

po y dinero para la campaña, el monitoreo in-

dependiente de las actividades electorales de los 

partidos, muestra fehacientemente ese incum-

plimiento. Claro está que ese incumplimiento 

refl eja tanto prácticas políticas añejas o de viejo 

cuño, como la permisividad de la legislación 

electoral, que carece de efectivos mecanismos 

coercitivos.

En general, el balance indica que el sistema par-

tidario y el funcionamiento de los partidos en 

su carácter individual, sigue refl ejando las ca-

racterísticas de un sistema de baja instituciona-
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lidad; sin embargo, existen indicios sufi cientes 

que indican que ese sistema está en proceso de 

ajuste y transformación, especialmente –aun-

que no exclusivamente– por la dinámica desen-

cadenada a partir de las reformas electorales de 

2004 y 2006. Los cambios apuntan tanto en el 

sentido formal –¿cómo los partidos se adaptan a 

los nuevos referentes normativos?– e informal 

–¿qué impactos no previstos están produciendo 

las reformas en la vida de los partidos?–. Re-

sulta evidente que este proceso de ajuste puede 

profundizarse a partir de la entrada en vigencia 

del nuevo régimen de fi nanciamiento público 

de los partidos y por la posibilidad de que se 

realice una nueva reforma al marco normativo 

para apuntalar algunos de estos cambios. 

5. Sobre el régimen de fi nanciamiento

Como se indicó en el acápite anterior, el régi-

men de fi nanciamiento de partidos y campañas 

es formalmente un sistema mixto –que com-

bina fi nanciamiento público y privado–  pero 

en términos reales, monodependiente del capi-

tal privado. Este régimen fue durante muchos 

años sustancialmente permisivo dada la falta 

de controles; siendo un sistema de alta depen-

dencia del capital privado, carecía de sistemas 

de control sobre el mismo, desconociéndo-

se el volumen de esos aportes y por supuesto, 

su origen; adicionalmente, el aporte estatal –2 

quetzales por voto válido recibido– era insufi -

ciente frente al costo de mantener un partido y 

competir en una campaña electoral. La reforma 

de 2004 introdujo variaciones importantes en la 

estructura del régimen de fi nanciamiento: pri-

mero, aumenta el aporte estatal a US$2.00 por 

voto válido recibido, conservando su forma de 

pago en cuatro tractos anuales; segundo, esta-

blece topes al gasto electoral –US$1.00 por per-

sona empadronada al 31 de diciembre del año 

anterior–  reforma que apunta a reducir el gasto 

de las campañas; tercero, establece límites a las 

contribuciones privadas, ello apunta a reducir 

la infl uencia de los contribuyentes privados en 

la vida de los partidos; cuarto, induce algunas 

modifi caciones institucionales orientadas al ma-

ne jo transparente de las fi nanzas partidarias; y 

quinto, otorga al TSE un mandato de fi scaliza-

ción sobre las fi nanzas privadas de los partidos, 

elemento sustancial de cualquier régimen de 

fi nanciamiento transparente.

La práctica demostró que si bien las reformas se 

inscriben dentro del elenco de acciones de mo-

difi cación normativa que son usuales, los resul-

tados de su aplicación fueron insufi cientes: el 

aporte estatal no tuvo efecto para las elecciones, 

por lo cual los partidos siguieron dependiendo 

de manera completa del capital privado; el tope 

del gasto al ser general, se volvió inviable, ade-

más de ser un tope poco realista frente al costo 

de las campañas electorales; las modifi cacio-

nes institucionales fueron aplicadas por todos 

los partidos de manera bastante efectiva, pero 

al darse en cercanía de un proceso electoral, el 

proceso de aprendizaje natural a todo proceso 

de ajuste institucional se vio abruptamente in-

terrumpido y las mismas no están consolidadas; 

los límites a las contribuciones privadas fueron 

difusos, dado que muchos de los aportes reali-

zados son por la vía de autofi nanciamiento de 

las candidaturas o aportes en especie, variables 

muy difíciles de medir y monitorear; la capaci-

dad de control y fi scalización del TSE fue in-

sufi ciente, no obstante esfuerzos realizados por 

esta institución en la materia, en parte por el 

poco desarrollo de capacidades institucionales 

en el organismo electoral y en parte por que el 

mandato no vino acompañado de un adecuado 

marco coercitivo que diera al TSE fuerza en su 

función. Dicho de otro modo, si bien la refor-

ma apunta en el sentido correcto y atiende el 

défi cit del sistema de fi nanciamiento político 

precedente, su aplicación es todavía incipiente y 

requiere de afi namiento normativo, reglamen-

tario e institucional. 
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Las prácticas electorales predominantes en la 

campaña no sufrieron modifi caciones sustan-

tivas en 2007. Como se ha indicado arriba, los 

partidos siguieron dependiendo del capital pri-

vado, ya sea por la vía de aportes a los partidos 

–disposición establecida en la LEPP– o por la 

vía de candidaturas fi nanciadas o aportes en es-

pecie, sobre los cuales no se tiene control, dado 

que no ingresan a las arcas del partido. Los to-

pes al gasto no funcionaron, dado que varios 

partidos arrancaron la campaña previamente a 

su inicio formal con la convocatoria a eleccio-

nes, careciéndose de mecanismos coercitivos 

para contener esta práctica. El registro de con-

tribuciones privadas, si bien fue un avance im-

portante, no dice mucho sobre quienes fi nan-

cian los partidos, dado que se da un aparente 

subregistro de contribuciones; si bien ningún 

partido admite haber sobrepasado los topes del 

gasto legalmente establecidos, los gastos repor-

tados superan las contribuciones recibidas y de-

claradas, elemento que plantea algunas pregun-

tas: ¿de dónde viene el dinero que fi nancia los 

partidos y las campañas? y ¿quiénes son real-

mente los contribuyentes, dado que la fi gura de 

sociedades anónimas no permite conocer este 

detalle en todos sus extremos?

Como en prácticamente todos los regímenes de 

fi nanciamiento en la región, tenemos un com-

portamiento dual: mientras es fácilmente veri-

fi cable que la mayoría de los partidos cumplie-

ron con las responsabilidades establecidas por 

la ley, persisten prácticas de fi nanciamiento que 

no son legalmente reportadas y para las cuales 

no existe capacidad de fi scalización en el órgano 

responsable. Esto lo demuestra el monitoreo 

del gasto electoral realizado por Acción Ciuda-

dana para Mirador Electoral, cuyos datos indi-

can que al menos los tres partidos con mejor 

desempeño electoral superaron el tope del gas-

to electoral, entre el período previo a la campa-

ña y ésta propiamente dicha; los volúmenes del 

gasto electoral o costo de la campaña a precios 

de mercado publicitario, superan drásticamente 

los límites establecidos en la ley, haciendo inútil 

su aplicación.

No puede dejar de indicarse que cualquier ré-

gimen de fi scalización requiere cumplir algu-

nos requisitos básicos: claridad y efectividad 

de las normas, capacidad institucional para su 

aplicación y mecanismos coercitivos efectivos. 

Estos tres requisitos no están claramente pre-

sentes en la realidad guatemalteca: la claridad y 

efectividad de las normas se ve erosionada por 

una incorrecta formulación técnica de algunas 

de ellas, tal el caso del establecimiento de un 

tope de gasto genérico para una elección gene-

ral constituida por cinco elecciones diferentes; 

la capacidad institucional tampoco fue una con-

dición dada, en parte por el retraso en la apro-

bación de la armonización de la LEPP, en parte 

por una emisión tardía del reglamento de fi sca-

lización por parte del TSE y en parte porque esa 

emisión tardía hizo que tampoco se desarrolla-

ran con tiempo las capacidades institucionales 

requeridas para el ejercicio efectivo de la fi sca-

lización; los mecanismos coercitivos tampoco 

estuvieron presentes durante la elección y en 

general son una carencia de la ley, dado que no 

fue aprobado un régimen de faltas, infracciones 

y delitos electorales, ni en la propia LEPP ni en 

el Código Penal.

6. Sobre los medios de comunicación

La relación entre medios y política es una rela-

ción compleja y llena de contradicciones. Por un 

lado, los partidos necesitan de los medios para 

la difusión de sus mensajes e imágenes, además 

de propiciar su implantación real y simbólica en 

los y las electoras; por el otro, los medios hacen 

de la política una de sus áreas de información 

prioritaria y además, especialmente en campa-

ñas electorales, reciben altos valores económi-

cos de la inversión de los partidos. Mientras los 

partidos quisieran que los medios fueran di-
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fusores de información, estos últimos asumen 

crecientemente una labor de fi scalización de la 

vida y ejercicio político, tanto dentro de los par-

tidos como en los gobiernos. Los medios han 

asumido en los últimos años un creciente papel 

como contralores sociales del ejercicio político, 

elemento que hace más encontrada la relación 

entre ambos actores. El origen de la relevancia 

de esta relación entre medios y política, tiene 

que ver por un lado, con la irrupción de los me-

dios informativos como actor social y político 

en las sociedades contemporáneas; y por el otro, 

con los cambios en la estructura del ejercicio de 

la política, de la competencia en el territorio y 

por la vía de la organización a la competencia 

política y electoral en el campo de la opinión 

pública y a través de los medios; la nueva po-

lítica es fundamentalmente un ejercicio de co-

municación y el nuevo espacio de la contienda 

electoral son, sin lugar a dudas, los medios. 

Este marco general determina en alguna medi-

da las características de la relación entre ambos 

actores, las cuales se ven agudizadas en los pro-

cesos electorales, períodos en donde los medios 

asumen funciones de intermediación en la re-

lación entre partidos y sociedad, viabilizando la 

implantación electoral o no de las opciones po-

líticas. Los partidos cuentan con diversos ins-

trumentos para hacer uso de esa función me-

diadora de los medios: la publicidad electoral 

–que fundamentalmente está asociada con su 

capacidad fi nanciera– y las estrategias de comu-

nicación –que apuntan a colocar temas e imáge-

nes en la agenda informativa de los medios–. El 

debate por tanto, desde la óptica de los partidos 

parte de cómo asegurar que esa mediación no 

favorezca a unos u otros, o que la misma tenga 

algunos criterios de equidad; remite además al 

tema del acceso a los medios más que a la forma 

de usarlos en períodos electorales. 

Por el lado de los medios, el asunto refi ere a 

cómo conciliar sus diferentes dimensiones: la 

empresarial, que privilegia la lógica de la acu-

mulación económica y que, por ello se vería be-

nefi ciada de campañas sin control ni topes, para 

citar un caso; la política, en donde el medio de 

portador de determinados intereses políticos 

tiene una visión sobre el Estado, la sociedad y 

por supuesto sobre los contendientes en una 

campaña electoral; y la de difusión e informa-

ción, que refi ere a cómo ayudar a cualifi car la 

decisión del o la ciudadana a la hora de tomar 

sus decisiones electorales, fundamentalmente 

mediante informarle sobre lo que propone y lo 

que encarna cada actor político en contienda.

Más allá de que estos papeles y funciones con-

llevan tensiones, hacia adentro de los medios y 

de éstos en su relación con los partidos y otras 

instituciones formales del Estado –organismos 

electorales por ejemplo– es claro que su papel 

es creciente en la política y las elecciones y su 

infl uencia suscita preocupaciones, cuando no 

temores. Este fenómeno ha estado detrás en 

América Latina de una tendencia a regular el 

acceso a los medios durante las campañas elec-

torales, sobre la premisa de que sólo median-

te algún tipo de regulación se puede asegurar 

una cierta equidad en los términos de la com-

petencia electoral; las regulaciones van desde 

el establecimiento de mandatos para inscribir 

tarifas comerciales para la publicidad electoral 

–la reforma electoral de 2004 en Guatemala 

establece este mandato– hasta la creación de 

franjas de acceso gratuito o pagado para que los 

partidos hagan publicidad; estas franjas pueden 

ser contratadas privadamente –cada partido li-

bremente– o pueden ser administradas por los 

organismos electorales. El establecimiento de 

franjas y regulaciones de este tipo debe ser en-

tendido en el más general esfuerzo por dotar de 

condiciones de equidad y competitividad a los 

sistemas electorales y de partidos políticos, to-

mando como motor de las mismas la reforma a 

los regímenes de fi nanciamiento; dicho de otro 

modo, no se entiende la lógica de las franjas de 
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medios sino es como parte de una reforma más 

compleja de los sistemas de fi nanciamiento. 

En el caso guatemalteco, este tema ha sido poco 

debatido y la reforma electoral más bien tímida; 

el establecimiento del mandato para que se ins-

criban las tarifas que se cobrarán para la publi-

cidad electoral, apunta a controlar una suerte de 

infl ación en los precios de la publicidad que se 

da durante los procesos electorales; el estable-

cimiento de una franja de acceso a medios no 

ha sido discutido ni analizado por los decisores 

políticos, no obstante ser una práctica cada vez 

más recurrente en la legislación comparada. Lo 

que sí ha estado en agenda de debate tiene que 

ver con las percepciones que la elite política tie-

ne sobre el papel de los medios de comunica-

ción en las elecciones, su parcialidad o imparcia-

lidad, la naturaleza de la cobertura informativa 

que se da a unos y otros, y muy especialmente, 

el manejo de las encuestas electorales. En gene-

ral, la percepción es que los medios favorecen a 

unos en detrimento de otros y que eso se refl eja 

en el tipo y frecuencia de la cobertura informa-

tiva y en el uso de encuestas. 

La investigación realizada por DOSES y que se 

presenta en la sexta parte de este informe, apor-

ta datos que relativizan esas afi rmaciones y que 

merecen ser repasadas rápidamente:  

• El preconcepto de que existen intereses de 

los anunciantes y propietarios de los medios 

para favorecer a una u otra opción partida-

ria, fue evaluado a partir de una encuesta 

realizada a 68 periodistas. Según la inves-

tigación realizada, la mayoría no percibe 

limitaciones sustanciales al ejercicio perio-

dístico; si bien se señalan casos en donde 

hubiera inclinación de los superiores del 

medio por uno u otro candidato, la misma 

no infl uyó en la política informativa. Esto 

sería un indicador de que no existe una re-

lación dirigida entre los anunciantes y los 

medios informativos. De igual modo, los 

periodistas encuestados no ven manipula-

ción en las encuestas, a las que califi can de 

objetivas. El clima del proceso electoral fue 

considerado neutral, carente de amenazas 

o presiones dentro y fuera de los medios, 

con lo cual, en su criterio, no existen limi-

taciones en la cobertura de las elecciones. Si 

se reconoce que no obstante no haber una 

política de favorecer claramente a alguno 

de los actores políticos, sí existieron exclu-

siones, dado que la cobertura se centró en 

los competidores que encabezaban las en-

cuestas.

• El preconcepto de que esos intereses de fa-

vorecer a unos u otros generando desigual-

dad en los términos de participación, puede 

ser valorado mediante el monitoreo de las 

noticias sobre cada contendiente político, 

tanto en relación con la cantidad de noticias 

como con el sentido negativo o favorable 

de las mismas. En esta materia la investiga-

ción también arroja resultados interesantes: 

mientras en 2003 el monitoreo confi rmó 

un claro sesgo de los medios en contra del 

Frente Republicano Guatemalteco (FRG) 

y su candidato, para la elección de 2007 la 

cobertura tendió a ser más equilibrada y no 

se constatan sesgos marcados, sino que fue-

ron razonablemente balanceadas y neutros; 

dicho de otro modo, el balance entre can-

didatos y el balance entre notas negativas y 

positivas fue mayor en 2007 que en 2003, 

dándose además un esfuerzo que debe ser 

resaltado por analizar los planes de gobier-

no, elemento que estuvo prácticamente au-

sente en 2003. Por supuesto, es claro que 

14 candidaturas presidenciales no pueden 

recibir el mismo nivel de cobertura y  los 

medios se decantaron por aquellos que 

punteaban en las encuestas, siendo sustan-

cialmente menos la atención para las otras 

opciones electorales.



Fundación Soros Guatemala – NDI – nIMD – ASIES – DOSES – FLACSO

Análisis técnico, político y normativo del proceso electoral Guatemala 2007

33

• Existe también el preconcepto de que los 

medios son determinantes en la estructu-

ración de las preferencias electorales de los 

y las votantes; la investigación exploró esta 

veta a partir de una encuesta realizada a per-

sonas que votaron en las elecciones de 2007 

y encontró algunos elementos importantes 

de resaltar: efectivamente, los medios de 

comunicación son la fuente primordial de 

información sobre temas políticos y electo-

rales para la ciudadanía; los y las ciudadanas 

valoran positivamente la forma en que és-

tos cubrieron las elecciones y no percibie-

ron favoritismo por uno u otro candidato. 

La valoración que tienen de los medios los 

pone por encima de instituciones sociales 

como la Iglesia católica y de instituciones 

políticas. Este factor confi anza en los me-

dios, que deviene en credibilidad hacia su 

política informativa, les asigna una gran in-

fl uencia en las decisiones electorales; de los 

diferentes tipos de medios, los ciudadanos 

asignan a la televisión una infl uencia mayor 

que los otros medios a la hora de infl uir en 

sus preferencias electorales. 

• Existe el preconcepto de que las encuestas 

son un instrumento determinante en las 

decisiones electorales de la ciudadanía, 

siendo las mismas usualmente manipuladas 

para favorecer a unos y descartar a otros 

de la contienda electoral. Las percepciones 

de los encuestados que las encuestas son 

instrumentos útiles y objetivos, que refl ejan 

razonablemente bien el clima de la campaña 

electoral en diferentes momentos. Sobre su 

infl uencia sobre las preferencias electorales, 

no existe una conclusión con tundente: 

los entrevistados niegan que infl uyan en 

su decisión de voto, pero las consideran 

importantes como ayuda a la hora de la 

decisión. Dicho de otro modo, aunque 

formalmente no se reconoce su infl uencia, 

ciertamente la tienen; esto se refl eja en un 

dato interesante: cuatro de cada diez votantes 

encuestados admite que si una encuesta 

pone de puntero a un candidato, ello infl uye 

para que los seguidores de aquellos que 

descienden en las encuestas, consideren 

e incluso opten por unirse al que aparece 

como ganador; si bien no es un porcentaje 

mayoritario, sí es relevante.

Refl exión aparte merece el debate sobre crear una 

franja electoral de medios y regular la publicidad 

de las encuestas. Sobre lo primero, existe eviden-

cia en Latinoamérica de que es un instrumento 

útil en función de dos fi nes: otorga un piso de 

acceso igualitario a todos los partidos durante 

las campañas electorales, con lo cual se favorece 

en mayor grado su competitividad; sirve como 

una forma de fi nanciamiento directo o indirec-

to de campaña, que tiende a abaratar los costos 

de las mismas. Si la franja es gratuita, elemento 

que depende del régimen jurídico del país, mar-

ca una reducción sustancial de los costos de las 

campañas; si es pagada, aún así implica una cier-

ta racionalización del gasto, dado que se asignan 

tiempos para cada actor de la contienda electoral. 

Una ventaja adicional está referida a favorecer el 

monitoreo y fi scalización de gastos electorales, 

dado que se cuenta con metodologías y recursos 

tecnológicos adecuadas para la misma.

Sobre la regulación de encuestas, especialmen-

te en cuanto a la publicidad de las mismas, exis-

ten posiciones encontradas; mientras algunos 

apuestan por prohibirlas por períodos de dis-

tinta duración –entre un día y un mes en dife-

rentes países–, otros se decantan por garantizar 

la publicidad de sus diseños técnicos, cuestio-

narios y muestras, es decir, por la transparencia 

de las encuestas. La prohibición es vista por di-

versos actores como una violación de la libertad 

de expresión y del derecho a la información; sin 

embargo, es asumida como normal por algunas 

sociedades que entienden que –circunscrita a 

los últimos días previo a las elecciones– forma 
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parte de los llamados “silencios electorales”, 

períodos en los cuales se suspende también la 

publicidad electoral para dar al elector la posi-

bilidad de un tiempo de refl exión sobre su de-

cisión electoral.  

7. Sobre el sistema electoral y la 
estructuración del Congreso de la 
República

El gran tema ausente del debate sobre las refor-

mas electorales en los últimos años es el referente 

a los sistemas electorales, entendidos estos como 

el mecanismo que transforma votos en cargos 

públicos. El sistema electoral guatemalteco es 

mixto en su composición: aplica uno de princi-

pio mayoritario para la presidencia y alcaldías, y 

otro de principio proporcional para el Congreso 

y corporaciones municipales. Entender la for-

ma en que funcionan los sistemas electorales, 

requiere analizar diversas variables vinculadas: 

la magnitud de las circunscripciones, el umbral 

electoral, la fórmula electoral, el tipo de lista y la 

igualdad del voto. Todas ellas son variables sin las 

cuales pensar una reforma al sistema electoral, 

hace que presumiblemente la reforma termine 

teniendo efectos distintos a los esperados. La 

preocupación por valorar el sistema electoral está 

asociada claramente no sólo al debate sobre la ca-

lidad de la representación política, sino también 

a sus efectos sobre la estructuración del sistema 

partidario; efectivamente, la teoría política como 

las investigaciones empíricas han demostrado 

largamente esa relación de infl uencia mutua en-

tre el sistema de partidos y el sistema electoral, 

la cual está en la base de cualquier proceso de 

reforma electoral.

La investigación presentada en la octava parte 

de este Informe arroja algunos hallazgos im-

portantes, que merecen ser remarcados: en pri-

mera instancia, siendo formalmente un sistema 

electoral “proporcional de minorías”, el análisis 

realizado concluye que en términos efectivos, 

el sistema no favorece la proporcionalidad ni 

tampoco la representación de minorías. Las ra-

zones a la base de esto son varias: por un lado, 

un sistema es proporcional cuando las circuns-

cripciones electorales eligen entre seis y diez 

cargos, mientras en Guatemala la mayoría de 

los distritos eligen entre 1 y 5; esto hace que 

el comportamiento del sistema electoral tien-

da a ser de efectos mayoritarios, elemento pro-

fundizado por el uso de la fórmula electoral 

d´Hondt.  

Un segundo elemento relevante tiene que ver 

con la forma en que la distribución de los cargos 

de representación incluye o no a la población que 

dice representar; es decir, remite a los exceden-

tes de población que quedan fuera de ser repre-

sentados. Estos excedentes normalmente están 

asociados con la aplicación de criterios exclusi-

vamente poblacionales para la asignación de los 

escaños; en el caso guatemalteco, este principio 

indica que cada escaño representa a 80,000 ha-

bitantes, razón por la cual el Congreso tenderá 

al crecimiento paulatino conforme aumente la 

población del país. La aplicación de este criterio 

–un escaño por cada 80 mil habitantes– implica 

a la hora de su aplicación práctica que poco más 

de un millón de personas quedó sin represen-

tación, con base en los resultados de las elec-

ciones 2007.  Esta refl exión es importante si se 

analiza en el contexto del actual debate sobre 

el número de diputados, en donde la cuestión 

pasa por identifi car una nueva cifra distribui-

dora, sea esta 100, 120 ó 150 mil habitantes por 

escaño; es evidente que este tipo de reforma re-

solvería parcialmente el dilema del tamaño del 

Congreso, aunque siempre el crecimiento de la 

población tendría el efecto del crecimiento del 

Congreso; sin embargo, tendría efectos colate-

rales no vistos, como el incremento de la canti-

dad de personas que “sobran” o quedan sin ser 

representadas. Si para el 2007 la población sin 

representación fue de cerca de un 10%, es claro 

que si se aumenta el número de habitantes por 
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elector el sobrante sería mayor; esto profun-

diza los efectos ya descritos del sistema actual, 

debilitando la proporcionalidad y, por ende, la 

representación de minorías y apuntando a un 

sistema crecientemente mayoritario.

Un tercer hallazgo importante de la investiga-

ción es la inefi cacia del umbral electoral; como 

ya se ha dicho, el umbral o barrera electoral es 

una herramienta que se establece para descartar 

aquellos partidos que por su desempeño electo-

ral no son políticamente viables, además de ser-

vir como un criterio de acceso a los benefi cios 

de un régimen de fi nanciamiento público. La 

principal razón para la inefi cacia de este umbral 

del 5% radica en que la norma misma conlleva 

su excepción, al establecer que también conser-

varán su registro y obtendrán fi nanciamiento 

del Estado aquellos que alcancen al menos un 

diputado. Esto hace que, dada la existencia de 

una mayoría de distritos electorales pequeños, 

sea relativamente sencillo que un partido ob-

tenga al menos un escaño, anulándose la fun-

ción reductora de la norma. Adicionalmente, la 

norma se ve aún más disminuida por el hecho 

de que un partido pueda conservar su registro 

con sólo no participar en las elecciones, lo cual 

es un contrasentido, por cuanto premia a los 

que no participan y sanciona a los que se expo-

nen al escrutinio electoral de la ciudadanía. 

El debate sobre el tamaño del Congreso de la 

República: una profundización 

Si el debate sobre el tamaño del Congreso re-

fi ere a un asunto de efectividad y costo de la 

gestión parlamentaria, ello no tiene una rela-

ción causal con el número de diputados y la 

forma de elegirlos, sino que responde a lógicas 

políticas, institucionales y técnicas distintas; 

existen congresos con mayor número de par-

lamentarios y son más efi cientes que el guate-

malteco, como existen congresos con menor 

número de representantes, pero no por ello 

más efectivos. Dicho de otro modo, el debate 

sobre el tamaño del Congreso no puede darse 

desde la perspectiva de encontrar un número 

mágico que resuelva los problemas de gestión 

y costo del parlamento, tema más propio de un 

programa de reforma parlamentaria que de la 

reforma electoral. El debate sobre el número de 

miembros de un parlamento debe ser visto des-

de la óptica de la representatividad del órgano 

legislativo, de modo que se enfrenten después 

cuestionamientos de legitimidad.

La legislación actual prevé dos criterios para 

defi nir el tamaño del parlamento: el geográfi co 

que refi ere a que cada distrito o departamento 

debe tener al menos un diputado, y el 

poblacional, que asigna un diputado por cada 80 

mil habitantes; con estos criterios el Congreso 

se conforma actualmente por 158 diputados, 

pero si mantuviéramos la aplicación de la 

norma de igual manera y las proyecciones de 

crecimiento poblacional se cumplen, en 2011 el 

Congreso tendría 226 diputados, en 2015 serían 

249 y en 2019 llegaría a 273. Resulta evidente, 

por supuesto, la pertinencia del debate actual, 

pero no en función de la efectividad sino de un 

crecimiento excesivo del tamaño del Congreso 

en razón de una fórmula de integración basada 

predominantemente en criterios poblacionales. 

La búsqueda de recortar ese tamaño o detener 

su crecimiento por la vía de establecer un 

número fi jo, tomando únicamente como 

base el criterio poblacional, tendría –como ya 

se ha indicado– el efecto de dejar porciones 

crecientes de población sin representación en 

el parlamento.

Al tema del crecimiento sostenido del tamaño 

del Congreso se le agrega, por tanto, el asun-

to del tamaño de las circunscripciones y de la 

forma en que ese tamaño determina la distri-

bución territorial de la representación. Siendo 

como se ha indicado que la mayoría de los dis-

tritos son pequeños, los efectos proporciona-
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les del sistema son modestos. Pero además, se 

perfi la un sistema en donde algunos distritos 

concentran gran número de representantes en 

detrimento de otros: por ejemplo, El Progre-

so tiene derecho a un escaño, mientras que el 

distrito de Guatemala reúne 19 escaños; entre 

estos dos distritos existe una diferencia de 18 

escaños, en una clara desproporción de la dis-

tribución de los mismos; existiendo fenómenos 

sociales de migraciones internas que favorecen 

a unos departamentos en detrimento de otros, 

es evidente que el criterio poblacional puede 

afectar marcadamente la proporcionalidad de 

la distribución territorial de la representación 

parlamentaria.

El balance general del análisis del sistema 

electoral indica, por ello que, no obstante es-

tar defi nido como un sistema proporcional de 

minorías, el tamaño de los distritos electorales 

–mayoritariamente pequeños– y la aplicación 

de la fórmula d´Hondt tienden a atenuar su 

proporcionalidad y a favorecer la concreción de 

grupos mayoritarios. Asimismo, se demuestra 

una marcada desproporción entre los diferentes 

distritos a la hora de la distribución de los esca-

ños, fenómeno explicable por la predominancia 

del criterio poblacional para la misma; esa des-

proporción hace que la distribución territorial 

de la representación política tenga problemas 

de equidad, éstos no pueden ser resueltos al 

margen de un esfuerzo de redefi nición de los 

distritos. Sobre el tamaño del Congreso resul-

ta evidente que el debate centra el número de 

habitantes por escaño, con la idea de aumentar 

esa cifra distribuidora, puede atender temporal-

mente el tema del crecimiento de la asamblea, 

pero tenderá a generar excedentes de población 

crecientes que se quedan sin representación; 

estos residuos poblacionales no son un asunto 

menor cuando se analiza el tema desde la óptica 

de la calidad de la representación o representa-

tividad y no sólo desde la perspectiva del tama-

ño de la asamblea. 

III. Las Áreas Estratégicas de 
una Segunda Generación de 
Reformas

La evaluación sistemática de elecciones es siem-

pre una fuente importante de hallazgos sobre 

la efectividad de las normas, el desempeño de 

los actores fundamentales de los procesos elec-

torales y los impactos que las mismas van te-

niendo sobre los comportamientos electorales 

de esos actores y de la ciudadanía en general. Es 

por tanto, una escuela de enseñanzas sobre los 

impactos reales que las modifi caciones en los 

diseños institucionales tienen sobre la política 

práctica y el ejercicio de los derechos ciuda-

danos. Dados los importantes cambios que se 

aprobaron a la Ley Electoral y de Partidos Po-

líticos con la reforma de 2004 y su afi namiento 

en 2006, analizar los impactos de esas reformas 

era un imperativo para los actores instituciona-

les guatemaltecos, como parte de su compro-

miso de avanzar en una reforma más profunda 

al marco normativo que regula el sistema elec-

toral, el sistema de partidos, los órganos y los 

procesos electorales.

El balance realizado por este esfuerzo inter-

institucional no tiene sentido sino coadyuva a 

las instancias de decisión política a identifi car 

y precisar algunas rutas de reforma que atien-

dan aquellas distorsiones producidas por las re-

formas y mejoren aquellas otras que tuvieron 

resultados benéfi cos. El conjunto de áreas es-

tratégicas y acciones precisadas a continuación 

parte de una serie de principios básicos que se 

plantean enseguida.

La reforma electoral debe abordarse desde múl-

tiples dimensiones de acción; por supuesto su 

origen e identidad es la reforma normativa y 

esta requiere de ser vista tanto desde la óptica 

constitucional como de la LEPP y leyes conexas. 

Pero también conlleva la opción de realizar re-

formas a las instituciones clave de la democracia 

electoral, en especial los partidos políticos y el 
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organismo electoral; estas reformas institucio-

nales apuntan a aquel tipo de modifi cación en 

el funcionamiento de los partidos y organismos 

electorales, enfocadas a hacer más efectiva su 

gestión estratégica y la prestación de los servi-

cios básicos que encarnan; como tal, no impli-

can necesariamente modifi caciones legales, sino 

decisiones gerenciales de tipo interno y están, 

por supuesto, asociadas con la construcción de 

voluntad política y de visiones institucionales 

claras de adonde se quiere ir. Una tercera di-

mensión, es la que podemos denominar técnica 

procedimental y refi ere a ajustes técnicos de los 

procesos administrativos, logísticos, organiza-

cionales, etcétera. desarrollados ya sea por el or-

ganismo electoral, los partidos políticos, orga-

nismo registral o cualquier otro relevante para 

el funcionamiento de la democracia electoral. 

Dicho de otro modo, la reforma electoral en su 

dimensión normativa presume la construcción 

de acuerdos políticos complejos, especialmente 

dada la actual conformación del Congreso de la 

República; pero existen otras áreas de acción en 

donde lo que se requiere es voluntad política 

y visión estratégica para impulsar procesos de 

ajuste –reforma y modernización– hacia aden-

tro de instituciones clave. 

La experiencia acumulada en materia de reforma 

electoral y política en América Latina es que los 

cambios normalmente son graduales o secuen-

ciales; son pocos los casos en los que se ha dado 

el paso de hacer un cambio radical del sistema 

–normalmente responde a situación de crisis  o 

cambios de modelo político– o responden a la 

creación de marcos normativos nuevos –el caso 

de la Ley de Partidos Políticos del Perú–. Si esta 

argumentación es válida, resulta evidente que la 

reforma de 2004-2006 es una reforma parcial, 

que enfocó en algunas áreas críticas, pero que 

no puede quedar ahí, sino que debe seguirse 

profundizando. En este sentido, la reforma del 

2004-2006 fue una estación de camino, en una 

ruta mucho más larga y en donde el lugar de 

destino no siempre está claramente dibujado.

La reforma electoral es un área de trabajo y 

construcción de acuerdos políticos en donde 

los que deciden deben examinarse y regularse 

a sí mismos, en el escenario público de una so-

ciedad. Por tanto, es un área compleja, dado que 

toca la naturaleza y estructura de las relaciones 

de poder en un sistema político. Por tanto, se 

entiende que los partidos políticos tienen in-

tereses estratégicos involucrados en cada parte 

de esa reforma. El involucramiento de intereses 

no es per se malo para el proceso, pero deben 

ser públicos y transparentes; por ello, aunque la 

decisión política incumbe por mandato demo-

crático a los decisores políticos electos, esa deli-

beración debe atender el legítimo derecho de la 

sociedad de estar informada sobre los alcances 

de la reforma posible.

A estas premisas sobre la naturaleza y alcances 

de la reforma electoral, se suman una serie de 

criterios orientadores que tienen que ver con el 

mejoramiento de la dinámica político electoral 

guatemalteca:

El impacto del proceso de descentralización del 

modelo de organización electoral es positivo, 

tanto por la mejor disposición territorial del 

mismo y la facilitación del acceso a las urnas, 

como por los efectos colaterales que ha tenido 

sobre la dinámica de los partidos políticos. Es, 

por ello, un punto que debe reforzarse o al me-

nos no revertirse.

El sistema de partidos está en proceso de ajus-

te entre un modelo de funcionamiento y otro; 

muchos de los cambios en tránsito vienen de-

rivados de las reformas electorales de 2004 y 

2006, que apuntaron a hacer más rigurosa la 

regulación de los partidos, fortalecer el régi-

men de fi nanciamiento y crear uno de fi sca-

lización. Sin embargo, algunas de las normas 

que impulsan ese proceso de ordenamiento y 
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estabilización del sistema partidario, requieren 

ser fortalecidas y profundizadas, para aumentar 

su efectividad. El camino parece correcto pero 

falta delinearlo mejor.

La regulación electoral debe contar con capaci-

dad coercitiva. La colocación de incentivos en 

la ley para que se impulsen procesos de cambio 

partidario enfocados a la institucionalización, 

debe venir acompañada de mayores controles 

externos y mejores sanciones para las transgre-

siones que se pudieran dar. 

El sistema partidario enfrenta rezagos que de-

ben ser atendidos con interés por los y las de-

cisores políticos; los principales están asociados 

con el problema de la implantación territorial 

de los partidos y con la inclusión de los diversos 

grupos poblacionales que conforman la socie-

dad guatemalteca. La fortaleza del sistema par-

tidario está dada no sólo por su estabilidad, sino 

por su representatividad y no existe calidad en 

la representación sino hay presencia en el te-

rritorio e inclusión de los que están fuera del 

acceso al poder.

El sistema electoral requiere ser revisado desde 

la óptica de la efectividad que tiene para generar 

una representación territorialmente equitativa 

y que cualifi que las capacidades de la ciudada-

nía para ejercer sus derechos políticos. El ajuste 

de los distritos y de la fórmula electoral, y no 

sólo el criterio poblacional, debe ser tomado en 

cuenta para esta revisión estratégica.

La participación electoral enfrenta problemas de 

fondo no sólo referidos a la voluntad de partici-

pación de los ciudadanos –la cual es altamente 

sensible a los grados de confi anza y satisfacción 

con el funcionamiento de las instituciones de-

mocráticas– sino a barreras producidas preci-

samente por las instituciones del Estado para 

hacer efectivos sus derechos; entre las barreras 

más importantes a atender se encuentran las de 

registro civil y documentación de las personas, 

registro electoral para poder votar y acceso a las 

urnas, última de las cuales se empieza a ver ate-

nuada por la descentralización del modelo de 

organización electoral. 

Sobre esta base de orientaciones generales, se 

identifi can a continuación una serie de áreas 

estratégicas y acciones normativas, reglamen-

tarias, institucionales y electorales, que buscan 

poner a disposición de las instituciones clave 

del país, ideas útiles para su reforma. Lo plan-

teado a continuación es una síntesis no exhaus-

tiva de todos los planteamientos detallados que 

se encuentran en cada parte de este informe.
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Área estratégica Acciones

Tribunal Supremo Electoral Acciones normativas
1. Fortalecer el carácter supremo del TSE en la legislación electoral y otras co-

nexas, mediante la eliminación de la impugnación de sus decisiones por la vía 
del amparo ante la Corte Suprema de Justicia.

2. Fortalecer el presupuesto del TSE, previendo mecanismos de entrega antici-
pada a las elecciones.

3. Fortalecer la función fi scalizadora del TSE, desarrollando los principios y al-
cances de la fi scalización en la ley y evitando que los mismos queden en el 
ámbito reglamentario o de los instructivos.

4. Afi nar la función jurisdiccional del TSE para asegurar la protección de los 
derechos de las organizaciones políticas y afi nes.

5. Crear un régimen de faltas, infracciones y delitos electorales, que equilibre las 
sanciones de tipo administrativo –que deben ser previstas en la LEPP– y las de 
tipo penal, que corresponden al cuerpo jurídico respectivo.

6. Defi nir de manera explícita la responsabilidad institucional para el estable-
cimiento de la residencia de las personas, insumo básico tanto para el nuevo 
documento de identidad como para la estructuración del registro electoral.

7. Reforzar el mandato para que los organismos electorales intermedios sean 
integrados de manera inclusiva como lo establece la norma actual. Para ello 
puede ser útil que se prevea una selección más temprana dentro de calendario 
electoral.

8. Revisar la totalidad de los reglamentos emitidos por el TSE en materia de la 
ley en general, fi nanciamiento y fi scalización, y regulación de las tarifas de los 
medios de comunicación.

Acciones institucionales
1. Realizar una evaluación a profundidad del desempeño del TSE en las pasadas 

elecciones y del impacto de las reformas electorales, diseñando a partir del 
mismo un programa de reforma y modernización de cara a poner a punto al 
TSE respecto de las elecciones de 2011.

2. Fortalecer las delegaciones y subdelegaciones del TSE, su cara ofi cial en el 
territorio, para que cumplan de manera efectiva con las funciones registrales 
electorales.

3. Crear una dirección de auditoría electoral con funciones exclusivas de fi scali-
zación del fi nanciamiento público y privado de los partidos y las campañas.

4. Convertir UCADE en una escuela político electoral o dotarla de tales funcio-
nes, para que ésta asuma las tareas de capacitación de los funcionarios del TSE, 
los de los organismos intermedios y JRV –durante los procesos electorales– y 
de los mismos operadores de los partidos políticos.

Acciones técnico procedimentales
1. Realizar una auditoria comprensiva del registro electoral, que involucre tanto 

la identifi cación de inconsistencias técnicas en la base de datos como la verifi -
cación efectiva de la identidad de las personas y sus datos.

2. Desarrollar procesos de actualización del registro electoral, enfocado a aquella 
parte del mismo con datos no actualizados y con programas especializados 
para mujeres indígenas y jóvenes de zonas rurales.

3. Elaborar un manual de organización de las elecciones que ponga por escrito 
y para conocimiento de todas las partes técnicas del TSE, los procedimientos 
administrativos y técnicos que conlleva la misma.

4. Desarrollar capacidades de producción de estadísticas electorales que les facul-
te para producir información funcional para la elaboración de estrategias hacia 
grupos específi cos en situación de exclusión.
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Área estratégica Acciones

Participación electoral Acciones normativas
1. Realizar las reformas pertinentes –constitucionales y legales– para evitar la 

doble inscripción de los ciudadanos, de modo tal que la sola obtención del 
documento de identidad le acredite en el registro electoral.

2. Introducir en la legislación electoral un marco de acción para formas no 
tradicionales de participación electoral, tales como la observación nacional de 
elecciones.

Acciones institucionales
1. Fortalecer la descentralización de las JRV como una forma de acercar las urnas 

al votante.
2. Integrar una mesa de coordinación interinstitucional entre el TSE y el RE-

NAP para afi nar estrategias de documentación civil y electoral de las personas 
en situación de exclusión.

Acciones técnico procedimentales
1. Diseñar programas de empadronamiento y de información y educación cívica 

para estimular la participación política de mujeres, jóvenes e indígenas.
2. Producir y publicar información sustantiva y segura sobre participación elec-

toral. Esta información debe tener un carácter público y de acceso abierto.
3. Introducir en el registro electoral y en el documento personal de identidad la 

categoría étnica, de modo que se puedan producir estadísticas de inclusión y 
participación más ciertas.

Sistema de partidos políticos Acciones normativas
1. Fortalecer la reglamentación sobre la existencia jurídica de los partidos políti-

cos, mediante: i) eliminación de la posibilidad de conservar el registro legal 
con el hecho de no participar; y ii) eliminar las formas de evasión del umbral 
electoral del 5%.

2. Fortalecer el régimen de fi nanciamiento político mediante el aumento sustan-
tivo del aporte del Estado para la vida institucional y las campañas electorales.

3. Fortalecer la presencia territorial de los partidos mediante el aumento del 
número mínimo de municipios en los cuales un partido debe tener orga-
nización territorial legal. Al menos deben estar organizados en un tercio del 
total de municipios del país. (111)

4. Incentivar la formación y capacitación política mediante el direccionamiento 
de fondos del aporte estatal para estos fi nes y la creación de instancias o pro-
gramas multipartidarios en esta materia.

5. Fortalecer la inclusión en los partidos mediante el establecimiento de me-
canismos de acción afi rmativa para mujeres y pueblos indígenas.

6. Regular las precampañas de los partidos políticos.

Acciones institucionales
1. Promover la legalización de la organización partidaria que actualmente 

funciona de modo informal, cerrando la brecha entre la organización formal e 
informal.

2. Promover procesos de refl exión estratégica, defi nición ideológica y cons-
truc ción programática como parte de un esfuerzo de diferenciación e 
institucionalización.

3. Promover el desarrollo de estrategias de expansión de la base social de los 
partidos, especialmente diseñada para mujeres, jóvenes e indígenas.

4. Promover el diseño de estrategias de fortalecimiento institucional que prevean 
de manera precisa el uso de los fondos procedentes del subsidio del Estado.
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Área estratégica Acciones

Financiamiento político Acciones normativas
1. Fortalecer el régimen de fi nanciamiento público mediante un aumento del 

aporte estatal y su direccionamiento para gastos de capacitación y otros propios 
del funcionamiento institucional.

2. Fortalecer la descentralización del aporte estatal mediante el establecimiento de 
una cuota mínima a ser transferida a los órganos intermedios de los partidos.

3. Diferenciar el aporte estatal en función de gastos institucionales y gastos para 
la campaña electoral. El sistema actual funciona como elemento de base para 
el funcionamiento permanente, pero ni infl uye en la campaña electoral, dado 
el costo creciente de los mismos.

4. Regular lo concerniente a los gastos de precampaña.
5. Rescatar la normativa original relativa a que el límite de gastos sea modifi cable 

y no estático, como está previsto actualmente en la LEPP, así como fi jar límites 
de gastos por campaña específi ca y  no de forma genérica. 

6. Establecer un marco de sanciones efectivo. 
7. Considerar el establecimiento de una franja de acceso a medios durante los 

procesos electorales, que se maneje bajo el mismo concepto que se asigna el 
aporte estatal a los partidos: una parte equitativa y otra proporcional en función 
del desempeño electoral.

8. Reformar, a partir de las lecciones aprendidas con motivo del proceso electoral 
de 2007, los reglamentos relativos al control y fi scalización del fi nanciamiento 
partidario público y privado, y de propaganda electoral y asegurar el papel de 
la Inspección General en el proceso de monitoreo. 

9. Fortalecer los controles sobre las contribuciones privadas a los partidos y 
candidatos, durante campañas y fuera de ellas, ajustando el tamaño de las 
contribuciones y obligando la publicidad de las fuentes a nivel de la ley.

10. Fortalecer el mandato de fi scalización fi nanciera sobre los partidos, poniendo 
énfasis en los mecanismos de transparencia más que en las prohibiciones.

Acciones institucionales
1. Dotar a la Auditoría Electoral y a la Inspección General de marcos normativos 

y procedimientos institucionales que posibiliten el efectivo cumplimiento de 
la función básica de control y fi scalización del fi nanciamiento de las organiza-
ciones políticas, atribuida al TSE en el primer párrafo del artículo 21 de la 
LEPP.

2. Fortalecer los órganos y mecanismos de administración y control fi nanciero 
interno de los partidos como condición para su adecuado cumplimiento de las 
reglas en materia de fi nanciamiento político.

3. Dar la máxima publicidad, en aplicación de los principios de transparencia y 
rendición de cuentas, a todos los actos que adopte en el ámbito del régimen 
del fi nanciamiento partidario, facilitando además el libre acceso a toda la 
información relacionada con tal régimen, para fi nes de fi scalización ciudadana 
e investigación académica.

4. Crear una mesa de coordinación interinstitucional con la Contraloría General 
de Cuentas, la Inspección de Verifi cación Especial, la Superintendencia de 
Administración Tributaria y otros para el control de las fi nanzas privadas de los 
partidos y la protección de los mismos a la fi ltración de dineros procedentes de 
grupos ilegales.

Medios de comunicación 
social

Acciones normativas
1. Establecer una franja de acceso a medios de comunicación que favorezca una 

base de equidad en la competencia electoral. Esta franja deberá ser diseñada a 
partir de una valoración del marco jurídico guatemalteco para establecer si es 
gratuita o pagada y si es mediante contratación directa de los partidos o me-
diante el TSE.
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Área estratégica Acciones

Acciones institucionales
1. Se recomienda a los medios procurar que todos los partidos y candidatos  

tengan acceso equitativo a los medios.
2. Velar por que la cobertura electoral que se realiza se ajuste a las categorías 

éticas y técnicas que regulan el ejercicio periodístico.
3. Que en aplicación del capítulo IV de la Ley de Emisión del Pensamiento se 

vele por el respeto al derecho de respuesta.
4. Propiciar la capacitación efectiva de los periodistas que cubren el área política 

y las elecciones, para asegurar el manejo de un lenguaje y marcos conceptuales 
y políticos básicos.

5. Que el TSE desarrolle capacidad instalada para realizar un monitoreo de 
medios de comunicación durante las campañas electorales, que coadyuve al 
control de la inversión de los partidos en los medios.

6. Fortalecer la dirección de comunicación del TSE para evitar situaciones de 
confl icto y tensión como las vividas durante las elecciones anteriores.

7. Fortalecer las capacidades de los partidos políticos para diseñar e implementar 
estrategias de comunicación y de publicidad electoral, incluyendo el desarrollo 
de unidades o secretarías específi cas en esta materia.

Acciones técnico procedimentales
1. Hacer públicas las bases de datos, incluyendo el cuestionario, para que todas 

las personas interesadas en analizar los resultados puedan tener acceso a esta 
información primaria.

2. En la elaboración de los reportajes y análisis sobre las encuestas, publicar 
siempre las fi chas técnicas de las mismas, teniendo especial cuidado en 
señalar: el tamaño de la muestra, el método utilizado para la recolección de 
la información, el período durante el cual se recolectó la información, la 
manera como se construyó la muestra y los procedimientos utilizados para 
verifi car la integridad de la misma y para reemplazar a aquellos informantes 
que rehusaron ser entrevistados. Y por último, incluir el dato de la compañía 
que realizó la encuesta.
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Área estratégica Acciones

Sistema electoral Acciones político-normativas
1. Bajo el entendido, que la reforma a la LEPP debe realizarse estrictamente 

en el marco de la Constitución de la República, introducir cuatro cambios 
principales que combinados mejorarían el actual sistema electoral:  adoptar el 
número de 120,000 como clave poblacional; aumentar el número de escaños 
por 1 más en los distritos electorales con excedentes poblacionales mayores 
al 50 % de la clave; cambiar la fórmula d´Hondt por la de Saint Lague; e 
introducir el voto preferencial (lista cerrada no bloqueada).

2. Bajo la posibilidad de una reforma constitucional, diseñar circunscripciones 
uninominales con criterio poblacional (igual número de habitantes por cada 
distrito) que combinado con una clave poblacional más elevada, surtiría como 
efecto positivo la IGUALDAD DEL VOTO así como un Congreso más 
pequeño. En este caso, se optaría por un sistema electoral MAYORITARIO 
para la elección de diputados distritales en lugar del actual sistema imperfecto 
de representación proporcional de minorías.

3. Siempre bajo un marco de reforma constitucional, diseñar circunscripciones 
plurinominales de mediano tamaño (6 a 10 diputados por cada distrito) que 
combinado con  las cuatro modifi caciones arriba detalladas que no requieren 
cambios constitucionales, generaría tanto la IGUALDAD DEL VOTO como 
una MEJOR REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL DE MINORÍAS, así 
como una MAYOR REPRESENTATIVIDAD en la relación de los diputados 
con su electorado.

4. Sacar la discusión de la reducción del número de diputados de la lógica de la 
efectividad y el costo del Congreso, para colocar el debate sobre la calidad de 
la representación y de la distribución territorial de la misma.
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I. Introducción

El componente “Análisis de la Coherencia y 

Efectividad de la Ley Electoral y su Regla-

mento” empieza por hacer referencia a los de-

rechos políticos y temas de naturaleza electoral 

contenidos en la Constitución Política de la Re-

pública, ya que estos vienen a dar el sustento a la 

Ley Electoral y de Partidos Políticos. Es impor-

tante destacar que ambos instrumentos fueron 

dictados por el mismo órgano: la Asamblea Na-

cional Constituyente. Luego se hace mención 

de los antecedentes de la referida ley, que son 

aquellas leyes dictadas por los gobiernos milita-

res luego del golpe de Estado de 1982, que abren 

las puertas a una nueva institucionalidad. Estas 

disposiciones son importantes de analizar en 

función que sirvieron de modelo para la actual, 

pues prácticamente se les unió en un solo cuer-

po, de tal suerte que ahora en un mismo texto se 

regula lo relativo al sufragio, organizaciones po-

líticas, autoridades y órganos electorales, como 

el desarrollo al proceso electoral.

A continuación se pasa revista a las reformas 

introducidas a esa ley durante sus casi veinti-

cinco años de existencia, mereciendo especial 

atención lo relativo al Informe “Guatemala, Paz 

y Democracia”, en vista que este fue producto 

del trabajo realizado por una comisión que se 

formó derivada de lo establecido en el acuerdo 

de paz sobre reforma electoral y que constitu-

ye el antecedente de las últimas reformas que 

le fueron introducidas por el Congreso de la 

República. Un siguiente apartado se dedica al 

análisis de los principales cambios que sufrió el 

Decreto 1-85 a partir de 2004 y 2006, años en 

que se aprobaron los decretos legislativos 10-04 

y 35-06, en su orden, por los que los principales 

actores políticos se vieron forzados a hacer po-

lítica de una manera diferente a como la venían 

haciendo desde el retorno a la democracia, me-

reciendo comentarios los vacíos y contradiccio-

nes que presenta esa normativa.

El desarrollo que se hace de la ley en el regla-

mento respectivo se aborda en la quinta parte. 

Se empieza por hacer referencia al sistema legal 

electoral, su estructura, fuentes e importancia 

de su estabilidad dentro de los correspondientes 

períodos constitucionales, para luego hacer un 

análisis de los temas más importantes, sin olvidar 

ni dejar de mencionar el atraso que se dio en su 

aprobación, que tuvo a vez posponer la entrada 

en vigencia “real” de las reformas ordinarias. Se 

hace énfasis en la circunstancia que la legislación 

reglamentaria no desarrolla exhaustivamente, 

como debería ser, los principios y disposicio-

nes contenidos en la ley. El tema de la justicia 

electoral se encara críticamente, recordando que 

durante el proceso electoral anterior se presentó 

una serie de situaciones que violentaron las re-

glas del juego, que sin llegar a ponerlo en peligro 

sí llaman a la refl exión en cuanto a la necesidad 

de evitar en el futuro que ese tipo de situaciones 

se repitan y asegurar que las nuevas contiendas 

se desarrollen dentro de mejores climas de liber-

tad y de institucionalización.

El trabajo, en este apartado, básicamente com-

para el texto legal vigente con el derogado; 

luego el desarrollo que se hace de la ley en el 

Análisis sobre la coherencia y 
efectividad de la Ley Electoral y de 
Partidos Políticos

SEGUNDA PARTE

César Conde Rada 
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reglamento; a continuación la relación que 

la ley electoral guarda con el marco normati-

vo ordinario del país, aspectos que dan paso a 

consideraciones sobre la efectividad del sistema 

jurídico para resolver los consabidos confl ictos 

que se presentan en el área electoral, para luego 

ofrecer unas ideas generales sobre posibles re-

formas a Ley Electoral y de Partidos Políticos. 

La base que se tuvo para la realización de este 

aporte son los propios textos legales. De haber-

se accedido a resoluciones dictadas por los di-

ferentes órganos electorales y otras autoridades 

que imparten justicia constitucional electoral, 

el producto hubiese sido diferente, por ello la 

importancia de abonar a la facilitación de acce-

so a esas fuentes de información que, defi ni-

tivamente, son vitales para mejorar el derecho 

electoral Guatemala y su democracia.  

II. Balance del tema y principales 
hallazgos

La Constitución Política de la República con-

tiene el conjunto de disposiciones que posibili-

tan a la ciudadanía participar de variadas formas 

en la vida política del país y en la estructuración 

del Estado; ese conjunto de normas constitu-

cionales dan soporte al Derecho electoral ob-

jetivo, además están formuladas en un lenguaje 

técnico, pero ese no expresa necesariamente 

un sólo signifi cado, pues sabido y probado está 

que una única y misma formulación normativa 

puede ser portadora de un signifi cado complejo 

en función de variados elementos. 

Los principios contenidos en la Constitución, 

que vienen a ser aquellas normas consideradas 

por la doctrina como el fundamento de un con-

junto de otras disposiciones de obligado acata-

miento, revisten una especial importancia para 

la interpretación y aplicación de disposiciones 

ordinarias y reglamentarias, el problema estri-

ba en qué valor o grado de reconocimiento se 

le asignen a esas disposiciones, sea el legislador 

ordinario, el magistrado constitucional o el fun-

cionario electoral. Durante el desarrollo del 

proceso electoral anterior, este aspecto fue una 

constante, así los diferentes actores políticos in-

terpretaron y valoraron esos principios básicos 

y las normas electorales recién aprobadas desde 

diferentes y a veces encontradas posiciones, as-

pecto que se tradujo en enfrentamientos, atra-

sos e incongruencias, que si bien son propios de 

la actividad humana y que se potencian como 

consecuencia de la lucha por alcanzar el poder, 

también lo es que el sistema político a través de 

sus diferentes instancias no soluciona de ma-

nera pronta y efectiva, dentro de una total ins-

titucionalidad, esos confl ictos. Lo cierto es que 

éstos pueden solucionarse de mejor forma si las 

leyes se construyen sin defectos gramaticales, 

en forma sistémica, sin errores ni incongruen-

cias; que su aplicación sea oportuna y correcta; 

evitando las discriminaciones que suelen hacer-

se contra los ciudadanos ordinarios; mejorando 

la capacidad institucional, lo que signifi ca in-

corporar las nuevas herramientas derivadas del 

desarrollo tecnológico y un personal compro-

metido con los valores democráticos; y superar, 

dentro de un proceso dinámico, las lagunas y 

vacíos legales, es decir: descubrir el problema 

normativo, discutir opciones y seleccionar la 

más conveniente para la solución del enredo. 

Independientemente de lo anterior, a partir de 

la entrada en vigencia de las reformas intro-

ducidas en 2004 y 2006 a la Ley Electoral y 

de Partidos Políticos (LEPP), que signifi caron 

nuevas reglas para la constitución, funciona-

miento, fi scalización y vigencia de partidos 

políticos; nuevos requisitos para la formación 

de comités civiles; entrega de recursos para la 

organización del evento a la autoridad electo-

ral antes de su convocatoria; diferente y más 

apretado calendario electoral; actualización 

y depuración del padrón electoral para hacer 

efectiva la descentralización del voto y mejor 

regulación en el uso de los medios de comuni-
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cación social para hacer propaganda, la forma 

de hacer política cambió respecto de la forma 

en que se venía haciendo luego del retorno a la  

democracia. Eso, amén de lo relacionado con 

la creación de un nuevo documento de iden-

tifi cación, que también fue aprobado, aunque 

durante las elecciones pasadas aún se utilizó la 

cédula de vecindad, ya que el proceso de susti-

tución es altamente complejo.

Las reformas apuntaron al mejoramiento del 

régimen electoral como un esfuerzo dentro 

de la permanente labor de alcanzar su perfec-

cionamiento, lo que debe ser una tarea cons-

tante. Que el paso efectuado pudo haber sido 

más largo es cuestión que aún se debate, no así 

que éste se haya dado, eso sí es importante, se 

dio  y ello es satisfactorio desde cualquier punto 

que se aborde. Ahora bien, las elecciones ya no 

pueden seguir siendo llamadas “transitorias”, 

cumplieron esa función y el horizonte con que 

debe visualizárseles es el que efectivamente 

se les atribuye en la teoría: ser el único acceso 

al gobierno en una sociedad democrática. Las 

elecciones para alcanzar efi cazmente esa fun-

ción deben ser abiertas, libres, competitivas, sin 

restricciones que limiten la participación de la 

ciudadanía y el normal acceso a los principales 

cargos públicos, por eso la necesidad de abonar 

a su mejor regulación. 

En lo relacionado con el nuevo documento de 

identifi cación se creó una nueva entidad, lo que 

rompió con el hilo hilvanado hasta antes de la 

reforma  sobre ese particular, ya que se esperaba 

fuese asignada esa función al Tribunal Supremo 

Electoral (TSE), entidad que había presidido 

estudios e investigaciones sobre el tema, lo que 

asociado a la experiencia acumulada en cuanto 

a la formación del padrón electoral lo colocaba 

en una situación de ventaja para emprender las 

nuevas tareas que llevaran a la sustitución de la 

cédula de vecindad. El establecimiento de otra 

institución exigirá mayores recursos y esfuer-

zos interinstitucionales para su puesta a fun-

cionar y operar efi cazmente, más, derivado del 

hecho que se le atribuye también el control del 

estado civil y capacidad de las personas indivi-

duales, temas diluidos por estimarse prioritario 

el cambio de documento; no obstante, estos 

dos renglones tienen una enorme signifi cación 

dentro del mundo de las relaciones civiles y ju-

rídicas, que de no afrontarse con una política y 

posición claramente defi nidas producirán en-

tuertos de diferente orden, afectando distintos 

ambientes del mundo de las transacciones, des-

de lo estrictamente familiar hasta de comercio 

internacional. 

En  lo vinculado con la emisión del nuevo do-

cumento, lo que quizás debe priorizarse es de-

jar claramente establecido en la ley el proceso 

de inscripción mediante el cual al ciudadano 

se le tiene incorporado al registro electoral, 

las vías de comunicación entre las autoridades 

electorales y las del Registro Nacional de las 

Personas (RENAP), autoridad y competencia 

para determinar la residencia de las personas, 

como la función de fi scalización que sobre esos 

procesos tengan los partidos políticos. Even-

tualmente y en función del avance que registre 

la recién creada entidad para la entrega masi-

va del Documento Personal de Identifi cación 

(DIP), considerar recurrir a la base de datos de 

la autoridad electoral, que constituye el registro 

electoral, para agilizar y hacer más efi ciente esa 

actividad.  El problema no está en que para la 

próxima contienda se recurra nuevamente a la 

cédula de vecindad o que se empleen dos do-

cumentos, aquellas y el Documento Personal 

de Identifi cación, sino en suponer que para esa 

fecha toda la ciudadanía ya tendrá su DIP.

En lo relativo al tema de participación electo-

ral un importante avance lo constituyó el haber 

dejado sin efecto la disposición que ordenaba 

instalar únicamente juntas receptoras de votos 

(JRV) en las cabeceras municipales. En un país 
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como Guatemala, con considerables porcenta-

jes de población rural, una medida de esta ín-

dole llevaba asociada la exclusión. El manteni-

miento de esa fi gura legal incrementaba el valor 

de votar a los ciudadanos que no residían en 

el sector urbano, que son los más desposeídos. 

Esta medida puso a prueba la capacidad institu-

cional de la autoridad electoral, la que enfrentó 

y superó el reto al incrementar en casi doscien-

tos por ciento los  lugares de votación respecto 

de las elecciones del 2003. La descentralización 

fue positiva, principalmente en las fases de vo-

tación y escrutinio. Se notó un aumento de la 

participación ciudadana al comparársele con las 

registradas en los eventos anteriores, sin em-

bargo, no se superaron las expectativas que se 

tenían y que deberían haberse registrado por la 

manera en que se realizó la  descentralización 

de juntas receptoras de votos –no mediante un 

proceso gradual– y la actualización del padrón 

electoral.  En ese orden debe seguir profundi-

zándose el estudio sobre las razones de absten-

ción-participación para atacar y combatir las 

causas que obstaculizan la asistencia a las urnas 

electorales y estimular aquellas que alientan a la 

ciudadanía a depositar el sufragio.

El adecuado fi nanciamiento del proceso elec-

toral resulta de la mayor importancia para 

asegurar que el mismo contará con los recur-

sos humanos, materiales y tecnológicos que le 

permitan alcanzar sus plenos objetivos, empero 

en lo que quizás  debe refl exionarse con mayor 

detenimiento en este aspecto es en el costo que 

signifi ca la realización de elecciones. El fi nan-

ciamiento de éstas constituye un principio bá-

sico y fundamental del Estado de Derecho, sin 

embargo,  el propio TSE y los partidos políticos 

deben analizar los procesos, procedimientos 

y demás asuntos ligados con la formulación y 

ejecución del presupuesto de las elecciones, a 

fi n de establecer si las políticas conllevan una 

adecuada y efectiva racionalización de gastos, 

lo que abarca el fenómeno de la “terciarización.” 

Normativamente debe estar regulado el tema 

de la formulación del presupuesto de eleccio-

nes y el acceso efectivo que se tenga al mismo 

como al de ejecución. El TSE se concibe como 

la máxima autoridad en materia electoral con 

las funciones y atribuciones que se le asignan 

en la ley; en materia presupuestaria, con facul-

tades para “estimar” los egresos inherentes al 

proceso electoral, los que debe aprobar y “jus-

tifi car”, siendo  actos que deben ser evaluados 

y monitoreados para que la ciudadanía sepa en 

qué se gastan los recursos destinados a la de-

mocracia.  

En lo concerniente al sistema de partidos,  este 

empieza por su “cantidad”, lo que se amarra a los 

requisitos a satisfacerse para su constitución, el 

que quedó en un 0.30% del total de ciudada-

nos inscritos en el padrón utilizado en las úl-

timas elecciones generales (aproximadamente 

de 6 millones). El introducir cambios en ese 

porcentaje tendría impacto sobre el número de 

partidos políticos, no obstante lo cual práctica-

mente no tuvo efectos. El relacionado con los 

requisitos que debe satisfacer una organización 

de esta naturaleza para considerársele vigente es 

otro punto que merece atención; por hoy son 

mínimos y ello incide en la forma en que se 

hace política. Si se desea fortalecer a estas orga-

nizaciones como canales de articulación entre 

la sociedad y el poder público, estos requisitos 

deben incrementarse, desde el número de afi -

liados mínimos en cada municipio hasta revisar 

el derecho de poder postular candidatos en lu-

gares en donde no tengan organización partida-

ria. En lo puramente cualitativo, aspectos como 

la estructura organizativa, integración y regu-

lación de las asambleas, atribuciones de cada 

órgano en particular, forma y periodicidad de 

las sesiones, son elementos fundamentales. En 

la reforma se introdujeron algunos cambios en 

estos pequeños aspectos con resultados favora-

bles. El requisito para mantener el estatus legal 

como partido (umbral legal) pasó de un 4% a 
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un 5% de los votos válidos emitidos en las elec-

ciones generales y es  calculado con base en los 

resultados de las elecciones presidenciales.  Esa 

medida no se aplica cuando el partido alcanza 

representación parlamentaria, lo que hace nu-

gatorio el umbral. Los partidos políticos son los 

que ponen en contacto a los ciudadanos con las 

entidades públicas; a través de ellos se expresa la 

competencia por alcanzar el control político, de 

esa suerte en la medida en que se les fortalezca 

fi nancieramente, fi scalice correctamente, se les 

asignen nuevas funciones y responsabilidades, 

así también se tendrán mejores elecciones. 

La nueva manera en que se concibió el fi nan-

ciamiento de las organizaciones políticas y las 

campañas electorales en la forma en que se es-

tableció en el Art. 21 de la LEPP, corrigió va-

cíos, aunque quedó corto en comparación con 

lo planteado en su momento por la Comisión 

de Reformas Electorales (CRE) derivada de los 

acuerdos de paz. El aumento del fi nanciamien-

to público, la mejor disposición que la auto-

ridad electoral tenga para realizar auditorías a 

todas las organizaciones políticas y la exigencia 

que los resultados de éstas se den a conocer 

abundantemente, como la adecuada descentra-

lización en el uso de los recursos estatales para 

que se conviertan en desarrollo democrático, 

son puntos de obligada refl exión en el corto 

plazo. Los avances en lo estrictamente norma-

tivo de creación de derecho fueron importan-

tes, pero más en el futuro cercano es su efectiva 

aplicación, por eso la necesidad de apuntalar ese 

aspecto con disposiciones más enfáticas, pre-

viendo en caso de incumplimientos sanciones 

a todo nivel.

Las nuevas disposiciones sobre la propaganda 

electoral vinieron a hacer más justo el acceso 

a los medios de comunicación de parte de las 

diferentes organizaciones participantes, pero al 

igual que en otras áreas se requiere de un me-

jor desarrollo de instrumentos técnicos y capa-

cidad gerencial para su correcta aplicación. En 

este renglón el reglamento, como en otros pun-

tos, no desarrolla los principios contenidos en 

la ley, con lo que ésta se queda sin alcanzar sus 

objetivos. Se debe ser más enfático en cuanto a 

la función de realizar monitoreos sistemáticos 

para verifi car el comportamiento que hacen los 

distintos medios acerca de la información aso-

ciada al proceso, principalmente en cuanto a las 

actividades de las organizaciones políticas y de 

los candidatos, pues a través de los infomercia-

les se resultan trasladando claros mensajes de 

simpatía y apoyo a determinadas organizacio-

nes y personas con el ropaje de noticias.

Si bien es el propio día de las elecciones el que 

concentra y pone en movimiento todos los es-

fuerzos efectuados con antelación, en primer 

término los de la planifi cación que corren a car-

go del ente electoral y luego los de las autorida-

des intermedias, como son las juntas electorales 

departamentales y municipales, son al fi nal las 

JRV las que tienen la enorme responsabilidad 

de sacar adelante el evento. En cuanto a la in-

tegración de estos órganos no se cumple con 

que para su integración se tomen en cuenta la 

diversidad sociocultural de la nación y el géne-

ro, lo que conlleva un incumplimiento a la nor-

mativa, cuya trasgresión se hace más delicada 

en función de los criterios a los que se recurre 

para la designación de esas personas, ya que en 

elevado porcentaje se hace abstracción de los 

méritos cívicos para dar paso a las infl uencias 

de tipo familiar o de pertenencia a otros grupos 

sociales, elemento que no garantiza totalmente 

su imparcialidad, pero lo más grave es que los 

incumplimientos o abusos que se detectan de 

parte de uno que otro miembro de esas instan-

cias se resuelve no por la vía del derecho sino 

por otras derivadas de aquellos vínculos que 

hacen posible la arbitrariedad y el abuso. En 

esta misma línea, y no obstante que la norma 

vigente estipula que las juntas electorales de-

partamentales y municipales son las encargadas 
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del proceso en su respectiva jurisdicción, éstas 

se limitan a la organización de las votaciones, 

no así de las elecciones en su conjunto, de tal 

manera que ampliar la disposición en el orden 

de desarrollar ese “encargo” puede contribuir a 

optimizar recursos y adoptar mejores controles 

en los municipios, ya que siendo estos la célu-

la primaria de organización estatal es en donde 

con mayor cuidado debe observarse el libre jue-

go político y mejor si en función de sus propias 

particularidades.

Para terminar, el gran défi cit, el tema de la justi-

cia electoral. En las últimas elecciones los recla-

mos e inconformidades por diversas causas no 

fueron pocos, por lo que se plantearon diversas 

acciones y ya sea por falta de conocimiento de la 

técnica procesal correspondiente por los afecta-

dos o insufi ciente voluntad política de las au-

toridades electorales para atender el fondo del 

asunto, pasando por plazos reducidos o fallas en 

los procesos de comunicación y manejo de ex-

pedientes, lo cierto es que los mecanismos le-

gales para corregir defi ciencias, fallas y arbitra-

riedades en algunos actos electorales no funcio-

naron de manera efectiva, restando credibilidad 

al resultado fi nal de la elección, principalmente 

en las de algunos  gobiernos municipales. 

El meollo en este sensible aspecto es que la ley 

brinda sufi cientes herramientas para exigir el 

cumplimiento de los derechos políticos, desde 

la asignación al Inspector Electoral de com-

petencia para fi scalizar e investigar y “actuar de 

ofi cio”, pasando por una amplia estructura orga-

nizativa conformada por personas no pertene-

cientes a partidos políticos que tienen a su car-

go la realización del proceso en sus diferentes 

jurisdicciones, y un catálogo de prohibiciones, 

que constituyen una realidad formal, esto no se 

llega a concretizar de forma material. El estan-

camiento de la justicia está o en la falta de capa-

cidad para comprender toda la gama de asuntos 

procesales necesarios para hacerla viva y otros 

compromisos como los de una cultura de apego 

a la ley de parte de los operadores o más bien en 

la ausencia de voluntad de los principales res-

ponsables en la conducción de las organizacio-

nes que conforman el régimen político, que a la 

postre dirimen sus confl ictos “graves” por la vía 

de la negociación, pero se quedan en el camino 

todos aquellos “chicos” que en forma lenta pero 

segura socavan la democracia misma.

Lo señalado obliga a revisar las reglas y proce-

dimientos relacionados con la imposición de 

sanciones electorales, naturaleza de éstas, pro-

cedencia de los recursos contencioso electo-

rales, delitos y faltas electorales, pero con una 

visión de conjunto de todo el aparato estatal, ya 

que la simple tipifi cación de las fi guras delic-

tivas sin un alto en la consideración sobre las 

fallas que, por hoy, ofrece el sistema de justicia, 

eventualmente no podrían tener mayores im-

pactos, como tampoco incrementar el monto 

de las multas si éstas no llegan a imponerse o 

aumentar la burocracia mediante la creación de 

nuevos órganos que se disputan la competencia 

para arbitrar e imponer su autoridad o termi-

nan por reclamar insufi ciencia de recursos eco-

nómicos, de tal manera que un nuevo y más 

efectivo diseño de las reclamaciones, impugna-

ciones y recursos legales parece ser una opción 

válida, en la que no pueden dejar de incluirse 

las responsabilidades en que se incurre por no 

resolver y actuar conforme los plazos y proce-

dimientos que para ese fi n se aprueben. 

III. Conclusiones y áreas estratégicas 
de interés para la reforma 
electoral

En concordancia con lo expuesto previamente, 

corresponde responder una pregunta funda-

mental: ¿es coherente la ley o tienen contra-

dicciones y vacíos relevantes de ser señalados? 

Hacer un repaso de toda la ley y relacionarla 

con sus diferentes partes, analizando su estruc-
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tura y todos los procesos, para dar cuenta del 

alcance pleno de sus propósitos en función de 

los medios que se han destinado para ese efecto, 

excede los límites del trabajo. No obstante ello, 

pueden resaltarse algunos aspectos básicos, a 

modo indicativo.

La ley establece que el Tribunal Supremo Elec-

toral es la máxima autoridad en materia elec-

toral, sin embargo, sus resoluciones, acuerdos 

y demás actos que emite pueden ser objeto de 

amparo, el que no es conocido directamente 

por la Corte de Constitucionalidad sino por 

la Corte Suprema de Justicia. En este aspecto 

se estima conveniente modifi car la competen-

cia, de tal manera que el enunciado de máxi-

ma autoridad electoral que contempla la ley al 

TSE sea más real. En este aspecto y para lograr 

una perfecta conjugación entre su condición 

de máxima autoridad y su independencia, de-

be agregarse que es la máxima autoridad en ma-

teria electoral, a fi n de poner, si no fi n, por lo 

menos mayor claridad en cuanto a que el TSE 

es un órgano que como todos los demás del Es-

tado guatemalteco, están sujetos a los controles 

que establece la propia Constitución. La supe-

rioridad estructural de la Ley de Leyes es sobre 

toda la Ley Electoral, pero se hacen interpreta-

ciones que olvidan o ignoran ese principio. No 

debería ser necesario por obvio, pero la realidad 

lo recomienda, que en el primer artículo de la 

LEPP, en un segundo párrafo, se ampliara lo 

aquí señalado. 

La LEPP, en su Art. 2, establece que son ciuda-

danos TODOS los guatemaltecos mayores de 

18 años de edad. Por su parte, la Constitución 

de la República, en su Art. 4 referido a la li-

bertad e igualdad, reconoce que todos los seres 

humanos son libres e iguales en dignidad y de-

rechos. En materia política es evidente que hace 

falta mucho por hacer: aun existe subregistro y 

el analfabetismo como la pobreza son obstácu-

los que incluso llevan a que la gente no conoz-

ca ni siquiera cuáles son sus derechos básicos. 

En este orden hay que empezar por reconocer 

que la doctrina legal no ha hecho justicia a los 

preceptos constitucionales y la interpretación 

que se hace de la normativa básica es de muy 

variada naturaleza. En la ley debe quedar asen-

tado que el Estado, a través de los órganos co-

rrespondientes, debe acelerar y hacer efi ciente 

el proceso de inscripción de los guatemaltecos 

mayores de edad al registro electoral. El ejerci-

cio de los derechos de ciudadanía empieza por 

asegurar que quienes alcancen los 18 años de 

edad puedan efectivamente gozar de la posibi-

lidad de concurrir a las urnas electorales. Para 

ello, la coordinación entre las instituciones es 

determinante, como su efi cacia, entendida ésta 

como la correspondencia plena entre lo plani-

fi cado y anunciado con los logros obtenidos. 

Mediante una norma debe señalarse la obliga-

toriedad de informar, si no a toda la sociedad 

a través de los medios de comunicación social 

por lo que eso representa económicamente, sí 

por medio de las páginas electrónicas, y princi-

palmente a los partidos políticos, los avances en 

cuanto a los procesos de inscripción, depura-

ción y actualización del padrón, los que deben 

ser congruentes con los que manejen las otras 

instituciones públicas ligadas con registros esta-

dísticos de población y de documentación. 

En las primeras elecciones de la era democráti-

ca se acudió a las urnas con un nuevo padrón, 

(dejando atrás el anterior basado en una cédula 

de ciudadanía por demás viciada), pero que se 

construyó con base en la cédula de vecindad, 

cuyos inconvenientes son conocidos. Lo cier-

to es que se han venido incrementado las si-

tuaciones concernientes a la inscripción de 

los ciudadanos en el padrón electoral, desde la 

presentación de documentos espurios, pasan-

do por mentiras en lo concerniente al lugar de 

residencia –de tal forma que se pueda fi gurar 

en un padrón municipal diferente al lugar en 

donde se vive– hasta las difi cultades que se pre-
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sentan en las Juntas Receptoras de Votos para 

lograr la plena identifi cación del elector, sin de-

jar de lado los problemas de aquellos que no se 

pueden o no son inscritos o no se “encuentran” 

en el padrón. 

Los problemas anteriores seguramente se pre-

sentarán en las nuevas elecciones, generando 

confl ictos que desde ya se pueden prever, pero 

que podrían reducirse atendiendo los aspectos 

siguientes:

1. Establecer con claridad en la ley el proceso 

de inscripción en el registro de ciudadanos, 

dejando asentado lo concerniente a la 

coor di nación que debe existir entre la 

autoridad electoral y el RENAP, y la forma en 

que las organizaciones políticas fi scalizarán 

y  acompañarán ese proceso. Por hoy, el 

énfasis está puesto sobre la emisión del 

nuevo documento de identifi cación, para lo 

que se requiere de la presentación y gestiones 

de documentos y conocimientos que no 

toda la población cuenta y comprende, 

de ahí entonces que mediante esfuerzos 

interinstitucionales, con la participación de 

por lo menos las organizaciones políticas 

y bajo marcos de transparencia y pleno 

acceso a la información, se dé seguimiento 

al proceso y se puedan tomar decisiones 

en los momentos críticos, lo que la ley 

debe contemplar.

2. La actualización del padrón electoral, para 

hacerlo vivo, no debe reducirse tan sólo 

a ese  vocablo, pues probado está que del 

mismo se hacen un  sinfín de interpreta-

ciones; en primer lugar se debe contem-

plar qué autoridad es la que defi ne el lugar 

de residencia  y cómo proceder en los ca-

sos que un ciudadano tenga más de una en 

municipios diferentes, ¿cómo, por quién 

y cuándo se dirimen esas dudas?; luego, la 

clarifi cación en cuanto a una depuración 

automática, el ciudadano que no ha votado 

durante dos elecciones deberá quedar en 

situación especial y para poder tener dere-

cho nuevamente a ello tiene que hacer una 

nueva gestión.

3. Las calidades, escogencia y capacitación 

de los miembros de las juntas receptoras 

de votos debe cambiarse. El perfi l y pro-

cedimientos actuales no garantizan que 

frente a las reclamaciones provenientes de 

trasiegos, existencia de dos documentos 

para votar, incomprensión de las instruc-

ciones para ubicarse en el padrón, los que 

gozan de experiencia previa lo puedan se-

guir haciendo con márgenes aceptables de 

éxito y apego a la ley. La modernización del 

sistema exige que los ciudadanos con mejo-

res niveles de educación y mayores méritos 

cívicos se involucren en el proceso; la au-

toridad electoral tiene el deber y el tiempo 

para diseñar y poner a funcionar un plan de 

formación que permita formar los cuadros 

para ese efecto.

Y es que la visión que contempla la Constitu-

ción acerca del Estado se ha quedado más en el 

plano formal, presentando un rezago en cuanto 

a su aplicación en lo referente a lo estrictamen-

te electoral. Existen obstáculos que difi cultan 

el ejercicio del voto, la participación en las or-

ganizaciones políticas se encuentra supeditada 

a criterios que no son precisamente los basados 

en un auténtico liderazgo sino más bien por 

redes clientelares, los ciudadanos no siempre 

tienen información veraz sobre las opciones y 

ofertas electorales y las diferencias y confl ictos 

no se resuelven de manera ágil por la vía del 

Derecho. En ese orden de cosas, en  Guatema-

la las elecciones ya no pueden seguir siendo de 

TRANSICIÓN. El papel que tienen que jugar 

es el de único medio para proceder al cambio 

de autoridades y de  defi nición sobre los asun-

tos de especial trascendencia. El derecho a votar 

se ha visto y se asume básicamente desde una 

perspectiva en extremo formal, contentándo-



Fundación Soros Guatemala – NDI – nIMD – ASIES – DOSES – FLACSO

Análisis técnico, político y normativo del proceso electoral Guatemala 2007

53

nos con regularlo en la Constitución y la propia 

ley; sin  embargo, se trata de un acto por de-

más problemático, más en un país con tantas 

precariedades, de ahí entonces la urgencia de 

incorporar a la ley disposiciones en cuanto a la 

claridad y explicación  de las condiciones inter-

nas de operación de la autoridad electoral.

Un detalle de algunas de las precisiones y temas 

relevantes a debatir en el próximo proceso de 

reforma a la LEPP es el siguiente:

Sobre el Tribunal Supremo Electoral y sus órganos

• En relación con el presupuesto, la impor-

tancia de formular el proyecto de presu-

puesto estableciendo un anticipo en la en-

trega del mismo, puede ser el año previo o 

al inicio del ciclo fi scal correspondiente al 

año de las elecciones. (Art. 122)

• Creación de registro de cargos por elección. 

(Art.125)

• Obligatoriedad de que las Juntas Electora-

les instalen sus sedes en lugares públicos 

y aclaración en cuanto a su competencia. 

(Art. 171)

Sobre el proceso electoral

• Inscripción en el registro electoral: estable-

cimiento de mecanismos de vinculación y 

coordinación entre RENAP y TSE. (Art. 8)

• Modifi cación en cuanto a la aplicación del 

sistema de mayoría en elecciones de go-

biernos municipales. (Art. 202)

• Voto en el extranjero. (Art. 12)

• Recomendación al TSE de un mejor desa-

rrollo reglamentario de los principios con-

tenidos en la ley.  

• Descentralización. Aclaración de que es un 

proceso permanente, lo que abarca la cons-

tante actualización del padrón.

Sistema de partidos políticos

• Cuotas en planillas de gobiernos municipa-

les. (Art. 22, Inc. 2)

• Efectiva fi scalización en la celebración de 

asambleas. (Art. 27, Inc. L)

• Sedes partidarias. Obligación de estar abier-

tas a los afi liados. (Art. 33)

• Prohibición de postular candidatos en don-

de no se cuente con organización partida-

ria. (Art. 29)

• Nuevas reglas para la organización vigente. 

(Art. 49)

Justicia electoral

• Régimen de sanciones. Defi nición de una 

política sobre ese particular, que compren-

de el tema de los delitos y faltas electorales. 

El penalizar en exceso puede ayudar a la 

impunidad. El diseño debe abarcar normas 

sustantivas y procesales, como considera-

ción sobre la capacidad institucional de los 

diferentes órganos para aplicar la norma.

• Revisión de la competencia de la Corte 

Suprema de Justicia para conocer de los 

amparos que se interpongan en contra de 

decisiones del TSE.

• Para garantizar el principio de legalidad 

revisar los mecanismos de interposición 

y sustanciación de los diferentes recursos, 

que por hoy se encuentran planteados en 

forma general, dando lugar a variadas inter-

pretaciones que a la postre contribuyen a la 

negación de justicia electoral.

• Competencia para establecer la residencia. 

Este es un punto de enorme importancia. 

¿Qué autoridad es la que en defi nitiva defi -

ne el lugar de residencia y vecindad? ¿Mu-

nicipio, RENAP, TSE?





Fundación Soros Guatemala – NDI – nIMD – ASIES – DOSES – FLACSO 55

I. Introducción

Desde su creación en 1985, el Tribunal Su-

premo Electoral (TSE) ha desempeñado 

un rol fundamental en el funcionamiento del 

régimen político guatemalteco, en la construc-

ción democrática y de manera específi ca, en la 

certeza y efi cacia del desarrollo de los procesos 

electorales. Tanto las características de funcio-

namiento del TSE (en cuanto órgano autóno-

mo del Estado) así como su desempeño (efi -

ciente en el desarrollo de procesos electorales) 

y la percepción positiva del mismo por parte de 

la ciudadanía, han permitido que a lo largo de 

más de veinte años éste se presente como una 

de las piezas fundamentales de la “legalidad” y 

“legitimidad” de los procesos democráticos en 

Guatemala.

Sin embargo, la necesidad de reformar la Ley 

Electoral y de Partidos Políticos (LEPP) lleva-

ba vigente varios años, esencialmente tras las 

recomendaciones de la Comisión de Reforma 

Electoral, conformada a partir de los acuerdos 

de paz. Algunas de estas recomendaciones fue-

ron retomadas con la aprobación de los decre-

tos legislativos 10-04 y 35-06. Aunque las re-

formas fueron limitadas y no necesariamente 

corresponden a las propuestas iniciales de la 

CRE, estas impactaron y modifi caron la forma 

en que el TSE debía organizar y administrar el 

proceso electoral a partir de 2007. En teoría, se 

esperaría que las mismas hubiesen impactado 

positivamente el fortalecimiento del régimen 

democrático.

El presente documento-resumen recoge las 

prin cipales ideas del informe ampliado que 

busca evaluar el rol del TSE durante el proceso 

electoral 2007. Esencialmente, el desempeño 

de dicho órgano se analiza en dos sentidos. Pri-

mero, a partir del impacto de las reformas elec-

torales en el desempeño del TSE y, segundo, se 

evalúa hasta qué grado el desempeño del TSE, 

condicionado por estas reformas, tuvo un efec-

to positivo en la profundización y consolidación 

de la democracia guatemalteca. Finalmente, se 

hace un balance de estos dos momentos con el 

fi n de señalar las posibles debilidades, fortalezas 

y necesidades de cambios o reformas en el des-

empeño actual del TSE.

Algunos de los cuestionamientos que surgieron 

al momento de plantear este documento fue-

ron ¿cuál fue el desempeño real del TSE y cuál 

el impacto de las reformas legales implemen-

tadas?, ¿por qué se manifestaron tantos cues-

tionamientos y desconfi anza hacia la labor del 

TSE al inicio del proceso electoral? Y ¿cómo, 

fi nalmente, el TSE logró o no cumplir con los 

requerimientos de la ley para el desarrollo del 

proceso 2007? Asimismo, esta investigación 

responde a la inquietud de no circunscribir ex-

clusivamente el análisis al impacto de las refor-

mas en el funcionamiento del órgano electoral, 

sino que busca evidenciar si el desempeño del 

TSE durante el proceso electoral 2007 (resulta-

do de dichas reformas) incidió en algún grado 

en el fortalecimiento democrático del sistema 

político guatemalteco, a partir de  las siguientes 

variables: participación ciudadana (vinculada 

Análisis del impacto de las reformas 
electorales en el desempeño del 
Tribunal Supremo Electoral

Paola Ortiz Loaiza - María Alejandra Erazo
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, FLACSO-Guatemala

TERCERA PARTE



Siete claves para el cambio

Fundación Soros Guatemala – NDI – nIMD – ASIES – DOSES – FLACSO56

con el proceso de descentralización); certeza y 

transparencia del proceso electoral; fortaleci-

miento del Estado de Derecho y aplicación de 

justicia electoral; y fortalecimiento de la insti-

tucionalidad del órgano electoral.

Al fi nal, esto permite hacer algún balance so-

bre el impacto real de las reformas a la LEPP, 

en cuanto al rol del TSE en la construcción y 

fortalecimiento de la democracia guatemalteca, 

por un lado; y por otro, señalar algunos de los 

temas aún pendientes que apuntalarían esta ta-

rea. Debido a cuestiones de espacio, el presente 

informe no retoma una por una las variables 

señaladas, pero hace referencia a la importancia 

de estos temas.

Este estudio se fundamenta en los datos dispo-

nibles de diversas fuentes sobre el proceso elec-

toral 2007, tales como datos de participación, 

encuestas, entrevistas, informes del Mirador 

Electoral y estudios de FLACSO, entre otros. 

Sin embargo, es importante anotar que intentar 

medir cualquier impacto de la ley y del funcio-

namiento del TSE en estos temas es una tarea 

compleja, ya que no pueden determinarse las 

relaciones entre variables de manera causal y 

unívoca. Por lo tanto, el esfuerzo que aquí se 

hace es a penas indicativo de la complejidad del 

fenómeno, por lo que valdría la pena profundi-

zar algunos hallazgos con estudios más amplios 

y, a más largo plazo, que recojan las percepcio-

nes de distintos actores a nivel nacional y a lo 

largo del tiempo. No obstante, este documento 

permitirá comprender si el esfuerzo que se ha 

hecho en el tema de las reformas apunta a un 

posible resultado positivo y si este resultado es 

posible documentarlo para su evaluación y fu-

turo apuntalamiento. 

II. Balance del desempeño del TSE y 
posible impacto de las reformas: 
principales hallazgos

De acuerdo con su mandato legal el Tribunal 

Supremo Electoral (TSE) tiene a su cargo la ad-

ministración, logística y organización del pro-

ceso electoral. Durante cada contienda electoral 

el TSE ha realizado una labor efectiva en térmi-

nos formales, lo cual ha permitido elegir a los 

funcionarios públicos con relativa normalidad y 

transparencia. Sin embargo, las reformas apro-

badas mediante los decretos 10-04 y 35-06 im-

pusieron al TSE algunas dinámicas nuevas para 

el proceso electoral 2007. Además de tratarse de 

cuestiones inéditas, las nuevas disposiciones, 

sobre todo relativas al tema de la descentraliza-

ción del voto, supusieron un reto enorme a la 

capacidad de este órgano. Los principales retos 

y modifi caciones para el órgano electoral, a par-

tir de las reformas, fueron los siguientes:

La descentralización del voto. Ésta supuso la colo-

cación de juntas receptoras de votos (JRV) en 

lugares poblados en donde hubiese 500 o más 

empadronados, tomando en cuenta la decisión 

del TSE en cuanto a criterios de residencia, ac-

ceso, distancia, seguridad, población y condi-

ciones necesarias para la instalación de dichas 

juntas receptoras de votos. Ello permitió al TSE 

desarrollar una estrategia territorial cartográfi ca 

para llevar a cabo este mandato, con base en la 

cual se propuso la creación de 687 circunscrip-

ciones electorales municipales (CEM) para el 

proceso electoral 2007, de las cuales se insta-

laron 681. La CEM fue una innovación ope-

rativa cuyo objetivo era permitir la subdivisión 

territorial electoral: ésta buscaba concentrar la 

población apta para votar de las zonas rurales 
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del país para facilitar la colocación de las JRV. 

La habilitación de las 681 CEM propuestas im-

plicó la instalación de 2,060 centros de votación 

que, en comparación con el proceso 2003, en 

el que se instalaron 1,262, aumentó casi en un 

50%. De esos 2,060 centros, 687 eran rurales 

y 1,373 urbanos. Se instalaron además 13,756 

JRV, 10,279 urbanas y 3,477 rurales, aumentan-

do un 35% respecto del 2003 en que se instala-

ron 8,885 JRV. 

La actualización del padrón electoral. Aunque la 

depuración y actualización del mismo no ne-

cesariamente fue producto de las reformas y 

se inició desde 2003, este proceso fue funda-

mental para hacer más efectivo el acercamien-

to de la urna al ciudadano, lo cual implicaba el 

acercamiento a su residencia, y se veía limitado 

con el criterio de vecindad que aún prevalece 

en el padrón no actualizado (que termina por 

ser el menos depurado). Se documentó un 

incremento en el padrón electoral (18%), así 

como un leve incremento (18%) en la certeza 

del mismo (según la auditoría realizada por Mi-

rador Electoral), gracias al proceso de actuali-

zación de datos.4 Sin embargo, aún no queda 

claro cuán alto continúa siendo el porcentaje 

de los no documentados y no empadronados (o 

4 En septiembre de 2007 el número de empadro-
nados ascendía a un total de 5,990,029 empa-
dronados divididos de la siguiente manera:
• 3,526,116 ciudadanos actualizados de los 

cuales un 64% (2,273,317) correspondían 
al área urbana y un 35.9% (1, 252,799) al 
área rural. 

• Por lo tanto, existían 2,463,913 ciudadanos 
no actualizados.

no ciudadanos). La inexactitud de los datos de 

población y proyecciones del Instituto Nacio-

nal de Estadísticas (INE) difi cultan cualquier 

aproximación a la realidad. Es decir, un pa-

drón inexacto, sumado a una cantidad inexac-

ta de ciudadanos y a una cantidad desconoci-

da de guatemaltecos mayores de 18 años de 

edad que ni siquiera cuentan con documento 

de identidad, difi cultan cualquier intento del 

TSE de acercar las urnas a la ciudadanía de 

manera objetiva. A manera de ejemplo cabe 

señalar los hallazgos del estudio Barreras a la 

participación electoral elaborado por FLACSO, 

que documenta un alto porcentaje de pobla-

ción que no cuenta con cédula de vecindad 

ni está empadronada, principalmente muje-

res indígenas. Este estudio documenta el caso 

de San Pedro Carchá que de acuerdo con los 

datos de número de empadronados ocupa el 

lugar número 8 por su peso en el padrón elec-

toral, sin embargo, reporta un 25% de ciuda-

danos que no cuentan con cédula de vecindad 

(el porcentaje corresponde a 49.5% de 50.6% 

de entrevistados que dijeron no haber votado 

en 2003, de acuerdo con el estudio citado).5 

De igual manera puede documentarse esta in-

congruencia mediante el cuadro siguiente:

5  Nevitte et ál., op. cit, pp. 23 y 24.
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Población no empadronada
2003-2007

Departamento

Elecciones 2003 Elecciones 2007

Proyección 
población 

mayor de 18 
años*

Empadronados**
Total 

población no 
empadronada

Proyección 
población 
mayor de 
18 años*

Empadronados**
Total 

población no 
empadronada

Santa Rosa 140,446 158,901 -18,455 150,189 182,536 -32,347

Quetzaltenango 297,947 309,264 -11,317 334,892 356,634 -21,742

Suchitepéquez 189,949 192,345 -2,396 121,042 223,740 -102,698

Retalhuleu 114,831 122,645 -7,814 129,504 140,946 -11,442

Zacapa 97,791 103,001 -5,210 102,948 121,345 -18,397

Chiquimula 139,967 150,580 -10,613 151,565 174,814 -23,249

Jalapa 107,008 111,502 -4,494 118,590 128,310 -9,720

Jutiapa 173,338 202,236 -28,898 181,967 233,927 -51,960

Fuente: Área de estudios sociopolíticos   
* datos obtenidos de Proyecciones de población con base en el XI censo de población y VI de habitación 2002 período 222-2020, Insti-
tuto Nacional de Estadística INE.  ** datos obtenidos de Memorias electorales 2003-2007, Tribunal Supremo Electoral

Por tanto, a pesar del incremento en el número 

de empadronados y la depuración del padrón, la 

capacidad del TSE para seleccionar los lugares 

idóneos para instalar las JRV parece limitada; 

sobre todo si se toma en cuenta a la población 

no empadronada y la difi cultad para conocer el 

dato exacto de esta población. Si esto se con-

trasta con el gran despliegue de recursos y orga-

nización que implicó la descentralización, estos 

datos cobran relevancia pues el proceso se en-

carece signifi cativamente, precisamente porque 

la descentralización incide precariamente en el 

incremento de la participación electoral. Esto 

no signifi ca que esta última no haya sido efecti-

va en términos de facilitar el voto a la ciudada-

nía ya empadronada, que tradicionalmente ha 

participado de la fi esta cívica, pero este esfuerzo 

no tiene impacto en los que tradicionalmente 

no votan debido a que ni siquiera gozan de la 

plenitud de sus derechos políticos ciudadanos.

Área de estudios sociopolíticos, FLACSO, Guatemala. Fuente datos TSE y proyecciones de población INE. (En 
Ortiz et ál., 22 años después…, 2008).
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Las dos grafi cas presentadas muestran una ten-

dencia sostenida al aumento de la participación 

en cada periodo electoral, lo que hace difícil 

medir el impacto de la descentralización en la 

participación, que de cualquier modo creció 

muy poco.

En ese sentido, se identifi can dos aspectos posi-

tivos del rol del TSE: el proceso de descentrali-

zación y el avance del proceso de actualización 

del padrón, pero se reconoce que aún están in-

completos. Por otro lado, respecto del tema del 

padrón, la creación del RENAP es un paso po-

sitivo hacia la obtención de un registro de ciu-

dadanos, documento y padrón más confi ables. 

Asimismo, en un futuro este registro permiti-

ría tener estadísticas confi ables y actualizadas 

de población, ciudadanía y empadronamiento. 

Sin embargo, aún se tienen muchas dudas so-

bre su implementación y funcionamiento. Ac-

tualmente, no se ha establecido cuáles serían 

los mecanismos para la implementación del 

documento único y tampoco sobre el vínculo 

de este nuevo documento con el padrón elec-

toral, y con la función del TSE; por lo tanto, es 

necesario aclarar esa relación, con el objetivo de 

que éste sirva, entre otras cosas, para apoyar y 

facilitar la labor del TSE.

La ampliación del despliegue logístico, organizativo y 

administrativo del TSE, producto de la descen-

tralización. Entre otras cosas, esto implicó el 

montaje de los 2,060 centros de votación, en 

su mayoría en escuelas y salones comunales, la 

instalación de esos nuevos centros de votación 

en lugares inéditos, así como un amplio núme-

ro de nuevas JRV. Esto implicó la coordinación 

para el envío de material y mobiliario electoral 

a lugares en donde el único acceso era vía aé-

rea, así como la contratación de más personal 

técnico, entre otros. La ejecución de un presu-

puesto tres veces más grande que el  del proceso 

electoral 2003 debe servir como indicador de la 

magnitud de las acciones que el TSE logró im-

plementar para el reciente proceso electoral. 

La descentralización exigía que la capacitación 

y las campañas de información fueran efectivas 

para informar sobre las nuevas reglas del pro-

ceso. Con el aumento de JRV también se au-

mentó el número de personas que debían estar 

capacitadas, algunas de ellas participando por 

primera vez en un proceso electoral. El reto 

para la Unidad de Capacitación Electoral era de 

capacitar aproximadamente 73,300 personas. 

Ade  más, más allá de garantizar la ubicación, 

colocación y funcionamiento de los centros 

Área de estudios sociopolíticos, FLACSO, Guatemala. Fuente datos TSE y proyecciones de población INE
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de votación,6 gran parte de la preocupación del 

TSE se dirigió a garantizar la seguridad de los 

resultados electorales. Tanto en el sentido físico 

(resguardo y traslado de los sacos electorales), 

como tecnológico (certeza y transmisión de da-

tos por la vía electrónica). En general, estas ac-

ciones permitieron que el proceso electoral se 

desarrollara con normalidad, sin embargo, ello 

no signifi ca que cada una de éstas se haya cum-

plido a cabalidad o con la efi ciencia deseable, 

como se señala a continuación.

Sobre el cumplimiento de plazos. Este es uno de los 

temas cruciales señalados, tanto por los funcio-

narios del TSE como por miembros de las JRV. 

Los plazos tan apretados que señala la ley, no 

permitieron la realización idónea de diferen-

tes acciones, tales como, la labor de difusión e 

información sobre la ubicación de las CEM y 

centros de votación. Aunque los estudios car-

tográfi cos y los criterios para la habilitación de 

las CEM fueron acertados y elaborados a deta-

lle, el tiempo legal establecido no fue sufi ciente 

para su escogencia y difusión, sobre todo por la 

labor de información que hay que hacer, espe-

cialmente en aquellas comunidades en donde 

los medios de información convencionales no 

llegan (internet, prensa, radio, etcétera).  De 

acuerdo con el Inspector General, también 

la labor de inspectoría se vio limitada por los 

tiempos electorales.                 

Asimismo ocurrió con el tema de la capacita-

ción a miembros de las JED, JEM y JRV y de los 

ciudadanos que participaron en la digitalización 

y transmisión de datos (quienes se capacitan 

dos meses antes de la elección según permiten 

los tiempos de la ley). Según muchos de estos 

ciudadanos, la capacitación fue precaria, o los 

manuales creados por el TSE para ese fi n fue-

6 Según la Comisión Nacional de Energía Eléctrica 
(CNEE) existen en el país, alrededor de 100 lugares 
en los que no hay fl uido eléctrico. El TSE solventó 
esta situación por medio del arrendamiento de 600 
plantas de energía.

ron recibidos a último momento, así se docu-

mentó  por observadores del Mirador Electoral. 

La pregunta que surge entonces, es ¿cómo es 

posible que el proceso electoral se haya realiza-

do con éxito incluso en localidades donde los 

miembros de las JRV no habían sido capacita-

dos? La hipótesis que se puso a prueba y que en 

términos generales logró documentarse es que 

este éxito no habría sido posible sin el papel que 

desempeñaron los miembros de las JED, JEM y 

JRV, sobre todo aquellos ciudadanos con expe-

riencia que incluso habían participado en más 

de tres o cuatro procesos electorales. Es decir, la 

experiencia acumulada de este recurso humano, 

fue fundamental para el desarrollo del proceso. 

No obstante, esta situación puede constituirse 

en una debilidad para el avance democrático del 

país si estos espacios no se democratizan y se 

abren a la participación de cualquier ciudada-

no común desde el espacio de las JED hasta las 

JRV, evitando así que se conviertan en espacios 

de poder, control o relaciones clientelares. De 

igual manera, este dato del rol fundamental de 

las juntas, señala una debilidad  en el desempe-

ño del TSE durante el proceso electoral 2007, 

que sólo se superó por el acierto de haber desig-

nado las mismas JED experimentadas, que han 

participado en los procesos anteriores (sobre 

todo a nivel central). 

Sobre la implementación tecnológica. La forma más 

fácil y efi ciente de implementar la tecnología 

para la transmisión de datos fue la subcontrata-

ción, lo cual limitó la posibilidad de especializa-

ción y fortalecimiento de capacidades del TSE 

en ese tema.  La empresa contratada para llevar 

a cabo la transmisión de datos, GBM, brin-

dó el soporte tecnológico por medio del cual 

se hizo el traslado de información. Al fi nal, la 

organización y logística que implicó el uso de 

tecnología puede resumirse como el traslado de 

2,000 equipos de cómputo, 2,500 operadores 

técnicos; 1,141 centros de cómputo y 800 pun-

tos de transmisión. No obstante, la experiencia 
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del tribunal se redujo a la parte logística y de 

organización, en detrimento de la posibilidad 

de formación de su propio equipo de especia-

listas y desarrollo tecnológico, esencial para su 

fortalecimiento institucional así como para el 

desarrollo más efi ciente y menos costoso de ex-

periencias futuras y permanentes (no sólo cada 

cuatro años).

Manejo y ejecución del presupuesto. Es importan-

te señalar que en otros países en donde se han 

llevado a cabo procesos de “descentralización” 

de mesas electorales, dichos procesos se han 

realizado de manera paulatina. Sin embargo, 

en nuestro país este proceso se llevó a cabo en 

un 100% (de lo estipulado en la LEPP) para el 

proceso electoral 2007. Esto implicó un enor-

me despliegue logístico, organizativo y fi nan-

ciero del órgano electoral, que se tradujo en el 

aumento del presupuesto electoral de 103 mi-

llones de quetzales, durante el proceso electoral 

2003, a 409 millones de quetzales para el proce-

so electoral 2007.  El siguiente cuadro presenta 

los incrementos en el presupuesto electoral, así 

como la evolución del número de juntas recep-

toras de votos y el número de empadronados.

cifras cambian signifi cativamente, para el 2007 

se invirtió entonces alrededor de Q113.00 por 

voto recibido en las urnas. Sin duda, apostarle a 

la descentralización del voto ha sido un aspec-

to positivo, en tanto facilita el acceso de la ciu-

dadanía al voto. No obstante, como muestran 

los datos, el número de JRV se incrementó en 

aproximadamente un 35% (de 8,885 a 13,756) 

entre 2003 y 2007, pero el padrón electoral per-

maneció sin mayores cambios (se incrementó 

en 18.7%, 916,747 empadronados), con 32,8% 

de datos inciertos7 y con 41% de datos no actua-

lizados. Todo esto apunta a que las condiciones 

para ejercer el voto estaban dadas, pero el pro-

blema que limitó el aprovechamiento de la cer-

canía de las urnas por parte de la población es 

que los ciudadanos no necesariamente estaban 

en pleno goce de sus derechos ciudadanos, por 

lo que la costosa inversión en la descentraliza-

ción sólo benefi ció a una parte de la población.

Más allá del tema del empadronamiento y la 

participación, lo que preocupa es la adminis-

tración y ejecución del  presupuesto electoral.  

Sobre este tema hay tres aspectos relevantes: 

primero, la cantidad de dinero sin ejecutar que 

el TSE tuvo que devolver al erario público. 

Segundo, que en los análisis del presupuesto 

generalmente no se toma en cuenta el rubro 

asignado al TSE en época no electoral y que 

también recibió durante el año 2007, y que 

7 Según los resultados de la auditoría realizada por 
FLACSO en el marco del Mirador Electoral 2007.

Presupuesto electoral (1999-2007)

Año de elección Presupuesto Número JRV Votantes inscritos

1999 101  millones 7,601 4407742

2003 123  millones 8,885 5073282

2007 409 millones 13,756 5990029

Área de estudios sociopolíticos, FLACSO, Guatemala. Fuente datos TSE y proyecciones de población INE (en Ortiz et ál., 22 años 
después…, 2008).

Con esta información se puede deducir que si 

para el año 2003 se invirtieron Q24.24 quetza-

les por ciudadano empadronado, para 2007 la 

cantidad que se invirtió por ciudadano inscrito 

fue de Q68.28 quetzales ya que el empadrona-

miento, a pesar de haber aumentado, no fue en 

una proporción signifi cativa. Si este cálculo se 

hace por ciudadano que acudió a las urnas las 
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encarece aún más el proceso. Y vinculado con 

lo anterior llama la atención que el TSE haya 

designado gran cantidad de los recursos para el 

funcionamiento de este órgano y pago de bo-

nos electorales y prestaciones a sus funciona-

rios (por lo menos 175 millones de quetzales 

fueron destinados al rubro “servicios persona-

les”–cantidad que supera el presupuesto electo-

ral total de 2003– a lo que habría que sumar la 

existencia de un presupuesto permanente para 

pago de los funcionarios). Aunque la razón para 

solicitar un presupuesto tan grande fue la des-

centralización, la mayoría de recursos se asig-

naron para funcionamiento del órgano central 

y para las JED urbanas, especialmente de la 

ciudad capital, lo cual se convierte en una con-

tradicción y, sin duda, encarece un proceso que 

pudo haber costado mucho menos en términos 

monetarios.

Finalmente, un problema fundamental del 

tema fi nanciero es que no se cuenta con datos 

fi nales y transparentes sobre la ejecución del 

presupuesto, por lo que se recomienda (sobre 

todo a los nuevos magistrados del TSE) eva-

luar detenidamente la ejecución fi nal del mis-

mo para identifi car las mayores debilidades e 

incongruencias, que permitan la efi ciencia en 

el diseño y asignación de recursos en futuras 

ocasiones, lo cual evitará cualquier sospecha de 

corrupción. Por otro lado, es indispensable que 

el nuevo TSE atienda los reclamos de la socie-

dad civil sobre la necesidad de transparentar el 

uso de los recursos públicos y la fi scalización de 

los mismos.

La transparencia y certeza del proceso vs la aplicación 

de la justicia electoral. En términos de organiza-

ción, logística y desarrollo del proceso electoral, 

puede decirse que el TSE se desempeñó con 

éxito relativo, pues en ello fue determinante el 

rol de las JRV, el conteo de votos y la transmi-

sión de datos mediante el apoyo tecnológico. 

Sin embargo, como se ha sostenido por el Área 

de estudios sociopolíticos de FLACSO8 es pre-

ciso separar el momento electoral (el proceso 

en sí mismo), de las dinámicas políticas previas 

al día de la elección. En ese sentido, aún sub-

sisten una serie de prácticas que limitan la cali-

dad de la democracia electoral, en términos de 

falta de transparencia y certeza y que, por tan-

to, pueden ser motivo de cuestionamiento a la 

legitimidad democrática de los resultados elec-

torales. Tales como: la inexactitud del padrón 

electoral, la emisión de cédulas falsas, el acarreo 

de votantes, el uso de recursos gubernamenta-

les (sobre todo municipales) en las campañas 

electorales, entre otros y todo ello se concreta 

en la existencia de confl ictos y manifestaciones 

violentas el día de las elecciones, como también 

se documentó por FLACSO en el marco del 

Mirador Electoral. 

En este sentido, preocupa el tema de las impug-

naciones. A nivel nacional se realizaron una se-

rie de impugnaciones por los partidos políticos. 

Sin embargo, la mayoría de ellas fueron deses-

timadas por los magistrados del TSE, alegando 

errores en el procedimiento. Este argumento 

permitió omitir estas inconformidades de los 

partidos, que no pasaron a más luego de que 

se anunciara al ganador del proceso electoral. 

El testimonio de irregularidades en el proceso 

electoral se desestimó alegando fallas de forma 

y ni siquiera existe un registro detallado a nivel 

nacional de los mismos. Los mismos partidos 

no cuentan con la documentación que permita 

conocer los problemas ocurridos  en la Repú-

blica durante las elecciones 2007. Pues al fi nal, 

la existencia de impugnaciones se tomó como 

un procedimiento o requisito, minimizando su 

importancia en tanto elementos que correspon-

día solventar a la justicia electoral. La debilidad 

de la justicia electoral es un asunto fundamen-

tal en tanto el TSE, mediante esta atribución, 

garantiza el buen funcionamiento del régimen 

8 Paola Ortiz, Elecciones municipales: entre la legali-
dad y la legitimidad, diálogo, diciembre 2007.
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político electoral y establece las bases para el 

buen comportamiento de los actores políticos 

y el cumplimiento de las reglas del juego po-

lítico. La omisión de la revisión de algunos de 

estos procesos es un precedente negativo en la 

búsqueda de transparencia, justicia y certeza de 

los procesos electorales, pero más allá de ello, 

del proceso democrático en Guatemala. 

III. Conclusiones específi cas

El proceso de descentralización, como se seña-

ló arriba, puede califi carse de exitoso en cuanto 

a algunos temas puntuales, se facilitó el acce-

so al voto a muchos ciudadanos mediante el 

acercamiento de las urnas; el proceso electoral 

transcurrió dentro de parámetros normales y 

se contó con tecnología de punta que permitió 

conocer los resultados con rapidez y efi cacia; se 

logró la elección de los mandatarios de acuerdo 

con el mandato de la ley. Al evaluar el esfuerzo 

que requirió la descentralización en términos 

de administración, logística y organización se 

pone de manifi esto un arduo trabajo y un costo 

considerable. El despliegue contempló un am-

plio número de colaboradores, su capacitación, 

el uso y traslado de tecnología, enseres, etcé-

tera. Sin embargo, es necesario hacer algunas 

refl exiones precisas: 

1. La descentralización es aún incompleta en 

tanto, la información a toda la población fue 

limitada e insufi ciente (pues en general sólo 

se comunicó en español, entre otras cosas); 

ésta facilitó el voto de aquellos que tradi-

cionalmente han votado, pero dejó fuera a 

la población que aún no cuenta con docu-

mento de identidad o no está empadronada 

al no contemplar una campaña previa de 

documentación y empadronamiento para 

complementar este proceso. En parte debi-

do a estas razones y por otras que se señalan 

más adelante, el costo del proceso electoral 

se incrementó dramáticamente, y el costo 

por cada voto refl eja esa falta de ampliación 

del padrón, ya que el incremento en la par-

ticipación (aunque positivo) fue mínimo.

2. Si bien es cierto que el proceso electoral 

transcurrió con normalidad, los plazos de 

la ley fueron cruciales en tanto el proceso 

de capacitación a los miembros de las JED, 

JEM y JRV, así como a los digitalizadores 

y transmisores de datos fue incompleto. A 

pesar de ello esta defi ciencia en la capaci-

tación se compensó con la experiencia de 

los miembros de estas juntas o se fueron 

solucionando durante el proceso. Esto fue 

posible debido a que la integración de estos 

órganos temporales electorales se hace de-

signando a sus miembros de ciertas redes 

que han participado en anteriores procesos 

electorales. El dato anterior, sumado al he-

cho de que las juntas, en algunos casos con-

taron con poco presupuesto y fueron sus 

mismos miembros quienes donaron o con-

siguieron los materiales para operar, ponen 

de manifi esto la efi ciencia de estos equipos 

y su papel fundamental en el desarrollo del 

proceso electoral.

3. De igual manera, la experiencia de los ex-

pertos en tecnología y su apoyo a los digita-

lizadores y transmisores de datos, así como 

el rol de GBM en el despliegue y desempe-

ño tecnológico fue crucial en el éxito de la 

transmisión de resultados el día E.

4. Todo ello apunta a que el cuestionamiento 

inicial sobre la debilidad del TSE y la es-

casa capacidad y preparación para atender 

el proceso electoral no eran infundados. El 

TSE contaba con poca preparación para po-

ner en marcha todo el despliegue necesa-

rio para descentralizar el voto. En realidad 

la fortaleza del TSE radicó en su capacidad 

para conformar al equipo que llevo a cabo 

el proceso electoral, lo que implicaba volver 

a nombrar, por ejemplo, a la misma Junta 
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Electoral del Distrito Central que ha traba-

jado en el desarrollo de los últimos cinco 

procesos electorales. Por esa razón, sin lu-

gar a dudas, puede decirse que el desem-

peño de estas experimentadas JED y JEM 

fue fundamental para el éxito del proceso. 

De esa misma manera, la contratación de 

GBM determinó el éxito de la implemen-

tación e innovación tecnológica que acom-

pañó el proceso. Sin embargo, eso nos lle-

va a la conclusión de que el TSE no sale 

necesariamente fortalecido de este proceso 

y posiblemente su aprendizaje se reduce 

a sólo ciertos ámbitos de operación (tales 

como el diseño estratégico y cartográfi co 

de las CEM, o la logística y administración 

de los enseres, mobiliario y papeletas uti-

lizados el día D). Por otra parte, en cues-

tión de capacitación y administración de las 

JED, JEM y JRV el tema vuelve a preocupar 

para la próxima elección y la posibilidad de 

que las mismas JED y JEM vuelvan a en-

trar en juego al privilegiar su experiencia es 

preocupante desde el punto de vista de la 

capacidad del TSE, pero sobre todo, desde 

el punto de vista de la idoneidad y transpa-

rencia del proceso para escoger/designar a 

sus miembros en un sistema democrático.  

Desde ningún punto de vista es deseable ni 

recomendable que estas tareas ciudadanas 

democráticas recaigan siempre en el mismo 

grupo de personas. El perfi l de estos hono-

rables miembros de las JED y JEM es otro 

tema, que aunque se señala brevemente 

arriba, se menciona como necesario seguir 

explorando, sobre todo a partir del manda-

to legal de inclusión de todos los sectores y 

grupos en la conformación de estas Juntas.

5. Finalmente, aunque el proceso se llevó a 

buen término y la descentralización requi-

rió mucho esfuerzo, la multiplicación del 

presupuesto electoral no necesariamente 

respondió a ese proceso. En general el gasto 

del TSE se concentró en las áreas centrales 

y urbanas. Además, la administración del 

presupuesto fue inefi ciente y poco trans-

parente. Ello lleva a pensar que el reciente 

proceso de descentralización pudo haber 

sido mucho menos costoso si la administra-

ción del presupuesto hubiese sido efi ciente 

y manejada con más transparencia.  Más 

presupuesto no debe signifi car más sun-

tuosidad, por lo que también se hace ne-

cesario exigir que el presupuesto elaborado 

por el TSE sea objeto de mayor evaluación, 

transparencia y fi scalización por parte del 

Estado y de la ciudadanía. Es incongruen-

te que el día de la elección se haya conta-

do con tecnología de punta (contratada) y 

que los registros de ciudadanos, en muchas 

localidades, ni siquiera cuenten con una 

computadora.

IV. Áreas estratégicas de interés para 
la reforma electoral

Como se señaló, la experiencia electoral 

fortaleció de manera limitada al TSE, sin que 

ello signifi que que este órgano deba asumir y 

centralizar todas las tareas del día E.  Esto abre 

un abanico de preguntas y caminos posibles 

para fortalecer al órgano electoral, entre las que 

destacan:

1. ¿Cuál es la mejor vía para elegir/designar 

y regular el funcionamiento autónomo de 

las JED, JEM y JRV? Ello con la intención 

de evitar el anquilosamiento de los mismos 

grupos en estas funciones, fomentar la ro-

tación, la participación ciudadana-demo-

crática, evitar posibles prácticas clientelistas 

y autoritarias.

2. Es necesario modifi car los tiempos en la ley 

para que el TSE cuente con el tiempo ne-

cesario para integrar y capacitar las juntas, 

informar a la ciudadanía, darle mayor cer-
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teza y transparencia al proceso electoral, sin 

que ello dependa de la experiencia de los 

órganos temporales. 

3. ¿Cómo sensibilizar al TSE sobre la impor-

tancia de la justicia electoral y con ella de 

las impugnaciones? Esto supone mantener 

el espíritu de la ley y no apegarse sólo a pro-

cedimientos formales como ocurrió en las 

magistraturas anteriores. Cabe preguntarse 

entonces, ¿es necesario que el TSE inter-

venga en la capacitación a los fi scales de los 

partidos políticos? 

4. Es necesario fortalecer las propias capacida-

des del TSE. Esto no ha sido y no será po-

sible en tanto los recursos fi nancieros se si-

gan invirtiendo en contratos a terceros, sin 

planteamientos estratégicos de crecimiento 

institucional. Se hace necesaria una propues-

ta estratégica de la institución, que permita 

un mejor aprovechamiento de los diferen-

tes recursos.

5. Es necesario evaluar cómo fortalecer al 

TSE para que pueda realizar contratacio-

nes de servicios de manera más efi ciente  y 

transparente, que permita a futuro, obte-

ner los servicios pagados a un precio justo 

y mediante mecanismos que favorezcan la 

transparencia. Sin duda, es necesario contar 

con funcionarios permanentes que conoz-

can de los temas y se especialicen con cada 

proceso.

6. De igual manera, cabe preguntarse ¿cómo 

se fortalece al TSE para que pueda moder-

nizar, controlar, fi scalizar y auditar procesos 

tecnológicos en creciente desarrollo para 

el campo electoral? Para ello, es necesario 

contar con un cuerpo de profesionales per-

manentes en la institución que estén cons-

tantemente actualizándose y haciendo pro-

puestas de desempeño tecnológico al TSE, 

tanto para su funcionamiento cotidiano 

como para el desarrollo del proceso electo-

ral. No basta con tener tecnología de punta 

el día E, es necesario contar con un órgano 

electoral moderno pero también capaz de 

fi scalizar y transparentar estos procesos.

7. Además, es necesario empezar a ver hacia el 

futuro, para no sólo contar con funcionarios 

especializados sino que se trabaje en el sen-

tido de formar ciudadanos y organizaciones 

de la sociedad civil para que exista otro tipo 

de “auditoría a la tecnología electoral”.

8. De manera inmediata es necesario pregun-

tarse ¿cómo se armoniza el funcionamiento 

del TSE con el nuevo RENAP? (o vicever-

sa). Es urgente y necesario aclarar sus rela-

ciones sobre todo en cuanto a la elaboración 

del padrón, para que no existan contratiem-

pos ni negociaciones en torno al tema en 

el último momento: ¿Cómo se elaborará 

el nuevo padrón? ¿seguirá vigente el anti-

guo padrón? ¿el cobro del documento de 

identidad viola los derechos ciudadanos? 

¿cómo se extiende el empadronamiento a 

todos aquellos tradicionalmente excluidos 

del sistema?

9. ¿Cómo lograr mediante la coordinación 

RENAP-TSE, la existencia de datos y 

estadísticas ciudadanas y electorales actuali-

zadas y certeras? Éstas no sólo apoyarán la 

labor del tribunal, sino la transparencia y 

auditoría misma del proceso. Así mismo, 

serían una fuente de información constante 

para el Estado, la academia, la sociedad, 

etcétera.

10. Por tanto, el acompañamiento y monito-

reo de la ciudadanía y opinión pública al 

desempeño del RENAP es fundamental 

para garantizar el éxito y transparencia del 

próximo proceso electoral y evitar así que 

los logros alcanzados se pierdan.
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11. Finalmente, es necesario seguir avanzando 

en los temas que se han dejado relegados 

o que simplemente la ley no regula, tales 

como: control de campañas adelantadas, 

profundización de la fi scalización partida-

ria (fi nanciera, electoral, de candidaturas), 

aclaración del tema fi niquitos, acreditacio-

nes, etcétera. En este sentido es necesario 

que el mismo TSE evalúe sus acciones, 

limitaciones y responsabilidades durante 

el último proceso electoral para aclarar los 

vacíos o regulaciones inciertas en la LEPP. 

Sobre estos temas no se profundizó a lo lar-

go del informe por no estar necesariamente 

vinculados con las reformas implementa-

das, ni con la profundización de la partici-

pación ciudadana, sin embargo, algunos de 

ellos se dejan señalados.

El camino aún es largo y el tiempo es corto, 

por lo que habrá que priorizar algunos temas y 

dejar señalados otros, para futuras legislaturas, 

pero pensando en reformas integrales y com-

pletas a corto y mediano plazo.
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I. Introducción

El presente documento tiene como objetivo 

analizar la participación electoral guatemalteca 

en el 2007. Plantea la hipótesis que esa parti-

cipación electoral manifestada en Guatemala 

depende, en primer lugar, de la posibilidad del 

ejercicio al derecho al voto y señala que éste no 

es posible de ser ejercido por toda aquella po-

blación que está en edad de hacerlo debido a dos 

factores importantes: el no contar con un docu-

mento o registro que le certifi que como ciuda-

dano de facto y, por otro lado, la ausencia de 

motivación para asistir, traducida en la falta de 

interés en participar electoralmente. Más ade-

lante, el documento presenta evidencia empíri-

ca sobre la participación electoral en Guatemala 

desde 1985 a 2007, e incluye refl exiones sobre 

el comportamiento de segmentos poblacionales 

que permite inferir que los mismos tienen me-

nos posibilidades para participar electoralmente 

debido a que enfrentan obstáculos por su con-

dición de género, etnia y edad.

Los resultados electorales fueron tomados de 

la Memoria Electoral publicada por el Tribunal 

Supremo Electoral en mayo de 2008. Esta Me-

moria tenía defi ciencias para el abordaje de las 

variables de género, etnia y edad; por tal razón, 

fue necesario esperar que el departamento de 

procesamiento de datos del TSE trabajara los 

resultados de acuerdo con ese desglose de varia-

bles, tarea que resultó ardua para dicha entidad 

y les ocupó cerca de dos meses más proporcio-

narla. En tanto, se estudiaron los datos disponi-

bles y se realizó una primera parte del análisis 

basándonos en cifras de empadronamiento. De 

ahí que el documento aborde tanto el padrón 

como los votos emitidos para la comparación 

y elaboración de conclusiones y recomendacio-

nes sobre la participación rural.

La base de datos por municipio posibilitó el 

estudio de la participación indígena tomando 

como un criterio para ello los 95 municipios 

con más del 90% de población indígena –según 

el censo poblacional 2003– y también facilitó la 

elaboración de mapas que visibilizan el peso del 

padrón por municipio. 

II. La participación electoral 
en Guatemala y los factores 
condicionantes

Participar signifi ca tomar parte, compartir, de 

modo que es siempre un acto social. Sin embar-

go, resulta imposible participar de manera per-

manente en todos los aspectos que nos rodean, 

y esa posibilidad de actuar depende también de 

los motivos que pueden inhibir o estimular la 

participación. Por tanto, la participación, ade-

más de ser un acto colectivo y producto de una 

decisión personal, implica una voluntad perso-

nal de infl uir en la sociedad, que a su vez es 

determinada por las condiciones del entorno en 

que se puede participar. (Merino, 2001: 10-11) 

La participación electoral en una sociedad de-

mocrática supone la voluntad personal de parti-

cipar ejerciendo el derecho al sufragio –factores 

Análisis sobre la participación electoral 
de la ciudadanía en 2007

Ivonne Solórzano
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, FLACSO-Guatemala

CUARTA PARTE
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motivacionales–, así como gozar de las condi-

ciones necesarias –institucionales– para poder 

presentarse a votar. Entre los factores institu-

cionales los principales obstáculos están vin-

culados con la falta de documentación, esto es 

cédula y registro de ciudadanía; el difícil acceso 

a los centros de votación en algunas zonas del 

área rural; y, por supuesto, las garantías que la 

ley brinda a las y los ciudadanos.

En una sociedad democrática, el Estado, me-

diante su sistema legal, brinda iguales dere-

chos a sus ciudadanos y ciudadanas, llegando a 

toda la población de todo su territorio; a través 

de sus instituciones vela por el goce de estos 

derechos en la práctica cotidiana y, así, logra 

que la población se sienta identifi cada como 

colectivo con ese Estado al ser este un Estado-

para-la-nación.

En Guatemala, la Ley Electoral y de Partidos 
Políticos (LEPP), establece que el empadro-
namiento (ciudadanía de facto) es un derecho 

y un deber del ciudadano y no hace alusión 

alguna a la responsabilidad estatal9. Si bien la 

inscripción es requisito para poder elegir y ser 

electo10, previo a ésta es necesaria la obtención 

de la cédula. Al respecto, Boneo y Torres-Rivas 

señalan que

La incorporación de ciudadanos al registro es 

una responsabilidad que no debe recaer sólo 

en el ciudadano, como sucede actualmente, 

sino que es sobre todo responsabilidad del 
Estado.11

El considerar la cedulación y el registro como 

un deber exclusivamente del ciudadano ya re-

presenta por sí mismo una barrera institucio-

9 Artículo 3, inciso b de la Ley Electoral y de Partidos 
Políticos.

10 Artículo 8 de la Ley Electoral y de Partidos Políticos.
11 Boneo, Horacio; Edelberto Torres-Rivas. ¿Por qué no 

votan los guatemaltecos? Estudio de participación y abs-
tención electoral. Guatemala: 2000. p 48.

nal, sobre todo para personas que viven en el 

área rural.

Para el análisis de la participación electoral en 

Guatemala, partimos de las premisas que: par-

ticipar es positivo y supone ventajas para el de-

sarrollo de la democracia; no todos participan 

aunque quieran, ni todos quieren aunque pue-

dan hacerlo; no es posible participar en todas 

las decisiones que se toman en todo momento; 

y ningún país del mundo cuenta con un 100% 

de participación electoral.

III. Balance de la participación 
electoral, principales hallazgos 

En el 2000, Edelberto Torres-Rivas y Horacio 

Boneo señalaron que en Guatemala la fórmu-

la para medir la participación consistía en la 

relación entre el total de votos emitidos y el 

total de población empadronada. Este cálculo 

favorecía la percepción de una participación 

mucho mayor; los autores le llamaron parti-

cipación secundaria. En tanto, indicaron que 

otra forma de calcular esta participación –que 

llamaron primaria– utiliza, como base, el total 

de población en edad de votar, lo que aproxi-

ma de mejor manera el análisis sobre partici-

pación electoral.

 Votación nacional 1985-2007
en porcentajes

Año
Participación 

secundaria
Participación 

primaria
1985 69.3 49.9

1990 56.4 14.1

1994 21.6 14.5

1995 46.7 33.3

1999 53.8 44.0

2003 58.0 38.3

2007 60.3 53.6

Fuente: Datos de 1985 a 1999 son de Boneo y Torres-Rivas 
(2000:2) y los datos de 2003 y 2007 con base en Montepeque y 
Sapón (2008:19)
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Las elecciones previas a la fi rma de la paz se ca-

racterizaron por un grado de participación –pri-

maria y secundaria– menor que las recién cele-

bradas en el 2007, año en que superó el 50%, 

aunque este dato debe relativizarse debido a la 

poca exactitud de las proyecciones de población 

del INE. La participación secundaria revela un 

incremento de 2% en relación con las eleccio-

nes de 2003.

Nuevamente se observa la gran concentración 

de votos en el área metropolitana y cabeceras 

municipales. En mapa, por municipios, pue-

de ilustrar mejor estas cifras: la intensidad del 

tono implica una mayor cantidad de población 

empadronada; el tamaño de los círculos guarda 

relación con la cantidad de votos emitidos.

Abordando específi camente el caso del 2007 y 

circunscribiendo el análisis de la participación a 

la primera vuelta de la elección presidencial de 

acuerdo con segmentos poblacionales por edad, 

etnia y género, se presentan algunas cifras y po-

sibles hipótesis para ese comportamiento.

1. Participación electoral de mujeres y 
hombres

Un avance en el registro de la información del 

TSE es la diferenciación entre los votos emiti-

dos por mujeres y hombres. Esto permite cal-

cular el porcentaje de participación de unas y 

otros con relación a la población empadronada 

según sexo; y al total de votos emitidos (por-

centajes relativos). 

Mapa 1. Empadronamiento y votos, por municipio, 
elecciones presidenciales 2007

Realizado con Philcarto • http://perso.club-internet.fr/philgeo (discrétisation ‘Q6’
Ivonne Solórzano
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De los 333 municipios12 en los que se divide 

administrativa y políticamente Guatemala, 203 

se caracterizaron por tener al menos el 51% de 

votos de hombres, en 40 de ellos ese porcentaje 

de participación electoral fue superior al 60% y 

llegó a alcanzar incluso el 73% como máximo. 

El porcentaje de empadronamiento de hombres 

y mujeres tuvo proporciones similares al de la 

participación electoral. En 33 municipios, el 

porcentaje de participación electoral fue del 

50% para mujeres y hombres; en un total de 

124 municipios las mujeres participaron entre 

el 50% y el 58%; y solamente en dos alcanzó 

el 60% y 62% de votos emitidos. En estos 

municipios no hubo diferencia signifi cativa en 

el empadronamiento de mujeres y hombres, 

aun cuando solían ser más los hombres 

empadronados. 

Las mujeres, en ningún caso, superaron el 62% 

de participación electoral como sí lo hicieron 

los hombres en al menos 22 municipios, que 

además, coinciden con municipios en los que 

la cantidad de hombres empadronados tendía 

a duplicar la de las mujeres que formaban parte 

12 Por confl ictividad electoral, el TSE no tiene datos de 
participación en la primera vuelta de elección presi-
dencial de dos municipios: Tucurú, en Alta Verapaz, 
y San Marcos La Laguna, en Sololá.

del padrón electoral. Lo anterior pareciera su-

gerir que teniendo iguales oportunidades 
de participar, las mujeres votan más. 

2. Participación de la población indígena

En el padrón electoral no existe una variable 

para el registro de información según identifi -

cación étnica. Por ello, para una aproximación 

al análisis de la participación electoral de po-

blación indígena, aplicamos el mismo ejercicio 

que realizara el Mirador Electoral utilizando 

como base el censo 2002, que sí contiene esta 

variable, y obteniendo así los 95 municipios con 

al menos 90% de población indígena, para ha-

cer inferencias a partir de los datos sobre votos 

emitidos en esos lugares. Los departamentos en 

los que se encuentran los municipios resultan-

tes de la selección incluyen Alta Verapaz, Baja 

Verapaz, Chimaltenango, Huehuetenango, Iza-

bal, Quetzaltenango, Quiché, San Marcos, Sa-

catepéquez, Sololá y Totonicapán; la mayoría 

de ellos ubicados en el occidente del país.

La información revela que en 41 de estos 95 

municipios la participación electoral secundaria 

estuvo entre el 70% y el 91%. El departamento 

que encabeza los porcentajes de participación 

es Sololá, ya que ocupa 7 de los 10 municipios 

con mayor participación electoral indígena. Sin 

Sexo Población 
empadronada

Votos 
emitidos

% participación 
en relación con 

empadronamiento

% 
participación 

en relación 
con el total de 
votos emitidos

% 
participación 

secundaria

Mujeres 2,801,034 1,708,231 60.99 47.25 28.52

Hombres 3,170,377 1,907,237 60.16 52.75 31.84

Empadronamiento y voto, según sexo, en primera vuelta, elección presidencial 2007

Fuente: Datos proporcionados por el TSE en julio 2008.
En el desglose de población empadronada por sexo, el TSE no publicó datos desagregados de Aguacatán, por eso la diferencia en los 
totales.
Total de población empadronada en el 2007: 5,990,029
Total de votos emitidos en el 2007: 3,615,468
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embargo, no necesariamente los porcentajes 

más altos de participación coinciden con un 

mayor peso electoral de los municipios. Otro 

elemento a destacar es que, en la mayoría de 

los municipios seleccionados, la proporción de 

votos de hombres y mujeres es similar a la de 

empadronamiento, aunque, al igual que como 

sucede con la participación electoral de mujeres 

–en general– parece haber una tendencia de las 

mujeres, que están empadronadas en estos mu-

nicipios, a votar más que los hombres.

El peso que los 95 municipios tienen en el pa-

drón electoral apenas alcanza el 19.2%, es decir, 

poco más de la tercera parte de los municipios 

del país tiene poco menos de la quinta parte de 

la población empadronada. Lo mismo sucede 

con el voto en esos municipios que representa 

la quinta parte de los emitidos en todo el país, 

ligeramente por encima del peso en el padrón. 

Ahora bien, la población total en estos muni-

cipios es el 21.4% de la población de todo el 

país, pero debe considerarse que los datos de 

población corresponden al censo 2002 y que 

no puede considerarse un dato que refl eje con 

exactitud la cantidad de población, por munici-

pio, a la fecha. (Ver Anexo 1)

Diez municipios con mayor participación electoral indígena, 
según datos de la primera vuelta electoral, elecciones presidenciales 2007

Municipio Departa-
mento

Pobla-
ción 
total 

1

Pobla-
ción 

indígena 
2

% Pobla-
ción 

indígena

Em-
padro-
nados 

Votos 
emitidos 
(Datos 

TSE  
julio 
2008)

% 
Partici-
pación 
electo-

ral indí-
gena

Peso 
población 
indígena/ 
población 

total

Peso 
empadro-

nados/ 
total em-

padro
nados

Peso del 
voto en 

estos 
municipios 

sobre el 
total de 

votos

San Pedro La 
Laguna

Sololá 9,034 8,886 98.36 6,234 5,715 91.67 0.08 0.10 0.16

Concepción Sololá 4,329 4,329 100.00 2,441 2,225 91.15 0.04 0.04 0.06

San José 
Chacayá

Sololá 2,445 2,335 95.50 1,700 1,542 90.71 0.02 0.03 0.04

San Juan La 
Laguna

Sololá 8,149 8,121 99.66 5,048 4,537 89.88 0.07 0.08 0.13

San Pablo La 
Laguna

Sololá 5,674 5,667 99.88 3,298 2,970 90.05 0.05 0.06 0.08

Santa Catarina 
Palopó

Sololá 2,869 2,850 99.34 1,726 1,490 86.33 0.03 0.03 0.04

Chajul Quiché 31,780 29,398 92.50 13,534 11,576 85.53 0.26 0.23 0.32

Tamahú Alta Verapaz 12,685 12,338 97.26 6,697 5,635 84.14 0.11 0.11 0.16

Santo 
Domingo 
Xenacoj

Sacatepéquez 7,940 7,351 92.58 4,344 3,647 83.95 0.07 0.07 0.10

Santa Cruz La 
Laguna

Sololá 4,197 4,156 99.02 1,943 1,630 83.89 0.04 0.03 0.05

El TSE no publicó los datos de los votos emitidos en primera vuelta electoral ya que, debido a 
situaciones de confl ictividad en esos municipios, no cuenta con datos estadísticos.

Totales 0.76 0.78 1.13

Elaborado con base en datos proporcionados por el TSE en julio 2008; Censo de Población 2002 y Base de datos del Área 
de estudios sociopolíticos de FLACSO

Total de población 
del país 

11,237,196

Total población 
empadronada 

5,990,029

Total de votos 
emitidos

3,615,468
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3. Participación de la juventud

Estudios previos sobre participación electo-

ral en Guatemala han coincidido en plantear 

la hipótesis que la población más joven es la 

que vota en menor proporción y que sucede 

así porque, en su mayoría, no cuentan con do-

cumentación y/o registro ciudadano necesarios 

para poder ejercer su derecho al voto. Al con-

tar con la información del TSE sobre los votos 

emitidos por rango de edad es posible determi-

nar que en las elecciones 2007 esa hipótesis se 

confi rmó, pero no necesariamente es exclusiva 

para los más jóvenes.

del voto tiene su origen en los acuerdos de paz, 

específi camente en el acuerdo sobre reformas 

constitucionales y régimen electoral que soste-

nía, desde 1996, la necesidad de un documento 

único de identidad, con fotografía, que espera-

ba entrara en vigencia a partir de las elecciones 

de 1999; también propuso el criterio territorial 

para el padrón –basado en residencia– junto 

con la necesidad de acercar el voto al ciudada-

no, especialmente facilitando y promoviendo 

su acceso en el área rural.

El criterio territorial para el padrón puesto en 

práctica en las elecciones recién pasadas permi-

Rango de edad Votos emitidos
% participación 

sobre total de votos 
emitidos

% participación 
sobre total de 

empadronados

18 a 25 años 674,835 18.67 11.27

26 a 35 años 935,683 25.88 15.62

36 a 45 años 759,474 21.01 12.68

46 a 55 años 613,525 16.97 10.24

Mayores de 55 años 631,965 17.48 10.55

Fuente: Datos proporcionados por el TSE en julio 2008
Total de votos emitidos en el 2007: 3,615,468
Total de población empadronada en el 2007: 5,990,029

Voto y porcentaje de participación, según rango 
de edad, en primera vuelta, elección presidencial 2007

Según las cifras, quienes más votan están entre los 

26 y los 45 años de edad; las personas mayores de 

46 años votaron menos en las elecciones 2007. Es 

posible que la documentación sea una limitante 

para que menores de 25 años de edad ejerzan su 

derecho al voto; por otro lado, quienes tienen más 

de 46 años de edad pueden encontrar poca moti-

vación para votar, o bien, pueden haber migrado 

producto del desempleo creciente en Guatemala.

4. El voto urbano y el voto rural

Las elecciones 2007 se caracterizaron por ser las 

primeras en las que se manifestó el voto des-

centralizado. El proceso de descentralización 

tió la diferenciación del voto urbano del rural, 

esto debido a que separó la recepción del voto 

urbano de acuerdo con mesas para personas 

empadronadas “actualizadas” –que actualiza-

ron sus datos de residencia ante el TSE– y otras 

para las “no actualizadas” –quienes no reporta-

ron cambios ante el tribunal–. Por su parte, el 

voto rural fue recibido en las Circunscripciones 

Electorales Municipales que no eran más que 

centros de votación ubicados exclusivamente 

en el área rural y en los que se dispusieron me-

sas para comunidades rurales “actualizadas”.

La descentralización, a juicio de las autoridades 

y técnicos del TSE, fue positiva. Constituyó un 
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reto a la capacidad institucional del TSE la ins-

talación de las JRV en los más de mil lugares 

poblados, poner a su disposición la documen-

tación y materiales electorales para el voto ciu-

dadano; todo ello con aparente orden que llevó 

a considerar ese proceso “exitoso”. Sin embar-

go, más allá de los parámetros bajo los cuales 

se califi ca comúnmente el éxito de un proceso 

electoral, es necesario refl exionar más especí-

fi camente el proceso de descentralización y el 

cumplimiento de su objetivo principal: facilitar 

el voto rural. Las gráfi cas ilustran la participa-

ción, según el tipo de padrón, sobre la base de 

dos cálculos diferentes: uno de ellos utiliza el 

total de población empadronada (o participa-

ción secundaria por tipo de padrón); el otro se 

realizó considerando la relación entre los votos 

por tipo de padrón y el total de votos emitidos 

en el país.

En ambos cálculos los votos emitidos en 

los centros de votación rurales son los de 

porcentaje más bajo. La mayor cantidad de 

votos se concentró en las mesas para datos 

actualizados y dentro de éstos predominaron 

los votos urbanos. 

Fuente: Elaboración con base en datos del TSE, julio 2008
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El mapa muestra la diferencia de proporción 

entre el voto urbano –en color negro– y el rural 

que es identifi cado por los semicírculos grises. 

Si bien es cierto que no escapamos a la macroce-

falia reinante en los países del mundo, también 

lo es que la descentralización puede mejorar.

Aún y cuando el porcentaje promedio de parti-

cipación rural (70%) es más elevado que el de 

los municipios de Guatemala (52.7%), Mixco 

(66%) y Villa Nueva (64%) –municipios esen-

cialmente urbanos– la suma de votos emitidos 

en estos tres municipios, representa el 69% de 

los votos emitidos en el área rural.

Al comparar los 20 municipios con mayor peso 

electoral en el 2003 con los del 2007 no se en-

cuentran cambios; lo mismo sucede con los 20 

municipios con menor peso electoral en esos 

dos años. Los cambios que se observan se limi-

tan al orden o lugar que ocupan estos munici-

pios dentro de la clasifi cación hecha.

Dado que el objetivo de la descentralización es 

facilitar el voto rural, para próximas experien-

cias podría impulsarse de manera paralela un 

proceso de documentación y empadronamien-

to de población rural, se sugiere que la prio-

ridad de esa campaña esté en la juventud y en 

mujeres, especialmente indígenas.

Municipio Población 
empadronada

Votos 
emitidos

% 
participación 

secundaria

Guatemala 787,452 415,252 52.7

Mixco 177,464 117,730 66.3

Villa Nueva 127,918 82,299 64.3

Totales 1,092,834 615,281 56
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IV. Conclusiones específi cas

1. Sobre el Tribunal Supremo Electoral, el 
registro y publicación de información

Uno de los principales hallazgos de este estudio 

es la debilidad del TSE para el registro de in-

formación útil en el análisis de la participación 

electoral. La Memoria electoral 2007 no presen-

taba datos utilizables, coherentes, para estudiar 

la participación diferenciada por etnia, género 

y edad; de estos dos últimos sí publicó porcen-

tajes, pero éstos eran relativos, de manera que 

resultó imposible utilizarlos pues no aportaban 

para el análisis. Al TSE se le solicitó entregaran 

cifras sobre la participación electoral por géne-

ro y rangos de edad. Esa entrega demoró poco 

más de dos meses, retraso que puede justifi car 

un cuestionamiento a la capacidad institucio-

nal. Por ejemplo, y para que se entienda el por-

qué del cuestionamiento, los datos entregados 

en julio 2008 –y que coinciden con la memoria 

electoral– tienen diferencia con los publicados 

por el Mirador Electoral y que fueron obteni-

dos en su momento de la página del TSE. Esto 

pudimos apreciarlo al momento de construir la 

base para el análisis de la participación electoral 

indígena. 

La diferencia entre el registro de votos emitidos 

hasta septiembre de 2007 y los publicados en 

el 2008 puede entenderse si se considera que 

no todas las JRV habían sido contabilizadas; 

sin embargo, cuando se trabajó el análisis 

de la participación electoral indígena, en 18 

municipios hay una variación negativa en los 

votos emitidos, es decir, en el 2008 se publicó 

que el total de votos emitidos en cada uno de 

estos municipios había sido menor que el dato 

publicado en la página del TSE luego de las 

elecciones 2007. En el municipio Totonicapán 

esa diferencia fue hasta por 557 votos menos. 

Porcentualmente, los municipios en los que 

esa diferencia negativa fue mayor del 1% son 

Totonicapán (1.9%), Jacaltenango (1.5%), San 

Antonio Palopó (2.8%).

Más allá de lo signifi cativo o no de los porcen-

tajes de diferencia negativa en el ámbito nacio-

nal o de su poca infl uencia en los resultados 

de elecciones presidenciales, lo preocupante es 

que, en un sistema como el actual –donde hay 

municipios en los que se gana con unos pocos 

votos de diferencia–13 estos errores pueden ge-

nerar una crisis de credibilidad y confi anza en 

13 Por ejemplo: Ixchiguán en San Marcos (2 votos de 
diferencia); San Sebastián Coatán, Huehuetenango 
(10 votos); El Tumbador, San Marcos (15 votos), en-
tre otros.

Departamento Electores Mesas Emitido % 
Part.

Guatemala 115,497 309 84,879 74.4

Sacatepéquez 7,574 22 6,363 83.7

Chimaltenango 36,346 104 27,525 75.6

El Progreso 17,268 47 13,136 76.5

Escuintla 44,700 126 34,074 75.8

Santa Rosa 38,501 109 21,822 65.5

Sololá 39,516 105 30,411 79.0

Totonicapán 39,353 108 28,271 71.4

Quetzaltenango 64,888 189 42,800 66.8

Suchitepéquez 39,234 112 29,716 75.9

Retalhuleu 33,160 94 22,447 67.8

San Marcos 116,261 319 75,937 65.9

Huehuetenango 116,052 324 83,604 71.7

Quiché 111,781 311 84,453 75.9

Baja Verapaz 27,762 78 20,226 73.7

Alta Verapaz 129,208 353 92,037 72.6

Petén 76,277 213 48,240 63.6

Izabal 46,294 129 32,623 69.7

Zacapa 21,969 64 17,229 78.7

Chiquimula 44,538 124 31,036 68.4

Jalapa 31,837 89 20,811 66.8

Jutiapa 54,508 148 39,686 73.1

Totales 1,252,524 3,477 887,326 70.8

Fuente: Departamento de procesamiento de datos, información 
preliminar, primera vuelta elecciones presidenciales, 2007.

Participación electoral rural 
(CEM) por departamento
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la manera en que adjudicaron los cargos en el 

ámbito municipal. Es válido dejar señalado que 

el ejercicio de revisión y comparación de resul-

tados se limitó exclusivamente a los 95 munici-

pios con mayor población indígena, por lo que 

no es posible argumentar si hay otros casos en 

municipios que quedaron fuera de esa selec-

ción. Otro error encontrado en la información 

publicada por el TSE es que los datos de votos 

emitidos no siempre coinciden con el desglose 

de votos emitidos hecho por el mismo TSE, se-

gún tipo de padrón.

2. Sobre la participación de las y los 
guatemaltecos como electores en el 2007

Los resultados electorales del 2007 indican un 

aumento en la participación secundaria de un 

2% en relación con el 2003. El cálculo de la par-

ticipación primaria, no es posible tomarlo como 

exacto por tratarse de proyecciones de pobla-

ción que hiciera el INE. En estas elecciones se 

impulsó, por primera vez, un proceso de des-

centralización del voto, pero no hay evidencia 

clara que pueda indicar que ese aumento en el 

registro de la participación secundaria se deba 

específi camente a la descentralización. Lo que sí 

es posible asegurar es que las Circunscripciones 

Electorales Municipales pueden signifi car un 

avance en la facilitación del voto rural, pero no 

como una acción aislada, sino como parte de un 

proceso de fortalecimiento de la participación 

rural que incluya también acciones concretas 

para la documentación y empadronamiento de 

las y los ciudadanos del área rural.

Es indudable el peso electoral del ámbito ur-

bano por encima del rural. Esto se comprobó 

al cruzar votos emitidos en tres municipios del 

área metropolitana que se caracterizan por ser 

exclusivamente urbanos, y compararlos con 

los votos recibidos en las 681 CEM. Por ello, 

hay que entender a las CEM como un medio 

para acercar el voto, pero no como un factor de 

cambio en el peso electoral de los municipios, 

pues entre el 2003 y el 2007, no hay cambios 

signifi cativos entre los municipios con mayor 

y menor peso electoral.14 Ahora bien, sobre los 

datos segregados de participación, la informa-

ción disponible sugiere que cuando las mujeres 

tienen oportunidades similares que los hom-

bres para la participación electoral, ellas tienden 

a votar más que ellos. En las elecciones 2007 las 

mujeres emitieron el 47.25% de los votos, 5.5% 

menos que los hombres. En 203 municipios, el 

voto de los hombres fue superior al 51% y en 40 

de ellos superó el 60%. Las mujeres en ningún 

caso superaron el 62%.

En cuanto a la participación indígena, en los 

95 municipios con más del 90% de población 

indígena se registró un promedio de participa-

ción electoral del 70%, 10% más del promedio 

a nivel nacional. Sin embargo, muchos de estos 

municipios coinciden con los de menor peso 

electoral. Sololá que es uno de los departamen-

tos que registra más municipios con población 

mayoritariamente indígena y, a la vez, encabeza 

en cuanto a porcentajes de participación elec-

toral, no obstante, es también el departamento 

que más municipios tiene (8) en la lista de los 

de menor peso electoral. Los municipios con 

mayor población indígena tienen un peso en el 

padrón de 19.2% y los votos emitidos en ellos 

representan la quinta parte (20%) del total de 

votos emitidos en el país. La participación por 

edad permite inferir que quienes se encuentran 

entre los 26 y 45 años de edad son quienes más 

votan. Al no tener datos de empadronamiento 

por edad es difícil plantear hipótesis sobre las 

razones para ese comportamiento. Partiendo 

de otros estudios, las y los jóvenes entrevista-

dos mencionaron dos razones para no votar: la 

falta de documentación y la falta de interés en 

las elecciones.

14 Ver anexos.
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V. Áreas estratégicas de interés para 
la reforma electoral

Para la participación electoral resulta necesaria la 

ciudadanía y esta se adquiere no sólo al cumplir 

18 años de edad y obtener la cédula de vecindad 

que lo acredite como tal –ciudadanía adscriptiva o 

de jure– sino también al registrar su ciudadanía 

mediante el empadronamiento –ciudadanía de fac-

to– y poder así, demandar y ejercer su derecho al 

voto. De ahí, que el punto medular de este ca-

pítulo sean aquellas áreas críticas de atención en 

función de la garantía de ese derecho para toda la 

población en edad de ejercerlo.

Éste el punto de partida para la refl exión, se 

subdividen las recomendaciones de acuerdo 

con las áreas temáticas sugeridas:

1. De las reformas a la Ley Electoral y de 
Partidos Políticos y leyes conexas

La documentación. Los artículos 3 y 8 de la Ley 

Electoral y de Partidos Políticos hacen énfasis 

en el deber del ciudadano de inscribirse como 

tal en el Registro de Ciudadanos para poder 

ejercer su derecho constitucional a elegir y 

ser electo, sin mencionar la responsabilidad 

del Estado en este proceso. Si analizamos, al 

Estado le corresponde también, como autori-

dad, el control sobre la población del territorio 

que tiene asignado para su acción, al tiempo 

que ese control debe utilizarse para facilitar la 

prestación de servicios y facilitación de bienes 

que garanticen el goce de los derechos huma-

nos de la población y, específi camente de sus 

ciudadanos. Sin embargo, no basta con que so-

lamente se incluya este cambio en la ley, sino 

que verdaderamente el Estado, a través de sus 

instituciones, logre cumplir con esa norma. Es 

necesario fomentar la cedulación y registro ciu-

dadano de aquella población mayor de 18 años, 

especialmente, haciendo énfasis en población 

perteneciente a segmentos que tradicional-

mente han sido excluidos: mujeres, indígenas, 

juventud. Una forma de obligar a los partidos 

políticos a acercarse al ámbito comunitario y, al 

mismo tiempo, fomentar la documentación y 

empadronamiento, es el establecer criterios de 

representación distrital en el Congreso según la 

cantidad de población empadronada.

Cuotas. El establecimiento de cuotas es una buena 

opción para estimular la participación femenina, 

indígena y de jóvenes en cargos públicos; inter-

calando estas candidaturas para garantizar que 

representantes de esos segmentos poblacionales 

serán incluidos en todas las posiciones de los lis-

tados de candidaturas y limitando su inclusión 

como relleno en dichos listados. Un rechazo al 

establecimiento de cuotas solamente revelaría 

que, a pesar del discurso político incluyente, 

congruente con un modelo de democracia más 

equitativo, las ideas excluyentes continúan ri-

giendo como norma en la práctica política, y, por 

tanto, obstaculizando el avance de la democracia. 

Los resultados electorales son un buen indicador 

para analizar cómo se mantiene la exclusión po-

lítica de mujeres, indígenas y jóvenes en tiempos 

de democracia. Eso debe ir acompañado de una 

regulación que permita y favorezca el estable-

cimiento de la carrera política como tal. Otras 

refl exiones en torno de la participación y la ley 

electoral llevan a cuestionar la tendencia a sugerir 

un cambio en la norma por encima del cumpli-

miento de la misma. Es decir, defi nitivamente 

hay cambios en las leyes que han producido una 

mejora en las posibilidades de participación –so-

bre todo la electoral– y, por ende, implican por sí 

mismas una mejora en la calidad de la democracia 

en el país. No obstante, pueden hacerse reformas 

a la ley y quedarse como letra muerta al no ser 

cumplidas ni existir penalizaciones por el incum-

plimiento de la misma. Tal es el caso del artículo 

22 de la LEPP que señala las obligaciones de los 

partidos políticos. La mayoría de estas institu-

ciones no cumplen con estas obligaciones, sino 

que dan prioridad y sí intentan cumplir –al me-
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nos formalmente– con los requisitos  que el TSE 

vigilará que cumplan; las otras obligaciones que 

incidirían en otra cultura política y en un cambio 

en la calidad de la democracia y de los derechos 

políticos de la ciudadanía se ven relegadas sin que 

se sancione a las instituciones por ello.

2. Reformas institucionales al TSE

Más que una reforma institucional, se sugiere 

una mejora en los canales de comunicación in-

ternos del Tribunal Supremo Electoral. En abril 

de 2008 en la página del TSE estaba disponible 

una base de datos de la participación electoral 

en las Circunscripciones Electorales Municipa-

les que fue publicada a solicitud de un ex ma-

gistrado, esa base fue elaborada por el Departa-

mento de Procesamiento de Datos. Al solicitar 

formalmente información más detallada de los 

resultados electorales en las CEM, en el TSE 

nos respondieron que esa información no exis-

tía aún y que estaría disponible hasta un mes 

después, pero no conocían que se había publi-

cado ya una aproximación a dichos resultados. 

Eso demuestra la poca coordinación y comuni-

cación a lo interno de la institución. 

3. Reformas técnicas y procedimentales

El padrón electoral. La depuración del padrón y el 

establecimiento de mecanismos para mejorar el 

registro y procesamiento de datos son urgentes. 

La auditoría al padrón electoral revela que la 

certeza del mismo para las elecciones 2007 fue 

del 67.2%. Los datos de la Memoria electoral 

2007 no están claros, sobre todo los porcentajes 

que se refi eren a “participación por género” y 

“participación por edad”, lo que demuestra aún 

defi ciencias en el diseño y registro de la infor-

mación de las y los ciudadanos.

Sobre la información de los centros de votación. Una 

reforma en los plazos que establece la ley para 

la publicación de la ubicación de los centros de 

votación podría facilitar el trabajo del Tribunal 

Supremo Electoral. La ubicación de las CEM 

debe ir acompañada de una campaña previa de 

empadronamiento y documentación.

Sobre la publicación de información del TSE. La in-

formación sobre los resultados electorales está 

a cargo del TSE, el cual cumple con dicha fun-

ción al publicar la Memoria Electoral luego de 

concluido cada proceso de elección, pero este 

documento ha cambiado de formato en cada 

elección. Se entiende la necesidad de mejorar e 

incluir cada vez más variables, pero la forma en 

que fueron publicados los datos de las nuevas 

variables en esta memoria de 2007 fue nada útil. 

Es urgente que el TSE se asesore para el diseño 

de bases de datos que permitan registrar a las y 

los empadronados permitiendo hacer cruces de 

información por edad, sexo e identifi cación ét-

nica; se necesita de un buen registro para mejo-

rar la información que se tiene de la ciudadanía. 

Esa información permitirá elaborar o diseñar 

procesos electorales más adecuados a la reali-

dad del país. En la base de datos construida por 

el Área de estudios sociopolíticos de FLACSO, 

con información de la Memoria electoral 2007 

y otros datos facilitados por el TSE en julio de 

este año, se detectaron varios errores –ya seña-

lados en este informe– que, sumados al retraso 

en la entrega de la información solicitada, justi-

fi can se cuestione la capacidad institucional del 

TSE en esta materia. 

Finalmente, el TSE es una entidad que maneja 

información pública, está en el deber de brindar 

la información cuando se le solicita, sobre todo 

cuando ésta tiene fi nes académicos. Para quie-

nes trabajamos en este informe fue casi tortuo-

so el obtener información del TSE, sobre todo 

la que implicó información desagregada según 

las variables a estudiar. No fue esta la única oca-

sión en que se nos ha negado información, lo 

mismo sucedió en el 2007 cuando se les requi-

rió aportaran datos sobre el proceso electoral. 
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La refl exión es: hacer la información pública es 

uno de los primeros pasos para la transparencia, 

la generación de confi anza y la credibilidad de 

una entidad rectora.

VI. Anexos

Anexo 1
Veinte municipios con mayor peso electoral en Guatemala, 2007

Departamento Nombre del municipio
Total 

población en 
padrón 2007

% de peso 
en el 

padrón

Votos 
emitidos 1a. 
vuelta 2003

% sobre 
el total 

de votos

Guatemala

Guatemala 787,452 13.15 415,252 11.49

Mixco 177,464 2.96 117,730 3.26

Villa Nueva 127,918 2.14 82,299 2.28

Quetzaltenango Quetzaltenango 88,214 1.47 52,929 1.46

Escuintla Escuintla 72,255 1.21 38,656 1.07

Guatemala Chinautla 63,682 1.06 41,581 1.15

Alta Verapaz
Cobán 60,865 1.02 36,250 1.00

San Pedro Carchá 55,138 0.92 33,881 0.94

Jalapa Jalapa 53,789 0.90 31,748 0.88

Guatemala San Juan Sacatepéquez 52,064 0.87 31,181 0.86

Quetzaltenango Coatepeque 50,902 0.85 24,119 0.67

Jutiapa Jutiapa 50,167 0.84 26,811 0.74

Guatemala Villa Canales 49,605 0.83 32,059 0.89

Totonicapán Totonicapán 49,443 0.83 29,802 0.82

Izabal Puerto Barrios 48,665 0.81 26,084 0.72

Chiquimula Chiquimula 47,925 0.80 25,573 0.71

Escuintla Santa Lucía Cotzumalguapa 45,703 0.76 27,020 0.75

Huehuetenango Huehuetenango 42,323 0.71 27,816 0.77

Guatemala Amatitlán 39,459 0.66 26,021 0.72

Retalhuleu Retalhuleu 38,221 0.64 20,367 0.56

Totales 2,001,254 33.41 1,147,179 31.73

% sobre el total del padrón: 33.4

% sobre el total de votos emitidos: 31.7

Total de población empadronada en el 2007: 5,990,029

Total de votos emitidos en el 2007: 3,615,468
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Anexo 2
Veinte municipios con mayor peso electoral en Guatemala, 2003

Departamento Nombre del municipio
Total 

población en 
padrón 2003

% de peso 
en el 

padrón

Votos 
emitidos 1a. 
vuelta 2003

% sobre 
el total 

de votos

Guatemala

Guatemala 755,856 14.90 425,009 14.44

Mixco 153,647 3.03 105,818 3.59

Villa Nueva 101,979 2.01 70,251 2.39

Quetzaltenango Quetzaltenango 76,688 1.51 47,939 1.63

Escuintla Escuintla 67,906 1.34 36,839 1.25

Guatemala Chinautla 50,981 1.00 30,972 1.05

Jalapa Jalapa 47,750 0.94 28,980 0.98

Alta Verapaz Cobán 46,586 0.92 25,946 0.88

Izabal Puerto Barrios 46,567 0.92 26,255 0.89

Totonicapán Totonicapán 44,388 0.87 25,658 0.87

Quetzaltenango Coatepeque 44,320 0.87 21,932 0.74

Chiquimula Chiquimula 42,999 0.85 25,450 0.86

Escuintla Santa Lucía Cotzumalguapa 41,298 0.81 21,540 0.73

Jalapa Jutiapa 41,259 0.81 19,993 0.68

Guatemala Villa Canales 39,985 0.79 25,137 0.85

Guatemala San Juan Sacatepéquez 37,885 0.75 22,127 0.75

Alta Verapaz San Pedro Carchá 37,764 0.74 21,108 0.72

Huehuetenango Huehuetenango 36,706 0.72 23,981 0.81

Retalhuleu Retalhuleu 34,440 0.68 19,095 0.65

Guatemala Amatitlán 34,372 0.68 23,217 0.79

Totales 1,783,376 35.15 1,047,247 35.57

% sobre el total del padrón: 35.2

% sobre el total de votos emitidos: 35.6

Total de población empadronada en el 2003: 5,073,318

Total de votos emitidos en el 2003: 2,944,127
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Anexo 3
Veinte municipios con menor peso electoral en Guatemala, 2007

Departamento Nombre del municipio
Total 

población en 
padrón 2007

% de 
peso 
en el 

padrón

Votos 
emitidos 1a. 
vuelta 2007

% sobre 
el total 

de votos

Quetzaltenango Huitán 3,494 0.06 1,914 0.05

Suchitepéquez San Gabriel 3,406 0.06 2,467 0.07

Sololá Santa Clara La Laguna 3,372 0.06 2,670 0.07

Huehuetenango San Gaspar Ixchil 3,358 0.06 2,254 0.06

Sololá San Pablo La Laguna 3,298 0.06 2,959 0.08

Sacatepéquez San Bartolomé Milpas Altas 3,194 0.05 2,512 0.07

Quiché Patzité 3,172 0.05 2,475 0.07

San Marcos Río Blanco 3,119 0.05 1,861 0.05

Quetzaltenango San Francisco La Unión 3,062 0.05 1,697 0.05

Quetzaltenango San Mateo 2,997 0.05 2,336 0.06

Petén San José 2,833 0.05 2,132 0.06

Quetzaltenango San Miguel Sigüilá 2,782 0.05 1,961 0.05

Suchitepéquez San Juan Bautista 2,576 0.04 1,796 0.05

Sololá Concepción 2,441 0.04 2,225 0.06

Sacatepéquez Santa Catarina Barahona 2,107 0.04 1,741 0.05

Sololá Santa Cruz La Laguna 1,943 0.03 1,629 0.05

Sololá Santa Catarina Palopó 1,726 0.03 1,490 0.04

Sololá San José Chacayá 1,700 0.03 1,542 0.04

Sololá San Marcos La Laguna 1,240 0.02 0 0.00

Sololá Santa María Visitación 1,167 0.02 976 0.03

Totales 52,987 0.88 38,637 1.07

% sobre el total del padrón: 0.88

% sobre el total de votos emitidos: 1.07

Total de población empadronada en el 2007: 5,990,029

Total de votos emitidos en el 2007: 3,615,468
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Anexo 4
Veinte municipios con menor peso electoral en Guatemala, 2003

Departamento Nombre del municipio
Total 

población en 
padrón 2003

% de peso 
en el 

padrón

Votos 
emitidos 1a. 
vuelta 2003

% sobre 
el total 

de votos
Sololá Santa Clara La Laguna 2,951 0.06 2,246 0.08

Quetzaltenango Huitán 2,936 0.06 1,487 0.05

Suchitepéquez San Gabriel 2,826 0.06 2,026 0.07

Huehuetenango San Gaspar Ixchil 2,759 0.05 1,729 0.06

Sololá San Pablo La Laguna 2,739 0.05 2,405 0.08

San Marcos Río Blanco 2,625 0.05 1,464 0.05

Quetzaltenango San Francisco La Unión 2,504 0.05 865 0.03

Quiché Patzité 2,468 0.05 1,837 0.06

Quetzaltenango San Miguel Sigüilá 2,437 0.05 1,407 0.05

Suchitepéquez San Juan Bautista 2,350 0.05 1,650 0.06

Sacatepéquez San Bartolomé Milpas Altas 2,321 0.05 1,698 0.06

Petén San José 2,277 0.04 1,724 0.06

Quetzaltenango San Mateo 2,252 0.04 1,740 0.06

Sololá Concepción 2,043 0.04 1,765 0.06

Sacatepéquez Santa Catarina Barahona 1,721 0.03 1,453 0.05

Sololá Santa Cruz La Laguna 1,516 0.03 1,296 0.04

Sololá Santa Catarina Palopó 1,511 0.03 1,308 0.04

Sololá San José Chacayá 1,405 0.03 1,301 0.04

Sololá San Lucas Tolimán 1,115 0.02 971 0.03

Sololá Santa María Visitación 1,027 0.02 857 0.03

Totales 43,783 0.86 31,229 1.06

% sobre el total del padrón: 0.86

% sobre el total de votos emitidos: 1.06

Total de población empadronada en el 2003: 5,073,318

Total de votos emitidos en el 2003: 2,944,127
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I. Introducción

El sistema de partidos políticos en Guate-

mala carece de grados de institucionalidad 

efectivos, elemento que ha sido ampliamente 

demostrado por múltiples estudios. A su dé-

bil institucionalidad, se le suma un alto grado 

de inestabilidad, la cual se expresa en el naci-

miento y muerte de partidos en torno de cada 

proceso electoral y una clara tendencia a la frag-

mentación. Las reformas a la Ley Electoral y de 

Partidos Políticos realizadas en el  2004 y 2006, 

introdujeron ajustes en el funcionamiento del 

sistema partidario en algunos aspectos sustan-

tivos del mismo. Es por ello que se conside-

ra que el sistema de partidos se encuentra en 

una transición o está sometido a un proceso de 

transformación, que requiere ser valorado en 

todas sus dimensiones, de modo que se puedan 

identifi car áreas clave de fortalecimiento en el 

futuro inmediato. El componente “Comporta-

miento electoral y desempeño institucional de 

los partidos políticos” tiene por objeto realizar 

un análisis del comportamiento electoral de los 

partidos políticos durante el proceso electoral 

de 2007 y un balance crítico del impacto que 

las reformas electorales tuvieron en el funcio-

namiento institucional de los mismos. Para el 

efecto se plantearon los objetivos específi cos 

siguientes: 

1. Sistematizar una línea de base de análisis 

tomando como origen la situación de los 

partidos emergente de las elecciones de 

2003.

2. Analizar el comportamiento de los parti-

dos políticos en el proceso electoral 2007 y 

los principales cambios de funcionamiento 

acaecidos. 

3. Analizar los impactos de las reformas a la 

Ley Electoral y de Partidos Políticos sobre 

el funcionamiento institucional del sistema 

partidario. 

Para la realización de dicho componente se uti-

lizaron informes, estudios y diagnósticos reali-

zados por diversos centros de investigación en 

relación con el desarrollo institucional de los 

partidos políticos. Así mismo, se consultaron 

las memorias y los documentos del TSE. Por 

último, se realizaron entrevistas a dirigentes 

partidarios a nivel nacional y local.  

II. Balance del tema y principales 
hallazgos

1. Sistema de partidos políticos

El sistema de partidos políticos en Guatemala 

se caracteriza por su alta inestabilidad, es decir, 

por un elevado nivel de volatilidad electoral, 

por la presencia de partidos “fl ash”, por la fre-

cuente aparición de agrupaciones que resultan 

de la división de otros partidos y por un im-

portante número de partidos electoreros. Esta 

división de partidos es resultado del fenómeno 

del caudillismo y del predominio de proyectos 

personalistas. En particular, la multiplicación de 

partidos, sobre todo en períodos preelectorales, 

Comportamiento electoral y desempeño 
institucional de los partidos políticos

QUINTA PARTE

Ligia Ixmucané Blanco
Asociación de Investigación y Estudios Sociales, ASIES
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contribuye a la dispersión del voto y a la dis-

minución de la cantidad y calidad de la repre-

sentatividad, así como a la poca identifi cación 

ciudadana con los mismos. El sistema se ha ca-

racterizado por ser multipartidista extremo. El 

promedio de partidos vigentes se ha mantenido 

alrededor de los 15 en período no electoral y 18 

en período electoral.  Sin embargo, la cantidad 

de partidos no es el problema, sino la calidad de 

los mismos, ya que la mayoría son únicamente 

maquinarias electorales, sin vida partidaria per-

manente ni vínculos reales con la población. 

Es un sistema muy joven y poco maduro, ya 

que una mayor duración temporal le permite 

a un partido fortalecer su organización, la de-

mocracia interna, la comunicación y unidad 

interna, la capacidad de movilización electoral 

y enraizar la identidad partidaria. La edad pro-

medio de los partidos políticos en Guatemala, 

tras la desaparición de la Democracia Cristiana 

Guatemalteca (DCG) en las pasadas elecciones, 

no supera los diez años, tiempo que resulta su-

mamente corto para poder institucionalizarse y 

desarrollar procesos internos de democratiza-

ción y fortalecimiento. 

a mayor edad, mayores posibilidades de perder 

el caudal electoral, fragmentarse y debilitarse, 

especialmente después de hacer gobierno. En 

este contexto, el sistema se caracteriza, porque 

la volatilidad electoral y la fragmentación parti-

daria se dan con particular intensidad y se esti-

mulan mutuamente.  Los cambios radicales en 

el apoyo electoral a uno u otro partido se con-

vierten así en una de las principales razones de  

inestabilidad del sistema de partidos políticos. 

Por otra parte, tal y como ha sido la constante 

a lo largo de los últimos procesos electorales, 

surgen nuevos partidos y otros desaparecen, lo 

que facilita la volatilidad del voto. 

Además, el electorado guatemalteco actual carece 

de identifi caciones partidarias consolidadas y es 

potencialmente volátil y susceptible, en determi-

nadas situaciones y bajo la infl uencia de campa-

ñas políticas efi caces, de cambiar su preferencia 

de un partido a otro. Aunado a lo anterior, el 

electorado se identifi ca más con candidatos que 

con organizaciones. De igual manera, los parti-

dos políticos guatemaltecos en su gran mayoría 

no cuentan con una estructura sólida y adecua-

da, que continúe operando en los períodos entre 

convocatorias electorales, con arraigo en todo el 

territorio y penetración relevante en la sociedad, 

razón por la cual están mucho más expuestos a 

una potencial volatilidad de su electorado que se 

queda a la deriva y sin una organización de refe-

rencia durante los períodos no electorales. 

Rangos de edad de los partidos 
vigentes en el período 2007-2008

  1 año – 3 años  4 - 10 años 11 - 20 años 21 - 60 
años

   GANA MR PAN DC

EG PP FRG

VIVA URNG UD

UCN UNE PLP

EL FRENTE PU LV

FCN CASA

BIEN
Fuente: Elaboración DISOP/ASÍES

Por otra parte, dadas las características del siste-

ma de partidos políticos, el factor tiempo se ha 

convertido para algunas de estas organizaciones 

en un factor negativo, ya que la falta de insti-

tucionalización tiene como consecuencia que 

Votos recibidos por los partidos dominantes,
 en la primera vuelta de la elección 

presidencial de 1999, 2003 y 2007

Organización 
política

1999 2003 2007

% Votos % Votos % Votos

FRG 47.72 19.31 7.30

PAN 30.32 8.35 2.54

URNG 12.36 2.58 2.14

GANA 34.33 17.23

UNE 26.36 28.25

PU 3.04 2.91

PP 23.54
Fuente: Elaboración del DISOP/ASIES, con datos de la Monografía de 
Partidos Políticos 2000-2004 y del TSE.
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La fragmentación es una característica que va de 

la mano con la volatilidad, pues un alto grado de 

fragmentación afecta la estabilidad o regularidad 

del sistema, desembocando en una elevada vola-

tilidad de los partidos políticos.  La fragmentación 

partidaria es el resultado también de una legisla-

ción partidario-electoral que facilita la creación de 

partidos políticos, y de un sistema de partidos po-

líticos inestable y personalista, muy dependiente 

del fi nanciamiento privado, pero especialmente 

de los altos grados de personalismo y caudillis-

mo. Contribuye a ello la carencia de doctrinas e 

ideologías y la falta de mecanismos de resolución 

de confl ictos dentro de las organizaciones.

En este contexto, una de las principales carac-

terísticas del  sistema de partidos políticos es 

la poca polarización y un marcado desinterés 

ideológico, el cual se conjuga con el predomi-

nio de intereses particulares y sectoriales. Sin 

embargo, en los últimos años,  los  partidos 

políticos han intentado cambiar el referente de 

desinterés ideológico que había venido carac-

terizando el sistema de partidos. De  ahí que 

para el reciente proceso electoral trataran, en su 

mayoría, de  defi nir una línea ideológica que los 

identifi cara. En  general,  la tendencia ideológica 

se consolida hacia la derecha, lo que evidencia 

una vez más la vitalidad de las fuerzas conser-

vadoras en el espectro ideológico guatemalteco,  

mientras  que la posición ideológica de izquier-

da cada vez se hace más débil y marginal. 

2. Funcionamiento institucional de los 
partidos políticos 

El funcionamiento institucional de los partidos 

políticos se refi ere al desempeño exitoso de un 

partido en período electoral y no electoral en 

términos del cumplimiento de sus funciones 

de intermediación y representación de la po-

blación. Los partidos políticos en Guatemala se 

encuentran en un proceso de desarrollo institu-

cional aun muy incipiente. Éstos en su mayoría, 

no son instituciones fuertes, permanentes en el 

tiempo y en el espacio, democráticas y estables. 

Con base en lo anterior, existen varios factores 

que ponen de manifi esto el defi ciente funcio-

namiento institucional de los partidos políticos, 

especialmente en un período electoral. 

El desarrollo de programas de gobierno es un 

factor importante. Pese a que todos los partidos 

presentaron planes de gobierno a la población, 

en comparación con otras elecciones que se 

caracterizaron por una mayor ausencia de los 

mismos, estos planes evidencian distintos ni-

veles de desarrollo y diferenciación. Algunos 

partidos demuestran un trabajo importante 

de elaboración y desarrollo programático, con 

propuestas y acciones concretas, mientras que 

otros se quedan en una declaración de buenas 

intenciones sin mayores elaboraciones. Pare-

ciera más bien que en la mayoría de los casos 

se presentan planes de gobierno por llenar un 

requisito y no quedarse atrás. En este sentido, 

pese a las particularidades de cada plan de go-

bierno, las diversas propuestas varían poco en-

tre sí, lo que también es resultado de la poca 

diferenciación ideológica que existe entre mu-

chos de los partidos políticos guatemaltecos. 

La gran mayoría de éstos se sitúan a la dere-

cha o al centro del espectro ideológico, cuando 

se sitúan, ya que muchos de ellos se defi nen 

como partidos sin ideología o abiertos a todas 

las ideologías. Esta dilución ideológica se tra-

Posición en el Espectro Ideológico de los 
Partidos Políticos en 2008
Centro 

izquierda Centro 
Centro 
derecha Derecha 

URNG ExG
Los Verdes

UNE
PSG      

UD
PAN
FRG
UCN

CASA
GANA

MR
PP
PU
PLP
VIVA 
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duce en programas de gobierno que carecen de 

un norte específi co. 

En relación con la organización territorial, en 

general, los partidos se mantienen en los alre-

dedores del mínimo que exige la ley y aquellos 

que cuentan con mayor organización territorial, 

ni siquiera cubren un tercio de los 333 muni-

cipios del país. Otros partidos están apenas por 

encima del mínimo legal. Este es un tema que 

amerita un análisis de fondo, debido a los di-

versos criterios que se manejan en torno de la 

importancia y funcionalidad que se le atribuye a 

una mayor o menor organización territorial. Sin 

embargo, es importante resaltar que más allá de 

toda discusión teórica y práctica, la organiza-

ción territorial y la vida partidaria que esta de-

biera generar especialmente en época electoral, 

son fundamentales para la institucionalización 

de los partidos. Por lo tanto, la escasa organi-

zación territorial que caracteriza a los partidos 

políticos, puede considerarse como un elemen-

to que limita la institucionalización de los mis-

mos y sus posibilidades electorales ya que, por 

un lado, la organización genera actividad y vida 

partidaria vinculada institucionalmente con el 

partido, y por el otro lado, proporciona al parti-

do una base para el trabajo electoral. 

En lo que respecta a los números de afi liados, un 

buen número de partidos tienen un poco más 

de lo que la ley establece como mínimo (15,220 

afi liados para las elecciones de 2007); otros han 

hecho, recientemente o en el pasado, un mayor 

esfuerzo logrando tener alrededor del doble o 

triple; y pocos son los partidos que han reali-

zado una afi liación masiva llegando casi a los 

90 mil afi liados. El número de afi liados que un 

partido debe tener es otro elemento que invita 

a la refl exión; por un lado está determinado por 

el mínimo que exige la ley electoral, pero por el 

otro está en función de cómo el partido se con-

cibe, es decir, si se proyecta como un partido de 

cuadros o de masas, de acción predominante-

mente urbana o rural, de cobertura nacional o 

regional, etcétera. 

Sin embargo, independientemente de cómo 

el partido se proyecta, lo importante es defi nir 

qué relación y vínculo tienen los afi liados con 

el partido y qué atribuciones y derechos éste les 

confi ere. En Guatemala, dadas las características 

de la organización territorial y la dispersión de 

afi liados por todo el territorio, en muchos casos 

se trata de afi liados sin derechos en el partido, 

ya que se encuentran en municipios sin orga-

nización partidaria, por lo que no tienen acce-

so a las asambleas ni comités ejecutivos a nivel 

municipal, departamental y nacional, es decir, a 

la estructura partidaria donde se toman las deci-

siones. Esta situación fomenta el caudillismo y 

la centralización del poder en pequeños círcu-

los dirigenciales y aumenta el clientelismo en 

los partidos políticos y la manipulación de sus 

bases. 

En relación con la inclusión y representatividad 

democrática, los partidos presentan distintos 

–aunque generalmente muy bajos– niveles de 

Cuadro comparativo: organización municipal 
(vigente y no vigente) 

2005-2008
Partido Político Mayo 2005 Febrero 2008

UNE 159 99

PP 161* 131

PU 52 85

EL FRENTE 61** 102

URNG 159 168

FRG 140 155

GANA 161* 141

BIEN - 60

PAN 129 129

ANN 80 130

CASA - 80

DCG 330 331

DIA 132 145

UCN - 75

UD 104 148

EG - 55

Fuente: elaboración DISOP/ASÍES según datos del Cuaderno No. 
5 Participación ciudadana en las estructuras partidarias: los afi liados 
(FLACSO, 2006) pág. 17 y datos del TSE. 
* Como coalición GANA (PP-MR-PSN).
** Como Partido Transparencia
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representatividad y de inclusión. No existen 

acciones o mecanismos institucionalizados que 

promuevan la inclusión. A lo más que se llega 

es a la creación de algunas organizaciones sec-

toriales, en especial de mujeres. Sin embargo, la 

participación de éstas en los órganos permanen-

tes del partido y listados de candidatos a puestos 

de elección popular, es escasa, lo que pone de 

manifi esto que la inclusión es más bien un dis-

curso que una acción y realidad concreta. Re-

salta el hecho que son los partidos de izquierda 

o centro izquierda, los que presentan una ten-

dencia a una mayor promoción y participación 

de mujeres, jóvenes e indígenas dentro de sus 

estructuras partidarias.   

En cuanto a los procesos de elección o designa-

ción de candidatos a cargos de elección popu-

lar, la Ley Electoral y de Partidos Políticos es-

tablece a qué órgano interno de cada organiza-

ción política le corresponde elegir y proclamar 

candidatos(as). De ahí la importancia que los 

partidos tengan organización partidaria vigente 

en la mayor cantidad de departamentos y mu-

nicipios, es un elemento clave para el fortaleci-

miento de las bases e institucionalización de los 

partidos, pues las decisiones se descentralizan y 

recaen en cada comunidad y sus líderes.

Comparación total de afi liados post-
elecciones al 30.11.2004 y al 29.02.2008

Partido 
Político

Total Afi liados al 
30.11.2004

Total 
Afi liados  al 
29.02.2008

UNE 9,905 78,375

PP 14,802 42,942

PU 6,371 18,967

EL FRENTE - 23,240

URNG 13,162 17,963

FRG 44,684 41,070

GANA - 24,369

BIEN 6,386 17,752

PAN 40,727 38,346

ANN 6,742 20,295

CASA 6,638 17,236

DCG 81,724 70,543

DIA 16,027 21,908

UCN - 18,450

UD 9,535 19,356

Fuente: elaboración DISOP/ASÌES según datos de Monografía de Partidos 
Políticos 2000-2004 ASIES y datos de Tribunal Supremo Electoral a 
febrero de 2008.

Relación entre el total de Afi liados a nivel 
nacional y el total de afi liados de municipios 

con organización partidaria inscrita 
al 29.02.2008

Partidos 
Políticos

Total de 
afi liados 

2008

Total de afi liados 
de municipios con 

organización partidaria 
inscrita

UNE 78,375 38,133

PP 42,942 27,571

PU 18,967 8,162

EL FRENTE 23,240 16,852

URNG 17,963 16,079

FRG 41,070 29,870

GANA 24,369 18,952

BIEN 17,752 13,616

PAN 38,346 21,499

ANN 20,295 16,439

CASA 17,236 11,687

DCG 70,543 70,533

DIA 21,908 19,175

UCN 18,450 13,668

UD 19,356 14,702

EG 18,281 9,773
Fuente: elaboración DISOP/ASIES según datos del Tribunal Supremo 
Electoral.

Representatividad Democrática en los Comités Ejecutivos Nacionales y en las listas de 
candidatos a cargos de elección popular 2007 de algunos partidos políticos

EG URNG FRG PU UNE PAN PP GANA
Mujeres Integrantes 
del CEN

8/28 10/34 5/25 3/33 5/33 1/23 5/28 2/17

Candidatas a cargos de 
elección popular 

18.9% 18.8% 13% 11.7% 10.7% 10.6% 9.6% 9.4%

Fuente: elaboración DISOP/ASIES según datos del Tribunal Supremo Electoral.
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No obstante, la práctica demuestra que el pro-

ceso para ser electo candidato(a) a un cargo 

partidario o de elección popular viene a ser un 

trámite poco o nada institucionalizado y los 

mecanismos que establece la ley se convier-

ten en requisitos meramente formales que se 

cumplen para efectos legales nada más. Existen 

varias situaciones que permiten ser designado 

como candidato a las distintas diputaciones, 

alcaldías y demás cargos de las corporaciones 

municipales. Tales situaciones cambian según 

las circunstancias de cada candidato(a) y par-

tido. En principio, depende si es postulado(a) 

por un partido fuerte o si por el contrario, lo es 

por un partido débil. Luego, es totalmente dis-

tinta una designación como candidato(a) a un 

cargo con altas probabilidades de ser electo(a), a 

una designación a un cargo evidentemente im-

posible de alcanzar. 

Así mismo infl uyen ciertas características es-

pecífi cas como el ser joven, mujer o indígena, 

generalmente para dar un tinte de “inclusión” 

al partido. Ser líder comunitario, popular y 

reconocido, con experiencia política, son ca-

racterísticas valoradas en candidaturas, espe-

cialmente en las circunscripciones más redu-

cidas; además, los casos municipales manejan 

una dinámica distinta cuando entran en juego 

los comités cívicos. Sin embargo, nada es tan 

importante como “tener contactos”, tiempo y 

específi camente recursos económicos. Todo lo 

anterior evidentemente no tiene relación con 

procesos institucionalizados de selección de 

candidatos. 

Por último, un espacio en que se evidencia en 

gran medida el funcionamiento poco institucio-

nal de un partido político, es dentro del Con-

greso de la República, específi camente a través 

del fenómeno del transfuguismo. Este fenó-

meno ha ido adquiriendo mayor importancia 

y notoriedad debido al número cada vez más 

importante de diputados que migran de un par-

tido a otro y se ha convertido en un problema 

que deslegitima a la institución parlamentaria y 

a los partidos en general. La práctica del trans-

fuguismo a la par de las frecuentes divisiones 

partidarias refl eja, por un lado, el bajo nivel de 

compromiso partidario de algunos legisladores, 

así como la poca institucionalización y fortale-

za partidaria para mantener a sus diputados. De 

igual manera pone de manifi esto la grave crisis 

de intermediación social que existe en el país, 

dado que los partidos políticos y los(as) repre-

sentantes ante el Congreso, se han convertido 

en entidades que cada cuatro años procuran  

acercarse a la población con el objetivo de re-

elegirse aunque sea bajo otro membrete, y que 

luego durante el período no electoral se da una 

evidente desvinculación entre el diputado y la  

comunidad que lo eligió. 

3. Impacto de las reformas a la LEPP 

Las reformas a la LEPP, decreto 10-04 y de ar-

monización, decreto 35-06, modifi caron diver-

sos elementos del sistema electoral y de partidos 

políticos e incidieron en diferentes momentos, 

tanto de la vida de los partidos políticos como de 

los procesos electorales. En este sentido, dichas 

reformas tuvieron, algunas más que otras, un 

impacto signifi cativo sobre el sistema electoral y 

de partidos políticos en el marco de las pasadas 

elecciones de 2007. No obstante, no todas cum-

plieron su objetivo, es decir, la implementación 

de algunas no incidió sustancialmente sobre el 

sistema de partidos políticos y el funcionamiento 

institucional de los mismos. El efecto de otras de 

las reformas, por ejemplo, del incremento del fi -

nanciamiento público a los partidos políticos, so-

lamente podrá medirse de aquí en adelante, por 

aplicarse a partir del presente año. 

En relación con el aumento del número de afi -

liados, con esta reforma, si bien se esperaba in-

cidir especialmente en la cantidad de partidos 

que posee el sistema, no se generó un cambio 
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signifi cativo. El  aumento de número de afi lia-

dos, que podría haber funcionado como un li-

mitante para la proliferación de más partidos, no 

signifi có un elemento que tuviera un peso real, 

ya que, por un lado, prácticamente todos los 

partidos lograron llegar al nuevo requerimien-

to establecido por la ley y, por el otro, nuevos 

partidos se inscribieron antes y durante el pro-

ceso electoral, llegando a un número superior 

a los 20 partidos al inicio del proceso electoral, 

similar al número de partidos participantes en 

anteriores elecciones. Asimismo, el simple au-

mento de afi liados no signifi có un aumento en 

la organización territorial de los partidos. 

Por su parte, la reforma que modifi caba el ca-

lendario electoral, introduciendo tiempos más 

cortos de campaña, pretendía generar un mayor 

período para la transición y reducir los costos de 

campaña de los partidos políticos. Sin embargo, 

pese a un mayor tiempo para la transición, el 

proceso no tuvo los resultados esperados, ya que 

el tiempo no fue aprovechado al máximo por 

los partidos en la contienda, especialmente por 

el partido ganador. En cuanto a la reducción de 

los costos de campaña, éstos contrariamente a 

lo esperado, aumentaron, debido a que la nueva 

modalidad no fue respetada, especialmente por 

los partidos grandes que, además, empezaron 

un proceso de campaña electoral desde meses 

antes de la fecha de convocatoria a elecciones. 

En relación con la descentralización del voto, si 

bien esta reforma apuntaba fundamentalmente 

a promover la participación electoral de la po-

blación rural, esta reforma conllevó un fuerte 

impacto sobre el funcionamiento de los parti-

dos, en el sentido que éstos se vieron en la ne-

cesidad de aumentar su despliegue territorial, 

algunos fortaleciendo su organización vigen-

te, y preocupándose además, por llevar a cabo 

campañas de proselitismo y afi liación más am-

plias en zonas rurales alejadas de las cabeceras 

municipales. Igualmente procuraron acreditar 

fi scales de mesas en los nuevos centros de vo-

tación. Está por verse si la actividad partidaria 

continuará también en época no electoral.  Por 

otra parte, la descentralización también intro-

dujo variaciones en la lógica de acción electo-

ral de los partidos, evitando en buena parte la 

tradicional práctica de los partidos más fuertes, 

que consiste en “acarrear” a los electores a los 

lugares de votación y comprometer de esta for-

ma su voto. Sin embargo, la descentralización 

del voto y la actualización del padrón electo-

ral generaron también la posibilidad de la ins-

cripción masiva de votantes en determinadas 

localidades, sin haberse podido comprobar el 

domicilio de dichas personas, situación que se 

prestó a reproducir la práctica del “acarreo” y a 

deslegitimar algunas elecciones. 

Por su parte, la reforma relacionada con el au-

mento de la barrera electoral al 5%, a pesar de 

la intención de esta reforma por generar un 

efecto reductor en el sistema de partidos, en la 

práctica no modifi có el número de partidos tras 

las elecciones de 2007 y la cantidad de partidos 

cancelados fue muy similar a la de otras elec-

ciones.  Además, la cancelación de los mismos 

aún no se ha podido concretar, ya que algunos 

de estos partidos se han fi jado en la posición de 

no aceptar dicha acción. Hasta el momento, es-

tas organizaciones están presentando recursos 

legales con el fi n de evitar ser cancelados, y se 

encuentran en audiencias, situación que pone 

en entredicho la autoridad del TSE. 

Por otro lado,  la reforma sobre el aumento del 

número mínimo de afi liados para poder organi-

zar e inscribir legalmente un Comité Ejecutivo 

Municipal, buscaba fortalecer por una parte la 

democratización interna de los partidos políti-

cos, así como la implantación territorial de los 

mismos a nivel local. Sin embargo, pese a que 

los partidos cumplieron con el requisito legal de 

aumentar a más de 40 el número de afi liados, el 

impacto en la democratización y fortalecimien-
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to de los partidos, dadas las características cen-

tralistas de los partidos políticos, es aún difícil 

de comprobar. El tema del aumento del núme-

ro de afi liados a nivel municipal debería ir en 

estrecha relación con una mayor participación 

de los afi liados en la toma de decisiones que les 

incumben directamente como miembros de los 

partidos, cosa que no ha sucedido. En cuanto a 

la reforma que establece el aumento del núme-

ro de miembros del CEN, todos los partidos 

cumplieron con el requerimiento del mínimo 

de 20 integrantes titulares en el CEN. Por otra 

parte, pese a que la reforma buscaba una mayor 

democratización de dichas instancias, la con-

formación actual de los CEN evidencia que el 

aumento de miembros no signifi có mayor in-

clusión de mujeres, jóvenes e indígenas y, por 

tanto, una mayor democratización de estas ins-

tancias partidarias. 

III. Conclusiones específi cas

Las reformas a la Ley Electoral y de Partidos 

Políticos realizadas en el  2004 y 2006, introdu-

jeron ajustes en el funcionamiento del sistema 

partidario en algunos aspectos sustantivos del 

mismo. Es por ello, que se considera que el sis-

tema de partidos se encuentra en una transición 

o está sometido a un proceso de transformación, 

requiere ser valorado en todas sus dimensiones, 

de modo que se puedan identifi car áreas clave 

de fortalecimiento en el futuro inmediato. El 

análisis del sistema de partidos políticos y de la 

institucionalización y conducta partidaria antes, 

durante y después del último proceso electoral 

permite conocer mejor el impacto que han te-

nido las reformas a la Ley Electoral y de Parti-

dos Políticos antes mencionadas y analizar los 

principales cambios que se han dado o se están 

dando en el sistema y en los partidos políticos 

desde las reformas hasta el momento.  

En la actualidad, el grado de desarrollo insti-

tucional de los partidos políticos sigue siendo 

bajo en el conjunto y desigual en los casos par-

ticulares. En este contexto, el sistema de parti-

dos políticos continúa siendo volátil, fragmen-

tado, inestable, multipartidario extremo y poco 

institucionalizado. Por su parte, muchos de los 

partidos políticos únicamente llenan una de 

las defi niciones minimalistas de éstos, es decir, 

son organizaciones que sirven de vehículo para 

llevar candidatos al poder, sin ofrecer algo más 

sustantivo a la población. Entre algunos autores 

se les denomina partidos electoreros o “parti-

dos taxi”. 

El balance en relación con el desempeño elec-

toral y el desarrollo institucional de los partidos 

políticos y del sistema de partidos en general 

aún no es satisfactorio. Pese a que las reformas 

a la Ley Electoral y de Partidos Políticos ge-

neraron cambios e introdujeron procesos aún 

incipientes, éstas deben considerarse como el 

primer paso de una reforma integral que su-

pere las debilidades y la poca funcionalidad del 

sistema electoral y de los partidos políticos. Las 

reformas en su concepción, que arrancan desde 

los acuerdos de paz, apuntaban a promover un 

sistema más democrático. Así, en su aplicación 

se ha evidenciado que tienen grandes limitantes 

y los  efectos visibles sobre el sistema de parti-

dos y sobre los partidos hasta la fecha no han 

evidenciado grandes cambios, específi camente 

en lo que respecta al desarrollo institucional de 

los partidos políticos. 

Como era de esperarse, durante el proceso 

elec toral, el impacto de las reformas sobre el 

desarrollo institucional de los partidos fue 

mínimo. En general, el proceso electoral ge-

nera una distorsión de los procesos de insti-

tucionalización, ya que la lógica electoral de 

ganar elecciones a cualquier precio rebasa, por 

un lado, la incipiente y débil institucionalidad 

partidaria, y por el otro, la implementación, el  

impacto y el cumplimiento de las reformas a 

la LEPP. 
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En este contexto, un factor clave en la endémica 

debilidad institucional de los partidos políticos y 

el sistema, ha sido el bajo nivel de fi nanciamiento 

estatal, por lo que éstos han dependido y depen-

den de fi nanciamiento privado para su fun-

cionamiento y,  sobre todo, para las campañas 

electorales. Las reformas no generaron una 

regulación clara que se aplicara efectivamente 

y, por lo tanto, hubo transparencia en el manejo 

de fondos del fi nanciamiento partidario y, de 

todas formas, el fi nanciamiento privado fue 

un factor decisivo respecto al mucho o poco 

éxito que los partidos tuvieron en sus campañas 

electorales. 

Así mismo, la debilidad institucional antes 

mencionada, es también resultado de partidos 

políticos sin arraigo en la población, lo que 

produce altos índices de volatilidad electoral, 

severa inestabilidad de los partidos políticos y 

un débil vínculo con la sociedad. Por otro lado, 

la fragilidad organizativa, el desdibujamien-

to ideológico, la escasa presencia territorial, el 

poco involucramiento de los afi liados en los 

procesos partidarios y la falta de democracia in-

terna, son elementos característicos de la gran 

mayoría de partidos políticos. En este sentido, 

las reformas fueron mínimas y con un impacto 

poco signifi cativo sobre estos aspectos. 

No obstante, el análisis no debe perder de vista 

dos elementos fundamentales: el elemento sis-

témico y de proceso. Los partidos políticos son 

actores que forman parte del sistema político 

en general, siendo infl uenciados por otros ele-

mentos del sistema. Esto signifi ca que los parti-

dos son en gran medida el resultado del sistema 

en su conjunto, un sistema que se caracteriza 

por la poca cultura democrática, la corrupción, 

el autoritarismo, la exclusión, la ausencia de un 

Estado de Derecho, entre otros. 

Por otra parte, el proceso de democratización y 

desarrollo institucional del sistema político ini-

ció hace apenas veinte años. En este contexto, 

los partidos políticos son actores relativamen-

te jóvenes, que se encuentran en procesos de 

desarrollo y maduración. Además, el período 

democrático tuvo que convivir en sus primeros 

diez años con un enfrentamiento armado in-

terno que no permitió un efectivo y profundo 

desarrollo inicial. Lo anterior debe ser una base 

para tratar de entender y analizar la difi cultad 

para el desarrollo institucional de los partidos 

en Guatemala. Pese a estos factores estructura-

les, es posible generar cambios importantes en 

el sistema de partidos y en los partidos en lo 

particular que apunten hacia el desarrollo y la 

institucionalización. 

Por tanto, el fortalecimiento institucional de 

los partidos políticos pasa necesariamente por 

el desarrollo de una voluntad política y un cam-

bio de paradigma en cuanto al papel e impor-

tancia, en una democracia, de partidos políticos 

fuertes y estables, paradigma que también debe 

ser adoptado por los medios de comunicación 

y la opinión pública. Esta redefi nición de los 

partidos puede hacerse, por un lado, a nivel in-

terno de cada partido, y por otro, en el marco 

de la Ley Electoral y de Partidos Políticos. Esto 

signifi ca que la ley, actualmente más enfocada 

en lo electoral, debería enmarcar el desarrollo 

y los procesos de institucionalización partidaria 

de acuerdo con las funciones intrínsecas de los 

partidos: la representación y la intermediación.

IV. Áreas estratégicas de interés para 
la reforma electoral

El fortalecimiento institucional de los partidos 

políticos depende, además, de una redefi nición 

de los mismos en el marco de la Ley Electoral 

y de Partidos Políticos. Esto signifi ca que la ley, 

actualmente más enfocada en lo electoral, de-

bería enmarcar el desarrollo y los procesos de 

institucionalización partidaria de acuerdo con 

las funciones intrínsecas de los partidos: la re-

presentación y la intermediación. Para ello, es 
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necesario complementar y reformar la actual 

LEPP, la cual adolece de normas que defi nan, 

regulen y promuevan la vida y la institucionali-

zación partidaria a partir de tales funciones. En 

tal sentido, las principales reformas debieran ir 

enfocadas a los siguientes aspectos: 

1. Promover el desarrollo ideológico-progra-

mático de los partidos políticos. El actuar par-

tidario no puede ir a la deriva, es decir, debe 

tener un norte, una dirección que es dada 

por la ideología y el proyecto político. En 

este sentido, los lineamientos programáticos 

y el marco ideológico son fundamentales, no 

sólo para asegurar el arraigo y la permanen-

cia del partido, sino también en el momento 

electoral, donde las ideas basadas en la ideo-

logía del partido y las propuestas concretas 

debieran ser los elementos distintivos que 

orienten a los electores en sus preferencias. 

Un trabajo sostenido de formación partida-

ria tendría por efecto que el partido como tal 

se apropie de su proyecto político y lo pueda 

transmitir a la ciudadanía.

2. Suscitar el aumento y fortalecimiento de la 

organización partidaria. Los partidos polí-

ticos deben invertir tiempo y recursos en 

aumentar la cantidad de  organización terri-

torial y de fi liales adicionales donde cuen-

ten con un número importante de afi liados, 

pero especialmente mejorar la calidad de la 

misma. De nada sirve tener organización 

territorial si ésta no se encuentra activa y 

vinculada con el partido. De esa manera, la 

organización dejaría de ser tan sólo un re-

quisito exigido por la LEPP y se convertiría 

en un pilar del desarrollo institucional de 

los partidos políticos por generar una activa 

vida partidaria  y arraigo de sus bases y sim-

patizantes con la organización. 

3. Promover acciones diversas de formación, 

capacitación y participación a lo interno de 

los partidos que generen vida y arraigo par-

tidario. El arraigo a un partido es el resul-

tado de la vida partidaria e identifi cación de 

los afi liados y simpatizantes con éste. Esta 

situación está relacionada, específi camente, 

con la actividad permanente que tenga un 

partido, especialmente en los períodos no 

electorales. 

4. Motivar la representatividad democrática a 

lo interno de los partidos. Para lograr este 

objetivo es importante que los partidos rea-

licen acciones concretas para promover una 

mayor participación e inclusión de mujeres, 

jóvenes e indígenas en sus cuadros dirigen-

ciales y en sus listas de candidatos a puestos 

de elección popular, para que lo que plan-

tean en sus estatutos, en sus programas de 

gobierno y en campaña electoral sobre la 

inclusión y la democracia interna, se con-

viertan en realidades concretas que doten a 

los partidos de una mayor credibilidad.  

5. Promover procesos democráticos de se-

lección y elección de autoridades internas 

y candidatos a cargos de elección popular. 

Tomando en consideración las experiencias 

negativas tenidas en elecciones primarias, 

es aconsejable promover otro tipo de me-

canismos que aporten a la democratización 

interna de los partidos de la mano con el 

fortalecimiento de la organización y parti-

cipación de las bases. 

6. Establecer mecanismos que disminuyan las 

desigualdades entre los partidos políticos 

generadas por el fi nanciamiento privado, 

proporcionándoles un mayor fi nancia-

miento público que facilite también la sos-

tenibilidad de los partidos en tiempos no 

electorales. Para el efecto es necesario crear 

una conciencia en los medios de comunica-

ción social y en la sociedad en general, ha-

ciendo ver que la democracia tiene un costo 

y es a través del fi nanciamiento público a 

los partidos.
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7. Precisar el destino del fi nanciamiento pú-

blico. Para superar las debilidades de los 

partidos políticos y revertir su inercia du-

rante los períodos no electorales, un con-

siderable porcentaje de este fi nanciamiento 

debería ir dirigido a las actividades perma-

nentes de formación, capacitación, comu-

nicación, desarrollo programático y aper-

tura de sedes, entre otras, que tengan por 

objeto el fortalecimiento institucional de 

los partidos. 

8. Impulsar una normativa más fuerte y rigu-

rosa que limite efectivamente la existencia 

de aquellos partidos políticos que sin ni si-

quiera participar en elecciones, sobreviven 

como tales de manera casi inerte  y que no 

cumplen a cabalidad con lo establecido en la 

LEPP en cuanto a la organización partida-

ria, realización de Asambleas, etcétera. Esta 

normativa, igualmente, serviría para impe-

dir las malas prácticas relacionadas con la 

venta de este tipo de partidos a otros grupos 

interesados, que sin necesidad de someter-

se al proceso de constitución previa de un 

comité pro formación de partido político 

conforme a la LEPP traten de constituirse 

en una nueva organización.

9. Promover las reformas necesarias al Códi-

go Penal, mediante las cuales se establezcan 

los delitos y sanciones electorales que per-

mitan cumplir de manera efectiva las dis-

posiciones de la Ley Electoral y de Partidos 

Políticos. 

10. Promover la reforma a la Ley de Servicio 

Civil, en términos de crear un servicio civil 

independiente y efi ciente que garantice, por 

un lado, la capacidad de implementación 

efectiva de las políticas diseñadas por el nivel 

político y que, por el otro, limite los altos 

niveles de clientelismo que pervierten la 

institucionalidad de los partidos políticos. 

11. Contemplar desde una perspectiva estraté-

gica los términos de una reforma integral 

y profunda, que vaya más allá de modifi -

caciones puntuales o coyunturales, con el 

propósito de generar verdaderos impactos 

positivos sobre el sistema de partidos políti-

cos y sobre el desarrollo institucional de los 

mismos.   
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I. Introducción

En mayo de 2004 cobraron vigencia diver-

sas reformas a la Ley Electoral y de Parti-

dos Políticos. Dentro de las mismas sobresalie-

ron las concernientes a dotar de competencia 

específi ca al Tribunal Supremo Electoral para 

controlar y fi scalizar el origen y destino de los 

fondos privados de las organizaciones políticas. 

Guatemala fue el último país centroamericano 

en aprobar una normativa que permitiera esta-

blecer ese tipo de supervisión. A la vez, la mis-

ma superó el antiguo debate concerniente a si la 

competencia específi ca de tal supervisión debía 

ser confi ada a la Contraloría General de Cuen-

tas. El Congreso de la República, el Tribunal 

Supremo Electoral y el Presidente de la Repú-

blica efectuaron una justa interpretación de los 

artículos 223 y 17 transitorio de la Constitución 

Política para concretar el tema, en el sentido de 

lo sugerido oportunamente en el Acuerdo de 

Paz relativo a reformas constitucionales y régi-

men electoral. 

La reforma encontró una autoridad electoral 

que no estaba preparada para asumir con pro-

piedad  las nuevas atribuciones que se le asigna-

ban; esto fue evidente en particular en el tema 

del control y fi scalización del fi nanciamiento 

partidario. Adicionalmente, el que no se haya 

establecido un conveniente período de vacatio 

legis, para que todos los involucrados tomaran 

debido conocimiento de su contenido y en 

consecuencia adoptaran las previsiones necesa-

rias para su correcto cumplimiento, no contri-

buyó a su efectiva aplicación desde un inicio.  

Aunado a lo anterior, la falta de una apropiada 

planifi cación dio como resultado que el con-

junto normativo prácticamente se aplicara has-

ta el año electoral, al inicio del cual se aproba-

ron, en forma apresurada, varios reglamentos. 

La investigación trata de explicar los alcances y 

efectos que la nueva normativa electoral ha te-

nido en el régimen de partidos en Guatemala, 

y sobre todo el escenario sobre el cual la mis-

ma debió haberse aplicado. Trata, a la vez, de 

identifi car los aspectos sobre los cuales la labor 

de las autoridades electorales y de los partidos 

debe ser mayor; y también analiza el esfuerzo 

llevado a cabo por el Mirador Electoral en 2007, 

mediante el monitoreo del gasto electoral en los 

medios de comunicación, efectuado por Acción 

Ciudadana.

La reforma electoral tiene, dentro de sus aspec-

tos novedosos, el mérito de haber permitido la 

creación de mecanismos de fi scalización cru-

zados con el objeto de establecer un esquema 

mínimo de prevención de las contravenciones 

electorales en materia de fi nanciamiento. Las 

elecciones efectuadas en el año 2007 han sido 

de las más caras en la historia de Guatemala; en 

tal virtud, se debe ser exigente para establecer 

lineamientos claros y precisos que permitan, de 

aquí en adelante, adoptar mecanismos efi cien-

tes de control y fi scalización del monto, origen 

y destino del dinero que los partidos emplean 

para el fi nanciamiento de sus actividades per-

manentes y campañas electorales. 

SEXTA PARTE
Análisis del régimen de fi nanciamiento 
de los partidos y las campañas 
electorales

Alejandro Balsells – Míriam Gramajo
Asociación de Investigación y Estudios Sociales, ASIES
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II. El fi nanciamiento de los partidos 
políticos en el año 2007

Al aprobar el Decreto 10-04 en mayo del año 

2004, el Congreso de la República asignó al Tri-

bunal Supremo Electoral (TSE), de forma ex-

presa, la competencia de fi scalizar el dinero de 

origen privado que ingresa a las organizaciones 

políticas. Esta decisión, tomada en un contexto 

en que la mayoría de países de Latinoamérica ya 

había aprobado un régimen similar, transforma 

de forma signifi cativa las labores tradicionales 

de la autoridad electoral, y supera la discusión 

concerniente a la supuesta competencia de la 

Contraloría General de Cuentas en cuanto a tal 

fi scalización. 

Dentro de lo sobresaliente de las elecciones ge-

nerales de 1999 y 2003 está lo atinente a que 

el TSE dejó de ser un simple organizador de 

eventos electorales, para convertirse en un ver-

dadero promotor de la participación cívico elec-

toral. En 2007 su responsabilidad de fi scalizar el 

fi nanciamiento privado de los partidos políticos 

y el acceso de los mismos a los medios de co-

municación es, sin lugar a dudas, su atribución 

más signifi cativa. En este sentido, cuatro son 

los aspectos más novedosos de la reforma elec-

toral en cuanto al régimen de fi scalización del 

fi nanciamiento partidario electoral: el estable-

cimiento de un límite formal de gastos para la 

campaña electoral; la fi scalización del fi nancia-

miento privado de las organizaciones políticas, 

mediante la presentación al TSE de diversos 

informes mensuales, bimestrales y semestrales;  

el establecimiento de límites de espacio y tiem-

po para la difusión de propaganda partidaria en 

los medios de comunicación; y el control sobre 

lo pautado en los medios versus los reportes 

que los partidos presentan de lo que habrían 

gastado en los mismos. 

Estos cuatro aspectos no tienen ninguna com-

paración con el proceso electoral del año 2003, 

toda vez que la ausencia de normativa específi ca 

en torno al tema impedía que el TSE pudiera 

conocer los detalles del fi nanciamiento privado 

de las organizaciones políticas. En contraposi-

ción, el fi nanciamiento público sí era objeto de 

alguna reglamentación, sin que la misma fuera 

específi ca, pues se circunscribía a establecer al-

gunos mecanismos de control sobre el destino 

de dichos fondos.

En función del sistema de partidos políticos 

que se desee construir o mantener, así deberá 

ser la instauración del régimen de fi nancia-

miento que se adopte. Tanto la historia, como 

la experiencia comparada, muestran que ambas 

decisiones deben ser tomadas por los legisla-

dores al momento de analizar en el proceso de 

reforma lo conveniente al régimen fi nanciero. 

En Guatemala, no se ha establecido un régimen 

de fi nanciamiento anticipado para los gastos 

de campaña, empero, puede ser conveniente 

poder legislarlo, pero, por otra parte, la ines-

tabilidad institucional de los partidos, la poca 

democratización interna y sobre todo la au-

sencia de procedimientos de democracia de los 

mismos afi liados y por supuesto la inexistencia 

de asegurar la descentralización de los fondos 

institucionales en el ámbito en donde el partido 

tenga organización, motivan a replantear todo 

el engranaje en sus distintas aristas. 

En este orden de ideas resulta oportuno seña-

lar que el sistema y el debate sobre el fi nancia-

miento puede caer en un círculo vicioso al esta-

blecer, por un lado, la necesidad de fortalecer el 

fi nanciamiento público, pero por otro, la poca 

aceptación que tal medida puede representar 

para el electorado y la ciudadanía en general, 

conducen a que cada vez más los partidos, de 

hecho necesiten y requieran más asistencia del 

fi nanciamiento privado para lograr resultados 

aceptables en un proceso electoral. 

En cuanto al nivel del gasto electoral propia-

mente dicho, las estimaciones conforme al mo-

nitoreo llevado a cabo por Acción Ciudadana 
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en 2003 y repetido en 2007, evidencian que el 

mismo no tuvo cambios signifi cativos y que 

el gasto real en propaganda no sufrió ningu-

na transformación que deba comentarse. En 

este sentido, resalta que la estimación del gas-

to total en propaganda y proselitismo efectua-

da en el año de 2003 fue de Q488,882,382.00, 

mientras que la realizada en el 2007 fue de 

Q469,191,207.12. Por consiguiente, de acuerdo 

con estas estimaciones hechas a partir de pre-

cios de mercado,  en 2003 se habría gastado casi 

veinte millones de quetzales más que cuando 

ya existía una normativa que permitía algún 

tipo de fi scalización por parte de la autoridad 

electoral. Ahora bien, si el período de campa-

ña estaba claramente delimitado, si existía un 

techo de gasto predeterminado, si se habían es-

tablecido límites a la propaganda difundida en 

medios de comunicación, y si existían procedi-

mientos de control y fi scalización, ¿por qué no 

se logró crear un efectivo poder disuasivo en 

torno al excesivo gasto que efectuaron las orga-

nizaciones políticas? 

Si las estimaciones realizadas por Acción Ciuda-

dana, respecto al gasto que los partidos políticos 

habrían efectuado durante el denominado pe-

río  do de precampaña, fuesen reales, el mis mo 

podría considerarse ilegal, dado que la propa-

ganda electoral sólo está permitida una vez se 

haya convocado el proceso. Por otra parte, lo 

ocurrido durante tal precampaña evidenció la 

necesidad de dotar al TSE de más instrumentos 

efectivos para hacer ejecutables sus resolucio-

nes. Es receta tradicional del derecho electoral 

que al reducir los tiempos de campaña lo que 

también se busca es que los partidos reduzcan 

el gasto de propaganda, particularmente en me-

dios de comunicación, que es el rubro que más 

recursos demanda. Congruente con esta ten-

dencia, la reforma electoral contempló un acor-

tamiento de los plazos –de seis a cuatro meses–; 

sin embargo, esto dio lugar a un prolongado 

período de precampaña, durante el cual, según 

las estimaciones hechas por Mirador Electoral, 

el gasto efectuado por todos los partidos habría 

ascendido a Q193,337,395.00. Independien-

temente de los recursos que efecti va mente se 

hayan gastado en este período, cuyo monto real 

se desconoce, lo cierto del caso es que los mis-

mos no estuvieron sujetos al control y fi scali-

zación del órgano electoral, a causa tanto de la 

falta de una normativa reglamentaria específi ca 

como de la debilidad de la autoridad electoral, 

que permitió el ingreso de fi nanciamiento sin 

advertir su origen, lo que sí está previsto expre-

samente en la ley. 

Como resultado de la investigación se corro-

boró que la capacidad institucional del TSE 

es muy débil. Evidencia de ello es que la au-

sencia de una planifi cación adecuada impidió 

que la normativa de control y fi scalización del 

fi nanciamiento fuera exigida de forma efectiva. 

Como ya se mencionó, esta situación también 

fue resultado, en parte, de que la ley no previó 

un período de vacatio legis efectivo que permi-

tiera crear procesos certeros para su pleno cum-

plimiento. La autoridad electoral no fue capaz 

de prever, y mucho menos de controlar, que 

el gasto de los partidos se efectuara dentro de 

los límites fi jados, a pesar que todos los medios 

de comunicación, que registraron sus tarifas 

para transmitir propaganda, debían informar, a 

diario, sobre los espacios y tiempos empleados 

por las organizaciones políticas en cada uno. Si 

bien el gasto en medios de comunicación es un 

rubro signifi cativo, es quizás uno de los más 

fáciles de controlar, toda vez que lo publicado 

en la prensa escrita queda impreso, mientras 

que lo difundido por radio y televisión puede 

determinarse mediante una adecuada labor de 

monitoreo.

Sin embargo, aunque el diseño de la normati-

va  buscaba evitar que los partidos rebasaran el 

límite de gastos, el TSE no logró este cometi-

do; a la debilidad institucional ya aludida ha-



Siete claves para el cambio

Fundación Soros Guatemala – NDI – nIMD – ASIES – DOSES – FLACSO98

bría que sumar la inexperiencia en el tema. Es 

importante reiterar que la estimación del gasto 

en propaganda monitoreado en medios de co-

municación sobrepasa, de forma considerable, 

el límite de gastos establecido por el TSE con-

forme los lineamientos legales y que la Inspec-

ción General no coadyuvó a ningún proceso de 

fi scalización fi nanciera o auditaje de medios.

Otro de los aspectos sobresalientes es que, por 

parte de los propios partidos políticos, existió 

muy poca fi scalización recíproca. Ninguno 

presentó denuncias formales sobre eventuales 

anomalías en los gastos de otras organizaciones, 

situación que por el contrario es muy común 

en varios países de la región. Por otra parte, la 

Unidad de Auditoría Electoral del TSE, acos-

tumbrada a la fi scalización interna de los recur-

sos propios,  y que desde 2003 cumple un papel 

fundamental en la preparación del padrón elec-

toral, también se vio superada por el cúmulo 

de nuevas actividades que debía llevar a cabo, 

acerca de las cuales la Inspección General debió 

jugar un papel más signifi cativo. 

Puede advertirse que el régimen de fi scalización 

del fi nanciamiento de los partidos políticos está 

en transición, pero que el andamiaje institucio-

nal de la autoridad electoral debe fortalecerse 

en el corto plazo. Esto es imprescindible para 

superar la crisis que se generó por la falta de 

capacidad para ejercer a cabalidad las funcio-

nes encomendadas, y por no haber dispuesto 

de efi cientes herramientas de planifi cación que 

pudieran asegurar el establecimiento de verda-

deros mecanismos de control, en un contexto 

donde la falta de recursos presupuestarios no 

fue la condición aplicable. El que la autoridad 

electoral no haya sido capaz de montar un mo-

nitoreo de medios, como el que realizó el Mi-

rador Electoral, a pesar que estaba previsto en 

el reglamento de control y fi scalización de la 

propaganda electoral, para lo que además pudo 

disponer de recursos fi nancieros, evidencia la 

necesidad de emprender cuanto antes un pro-

ceso de modernización en estos ámbitos. Más 

que un esfuerzo aislado de la autoridad electo-

ral, constituye parte de una decisión de Estado 

que debe ser sabiamente dirigida por las autori-

dades competentes. 

Sin perjuicio de ello, si bien puede decirse que en 

esta materia una reforma legislativa no es apre-

miante, sí lo es una reforma reglamentaria e ins-

titucional, puesto que la normativa secundaria ha 

hecho que el régimen de fi scalización sea más dé-

bil de lo que ya está confi gurado en la Ley Elec-

toral y de Partidos Políticos. La efectividad en el 

control del fi nanciamiento partidario exige la im-

plementación de diversos medios de verifi cación.  

De lo contrario, se corre el riesgo de que dinero 

producto de transacciones ilícitas infl uya en deci-

siones de gobierno. En este contexto, se conside-

ra que la decisión de despedir a 15 funcionarios 

de la Unidad de Auditoría Electoral, ejecutada el 

2 de mayo de 2008 por la magistratura que inició 

sus labores a fi nes de marzo, fue precipitada e in-

conveniente para la efectiva ejecución del proce-

so de control y fi scalización del gasto electoral de 

los partidos políticos.  En efecto, dado que hasta 

el 6 de mayo vencía el plazo para que las organi-

zaciones políticas que participaron en el proceso 

electoral del año 2007 presentaran sus respectivos 

informes fi nancieros anuales, en los que deberían 

especifi car el origen, manejo y aplicación del fi -

nanciamiento público y privado ejecutado con 

motivo de su participación en la campaña elec-

toral –debidamente certifi cados por el contador y 

representante legal de cada organización y dicta-

minados por un auditor externo–, era a partir de 

tal fecha cuando se podría haber efectuado una 

fi scalización a fondo. Según se tiene entendido, 

en la actualidad el cronograma original de este 

proceso ha sido diferido.

Seguramente tal decisión se adoptó no por 

afán de bloquear la fi scalización sino por fal      ta 

de conocimiento de la materia, de suyo espe-
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cializada. Posiblemente también se desconocía 

el proceso de capacitación implementado en 

el ámbito de la Unidad de Auditoría Electoral, 

que contó con fuerte apoyo de la cooperación 

internacional a lo largo de más de un año, el 

que prácticamente se habría desperdiciado. 

En consecuencia, se considera que para evitar 

especulaciones que pudieran afectar la credi-

bilidad de la institución, todo lo concerniente 

al tema debe ser objeto de debate franco y téc-

nico, buscando la necesaria asesoría para preve-

nir errores como el mencionado. Finalmente,  

también se considera importante asentar que, 

a pesar que se intentó por varios medios y vías, 

el equipo de investigación no pudo acceder al 

conocimiento de documentación de detalle que 

se encuentra en el TSE. Dado que esto era im-

prescindible para comprobar y verifi car el fun-

cionamiento efectivo del proceso de control y 

fi scalización, se concluye que en la práctica ex-

iste una resistencia institucional para permitir 

el acceso a información de carácter público que 

por su naturaleza debe ser objeto de monitoreo       

ciudadano. 

III. Conclusiones específi cas

1. La reforma electoral incluyó aspectos que 

modernizaron el régimen electoral guate-

malteco, particularmente en lo que respec-

ta al régimen de control y fi scalización del 

fi nanciamiento de las organizaciones políti-

cas. Sin embargo, la emisión y aplicación de 

disposiciones desordenadas no permitieron 

institucionalizar los procesos en los mo-

mentos oportunos. 

2. El TSE tardó un considerable período de 

tiempo en emitir el reglamento relativo al 

control y fi scalización del fi nanciamien-

to público y privado de las organizaciones 

políticas. Adicionalmente, se estima que al 

remitir a un instructivo los plazos de pre-

sentación de informes debilitó la efectivi-

dad del mismo. 

3. En cuanto al régimen de fi nanciamiento 

privado, se evidencia la necesidad de mo   di-

fi car la normativa concerniente al estable-

cimiento de límites a los gastos de campa-

ña, atendiendo a la naturaleza y alcances de 

las distintas campañas que se efectúan para 

puestos de elección popular. Tales límites 

no deben responder a un parámetro fi jo, 

correspondiendo a la autoridad electoral la 

responsabilidad de establecerlos de confor-

midad con diversos parámetros objetivos 

debida y oportunamente determinados. 

Pa ra que la fi scalización y control de este 

fi nanciamiento sea más efectiva, es impres-

cindible contar con un adecuado régimen 

de sanciones. 

4. Es imprescindible efectuar un ajuste y per-

feccionamiento de todos los cuerpos nor-

mativos reglamentarios relacionados con el 

régimen de control y fi scalización del fi nan-

ciamiento partidario, a partir de las leccio-

nes aprendidas durante el proceso electoral 

2007, con el objeto de hacerlos congruentes 

y efectivos. 

5. De conformidad con la información general 

disponible, la mayoría de organizaciones 

po lí ticas que participaron en el proceso 

electoral 2007 cumplieron formalmente, en 

cuanto a contenidos y plazos,  con entregar 

a  la Unidad de Auditoría Electoral del TSE 

los informes y documentos exigidos por 

los respectivos reglamentos de control y 

fi scalización. 

6. La normativa relacionada con el régimen 

de control y fi scalización del fi nanciamien-

to partidario encierra compromisos que 

deben afrontarse no sólo desde un ámbito 

presupuestario, sino que sobre todo desde 
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un empeño institucional sin precedentes 

en el seno del organismo electoral. 

7. Con el propósito de corregir y superar situa-

ciones ambiguas por no estar debidamente 

precisadas ni en la ley ni en los reglamen-

tos, todo lo relativo a la precampaña, parti-

cularmente lo relacionado con el gasto que 

la misma genera, debe regularse específi ca-

mente. En este sentido, se considera que es 

conveniente establecer que lo gastado dentro 

de ella en concepto de propaganda electoral y 

llamamiento al voto se computará como par-

te del gasto genérico de campaña. 

8. El monitoreo del gasto de campaña en me-

dios de comunicación masiva en el proceso 

electoral 2007, realizado por Acción Ciuda-

dana para el Mirador Electoral, deja al des-

cubierto grandes debilidades del proceso de 

fi scalización efectuado por el TSE  y, sobre 

todo, evidencia la necesidad de que confor-

me la ley la Inspección General se sume al 

esfuerzo de fi scalización. 

9. Si bien la Ley Electoral y de Partidos Políticos 

contiene algunas sanciones, por demás vagas, 

el carácter único y sistémico del régimen jurí-

dico guatemalteco permite que el TSE pueda 

aplicar la normativa esencial para hacer efi caz 

el cumplimiento de sus resoluciones.

IV. Áreas estratégicas de interés para 
la reforma electoral

Como resultado de la investigación se han 

identifi cado las siguientes áreas prioritarias de 

atención: 

Por parte del Congreso de la República

11. Regular lo concerniente a los gastos de pre-

campaña.

12. Rescatar la normativa original relativa a 

que el límite de gastos sea modifi cable y no 

estático, como está previsto actualmente en 

la LEPP, así como fi jar límites de gastos por 

campaña específi ca y no de forma genérica. 

13. Establecer un marco de sanciones efectivo. 

En la investigación se concluye que los gastos 

efectuados durante el período de precampaña 

que estén directamente relacionados con la di-

fusión de propaganda electoral y apelación al 

voto a favor de un candidato son ilegales. En 

virtud que los partidos son instituciones de 

Derecho público, sólo pueden hacer aquello 

que está previsto de forma expresa en la norma. 

Por consiguiente, con el objeto de hacer más 

atendible los criterios de custodia del proceso 

electoral por parte de las autoridades electora-

les, es necesario que se establezca con claridad 

que toda propaganda electoral efectuada fuera 

del correspondiente proceso es ilegal, dejando 

a salvo la regulación que en torno de elecciones 

primarias debe existir. Respecto del límite de 

gastos, las normas de armonización de la LEPP, 

contenidas en el Decreto 35-06, suprimieron 

la facultad que el Decreto 10-04 otorgaba al 

TSE y los partidos políticos para modifi car de 

común acuerdo tal límite. Por consiguiente, se 

considera conveniente restablecer tal facultad, 

toda vez que es evidente que el mismo debe ser 

objeto de ajustes. 

Desde que el TSE hizo uso del derecho de ini-

ciativa de ley que le compete para proponer 

reformas a la LEPP, contempló la necesidad 

de establecer límites de gastos según la elec-

ción de que se trate, las que agrupó en tres: 

1) Elección de Presidente y Vicepresidente, 

diputados por lista nacional y al Parlamento 

Centroamericano; 2) elección de disputados 

distritales; y 3) elección de corporaciones mu-

nicipales. Sin embargo, en la actualidad sólo 

se establece un límite genérico por campaña, 

sin establecer ámbitos geográfi cos específi cos 

(p.e. nacional, distrital y municipal) e implí-

citamente se establece otro para las elecciones 

municipales cuando los candidatos son pos-
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tulados por comités cívicos electorales. En 

consecuencia, es conveniente reformar esta 

normativa si en realidad se pretende que los 

candidatos no manejen recursos de forma di-

recta. Por último, el régimen de sanciones es 

cuasi nulo y las mismas, cuando existen, son 

excesivamente débiles y escasas. Asimismo el 

tema del fi nanciamiento debe ser tratado en 

concordancia con el esquema del sistema de 

partidos políticos, con el objeto de hacer el de-

bate congruente y técnicamente aceptable.

Por parte del Tribunal Supremo Electoral

14. Dotar a la Auditoría Electoral y a la Inspec-

ción General de marcos normativos y pro-

cedimientos institucionales que posibiliten 

el efectivo cumplimiento de la función 

básica de control y fi scalización del fi nan-

ciamiento de las organizaciones políticas,  

atribuida al TSE en el primer párrafo del 

artículo 21 de la LEPP.

15. Reformar, a partir de las lecciones apren-

didas con motivo del proceso electoral de 

2007, los reglamentos relativos al control y 

fi scalización del fi nanciamiento partidario 

público y privado, y de propaganda electo-

ral y asegurar el papel de la Inspección Ge-

neral en el proceso de monitoreo. 

16. Dar la máxima publicidad, en aplicación de 

los principios de transparencia y rendición 

de cuentas, a todos los actos que adopte en 

el ámbito del régimen del fi nanciamiento 

partidario, facilitando además el libre acce-

so a toda la información relacionada con tal 

régimen, para fi nes de fi scalización ciuda-

dana e investigación académica.

La investigación pudo evidenciar que en la 

actualidad la Auditoría Electoral no cuenta 

con el sufi ciente recurso humano especializa-

do, indispensable para ejercer sus funciones 

a plenitud y hacer frente a sus obligaciones. 

A la vez tampoco dispone de las herramientas 

institucionales modernas que le permitirían 

llevar a cabo una fi scalización preventiva. Por 

consiguiente, se considera que la actual ma-

gistratura debe promover la capacitación y 

especialización del personal de la Unidad, así 

como prestar especial atención  al diseño y es-

tablecimiento de procedimientos que tiendan 

a hacer permanentes los procesos que la refor-

ma electoral exige. La investigación también 

evidenció que las normas reglamentarias y las 

contenidas en el instructivo de aplicación del 

régimen de fi nanciamiento son insufi cientes 

para efectuar una efectiva fi scalización. En tal 

virtud, se recomienda que la autoridad electo-

ral lidere un proceso de reforma sustantivo de 

las normas que corresponden al ámbito de sus 

competencias, con el objeto de hacerlo con-

gruente y ejecutable. 

Por parte de los partidos políticos 

Avanzar de manera sistemática en sus proce-

sos y esfuerzos de desarrollo institucional, y 

en particular transparentar y rendir cuentas 

acerca del monto, origen y destino de los re-

cursos, públicos y privados, que reciban para 

el financiamiento de sus actividades perma-

nentes y de campaña electoral, con el fin de 

atender tanto la normativa de control y fisca-

lización que realiza el TSE como la auditoría 

ciudadana. De acuerdo con diversas consta-

taciones de la investigación, todo indica que 

la mayoría de partidos políticos no tuvieron, 

por lo menos al inicio de la puesta en vigor 

del proceso de control y fiscalización, plena 

conciencia y conocimiento especializado de 

todas las implicaciones legales, administrati-

vas y contables, incluso políticas, que el nue-

vo régimen les exigía. Prácticamente, se tra-

taba de transitar de un estado de informalidad 

y casi nula rendición de cuentas a uno de for-

malidad, de aplicación de normas precisas, de 

planificación de procesos, de designación de 
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responsables, de cumplimiento de plazos, de 

establecimiento de procedimientos de com-

probación de ingresos y egresos, dinerarios 

y no dinerarios, y de controles internos, en-

tre otras adecuaciones.  Por lo tanto, a partir 

de las lecciones aprendidas, de los aciertos y 

deficiencias que se experimentaron, es apre-

miante que las autoridades correspondien-

tes y sus órganos de fiscalización financiera 

asuman el compromiso institucional de de-

sarrollar y hacer eficientes los procedimien-

tos establecidos en la ley y sus reglamentos, 

facilitando así el debido proceso de control y 

fiscalización. 

Es evidente que la ausencia de procedimientos 

internos de control, por parte de los propios 

partidos, permitió que durante todo el proce-

so electoral 2007 ninguno haya presentado de-

nuncias respecto de anomalías en el régimen de 

fi nanciamiento cometidas por organizaciones 

adversarias, como ocurre de forma común en 

otros países del área. 

Publicidad del debate

La Ley Electoral y de Partidos Políticos es, qui-

záss el cuerpo legislativo que más se ha some-

tido a discusión con diversos sectores sociales, 

ciudadanos y políticos. Han sido múltiples las 

convocatorias e iniciativas en torno de propues-

tas de modifi cación del régimen.  Sin embargo, 

en esta ocasión se recomienda que se prioricen 

los aspectos susceptibles de ser regulados o 

modifi caciones legislativamente, con el fi n de 

evitar el riesgo de repetir largos procesos de de-

bate parlamentario que no ha sabido responder 

a los diversos momentos políticos que el país 

tuvo que afrontar. En síntesis, el debate debe 

ser abierto y público, pero con campos de ac-

ción debidamente acotados, con el objeto de fa-

cilitar, durante el primer año de esta legislatura, 

la adopción de las decisiones más importantes 

respecto del tema. Así se impedirá que la proxi-

midad de una nueva campaña electoral distor-

sione los acuerdos sobre lo que debe y puede             

reformarse. 
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I. Introducción

El presente documento es un resumen de 

los hallazgos encontrados al estudiar el pa-

pel de los medios de comunicación en el proce-

so electoral 2007. Las fi nalidades de este trabajo 

son:

a) Dar un panorama sobre cómo se realizó la 

cobertura electoral por parte de los medios in-

formativos, para identifi car si hubo sesgos en la 

misma y determinar el papel que pudieron ha-

ber tenido las preferencias e intereses de repor-

teros, editores, jefes de redacción, directores, 

dueños y anunciantes de medios informativos 

en condicionar la ecuanimidad y objetividad de 

la misma; b) Describir y analizar cómo es per-

cibido por la ciudadanía el papel de los medios 

informativos en la cobertura electoral y esta-

blecer si las personas perciben insufi ciencias o 

sesgos en ésta; y c) Presentar una exposición de 

cómo son percibidas las encuestas de opinión 

comisionadas y divulgadas por los medios in-

formativos y tratar de establecer su utilidad para 

el votante y la infl uencia que se les atribuye en 

las decisiones electorales.

Para poder abordar estos objetivos, el estudio se 

dividió también en tres partes: en primer lugar 

se analizó a través de encuestas, la percepción 

de los productores de la información: los perio-

distas, en cuanto a las formas en que desarrolla-

ron su trabajo durante el proceso electoral y, así, 

determinar si ellos o ellas identifi caron alguna 

presión a la hora de desarrollar su trabajo. La 

segunda parte consistió en realizar un análisis 

cualitativo y cuantitativo de las piezas periodís-

ticas publicadas en los procesos electorales 2003 

y 2007 para determinar si los medios de comu-

nicación tuvieron algún tipo de sesgo en cuanto 

a la información publicada. Finalmente, se ana-

lizó a través de encuestas, las percepciones de 

quienes leen la información y de cómo creen 

que esta información y las encuestas publica-

das les infl uyen a la hora de tomar decisiones 

electorales. Al incluir estos tres componentes se 

hizo un análisis integral que pretende dar una 

visión más completa de la actuación de los me-

dios de comunicación en el proceso electoral y 

cómo infl uyen en los y las lectoras a la hora de 

tomar decisiones. 

II. Condiciones de producción de 
la información electoral: Las 
percepciones de los periodistas

La sola lectura de los textos informativos no 

permite establecer las limitaciones que rodea-

ron su elaboración y que tienen incidencia 

en la manera como los signifi cados fueron 

codifi cados en el lenguaje periodístico. Para 

establecer esas circunstancias es necesario ir 

directamente a quienes lo produjeron, para 

in quirir con ellos y ellas sobre los aspectos 

que pudieron haber infl uido para que las 

informaciones y comentarios fueran elaboradas 

de una manera específi ca. Esta investigación, 

adicional al análisis textual, puede también 

establecer las limitaciones que se impusieron 

sobre los periodistas. Limitaciones que pueden 

ser internas, originadas dentro de los medios 
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informativos o externas, ocasionadas por actores 

ajenos los medios informativos.

Los resultados han sido obtenidos mediante 

una encuesta, cuyo cuestionario fue aplicado a 

68  periodistas de los principales medios infor-

mativos de proyección nacional que cubrieron 

las elecciones. Los medios cuyos periodistas 

fueron entrevistados son: Escritos: Prensa Li-

bre, Siglo Veintiuno, elPeriódico, Nuestro Diario y 

La Hora. Radiales: Emisoras Unidas, Radio Punto, 

Radio Nuevo Mundo y Radio Sonora. Televisivos: 

Guatevisión, Telecentro-Trece, Telediario y Notisiete. 

El levantamiento de la información se realizó 

del 5 de abril al 19 de mayo de 2008. Los en-

trevistados fueron exclusivamente reporteros, 

hombres y mujeres, que tuvieron participación 

en la cobertura de las elecciones de 2007. Se 

decidió incluir cinco entrevistados por medio, 

con excepción de Nuestro Diario y el Diario de 

Centro América donde solamente fueron cua-

tro quienes realizaron la cobertura del proceso 

electoral.

1. Criterios para elección de fuentes

Entre las fuentes que los periodistas consultan 

están los analistas y centros de análisis, los 

voceros de las instituciones y ministerios, 

los funcionarios públicos y ex funcionarios, 

las asociaciones gremiales y sociales, los orga-

nismos internacionales, las universidades y 

sus fuentes documentales y, en el menor de 

los casos, al ciudadano común. Las principales 

razones por las cuales los periodistas frecuentan 

una determinada fuente son, en primer lugar, 

el conocimiento del tema y, en segundo, la 

posibilidad que tienen de acceder a ella con 

facilidad. El hecho que exista predilección 

por una fuente de parte del medio o simpatía 

personal de parte de los periodistas no es 

una razón que sea aducida para preferirla. Al 

preguntarle a los reporteros participantes en 

el estudio si su medio tiene alguna política 

tácita o explícita para acudir preferentemente a 

determinadas fuentes en la cobertura política, 

el 63% respondieron que no, en tanto que 37% 

indicó que sí. No obstante no haber preferencia 

para las coberturas, los reporteros sí perciben 

limitaciones al acceso de fuentes. En este 

aspecto, son los reporteros de televisión los que 

más señalan esta característica.

2. Limitaciones temáticas

Es en la televisión en donde los reporteros se-

ñalan más limitaciones para coberturas. El 55% 

de teleperiodistas dijo percibir que en sus me-

dios hay temas que se excluyen de la cobertura 

política. En este sentido, en el medio en el que 

los reporteros perciben más amplitud de con-

tenidos es la radio. El 55% de radioperiodistas 

respondieron que en su medio no había tema 

alguno vedado. Las cifras son bastante similares 

para la prensa escrita: 54%. El inventario de te-

mas vedados abarca grupos de extrema izquier-

da, derechos humanos, reivindicaciones cam-

pesinas, críticas a las organizaciones gremiales 

de patronos y monopolios.  

Al hablar del clima prevaleciente en la redac-

ción, sobre todo en lo relativo a instrucciones 

recibidas de sus superiores, que tendieran a 

limitar la cobertura de las elecciones, el 79% 

negó que éstas se hubiesen producido en el 

medio para el que trabajan. En este sentido, 

debe hacerse notar que fueron los reporteros 

de medios televisados los que dijeron haber re-

cibido instrucciones que limitaron su trabajo. 

Al evaluar la actitud de sus superiores –jefes 

de redacción, editores, directores– seis de cada 

diez reporteros considera que no hubo una 

toma de partido de parte de éstos hacia ningún 

candidato en particular. No obstante, la cifra 

de quienes sí percibieron partidismo en supe-

riores es bastante alta: cuatro de cada diez. Al 

desglosarse los datos por modalidad de medio, 

son los reporteros de prensa impresa en donde 
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se registra un mayor porcentaje de jefes y supe-

riores. En estos medios fue donde más se tuvo 

la percepción de inclinaciones de los editores y 

jefes hacia alguno de los candidatos: 54%. En la 

radio, 70% de los reporteros indicaron que en 

su emisora no hubo inclinación para ninguno 

de los candidatos. En la televisión la cifra des-

ciende a 60% pero es todavía superior a la de la 

prensa impresa.

Ahora bien, ¿se refl ejó esta inclinación en la 

cobertura de cada medio? Las cifras parecen 

indicar que no fue un factor que provocara ses-

go dentro de la televisión y la radio. En el caso 

de los medios impresos, las cifras son menos 

contundentes. ¿Cómo se cristalizó esa simpa-

tía del superior en la cobertura periodística? 

Fundamentalmente, añadiendo más voces que 

eran opuestas o críticas a los puntos de vista ex-

presados por el o los candidatos por los que no 

simpatizaba el superior de los reporteros y, en 

segundo lugar, dándole más espacio a los candi-

datos afi nes. En cuanto al nivel jerárquico en el 

que se percibió favoritismo, es interesante no-

tar que es la dirección de los medios impresos 

hacia donde más apunta el señalamiento de los 

periodistas seguido de colegas reporteros. En 

este sentido, parece haber una actitud más pro-

clive hacia la crítica de sus medios de parte de 

quienes laboran en la prensa impresa.

En términos de asignación de espacio o tiempo 

o posición dentro de las publicaciones o emi-

siones, ocho de cada diez reporteros afi rman 

que no hubo órdenes para favorecer a candida-

to alguno. Es decir, en la mayoría de los casos 

privó un criterio periodístico profesional, más 

que las simpatías de los superiores, para asignar 

tiempos y espacios y decidir la posición de las 

notas relativas a cada candidato. 

En cuanto a los candidatos por los que se perci-

bió preferencia dentro de los medios, para dar-

les una cobertura preferencial, los periodistas 

mencionan cinco nombres: Otto Pérez Moli-

na,  Álvaro Colom, Alejandro Giammattei, Ri-

goberta Menchú, Eduardo Suger y Luis Rabbé. 

Estos nombres coinciden con los candidatos 

que encabezaron las encuestas de preferencia 

de voto. No aparece mencionado Mario Estra-

da. En cuanto a agentes externos que pudieran 

haber ejercido presiones para condicionar la 

cobertura, éstos no parecen haber sido un pro-

blema para los periodistas. Casi siete de cada 

diez los descarta. No hay un agente externo que 

prevalezca como fuente de presiones sobre los 

periodistas. Se mencionan con más frecuencia 

a los partidos políticos, los amigos del dueño o 

dueños del medio y los anunciantes. Factores 

amenazantes como el crimen organizado o el 

narcotráfi co, que suelen aparecer como agentes 

que impiden el desarrollo de la institucionali-

dad política guatemalteca y que disputan al Es-

tado el monopolio de la violencia, no aparecen 

entre las preocupaciones de los reporteros que 

cubrieron las elecciones. 

El ambiente en el que se desarrolló la cobertura 

puede califi carse como no hostil para los repor-

teros. La mayoría de los reporteros dijo no ha-

ber sido objeto de amenazas, intimidaciones ni 

agresiones físicas. Los periodistas que sí dijeron 

haber recibido intimidaciones situaron su ori-

gen en los partidos políticos, en los militantes 

y simpatizantes de candidatos y en magistrados 

del Tribunal Supremo Electoral. Los reporteros 

califi caron el ambiente prevaleciente en el me-

dio respecto de la campaña electoral. Tomando 

como referencia una escala de 1 a 10, donde 1 

signifi ca ausencia total de libertad para trabajar 

las notas (regaños, censura, etc.) y 10 signifi ca 

libertad total. La mayoría califi có entre 5 y 10, 

siendo 10 el más signifi cativo de la muestra en 

prensa escrita 36% y radio,  con el 50%. 

Usando otra vez la misma escala, se pidió a los 

periodistas que califi caran la cobertura realizada 

por el medio en las pasadas elecciones. El nú-

mero correspondería a total sesgo hacia algún 
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candidato en particular y 10 el ideal del equi-

librio informativo y neutralidad. Los resulta-

dos signifi cativos quedaron entre 5 y 10, con 

la constante más elevada nuevamente entre 8 y 

10,  para prensa escrita 25% y radio 40%. Seis de 

cada diez periodistas afi rmaron que la cobertu-

ra realizada por sus medios respecto de las en-

cuestas fue neutral. En este sentido, vale la pena 

mencionar que hubo un 22% que se abstuvo 

de emitir un juicio. Se les consultó cómo califi -

carían en términos generales las encuestas que 

publicó su medio. El mayor porcentaje corres-

pondió al No sabe/No responde: 41%. Sola-

mente un 9% las describió como parcializadas. 

III. Los medios informativos en las 
elecciones de 2003 y 2007

1. El proceso electoral 2003 

En el 2003 los candidatos más mencionados 

en los medios informativos fueron Efraín Ríos 

Montt y su partido el Frente Republicano Gua-

temalteco (FRG), que ejercía el gobierno y tenía 

la mayoría en el Congreso. El mayor volumen 

de información alusiva al FRG fue adversa y ge-

neralmente proveniente de los medios escritos 

y radiales. Los medios televisivos (exceptuan-

do Guatevisión) guardaron un poco de distancia 

que incluso podría traducirse en apoyo. La in-

formación que tenía como sujeto al FRG lo vin-

culaba con críticas a la gestión gubernamental. 

Ríos recibió atención por su inscripción como 

candidato y los problemas que esta inscripción 

generó. El segundo más mencionado por todos 

los medios fue Oscar Berger, pero en este caso 

la cobertura fue completamente diferente, ya 

que a éste se le apoyó abiertamente. Los medios 

pusieron especial atención a su salida del Parti-

do de Avanzada Nacional (PAN), para unirse a 

la Gran Alianza Nacional (GANA) y a su ope-

ración y recuperación al fi nal de la campaña.  La 

información que hablaba de Berger tuvo mayo-

res espacios o tiempos, mejores fotos e incluso 

el uso de adjetivos califi cativos positivos.

Con Álvaro Colom la cobertura se dio de dos 

maneras: fue favorable en cuanto el candidato 

estuvo en contra del FRG y Ríos Montt y en 

contra en cuanto atacó a Berger. En este pro-

ceso electoral se detectó que los candidatos 

únicamente recibieron atención cuando ocu-

paron los primeros lugares en las encuesta de 

opinión. La cobertura mediática en el 2003 fue 

sistemáticamente sesgada en contra del FRG y 

su candidato Efraín Ríos Montt y abiertamente 

favorable a Oscar Berger.

2. Proceso electoral 2007

En el caso del proceso electoral 2007, la co-

bertura se limitó a dar seguimiento a quienes 

ocuparon los primeros lugares en las encuestas. 

Se relegó a casi diez candidatos de la atención 

mediática de este tipo. La atención se dio mayo-

ritariamente a Álvaro Colom y Otto Pérez Mo-

lina. En la segunda vuelta Colom recibió 1,214 

menciones mientras que Pérez 1,147. Aunque 

pareciera que los medios favorecieron a Colom 

(tiene 67 menciones más) esta impresión se 

desecha si se considera que la última semana 

de monitoreo incluyó las notas en las que se 

confi rmó su victoria y, por tanto, recibió toda 

la atención mediática. Para determinar sesgos 

mediáticos se observó el tono general de las pu-

blicaciones. Se les califi có a las notas como po-

sitiva o negativa dependiendo de la valoración a 

favor o en contra que se hizo de cada candidato. 

De esa cuenta, eran positivas cuando en ellas 

predominaron las voces (tanto de quien redac-

ta como de las fuentes que cita) que apoyan o 

hablan positivamente del candidato o de los ar-

gumentos que éste externa. Es negativa cuando 

predominan las críticas. 

El monitoreo mostró que en la primera vuelta, la 

televisión abierta (Notisiete, Telecentro y Teledia-
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rio) y el grupo Prensa Libre (Guatevisión, Nuestro 

Diario y Prensa Libre) usaron en forma global 

más valoraciones positivas para los candidatos. 

El grupo Corporación de Noticias (Al Día y Si-

glo Veintiuno) y elPeriódico coincidieron en dar el 

mismo número de menciones a Álvaro Colom 

y Otto Pérez. Luis Rabbé (en TV abierta), Otto 

Pérez (en grupo Prensa Libre) y Eduardo Suger 

(en elPeriódico) recibieron el mayor número de 

piezas positivas. Al hacer una sumatoria de to-

dos los grupos noticiosos  Álvaro Colom y Otto 

Pérez recibieron exactamente el mismo núme-

ro de menciones (118), el segundo lugar lo tuvo 

Alejandro Giammattei con 97 y el tercero Rigo-

berta Menchú con 85. Mario Estrada fue quien 

menos recibió este tipo de menciones (30). 

En este caso se puede encontrar sesgo en los 

medios de TV abierta a favor de Luis Rabbé. 

Esto se puede afi rmar si observa que fue él 

quien más valoraciones positivas recibió las 

cuales fueron otorgadas específi camente por 

Notisiete y Telediario. Esta tendencia se corrobo-

ra con el número total de menciones. Ambos 

medios le mencionaron más que a cualquier 

otro candidato. En la segunda vuelta nueva-

mente el grupo Prensa Libre y la TV abierta 

usaron más estas valoraciones. En todos los 

casos favorecieron más a Colom aunque la 

diferencia no es muy signifi cativa, sólo en el 

grupo Prensa Libre se marcó más. Al ver las 

notas de signo negativo, la TV abierta prácti-

camente no usó este recurso. Aún así, se nota 

que el mayor número de menciones negativas 

las recibió Colom (263). Pérez fue el segundo 

más mencionado en forma negativa (237), el 

tercero Giammattei (126) y la cuarta Menchú 

(110). Rabbé y Estrada recibieron el mismo 

número (32). Si comparamos con las notas de 

signo positivo ninguno de los candidatos ob-

tuvo más de éstas que de las negativas. Colom, 

por ejemplo, tuvo 151 notas negativas más, 

Pérez 119, Giammattei 29, Menchú 25, Rabbé 

22 y Estrada 2.

En la segunda vuelta Pérez recibió más notas 

negativas. El grupo Corporación de Noticias fue 

el único que le dio más de este tipo de notas 

a Colom. Al comparar con las positivas Pérez 

recibió 99 notas negativas más, mientras que 

Colom recibió 8. Con lo que nuevamente se 

comprueba el intento de los medios de contra-

rrestar con unas y otras valoraciones la tenden-

cia a apoyar a un determinado candidato. 

3. Propaganda disfrazada de información: 
los infomerciales

Un infomercial surge cuando los géneros perio-

dísticos son utilizados con la fi nalidad de “ven-

der” las cualidades de un candidato, servicio u 

objeto. En algunos casos, estos materiales pro-

pagandísticos y publicitarios se difunden como 

“Campo pagado” lo que permite al público co-

nocer su naturaleza comercial o propagandística. 

El problema es cuando los medios no advierten 

a sus usuarios sobre este tipo de información y 

la presentan como producción del medio, cuan-

do en realidad los textos, grabaciones de sonido 

o videos han sido producidos por una agencia 

de publicidad o por el mismo partido político. 

Se puede decir entonces, que un infomercial es 

publicidad disfrazada de información. Muestran 

exclusivamente aspectos positivos de la persona o 

idea a la que se refi eren. Estos aspectos positivos 

son magnifi cados y no siempre son verdaderos. 

En estas producciones, generalmente, predomi-

nan la música y los colores del partido y las narra-

ciones son diferentes a las hechas por el medio, 

es decir, no son los presentadores del medio los 

que hablan.

En el monitoreo del 2003 se detectó el uso de 

este tipo de recurso. Por ello, en el 2007 se sis-

tematizó su observación y se encontraron info-

merciales en su mayoría en la televisión, pero 

también algunos en medios escritos. En la pri-

mera vuelta se usó más este recurso. La gráfi ca 1 

muestra el total de infomerciales publicados. 
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Aparentemente, se recurrió a los infomerciales 

con una triple fi nalidad: la primera para darle 

más credibilidad a mensajes propagandísticos; 

la segunda, para evadir los límites establecidos 

a los gastos de la campaña y la tercera, permitir 

a los medios otorgar espacio y tiempo gratuito 

a candidatos sin necesidad de que los partidos 

lo declaren en sus informes como contribu-

ción onerosa. En tiempo total de transmisión 

Notisiete empleó 2 horas y 43 segundos en in-

fomerciales que según sus tarifas a agosto del 

2007 equivale a Q386,072.00. Telediario empleó 

1 hora 33 minutos y 38 segundos que equivale a 

Q383,824.00. Como muestra la gráfi ca 22, este 

tiempo favoreció a Luis Rabbé (1:58:43), Otto 

Pérez (0:37:32), Álvaro Colom (0:25:13), Ale-

jandro Giammattei (0:24:32) y Mario Estrada 

(0:24:30), respectivamente. (Gráfi ca 2)

Para la segunda vuelta, ni Prensa Libre, ni Gua-

tevisión, ni Telecentro usaron este recurso. Los 

tiempos utilizados por Colom y Pérez dismi-

nuyeron tal como lo muestra la gráfi ca 3. En 

este caso Notisiete fue el noticiero que más info-

merciales publicó. 

Los infomerciales son un engaño a la ciudada-

nía y dadas las nuevas regulaciones que norman 

las campañas electorales, son una manera de 

eludir los topes de campaña y de promover la 

opacidad en el gasto electoral. Además, al ser 

presentados como información legítima, con-

tribuyen  a dar una visión errada de las normas 

éticas y técnicas dentro de las que funciona la 

profesión periodística.
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IV. La relevancia e infl uencia de 
los medios: Percepciones de la 
ciudadanía

Los medios son las instituciones que los guate-

maltecos califi can mejor, en cuanto a la manera 

como desarrollan su función en la sociedad. Ins-

tituciones que forman parte del sistema político 

y electoral, como la Presidencia, el Congreso de 

la República, el Organismo Judicial en sus di-

versos componentes y los partidos políticos son 

juzgados muy por debajo de instituciones no 

estatales ni electorales. La fuente principal de 

información sobre lo que sucede en el país en 

general y en la política, en particular, la consti-

tuye la televisión y, en segundo lugar, aunque 

bastante alejados, la radio y la prensa impresa. 

Internet tiene una presencia marginal como 

vehículo informativo. Al hacer más específi ca 

la pregunta y centrarla en los candidatos pre-

sidenciales, continúa prevaleciendo el rol do-

minante de la televisión y el papel marginal de 

actividades como los mítines.

En general, los guatemaltecos tienen una valo-

ración positiva de los medios. Los perciben 

como proveedores abundantes de información 

útil, objetiva/cabal acerca de los candidatos, sus 

propuestas y el curso del proceso electoral en 

general. El fl ujo de información sobre candidatos 

y partidos fue percibido mayoritariamente como 

sufi ciente o mucho. La apreciación se mantiene 

dentro del rango positivo cuando se refi ere 

al volumen de información que se difundió 

respecto del candidato de los entrevistados. 

La información sobre partidos candidatos y pla-

nes de gobierno fue evaluada como útil por la 

mayoría de los encuestados. Los juicios negati-

vos son minoría. La percepción de los entrevis-

tados cuando evalúan la objetividad y el balance 

en la cobertura de las elecciones en general y de 

sus candidatos en particular, es que sus candida-

tos fueron tratados de forma neutral o positiva. 

La gran mayoría, 64.1%, percibe algún nivel de 

infl uencia de la información que leyeron, vie-

ron o escucharon en los medios sobre candida-

tos en su decisión electoral personal. El medio 

al que se percibe como el más infl uyente en las 

decisiones político-electorales es la televisión, 

seguido muy de lejos por los medios impre-

sos. No parece haber críticas hacia los medios 

por su desempeño en la cobertura del proceso 

electoral. Hay una cifra que casi puede denotar 

unanimidad, 92.4%, al expresar conformidad 

con la manera como los medios cubrieron las 

elecciones. 

V. Las encuestas y las decisiones 
electorales

La mayoría de los entrevistados para este estu-

dio dijo haber leído, escuchado o visto noticias 

sobre las encuestas. El número de personas que 

no accedió a este tipo de información es ver-

daderamente marginal, 6.3%. La mayoría de las 

personas, casi siete de cada diez, las percibieron 

como objetivas o cabales. En términos del nivel 

de objetividad o de ausencia de ésta, el 17.5% 

las evalúan como poco o nada objetivas frente a 

53.2% que las juzga como objetivas y muy ob-

jetivas. Una minoría muy signifi cativa, 46.1%, 

afi rma que las encuestas no le ayudaron nada 

a la hora de decidir por quién votar. Uno de 

cada tres guatemaltecos afi rma que si le ayudó 

en alguna medida y el 19.9% dijo que sí le ayu-

daron mucho. En términos de infl uencia, los 

guatemaltecos afi rman que las encuestas no in-

fl uenciaron su voto.

En términos generales, de acuerdo con las per-

cepciones recogidas, no puede descartarse de 

plano que las encuestas sean irrelevantes en las 

valoraciones que hacen los electores a la hora 

de decidir su voto. Su infl uencia puede darse 

en forma de instrumento utilizado para decidir 

el voto, lo cual implica un ejercicio analítico y 

valorativo de la información que transmiten o 

simplemente como una fuerza que empuja a 
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votar. Otra de las posibilidades de incidir de las 

encuestas puede producirse cuando los electo-

res, al ver que un candidato es descrito como 

muy popular o encabezando los sondeos de in-

tención de voto, decidan inclinarse a favor de 

éste. Los guatemaltecos consideran que cuando 

una encuesta presenta a un candidato con pocas 

preferencias de votos, esto le perjudica porque 

le hace perder votos. Y en términos del efecto 

que la pérdida de popularidad de algunos can-

didatos puede tener en la suma de apoyos ha-

cia quien encabeza las preferencias electorales, 

cuatro de cada diez guatemaltecos dicen que 

quienes apoyan al candidato débil se cambian al 

puntero, la mitad afi rma que el apoyo se man-

tiene, lo cual implica que las encuestas no infl u-

yen y 11.8% dicen que esto es motivo para no 

acudir a las urnas. Por último, la mayoría de los 

entrevistados se opone a prohibir la realización 

y publicación de encuestas un mes antes de las 

elecciones. En este sentido, la opinión está bas-

tante defi nida, porque el porcentaje de quienes 

se manifi estan indiferentes es apenas del 20%.

VI. Conclusiones específi cas

1. Conclusiones de las percepciones de los 
periodistas

La mayoría de los 68 periodistas que participa-

ron en el estudio, un grupo que si bien no es 

representativo en términos estadísticos porque 

no constituye una muestra del total de reporte-

ros que labora en los medios de comunicación 

nacionales, no percibió limitaciones a la cober-

tura que realizaron de las elecciones de 2007. 

En los casos que se menciona inclinación de sus 

superiores hacia algún candidato o candidatos 

en particular, esta simpatía no se trasladó a la 

producción de las informaciones como tampo-

co estimuló enfocar la cobertura electoral ha-

cia algún candidato en particular. El resultado 

confi rma que al menos desde la óptica de los 

periodistas no se produce una relación orgánica 

de anunciantes y medios. Si bien es cierto hay 

presiones para orientar la cobertura, de parte de 

anunciantes, políticos y amigos de los dueños 

hacia un determinado candidato, el trabajo de 

los reporteros es descrito por éstos como re-

lativamente autónomo. Los postulados de la 

corriente que se centra en la economía política 

de los medios no encuentran fundamento en 

el ámbito guatemalteco, ya que, según los pe-

riodistas, los medios para los que laboran pare-

cen no fungir como correa de transmisión de 

los mensajes generados en el sector económico 

dominante.

En relación con las encuestas y su difusión, los 

periodistas que laboran en medios que realiza-

ron estos sondeos de preferencias electorales 

no consideran que se haya manipulado la in-

terpretación. En general, la valoración de los 

reporteros hacia las encuestas tiene más res-

puestas en los califi cativos de “objetiva” y “pro-

fesional”. Es interesante que el narcotráfi co y 

el crimen organizado, dos de los factores que 

más son mencionados en las narrativas perio-

dísticas y en análisis políticos y académicos, 

como dos grandes problemas nacionales y que 

se perciben como corruptores del sistema polí-

tico electoral, no hayan sido mencionados en-

tre las amenazas externas que pudieron haber 

condicionado la cobertura electoral. Es muy 

probable que esta percepción se deba a que la 

totalidad de los entrevistados resida y trabaje en 

la capital y sus áreas de infl uencia, en donde el 

narcotráfi co, a diferencia de lo que sí acontece 

en los departamentos, no ejerza presiones sobre 

los periodistas.

No deja de ser preocupante que los magistra-

dos del Tribunal Supremo Electoral sean des-

critos como actores que manifestaron actitudes 

y conductas hostiles hacia los periodistas. Otras 

fuentes hostiles fueron los activistas de partidos 

políticos. Se determina por los resultados que 

no hubo fuentes preferenciales en la cobertu-

ra y que en el mayor de los casos se consultó 
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a fuentes con dominio de los temas políticos. 

El clima general prevaleciente en los medios 

durante la campaña electoral fue neutral. En 

suma, el clima en general según los periodis-

tas fue neutral y no se percibieron amenazas o 

presiones dentro o fuera de los medios que pu-

dieran haber limitado la cobertura u orientarla 

de manera sostenida hacia o en contra de algún 

candidato. En este sentido, las percepciones de 

los periodistas acerca de su trabajo y de lo que 

de éste se refl ejó en las noticias difundidas por 

los medios para los que laboran coinciden con 

las del público en general y con las valoraciones 

producidas por el análisis de contenido, com-

ponentes ambos de esta investigación. En este 

sentido, debe hacerse notar que si bien no hubo 

mandatos de sesgo, los periodistas confi rman 

que se produjo exclusiones, porque la cober-

tura se centró en los postulantes que encabe-

zaban las encuestas, con lo cual prácticamente 

se invisibilizó a quienes punteaban bajo en las 

preferencias electorales. 

2. Conclusiones en cuanto a la producción 
periodística 2003 y 2007

Para el caso del 2003, los datos confi rmaron 

que sí hubo sesgo por parte de los medios. 

Éste fue negativo para Efraín Ríos Montt y el 

FRG y positivo para Oscar Berger y la GANA. 

Tampoco se notó una atención especial de los 

medios por hacer un análisis de los planes de 

gobierno de los partidos participantes en el pro-

ceso. En el 2007 no se produjo una cobertura 

abiertamente favorable respecto de ninguno de 

los candidatos. Salvo Notisiete y Telediario que en 

la primera vuelta apoyaron a Luis Rabbé y el 

FRG. Las coberturas que los medios hicieron 

en el 2007 fueron relativamente neutras y ba-

lanceadas. En este sentido, las notas difundidas 

presentaron de manera global argumentos po-

sitivos y negativos al hablar de las propuestas de 

los candidatos. También se notó más atención 

en analizar los planes de gobierno. Se presen-

taron diferentes temas analizados por expertos. 

En ambos períodos electorales se puso mayor 

atención a los candidatos que puntearon más 

alto en las encuestas. Por lo tanto, el resto de 

partidos políticos quedaron relegados, esto no 

signifi có que se les ignorara por completo, pero 

no recibieron la misma atención y espacio que 

se les asignó a los punteros. 

3. Conclusiones de las percepciones de la 
ciudadanía

Los medios informativos son muy importantes 

para la vida política de los guatemaltecos, son la 

fuente primordial de información sobre temas 

públicos y temas electorales, por encima de fuen-

tes directas como los mítines. La manera como 

cubrieron la campaña electoral permitió tener un 

buen grado de acceso de parte de los guatemal-

tecos a informaciones sobre los diversos actores 

políticos. No se percibió que haya habido favori-

tismo en la cobertura o que ésta se haya orienta-

do en desmedro de candidato alguno. En cuanto 

a la valoración de los medios, los guatemaltecos 

no sólo aprecian su trabajo sino que además, los 

sitúan por encima incluso de la Iglesia católica y 

las instituciones que conforman nuestro sistema 

político. Esto permite afi rmar que los medios tie-

nen prestigio. La valoración que se hace de los 

medios les atribuye infl uencia en las decisiones 

electorales. En este aspecto, los guatemaltecos 

piensan que es la TV el medio que más infl uye en 

sus decisiones políticas, con una intensidad alta.

4. Conclusiones de las encuestas

Nos encontramos ante un panorama en el cual 

las encuestas se presentan como un instrumen-

to útil, objetivo y de buena calidad, que refl eja 

de manera neutral el clima de opinión pública 

prevaleciente en la campaña electoral. Las en-

cuestas en general son vistas como objetivas y 

cabales. En cuanto a la infl uencia que pueden 

tener en decisiones personales de voto y en 
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restar o añadir apoyo, las evidencias no son del 

todo claras. Los guatemaltecos niegan que les 

hayan infl uido en su voto, sin embargo les asig-

nan un papel como ayudantes a la hora de de-

cidir su voto. Y si bien se dice que no infl uyen, 

al confrontar los porcentajes obtenidos en esta 

pregunta con los que se recogieron en la pre-

gunta que pide califi car el nivel de infl uencia, 

se cae en la cuenta de que, en última instancia, 

sí se admite la existencia de infl uencia.

En lo que se refi ere al bandwagon effect, cuatro 

de cada diez votantes admiten que cuando una 

encuesta describe a un candidato como pun-

tero, esto hace que quienes ven descender al 

suyo decidan unirse a quien ven como gana-

dor. La evidencia, sin embargo, no es con-

cluyente. Hay claridad en rechazar la idea de 

prohibir las encuestas un mes antes de la fecha 

de las elecciones. Esto puede tomarse también 

como una confi rmación de la relevancia y la 

utilidad que estos estudios han adquirido en el 

contexto de la información sobre la campaña 

electoral.

VII. Áreas estratégicas de interés 
para la reforma electoral e 
institucional

1. En cuanto a la producción periodística

A los medios

3. Se recomienda a los medios procurar que 

todos los partidos y candidatos  tengan ac-

ceso equitativo a los medios.

4. Velar por que la cobertura electoral que se 

realiza se ajuste a las categorías éticas y téc-

nicas que regulan el ejercicio periodístico.

5. Que en aplicación del capítulo IV de la Ley 

de Emisión del Pensamiento se vele por el 

respeto al derecho de respuesta.

A los diputados al Congreso y magistrados del Tribunal 

Supremo Electoral

• Hacer un análisis del impacto que tiene la 

propaganda electoral y diferenciarla de la 

producción periodística.

• Para abordar el tema del acceso equitativo 

de partidos y candidatos a los medios in-

formativos, dadas las limitaciones que es-

tablece la Constitución Política, la Ley de 

Emisión del Pensamiento y las conven-

ciones sobre derechos humanos signadas 

y ratifi cadas por Guatemala, no puede le-

gislarse ni imponerse directivas que afecten 

el libre desempeño de los medios guate-

maltecos. En este sentido, se recomienda 

considerar la posibilidad de que el Tribu-

nal Supremo Electoral cuente con fondos 

para poder adquirir tiempo y espacio en los 

medios informativos, en las horas de mayor 

audiencia, para que éstos sean asignados de 

manera equitativa, con base en criterios que 

los señores diputados y los magistrados del 

TSE consideren pertinentes, a los distintos 

partidos y candidatos, durante un período 

determinado a partir del momento en que 

se convoque a elecciones. De esta manera, 

se establecerá un piso mínimo que permi-

tirá a los partidos, tanto grandes como pe-

queños, poder difundir sus mensajes.

2. En cuanto a las encuestas

A los medios de comunicación

• Hacer públicas las bases de datos, incluyendo 

el cuestionario, para que todas las personas 

interesadas en analizar los resultados puedan 

tener acceso a esta información primaria.

• En la elaboración de los reportajes y aná-

lisis sobre las encuestas, publicar siempre 

las fi chas técnicas de las mismas, teniendo 

especial cuidado en señalar: el tamaño de la 
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muestra, el método utilizado para la reco-

lección de la información, el período du-

rante el cual se recolectó la información, la 

manera como se construyó la muestra y los 

procedimientos utilizados para verifi car la 

integridad de la misma y para reemplazar 

a aquellos informantes que rehusaron ser 

entrevistados. Y por último, incluir el dato 

de la compañía que realizó la encuesta.

A los magistrados del Tribunal Supremo Electoral y a 

los diputados al Congreso

• Que no se legisle imponiendo regulaciones 

o prohibiciones en cuanto a la realización y 

divulgación de encuestas.

• Crear incentivos para que las empresas en-

cuestadoras, los medios informativos y la 

sociedad civil establezcan voluntariamente 

un ente que realice evaluaciones técnicas 

sobre la integridad de los procesos con los 

que se realizan las encuestas y una inter-

pretación científi ca de sus resultados, que 

pueda servir como un parámetro para que 

la ciudadanía se forme un juicio más sólido 

acerca de las encuestas sobre preferencias 

electorales. El ente que se propone debe ser 

completamente autónomo del Estado, los 

partidos políticos y de aceptación volunta-

ria de parte de los medios informativos y/o 

las empresas encuestadoras.

Anexo 1
Ficha técnica de encuesta sobre opinión pública 

Tipo de estudio Cuantitativo de Opinión Pública

Universo
Hombres y mujeres, empadronados, mayores de 18 años, de los diferentes niveles 
socioeconómicos “AB”, “C” y “DE” en la ciudad capital y en áreas urbanas y 
rurales de la República de Guatemala.

Cobertura
Se cubrieron 21 departamentos de Guatemala, dividida en 5 regiones: Centro, 
Oriente, Sur, Occidente y Norte.

Metodología

Encuesta cara a cara, en los hogares de los participantes, siguiendo los lineamientos 
de un cuestionario estructurado con base en preguntas abiertas y cerradas, diseñado 
específi camente para el proyecto.                                                                                         
El trabajo de campo fue supervisado en un 100% y validado en un 20% mediante 
re-entrevista in situ.       

Muestra
La muestra fue de 1,000 casos, de cuotas, estratifi cada en proporción al peso 
porcentual de los diferentes sub-grupos del padrón electoral y controlada por las 
variables de género, edad y área de residencia.

Confi abilidad
Este tamaño de muestra permite trabajar con una confi abilidad del 95% y un 
margen de error de 3.1.

Recopilación La información fue recopilada del 5 al 17 de abril 2008.

Diseño de la muestra, 
aplicación del instrumento 
y tabulación de resultados

Aragón & Asociados

VIII. Anexos
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Anexo 2 
Ficha técnica de encuesta para periodistas

Tipo de estudio Cuantitativo de opinión pública

Universo Reporteros  hombres y mujeres de los principales medios informativos de proyección nacional 
que tuvieron participación en la cobertura de las elecciones del 2 de mayo hasta el 4 de noviembre 
de 2007. 

Medios Escritos: Prensa Libre, Siglo Veintiuno, elPeriódico, Nuestro Diario y La Hora. Radiales: Emisoras 
Unidas, Radio Punto, Radio Nuevo Mundo y Radio Sonora.  Televisivos: Guatevisión, Telecentro Trece, 
Telediario y Notisiete.

Muestra 68 periodistas, 5 de cada medio, con excepción de Nuestro Diario y el Diario de Centro América en 
los que 4 realizaron la cobertura electoral. Se hizo una selección aleatoria: se elaboró una lista 
por medio y luego por sorteo se estableció quiénes serían los y las entrevistadas.  

Recopilación La información fue recopilada del 5 de abril al 19 de mayo de 2008.
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I. Introducción

El elemento más importante de las moder-

nas democracias representativas está confi -

gurado por el sistema electoral, entendido éste 

como el conjunto de métodos destinados a tra-

ducir los votos ciudadanos en escaños, a manera 

de lograr una mejor representación y una ma-

yor “representatividad” del elegido en relación 

con el elector. El sistema electoral guatemalteco 

fue diseñado en 1985 y se defi nió como un sis-

tema de representación proporcional de mino-

rías.  Desde entonces, a la fecha, han sido pocos 

los estudios dedicados a evaluar técnicamente 

su desempeño y no menos escasos los espacios 

promovidos para debatir a profundidad sus 

efectos presentes y futuros en un contexto ca-

racterizado por el cambio. 

No obstante lo anterior, las distintas generacio-

nes de reformas a la Ley Electoral y de Partidos 

Políticos, han descuidado el análisis y discusión 

de las reformas al sistema electoral.  La última 

generación de reformas solamente introdujo 

una variante en la barrera legal, aumentándola 

del 4% al 5%, misma que, según se apreciará 

más adelante, no tuvo ninguna relevancia. En 

atención a lo anterior el presente estudio tiene 

por objetivo analizar el funcionamiento del sistema 

electoral y la estructuración de los distritos electorales, 

poniendo énfasis en sus impactos sobre la conformación 

del Congreso de la República en las elecciones de 

2007. Para ello, se profundiza en el desempeño 

de las siguientes variables del sistema electoral 

guatemalteco: la magnitud de las circunscrip-

ciones, el umbral electoral, la fórmula electoral, 

el tipo de lista y la igualdad del voto. Al fi nal 

se presentan algunas propuestas para mejorar 

el sistema y orientar la refl exión en torno de la 

reducción del tamaño del Congreso.

II. Sistema electoral y distritos: 
principales hallazgos

Siendo que el sistema electoral guatemalteco 

se califi ca como “proporcional de minorías”, el 

análisis del desempeño electoral guatemalteco 

lleva a concluir que éste no favorece la propor-

cionalidad ni tampoco a las minorías.  La pro-

porcionalidad empieza a ser realidad cuando la 

magnitud de las circunscripciones permite la 

elección de seis a diez cargos. En Guatemala la 

mayor parte de circunscripciones elige de uno a 

cinco escaños por lo que los efectos del sistema 

tienden a ser mayoritarios.  Este aspecto, auna-

do a la fórmula electoral aplicada (d´Hondt) da 

por resultado un sistema en el cual se benefi cia 

a las mayorías.  

Otro hallazgo importante se refi ere a los ex-

cedentes de población que quedan sin repre-

sentación al aplicar únicamente el criterio po-

blacional, referido a que un escaño representa 

a 80,000 habitantes.  El número de habitantes 

que quedó sin representación en las elecciones 

de 2007 fue de 1,077,196, es decir el 10% de la 

población. Si se decidiera modifi car el criterio 

poblacional, aumentándolo a 120,000 ó 150,000 

habitantes por escaño, se tendrían dos efectos 

importantes.  Por un lado, se afecta la propor-

OCTAVA PARTE
Análisis del sistema electoral 
y distritos electorales

Carmen Ortiz - Javier Fortín
Asociación de Investigación y Estudios Sociales, ASIES
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cionalidad, pues las circunscripciones reduci-

rían el número de cargos a elegir y, por ende, se 

acentúa el efecto mayoritario del sistema; y, por 

el otro, el porcentaje de población que quedaría 

sin representación aumentaría. En lo que con-

cierne a la representatividad, el sistema de listas 

utilizado (cerradas y bloqueadas) no favorece 

la sana vinculación entre el representante y el 

representado. 

Por otra parte, el umbral electoral legal del 5% 

ha resultado inoperante.  Su efecto reductor so-

bre el sistema de partidos queda anulado por 

la magnitud de las circunscripciones (la mayor 

parte pequeñas), y porque se deja abierta la po-

sibilidad de que los partidos que hayan alcanza-

do representación en el Congreso no sean san-

cionados con la cancelación, siendo benefi cia-

dos además con el fi nanciamiento público. Es 

importante indicar que cualquier modifi cación 

al sistema electoral debe –además de considerar 

los aspectos jurídicos que aseguren su apego a 

las normas constitucionales vigentes–, valorar 

el carácter interactivo de los componentes del 

sistema político, así como considerar que sus 

efectos no se perciben en el corto plazo y suelen 

tener profundas consecuencias en la vida políti-

ca futura de un país.

1. Tamaño del Congreso de la República

En Guatemala, el debate en torno de la reduc-

ción del tamaño del Congreso de la República 

obedece a dos razones fundamentales: 1) a la 

percepción ciudadana de poca efectividad y efi -

ciencia en su desempeño; y 2) que, en conse-

cuencia, resulta ser una institución  onerosa al 

evaluar la relación costo/benefi cio. 

En este sentido, vale la pena subrayar que una 

reducción de este organismo por la vía del sis-

tema electoral no podría por sí misma resolver 

el problema de fondo, “el de la efectividad y efi -

ciencia en su desempeño”,  debido  a que hay 

otros elementos, como  el sistema de partidos 

y la organización legislativa, que pesan sobre 

ese fenómeno. En otras palabras, si el problema 

identifi cado es de tipo cualitativo, una reforma 

cuantitativa (reducir el número de diputados) 

resulta a todas luces insufi ciente y no otorga ga-

rantías para mitigarlo o corregirlo, sobre todo 

si no atendemos a sus causas. Así, una reduc-

ción del tamaño del Congreso debe ser consi-

derada solamente como el primer paso en un 

marco integral y complementario de medidas 

que atiendan los problemas de fondo. Nada 

garantiza que una reducción de 158 a 80 con-

gresistas, dará por resultado un mejor Congre-

so.  De igual manera y en el caso contrario,  un 

aumento de 158 a 219 diputados no asegura per 

se mejoras en el desempeño de las tareas de le-

gislación, control y representación. La simple 

restricción al crecimiento del Congreso sin 

atender la representatividad puede derivar en 

serios cuestionamientos a la legitimidad de las 

autoridades electas y de la misma democracia. 

Sobre la conformación del Congreso, la Ley in-

dica lo siguiente:
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Tal y como puede apreciarse, existen dos crite-

rios para establecer el tamaño del Congreso de la 

República, uno geográfi co (un diputado por el 

hecho de ser distrito) y uno poblacional (un di-

putado por cada 80,000 habitantes). Ambos han 

estado sujetos a la interpretación del TSE en los 

distintos procesos electorales acontecidos desde 

1985, tal y como puede apreciarse en el cuadro 

No. 1. En las elecciones de 1985 y 1990 el TSE 

aplicó el criterio del artículo 205 de la LEPP  en 

el sentido de otorgar un diputado a cada distrito 

electoral por el hecho de ser distrito y uno más 

por cada 80,000 habitantes, es decir que aplicó 

el criterio geográfi co y poblacional. En las cua-

tro elecciones generales de 1995 a 2007, el TSE 

prefi rió utilizar únicamente el criterio pobla-

cional y con ello se controló el crecimiento del 

Congreso, pero se ha registrado subrepresenta-

ción y desproporcionalidad. Las variaciones en 

la integración del Congreso también obedecen 

a los diferentes censos de población utilizados 

de elección en elección.

Dentro de la literatura electoral es generalmente 

aceptado que la magnitud de los distritos electo-

rales es el elemento decisivo para la proporcio-

nalidad del sistema.  El razonamiento parte del 

supuesto de que en la medida en que se asignan 

más escaños, se consigue en promedio un mejor 

ajuste entre los porcentajes de votos y escaños 

de cada partido (Taagepera y Shugart, 1989).  El 

principal problema con el sistema electoral vi-

gente radica en que la mayoría de circunscripcio-

nes o distritos tienen una magnitud pequeña y 

en ellas la aplicación de fórmulas proporcionales 

tiene un impacto relativo. Por otro lado, hay po-

cos distritos con una magnitud sufi ciente como 

para que la proporcionalidad tenga un efecto.

Artículo 157 de la Constitución. Sobre la integración del Congreso: El Congreso se integra por 

diputados electos directamente por el pueblo en sufragio universal y secreto, por el sistema de distritos 

electorales y lista nacional para un período de cuatro años, pudiendo ser reelectos.  Cada uno de los 

departamentos de la República, constituye un distrito electoral. El municipio de Guatemala forma el distrito 

central y los otros municipios del departamento de Guatemala constituyen el distrito de Guatemala.  Por 

cada distrito electoral deberá elegirse como mínimo un diputado.  La ley establece el número de diputados 

que corresponda a cada distrito de acuerdo a su población.  Un número equivalente al veinticinco por 

ciento de diputados distritales será electo directamente como diputados por lista nacional.

Artículo 205 de la Ley Electoral y de Partidos Políticos:  El Congreso de la República se integra 

con diputados electos en los distritos electorales y por el sistema de lista nacional, cada departamento de 

la República constituye un distrito electoral con excepción del departamento de Guatemala, en el cual el 

municipio del mismo nombre comprenderá el Distrito Central y los restantes municipios constituirán el 

Distrito Departamental de Guatemala.  Cada Distrito electoral tiene derecho a elegir un diputado por el 

hecho mismo de ser distrito y a un diputado más por cada ochenta mil habitantes.  Los diputados electos 

por el sistema de lista nacional constituirán la cuarta parte del total de diputados que integren el Congreso 

de la República. El número total de diputados que integren el Congreso de la República deberán estar de 

acuerdo con los datos estadísticos del último censo de población.
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Como puede apreciarse, existe una gran desi-

gualdad entre circunscripciones.  Mientras El 

Progreso tiene derecho a un solo escaño, el 

distrito de Guatemala tiene derecho a 19. Los 

distritos de Petén, Totonicapán, Chimaltenan-

go, Suchitepéquez, Quiché, Alta Verapaz y  

Huehuetenango duplicaron en 2003 y 2007 el 

número de escaños a los que tienen derecho 

desde las elecciones de 1985, como resulta-

do del crecimiento de su población. Llama la 

atención el caso del distrito de Guatemala que 

prácticamente ha triplicado el número de esca-

ños en el mismo período. Sin embargo, la gran 

mayoría de circunscripciones aun cuenta con 

magnitudes que están por debajo del límite in-

dispensable para que la fórmula deje de tener 

efectos mayoritarios.

Si el criterio para la adjudicación de escaños en 

el Congreso sigue siendo poblacional, mante-

niendo la misma clave de 80.000, y tomando 

en cuenta las proyecciones del crecimiento po-

blacional del INE, el tamaño de este organis-

mo será cada vez mayor en el futuro como lo 

muestra el cuadro No. 2.  En él se presentan 

las proyecciones de población para las próximas 

tres elecciones.  Asumiendo que el TSE utili-

zará censos similares a  las proyecciones de po-

blación, en el 2011 se elegirán 226 diputados, 

en el 2015 habrá 249 diputados y en el 2019 el 

número será de 273.  Esta realidad explica en 

buena medida las propuestas de establecer un 

número fi jo de diputados o bien cambiar la 

cantidad de habitantes necesarios para obtener 

un escaño. Sin embargo, las argumentaciones 

en ambos casos, hasta el momento, carecen de 

consistencia técnica que relacionen las nuevas 

cifras a un criterio objetivo y de aplicación neu-

tra y general.

Ahora bien, ¿cuáles son algunas opciones para 

reducir el tamaño del Congreso y/o generar 

un crecimiento controlado del mismo a partir 

de las próximas elecciones y sus posibles 

efectos sobre el sistema político guatemalteco? 

A continuación se presentan algunos casos 

hipotéticos.

Cuadro No 1
Magnitudes Distritales

Elecciones Generales

1985-2007

Distritos

1985 1990 1995 1999 2003 2007

censo censo censo censo censo censo

1981 1981 1981 1994 2002 2002

El Progreso 2 2 1 1 1 1

Baja Verapaz 2 2 1 1 2 2

Zacapa 2 2 1 1 2 2

Chiquimula 2 3 2 2 3 3

Jalapa 2 2 1 2 3 3

Retalhuleu 2 2 1 2 3 3

Sacatepéquez 2 2 1 2 3 3

Sololá 2 2 1 2 3 3

Izabal 2 3 2 3 3 3

Santa Rosa 2 3 2 3 3 3

Petén 2 2 1 2 4 4

Totonicapán 2 3 2 3 4 4

Chimaltenango 2 3 2 3 5 5

Suchitepéquez 2 3 2 3 5 5

Jutiapa 3 4 3 3 4 4

Escuintla 4 5 4 4 6 6

Quiché 4 5 4 5 8 8

Alta Verapaz 4 5 4 6 9 9

Quetzaltenango 5 5 4 6 7 7

Huehuetenango 5 6 5 7 10 10

San Marcos 6 6 5 8 9 9

Guatemala 6 7 6 12 19 19

Central 10 10 9 10 11 11

Nacional 25 29 16 22 31 31

TOTAL 100 116 80 113 158 158
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Cuadro No. 2

Escenario 1

Se controla el crecimiento del Congreso con base en 

el criterio poblacional, aumentando el número de 

habitantes necesario por escaño

Otra de las medidas comúnmente impulsadas 

para reducir el Congreso es aumentar el nú-

mero de habitantes para poder acceder a un 

escaño, es decir elevar los 80,000 actuales a 

120,000 o 150,000. En este caso, la magnitud 

de las circunscripciones y el tamaño de la asam-

blea hubieran oscilado entre 51 y 82 diputados, 

tal como se puede apreciar en el cuadro No. 3.  

Ahora bien, con una clave tan amplia, el exce-

dente o número de personas que quedaría sin 

representación aumentaría signifi cativamen-

Nota: Las proyecciones del crecimiento poblacional del 2011 en adelante son proyecciones al nivel departamental y no muni-
cipal. De tal cuenta, los habitantes del distrito central para el 2011 (**) se basa en las proyecciones del 2010. Para 2015 y 2019 
se prorrateó el distrito de Guatemala y el central en conjunto, por lo que los 42 y 44 escaños, respectivamente, refl ejan el total 
de escaños para ambos distritos.

te,15 tal como se destaca en el cuadro No. 4, el 

cual incluye el excedente con clave de 120 mil 

y 150 mil para la elección del 2007 y el exce-

dente según las proyecciones de población para 

el 2011.  Este escenario no requeriría reforma 

constitucional. 

15 El excedente o número de personas que quedan si 
representación se obtiene al dividir la población total 
del distrito entre el número de habitantes estableci-
dos por ley para obtener un escaño. Así, por ejemplo, 
en el caso de Baja Verapaz que tiene 215,915 habitan-
tes, si se divide este total entre el criterio poblacional 
actual de 80,000, nos da por resultado de 2.6.  Es de-
cir que este distrito tiene derecho a dos diputados y 
la fracción que quedó sin representación equivale a 
65,915 personas.

Proyecciones de Crecimiento Poblacional y Crecimiento del Congreso para las
Elecciones Generales al 2020

Distritos
2011 2015 2019

habitantes escaños habitantes escaños habitantes escaños
El Progreso 158,092 2 169,290 2 181,485 2
Zacapa 221,646 3 236,593 3 253,560 3
Baja Verapaz 240,521 3 299,432 4 331,561 4
Retalhuleu 304,168 4 332,815 4 362,498 5
Sacatepéquez 316,638 4 343,236 4 369,629 5
Jalapa 318,420 4 355,566 4 396,488 5
Santa Rosa 346,590 4 375,001 5 406,924 5
Chiquimula 370,891 5 406,422 5 445,555 6
Izabal 413,399 5 455,982 6 500,827 6
Jutiapa 436,076 5 472,304 6 514,212 6
Sololá 437,145 5 491,530 6 548,347 7
Totonicapán 476,369 6 537,584 7 601,837 8
Suchitepéquez 516,467 6 568,608 7 624,069 8
Chimaltenango 612,973 8 685,513 9 762,742 10
Petén 638,296 8 736,010 9 833,679 10
Escuintla 701,016 9 761,085 10 818,576 10
Quetzaltenango 789,358 10 863,689 11 940,159 12
Quiché 953,027 12 1,088,942 14 1,237,939 15
Central** *988,150 12  -  -  -  -
San Marcos 1,019,719 13 1,121,644 14 1,225,335 15
Alta Verapaz 1,112,781 14 1,256,486 16 1,410,591 18
Huehuetenango 1,143,887 14 1,264,449 16 1,381,969 17
Guatemala 2,168,134 27 3,353,951 42 3,531,754 44
Nacional  46  50  55
TOTAL 13,537,521 230 16,006,842 252 17,498,251 276
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Cuadro No. 3
Tamaño del Congreso si aumenta el número de habitantes por escaño

Cuadro No. 4
Tamaño del Congreso y excedentes poblacionales 
si se aumenta el número de habitantes por escaño

Distritos 120,000 150,000 120,000 150,000 120,000 150,000
escaños escaños escaños escaños escaños escaños

El Progreso 1 1 1 1 1 1
Sacatepéquez 1 1 1 1 2 1
Retalhuleu 1 1 1 1 2 1
Baja Verapaz 1 1 1 1 1 1
Zacapa 1 1 1 1 1 1
Jalapa 1 1 1 1 2 1
Chimaltenango 1 1 2 2 3 2
Santa Rosa 1 1 2 1 2 2
Sololá 1 1 1 1 2 2
Totonicapán 1 1 2 1 2 2
Suchitepéquez 1 1 2 2 3 2
Peten 1 1 1 1 3 2
Izabal 1 1 2 1 2 2
Chiquimula 1 1 1 1 2 2
Jutiapa 2 1 2 2 3 2
Escuintla 2 2 3 2 4 3
Quiché 2 2 3 2 5 4
Alta Verapaz 2 2 4 3 6 5
Quetzaltenango 3 2 4 3 5 4
San Marcos 3 3 5 4 6 5
Huehuetenango 3 2 5 4 7 5
Guatemala 4 3 8 6 13 10
Central 6 5 6 5 7 6
Nacional 10 9 14 11 21 16
TOTAL 51 45 73 58 105 82

1985, 1990, 1995
censo 1981 censo 1994 censo 2002

2003 y 20071999

2,007 escaños excedente escaños excedente 2011 escaños excedente escaños excedente
Distritos censo clave clave clave clave proyección clave clave clave clave

2,002 120,000 120,000 150,000.00 150,000 población 120,000 120,000 150,000 150,000
El Progreso 139,490 1 19,490 1 -10,510 158,092 1 38,092 1 8,092
Baja Verapáz 215,915 1 95,915 1 65,915 240,521 2 521 1 90,521
Zacapa 200,167 1 80,167 1 50,167 221,646 1 101,646 1 71,646
Chiquimula 302,485 2 62,485 2 2,485 370,891 3 10,891 2 70,891
Jalapa 242,926 2 2,926 1 92,926 318,420 2 78,420 2 18,420
Retalhuleu 241,411 2 1,411 1 91,411 304,168 2 64,168 2 4,168
Sacatepéquez 248,019 2 8,019 1 98,019 316,638 2 76,638 2 16,638
Sololá 307,661 2 67,661 2 7,661 437,145 3 77,145 2 137,145
Izabal 314,306 2 74,306 2 14,306 413,399 3 53,399 2 113,399
Santa Rosa 301,370 2 61,370 2 1,370 346,590 2 106,590 2 46,590
Petén 366,735 3 6,735 2 66,735 638,296 5 38,296 4 38,296
Totonicapán 339,254 2 99,254 2 39,254 476,369 3 116,369 3 26,369
Chimaltenango 446,133 3 86,133 2 146,133 612,973 5 12,973 4 12,973
Suchitepéquez 403,945 3 43,945 2 103,945 516,467 4 36,467 3 66,467
Jutiapa 389,085 3 29,085 2 89,085 436,076 3 76,076 2 136,076
Escuintla 538,746 4 58,746 3 88,746 701,016 5 101,016 4 101,016
Quiché 655,510 5 55,510 4 55,510 953,027 7 113,027 6 53,027
Alta Verapaz 776,246 6 56,246 5 26,246 1,112,781 9 32,781 7 62,781
Quetzaltenango 624,716 5 24,716 4 24,716 789,358 6 69,358 5 39,358
Huehuetenango 846,544 7 6,544 5 96,544 1,143,887 9 63,887 7 93,887
San Marcos 794,951 6 74,951 5 44,951 1,019,719 8 59,719 6 119,719
Guatemala 1,599,233 13 39,233 10 99,233 2,168,134 18 8,134 14 68,134
Central 942,348 7 102,348 6 42,348 988,150 8 28,150 6 88,150
total 11,237,196 1,157,196 1,337,196 14,683,763 1,363,763 1,483,763

01.0192.909.1103.01etnedecxeled%
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En países en donde el objetivo principal es co-

rregir la desigualdad del voto de manera de ase-

gurar que todos los distritos y votos tengan el 

mismo peso y ningún habitante se quede sin re-

presentación se aplican distintas fórmulas para 

distribuir escaños con base en el excedente. Por 

ejemplo, una manera  es permitir que a partir de 

Ventajas Desventajas
Se logra el objetivo de reducir el número de parlamentarios y controlar el 
crecimiento del mismo.

Al aplicar la clave 120.000 o 150,000 y asignar un escaño más por fracción 
mayor al 50% se corrige el problema del excedente de población que queda 
sin representación (desigualdad del voto), ubicándose en 0.38% y .0.11 
respectivamente. No sucede lo mismo cuando se aplica la fracción del 
75% en donde, en ambos casos el porcentaje de habitantes que quedan sin 
representación prevalece.

La representatividad podría verse debilitada ya que un diputado debe 
representar a un mayor número de habitantes con su consecuente 
heterogeneidad de demandas. Todos los distritos, excepto El Progreso, 
disminuyen el número de cargos a elegir.

La aplicación del sistema proporcional de minorías se debilita, ya que 
como ya se indicó anteriormente, la proporcionalidad funciona en 
distritos en donde se reparten más de 6 escaños. El sistema seguiría 
comportándose como un sistema con tendencia mayoritaria, por 
mantenerse la mayoría de los distritos electorales en el rango de 1 a 5 
escaños.

Cuadro No. 5
Magnitud distrital bajo el criterio poblacional y prorrateo utilizando fracciones 

bajo tres escenarios: clave 80,000, clave 120,000 y clave 150,000

cierta fracción, se asigne un escaño más.  En el 

cuadro 5 se presenta la conformación del Con-

greso bajo la actual interpretación del TSE para el 

prorrateo electoral y la integración del Congreso 

asignándole un escaño más a aquellos distritos 

con una fracción mayor al 50% y mayor al 75%.

2007 magnitud fracción fracción magnitud fracción fracción magnitud fracción fracción
Distritos censo clave arriba de arriba de clave arriba de arriba de clave arriba de arriba de

2002 80,000 50% 75% 120000 50% 75% 150,000 50% 75%

El Progreso 139,490 1 2 1 1 1 1 1 1 1
Baja Verapaz 215,915 2 3 2 1 2 2 1 1 1
Zacapa 200,167 2 3 2 1 2 1 1 1 1
Chiquimula 302,485 3 4 4 2 3 2 2 2 2
Jalapa 242,926 3 3 3 2 2 2 1 2 1
Retalhuleu 241,411 3 3 3 2 2 2 1 2 1
Sacatepéquez 248,019 3 3 3 2 2 2 1 2 1
Sololá 307,661 3 4 4 2 3 2 2 2 2
Izabal 314,306 3 4 4 2 3 2 2 2 2
Santa Rosa 301,370 3 4 4 2 3 2 2 2 2
Petén 366,735 4 5 4 3 3 3 2 2 2
Totonicapán 339,254 4 4 4 2 3 3 2 2 2
Chimaltenango 446,133 5 6 5 3 4 3 2 3 3
Suchitepéquez 403,945 5 5 5 3 3 3 2 3 2
Jutiapa 389,085 4 5 5 3 3 3 2 3 2
Escuintla 538,746 6 7 6 4 4 4 3 4 3
Quiché 655,510 8 8 8 5 5 5 4 4 4
Alta Verapaz 776,246 9 10 9 6 6 6 5 5 5
Quetzaltenango 624,716 7 8 8 5 5 5 4 4 4
Huehuetenango 846,544 10 11 10 7 7 7 5 6 5
San Marcos 794,951 9 10 10 6 7 6 5 5 5
Guatemala 1,599,233 19 20 20 13 13 13 10 11 10
Central 942,348 11 12 12 7 8 8 6 6 6
Nacional -.- 31 35 34 21 23 21 16 18 16

TOTAL 11,237,196 158 175 170 105 117 108 82 93 83
excedentes 1,077,196 -282,804 357,196 1,157,196 -42,804 797,196 1,337,196 -12,804 1,187,196

% del excedente 9.59 -2.52 3.18 10.30 -0.38 7.09 11.90 -0.11 10.56
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Escenario 2

Se decide crear una circunscripción por 
cada 120,000 ó 150,000 habitantes, hacién-
dolas uninominales

En el caso de que se adoptara el criterio de 

120,000 y partiendo de las proyecciones de po-

blación del INE, el Congreso de la República se 

Ventajas Desventajas
Respetando el criterio poblacional, se cuenta con un Congreso 
más pequeño que tendrá un crecimiento más lento durante las 
próximas legislaturas.

Genera una tendencia al bipartidismo que reducirá el número de 
partidos con representación en el Congreso de la República.

Facilitará una mayor gobernabilidad al dotar al partido de gobier-
no un mayor peso en el Congreso 

El control ciudadano a un Congreso reducido podría resultar ser 
más efi ciente.

El vínculo entre el representante y el representado aumenta signi-
fi cativamente, ya que en las elecciones participará un único candi-
dato a diputado por cada partido. 

Se establece automáticamente la igualdad del voto individual e in-
terdistrital.  Todos los votos y todos los distritos tienen el mismo 
peso en cuanto a ser representados en el Congreso..

El sistema de elección pasa de ser de representación propor-
cional de minorías  a uno de tipo mayoritario en la elección de 
diputados distritales.

La tendencia a privilegiar los partidos grandes y fuertes, difi cul-
tará sensiblemente la existencia de los partidos pequeños.

En detrimento de la representación proporcional de minorías, 
las tendencias y corrientes de opinión minoritarias, correspon-
dientes a la gran diversidad étnico-cultural, regional y socio-
económica de la población  no estarán o estarán insufi ciente-
mente representadas en el Congreso.

Debe atenderse a quién será el responsable de modifi car los dis-
tritos y los criterios a utilizar ya que un problema frecuente es 
que el rediseño se realice para benefi ciar o perjudicar a cierto 
partido político o grupo social.

Ventajas Desventajas
Se logra el objetivo de reducir el número de parlamentarios.

Se mejora la proporcionalidad del sistema

Se mejora la representatividad y se mejoran los vínculos entre el 
representante y el representado.

Se fortalece la legitimidad del sistema

Se corrigen las desigualdades del voto ciudadano e interdistrital.

La modifi cación de los distritos puede resultar controversial 
debido a que se argumenta que cualquier cambio en este 
sentido requiere reforma constitucional. Por lo que se requiere 
un análisis técnico jurídico a profundidad.

Debe atenderse a quién será el responsable de modifi car los 
distritos y los criterios a utilizar ya que un problema frecuente 
es que el rediseño se realice para benefi ciar o perjudicar a cierto 
partido político o grupo social.

Escenario 3

Se decide fi jar el número de diputados sin 
sacrifi car la representatividad

Otra solución a dos problemas (mejorar la des-

igualdad del voto y reducir el tamaño del Con-

greso), que adicionalmente aplicaría de mejor 

integraría por 112 diputados en el 2011, entre 

distritales y electos por lista nacional; por 133 

para el 2015 y  por 145 en el 2019.  En cambio, 

si se optara por el criterio de 150,000 el Con-

greso se integrará por 90 parlamentarios para el  

2011; por 106 en 2015; y por 116 en 2019. Esta 

opción requiere reforma constitucional.

manera el sistema proporcional de minorías en 

lugar de tener un efecto de tipo mayoritario, 

puede ser fi jar un número prudente de diputa-

dos al Congreso y trazar los distritos electorales 

de tal manera que en el prorrateo haya entre 6-

10 escaños por distrito. Este escenario requiere 

de reforma constitucional.
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2. Fórmula Electoral

La LEPP establece en esta materia lo siguiente:

Artículo 184 de la Constitución Política 
de la República. De la elección del Presidente 

y Vicepresidente: el Presidente y Vicepresidente 

de la República serán electos para un período 

improrrogable de cuatro años.  La planilla ga-

nadora debe obtener mayoría absoluta en la 

primera vuelta.  De no obtenerse procederá 

una segunda vuelta electoral en donde aplica-

rá el sistema de mayoría relativa. 

Artículo 200 de la Ley Electoral y de 
Partidos Políticos. De la califi cación del 

sufragio: menciona los sistemas de mayoría 

absoluta (para Presidente y Vicepresidente); 

mayoría relativa (para la segunda vuelta pre-

sidencial y aplicable a las elecciones munici-

pales de alcaldes y síndicos); y, de represen-

tación proporcional de minorías (aplicable a 

la elección de diputados distritales y por lista 

nacional, así como a las de concejales para las 

municipalidades). 

Artículo 203, de la Ley Electoral y de Par-
tidos Políticos, describe el método matemá-

tico mediante el cual se traducen los votos en 

escaños.  Aun cuando la redacción del artículo 

es un poco confuso,16 la descripción del meca-

nismo es claramente la fórmula d’Hondt. 

16 Al fi nal del artículo 203 se establece lo siguiente: 
“La menor de estas cantidades será la cifra reparti-
dora…”.  A pesar que se habla de cifra repartidora, 
esta sirve únicamente para controlar   la cantidad de 
puestos adjudicados a cada partido y de ninguna ma-
nera actúa como una cuota.  Además, la mecánica de 
la adjudicación es idéntica a la fórmula de divisores 
d’Hondt, aun cuando no se cite explícitamente den-
tro de la ley.

La fórmula aplicada puede mejorar o no la pro-

porcionalidad del sistema de acuerdo con el ob-

jetivo deseado. El  sistema electoral guatemal-

teco se autodefi ne como “sistema proporcional 

de minorías”, no obstante, en la práctica, la apli-

cación de la fórmula d´Hondt  ha benefi ciado 

más a los partidos mayoritarios y subrepresen-

tado a los minoritarios.  

En este sentido, existen otras fórmulas que pue-

den mejorar la proporcionalidad, tales como Hare 

y Saint Lagué.  Para contrastar la aplicación de las 

tres fórmulas mencionadas, se incluye a conti-

nuación un cuadro resumen de la composición 

del listado nacional bajo cada una de las fórmulas.  

Ya que el listado nacional es la circunscripción de 

mayor magnitud, se decidió también presentar un 

cuadro resumen para la adjudicación de un distri-

to pequeño, el caso de Chimaltenango. Estos cua-

dros incluyen los partidos políticos que lograron 

hacerse de una diputación, el porcentaje del voto 

que obtuvieron para la elección en ese distrito, la 

adjudicación de escaños para cada una de las fór-

mulas y el porcentaje de la representación en la 

asamblea de esa adjudicación con su respectivo 

índice de desproporcionalidad.  

Es importante indicar que cualquier reforma 

en esta variable no requeriría una modifi cación 

a la Constitución Política de la República, 

pero realizada de forma aislada tendría efectos 

irrelevantes. 
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Existen tres aspectos relevantes en los cuadros 

anteriores.  En relación con las fórmulas de di-

visores, d’Hondt favoreció a los partidos más 

grandes  y Saint-Lagué a los chicos, tal como se 

esperaba.  Hare tuvo un comportamiento simi-

lar con Saint-Lagué con la diferencia que Hare 

en el listado nacional incluyó la participación 

Cuadro 6

de dos partidos más (UD y DIA) que obtuvie-

ron porcentajes bastante bajos del electorado 

(1.43% y 1.37%, respectivamente).

Frente a este cuadro de análisis, se pueden 

identifi car tres opciones posibles de reforma:

Nacional
% % Saint - % %

electoral escaños Lagué escaños escaños
UNE 22.84 8 25.81 7 22.58 7 22.58
GANA 16.54 6 19.35 5 16.13 5 16.13
P P 15.66 6 19.35 5 16.13 5 16.13
F R G 9.71 3 9.68 3 9.68 3 9.68
EG 6.18 2 6.45 2 6.45 2 6.45
P U 6.10 2 6.45 2 6.45 2 6.45
CASA 4.88 1 3.23 2 6.45 2 6.45
P A N 4.54 1 3.23 2 6.45 1 3.23
UCN 4.06 1 3.23 2 6.45 1 3.23
URNG-MAIZ 3.56 1 3.23 1 3.23 1 3.23

32.3173.1DU
32.3114.1AID

D 7.13 D 5.39 D 4.76

Chimaltenango
% % Saint - % %

electoral escaños Lagué escaños escaños
UNE 27.11 2 40.00 2 40.00 2 40.00
P P 20.27 2 40.00 1 20.00 1 20.00
GANA 12.38 1 20.00 1 20.00 1 20.00

00.02100.02129.6ASAC
D 23.58 D 16.93 D 16.93

Aplicación comparativa de distintas fórmulas electorales
a la elección de diputados por Lista Nacional y el Distrito de Chimaltenango

en las elecciones de 2007

Hared´Hondt

eraHtdnoH´d
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Escenario 1

La fórmula d´Hondt se aplica sin variaciones a la estructuración distrital actual

Ventajas Desventajas
A pesar de ser la fórmula proporcional más desproporcional al 
compararla con otras, el análisis comparativo permite establecer 
que tiende a favorecer la institucionalización del sistema de parti-
dos, toda vez que controla el multipartidismo exacerbado al bene-
fi ciar a los partidos mayoritarios.

Al moderarse el espectro partidario se favorece la gobernabilidad 
(revisar glosario inicial). Por ejemplo, es más fácil negociar con 
tres partidos que con cinco.

La paulatina mejora de la proporcionalidad como consecuen-
cia del aumento poblacional y, por ende, del Congreso de la 
República permitirá mayor inclusión de partidos minoritarios 
y en consecuencia el espectro partidario podría ampliarse. Ello 
podría acarrear riesgos a la gobernabilidad del país, pues la ne-
cesidad de establecer acuerdos o alianzas con un elevado núme-
ro de partidos de oposición puede obstaculizar o bien retrasar el 
logro de los objetivos del plan de gobierno.

Se señalan también como desventaja de esta fórmula la exclu-
sión de las opciones minoritarias en realidades que, como la 
guatemalteca se caracterizan por la diversidad y la heteroge-
neidad de su población. En consecuencia, esta exclusión tiene 
efectos sobre la representatividad.

Escenario 2

La fórmula d´Hondt se sustituye por la fórmula Hare o Saint Lagué conservando la es-
tructuración actual de distritos

Ventajas Desventajas 
Se mejora hipotéticamente la proporcionalidad del sistema.

Aumentan las oportunidades de inclusión a opciones minorita-
rias.

La inclusión de opciones minoritarias favorece la representativi-
dad del sistema.

Tratar el problema de la desproporcionalidad únicamente por 
medio de la fórmula electoral es una medida insufi ciente si no 
se modifi ca la magnitud de las circunscripciones.

La mayor inclusión de opciones minoritarias no favorece la ins-
titucionalización del sistema partidario, por el contrario, pro-
mueve una mayor fragmentación.

La participación de más partidos en el Congreso podría difi -
cultar la gobernabilidad del sistema (ver conceptualización en 
glosario inicial).

Escenario 3

La fórmula d´Hondt se mantiene invariable pero se aplica a circunscripciones de mayor 
magnitud, para lo cual se realiza una reforma estructural de distritos

Ventajas Desventajas 
Se mejora la proporcionalidad del sistema, pero en un ambiente 
controlado que restringe la extrema fragmentación del sistema y, 
por ende, favorece la gobernabilidad.

Se propicia la institucionalización del sistema de partidos políticos.

Se fortalece la representatividad, por ende, se motiva la participa-
ción electoral y los procesos de control y rendición de cuentas.

Favorece la igualdad del voto individual e interdistrital.

El diseño adoptado de distritalización puede favorecer la disminu-
ción del tamaño del Congreso e inclusive, el establecimiento de 
un número fi jo sin sacrifi car la representatividad.

La modifi cación de los distritos puede resultar controversial 
debido a que se argumenta que cualquier cambio en este sen-
tido requiere reforma constitucional. Por lo que se requiere un 
análisis técnico jurídico a profundidad.

Debe atenderse a quién será el responsable de modifi car los dis-
tritos y los criterios a utilizar ya que un problema frecuente es 
que el rediseño se realice para benefi ciar o perjudicar a cierto 
partido político o grupo social.
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3. Umbral Electoral

Sobre esta materia la Ley indica lo siguiente:

  Artículo 93 de la Ley Electoral y de Par-
tidos Políticos, literal b. En relación a la 
cancelación del partido:  Procede la cance-

lación del partido Si en las elecciones generales no 

hubiese obtenido, por lo menos, un cinco por ciento 

(5%) de los votos válidos emitidos en las mismas, 

salvo cuando haya alcanzado representación ante el 

Congreso de la República.  

Esta disposición (5%) tiene también la función 

de restringir el derecho al fi nanciamiento pú-

blico de los partidos políticos, ya que el artículo 

21 de la citada ley indica que el Estado contri-

buirá al fi nanciamiento de los partidos políticos 

a razón de dos pesos centroamericanos por voto 

legalmente emitido a favor, siempre que haya 

obtenido no menos del 5% del total de sufragios 

válidos depositados en las elecciones generales.  

Igualmente, exceptúa del requisito del 5 % a los 

partidos que hayan obtenido por lo menos una 

diputación al Congreso.

Si bien el objetivo de establecer un umbral legal 

es evitar la presencia en el Congreso de partidos 

con poca representación, en la realidad dicha 

disposición no ha sido funcional toda vez que 

no tuvo ningún impacto signifi cativo.  Al dejar 

abierta la posibilidad de existencia de un parti-

do con sólo alcanzar una diputación distrital, se 

anula el efecto reductor de partidos, del umbral 

legal. Lo mismo sucede en el caso del fi nancia-

miento. Ha sido más bien el umbral efectivo (o 

de facto) el que restringe la asunción de parti-

dos poco votados al hemiciclo, al no haber su-

fi cientes escaños para repartir entre los partidos 

participantes en la contienda. En los distritos de 

magnitud grande, los de Guatemala y de listado 

nacional por ejemplo, el umbral efectivo está 

por debajo de la barrera legal del 5%.  Así, un 

partido que no haya logrado obtener el 5% se 

puede “colar” con poco apoyo electoral en los 

distritos de mayor magnitud como se demues-

tra arriba en el cuadro No. 6, donde se hace 

ver que en 2007, aún con la fórmula d´Hondt, 

cuatro partidos lograron efectivamente colocar 

diputados de listado nacional, habiendo obteni-

do menos del 5 % de los votos. Además, se ve 

en ese cuadro que, al aplicar la fórmula Hare 

en el listado nacional, dos partidos más habrían 

logrado un diputado, con menos del 1% de los 

votos aumentando aún más el número de parti-

dos políticos participantes en el Congreso.    

4. Forma de la candidatura o tipo de lista

Una reforma en esta variable implica a su vez 

una reforma a la fórmula electoral (mayoría 

o proporcional y sus consecuentes efectos). 
Complementada con cambios en la magnitud 

de las circunscripciones, puede tener efectos 

sumamente benefi ciosos para el sistema, es-

pecialmente en términos de representatividad.  

Por otra parte, la modalidad elegida suele tener 

un efecto directo sobre la institucionalización 

de los partidos y la unidad nacional de un país.

En muchos sistemas de representación propor-

cional se utilizan listas cerradas y bloqueadas, es 

decir, que el nombre y el orden de los candidatos 

es determinado por los partidos y los electores 

no pueden expresar su preferencia por alguno de 

ellos. Este es el caso de Guatemala en donde son 

los partidos los que determinan los nombres y 

orden de nominación de los candidatos.  Incluso, 

la Ley Electoral y el Reglamento indican que la 

Asamblea Nacional tiene la potestad de elegir 

y proclamar a los candidatos del partido a la 

Presidencia y Vicepresidencia; a los candidatos 

a diputados en aquellos distritos donde no se 

cuente con organización partidaria vigente, así 

como a los candidatos a diputados en listado 

nacional y Parlamento Centroamericano.

Algunas opciones de reforma electoral son las 

siguientes:
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Escenario 1

El tipo de lista utilizado no sufre modifi caciones y ésta continúa siendo cerrada y blo-
queada17 (Ej. el listado nacional)

Escenario 2

Se decide utilizar listas cerradas no bloqueadas18

17 El nombre y el orden de los candidatos es determinado por los partidos y los electores no pueden expresar su prefe-
rencia por alguno de ellos.

18 El nombre de los candidatos está determinado pero el orden, puede ser modifi cado ya sea mediante votos preferen-
ciales o mediante la reubicación en la lista. 

Ventajas Desventajas

Se cultiva la disciplina partidaria pues los candidatos se deben di-
rectamente a los partidos.

Así, se favorece la gobernabilidad y efectividad del trabajo parla-
mentario (asumiendo que el partido de gobierno tiene mayoría o 
sufi ciente respaldo).

El voto partidista y no personalizado favorece la institucionaliza-
ción de los partidos.

Se favorece la visión partidaria por sobre la visión personal, secta-
ria, local o regional de los representantes.

La aplicación de este tipo de lista suele ser apropiada en sistemas 
donde la educación del votante es débil.

Los votantes no tienen capacidad para determinar quién será 
representante de su partido.

El grado de vinculación entre el representante y el representado 
suele ser bastante débil ya que, por un lado, no hay identifi -
cación, confi anza y simpatía y, por el otro, la responsabilidad 
hacia el elector se diluye con lo que los procesos de control y 
rendición de cuentas resultan siendo subestimados.

Los representantes carecen de incentivos fuertes para cultivar la 
relación con los electores, quienes, a su vez, no son motivados 
a investigar la identidad de los candidatos o a monitorear su 
conducta.

Los legisladores aumentan sus oportunidades de reelección ga-
nándose el favor de los dirigentes del partido sin depender de 
sus representados.

Ventajas Desventajas

Las mismas enunciadas en el escenario 1 con la variante de que 
el ciudadano se siente tomado en cuenta en alguna medida, en el 
proceso de selección con lo que se motiva la participación.

Este sentimiento de mayor inclusión favorece la vinculación entre 
el representante y el representado.

Todos los candidatos incluidos en la lista tienen las mismas opor-
tunidades de ganar, con lo que se motiva la competitividad elec-
toral.

Este tipo de lista tiene sentido en circunscripciones plurino-
minales. 

La tarea de priorizar o jerarquizar candidatos es posible en cir-
cunscripciones en donde el número de habitantes es relativa-
mente reducido y, por ende, el elector tiene altas posibilidades 
de conocer a los candidatos en contienda y de esta manera se 
cierra espacio al azar.

La tarea de jerarquizar candidatos puede resultar compleja en 
sistemas en donde la educación del votante es limitada.

Los candidatos compiten entre sí por los votos, dentro del mis-
mo partido, con lo que aumenta la posibilidad de confl ictos y 
fragmentación intrapartidaria.
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Escenario 3

Se opta por el sistema de listas abiertas19

III. Conclusiones específi cas y areas 
estratégicas de interés para la 
reforma electoral

Las siguientes conclusiones preliminares se 

fundamentan exclusivamente en el análisis téc-

nico de las variables mecánicas estudiadas.  Es 

importante insistir en que son las autoridades 

responsables las encargadas de determinar los 

objetivos políticos de la reforma al sistema elec-

toral que se desea impulsar, los cuales deben 

atender las consideraciones técnicas de rigor 

por los efectos sistémicos y estratégicos resul-

tantes. La clarifi cación de dichos objetivos va-

riaría, indudablemente, las conclusiones aquí 

contempladas.

19 En ellas los votantes pueden indicar libremente no 
sólo al partido de su preferencia sino también a su 
candidato favorito dentro de ese partido.

Ventajas Desventajas
Motiva la participación del votante al brindarle mayor libertad en 
la elección de sus candidatos.

Favorece la representatividad y los procesos de control y rendición 
de cuentas.

La tarea de priorizar o jerarquizar candidatos es posible en cir-
cunscripciones con pocos habitantes en las cuales el elector tie-
ne altas posibilidades de conocer a los candidatos en contienda 
y de esta manera se cierra espacio al azar.

Es funcional y se aplica en sistemas en donde la educación del 
votante es favorable (ejemplo, Finlandia).

Los candidatos compiten entre sí por los votos, dentro del mis-
mo partido, con lo que aumenta la posibilidad de confl ictos y 
fragmentación intrapartidaria.

Se promueve la visión departamental o regional por sobre la 
nacional.

Socava la disciplina y la institucionalización del partido, ya que 
los candidatos se deben a sus votantes y no a los partidos polí-
ticos. Estos últimos efectos suelen estar controlados en países 
con un sistema de partidos y cultura política claramente con-
solidados.

1. Reformas dentro del actual marco 
constitucional

Bajo el entendido, que la reforma a la LEPP 

debe realizarse estrictamente en el marco de la 

Constitución de la República, se considera que 

podrían introducirse cuatro cambios principales 

que, combinados, mejorarían el actual sistema 

electoral:  adoptar el número de 120,000 como 

clave poblacional; aumentar el número de es-

caños por uno más en los distritos electorales 

con excedentes poblacionales mayores al 50% 

de la clave; cambiar la fórmula d´Hondt por la 

de Saint Lagué; e introducir el voto preferencial 

(lista cerrada no bloqueada)

Mediante el aumento de la clave a 120,000 y 

de un escaño más en los distritos con exceden-

tes poblacionales mayores al 50% de la clave, 

se obtendrían dos benefi cios: Mejora signifi -

cativamente la IGUALDAD DEL VOTO, eli-

minando los grandes excedentes poblacionales 

que quedan sin representación y, por otro lado, 

se da un CRECIMIENTO REDUCIDO Y 

CONTROLADO DEL CONGRESO DE LA 



Fundación Soros Guatemala – NDI – nIMD – ASIES – DOSES – FLACSO

Análisis técnico, político y normativo del proceso electoral Guatemala 2007

131

REPÚBLICA. Al cambiar la fórmula d´Hondt 

por la de Saint Lagué, MEJORA LA REPRE-

SENTACIÓN PROPORCIONAL DE MI-

NORÍAS. Mediante la adopción de algún tipo 

de voto preferencial en listas cerradas pero no 

bloqueadas, MEJORA LA REPRESENTATI-

VIDAD DE LOS DIPUTADOS sin afectar 

mayormente al sistema de partidos políticos.

2. Reformas con variación de los distritos 
electorales

Por otra parte, en el caso que se decida cam-

biar el diseño de los distritos electorales, lo que 

presuntamente requeriría una reforma consti-

tucional, se visualizan dos opciones: 

Por un lado, diseñar circunscripciones unino-

minales con criterio poblacional (igual número 

de habitantes por cada distrito) que combinado 

con una clave poblacional más elevada, surti-

ría como efecto positivo la IGUALDAD DEL 

VOTO, así como un Congreso más pequeño. 

En este caso, se optaría por un sistema electoral 

MAYORITARIO para la elección de diputados 

distritales en lugar del actual sistema imperfecto 

de representación proporcional de minorías.

Por el otro, diseñar circunscripciones plurino-

minales de mediano tamaño (6 a 10 diputados 

por cada distrito) que combinado con  las 

cuatro modificaciones arriba detalladas que 

no requieren cambios constitucionales, ge-

ne raría tanto la IGUALDAD DEL VOTO 

como una MEJOR REPRESENTACIÓN 

PROPORCIO NAL DE MINORÍAS, así 

como una MAYOR REPRESENTATIVIDAD 

en la relación de los diputados con su 

electorado.

3. Refl exiones fi nales

Cualquier propuesta de modifi cación al sistema 

electoral vigente debe tomar en cuenta el carácter 

interactivo de los componentes del sistema po-

lítico y considerar que sus efectos suelen tener 

profundas consecuencias en la vida política futu-

ra de un país. Por otro lado, es oportuno llamar 

la atención en cuanto a que estos efectos suelen 

no percibirse en el corto plazo. Por ende, es reco-

mendable que toda decisión en este sentido tome 

en consideración los siguientes principios:

• Debe existir convicción sobre su necesidad.

• Parta de sólidos análisis técnicos de carác-

ter estratégico y no coyuntural, que le den 

sustento. Para ello, es indispensable que los 

actores políticos que promueven el cambio 

tengan los conocimientos y la información 

básica.

• Analice los riesgos y oportunidades de las 

modifi caciones deseadas desde una pers-

pectiva sistémica y no aislada.

• Tenga por objetivo el perfeccionamiento 

de la democracia en términos de asegurar 

la igualdad, la inclusión y la libertad, y no 

el benefi cio de sector o partido político 

particular.  

• Considere y valore la historia, la cultura 

política y la educación del votante.

• Sea transparente de manera de no afectar 

la confi anza y legitimidad política en las 

instituciones.

• Promueva la participación ciudadana.

• Represente una mejora signifi cativa a la le-

gitimidad, representatividad y gobernabili-

dad del sistema.

• Fortalezca la institucionalidad democrática.

• Contribuya a mejorar  la cultura política.

• Tenga en cuenta la capacidad institucional y 

fi nanciera del Estado.

• Sea viable política y legalmente.



Siete claves para el cambio

Fundación Soros Guatemala – NDI – nIMD – ASIES – DOSES – FLACSO132

En síntesis, la actualización del sistema electoral 

es una decisión trascendental en la vida políti-

ca de un país. Este proceso, mal o parcialmente 

elaborado puede dañar la institucionalidad de-

mocrática, promover la confl ictividad, motivar 

la rebeldía o apatía ciudadana, debilitar la legi-

timidad y, en consecuencia, vulnerar la gober-

nabilidad y estabilidad política del Estado. Es 

por ello recomendable  que cualquier decisión 

política al respecto parta de un discernimiento 

profundo acerca de los problemas que se pre-

tende resolver o corregir. Las modifi caciones 

introducidas deben  así constituirse en solucio-

nes adecuadas y pertinentes a la problemática 

identifi cada.

En una relación costo-benefi cio, los cambios 

propuestos a un sistema electoral deben asegu-

rar reales mejoras al  sistema político.  Si ello no 

está garantizado, y el sistema electoral vigente 

ha demostrado –aun y a pesar de sus posibles 

debilidades– ser funcional, es recomendable 

conservarlo e invertir más tiempo en su re-

fl exión y análisis, antes que exponerse  a situa-

ciones políticas poco afortunadas.

En relación con las elecciones simultáneas y 

otras modifi caciones. Una reforma al sistema 

electoral guatemalteco podría considerar, ade-

más del análisis de las variables antes expuestas, 

la pertinencia o no de la simultaneidad de las 

elecciones presidenciales y legislativas, las cuales 

provocan los siguientes efectos: a) de realizarse 

simultáneamente, se facilita la transferencia del 

voto presidencial al legislativo, dando lugar a las 

conocidas “aplanadoras”. Y, b) limitan a la ciu-

dadanía el derecho de califi cación a la gestión 

legislativa. Se argumenta que las elecciones de 

medio período permiten “depurar y oxigenar” 

las instituciones públicas y, por ende, obligan 

al representante a mantener una conducta ape-

gada a la ley, a las exigencias propias del cargo 

y a las normas morales socialmente aceptadas. 

Este sistema puede tener la inconveniencia de 

representar un costo mayor para el Presupuesto 

de Ingresos y Gastos del Estado y, por el otro, se 

promueve un estado de campaña electoral prác-

ticamente permanente que resulta ser muy can-

sado para el elector. Finalmente, otro tema de 

discusión en la democracia representativa, es la 

referida a la revocación del mandato legislativo 

que faculta a los electores para pedir la destitu-

ción de todos o algunos funcionarios públicos, 

a través de la realización de un referéndum an-

tes de la fi nalización de su período. El uso de la 

destitución está sujeto a restricciones conteni-

das en disposiciones constitucionales y legales.  

IV. Anexo: Glosario de terminología 
básica

El estudio y comprensión del sistema electoral 

suele ser una tarea muy técnica compleja, por 

ello, un abordaje adecuado pasa por atender a 

la clarifi cación conceptual. A continuación se 

presenta un glosario de términos básicos cuyo 

manejo y conocimiento resulta obligatorio para 

cualquier persona interesada en analizar con se-

riedad y rigurosidad metodológica el tema en 

cuestión.

Sistema electoral: conjunto de métodos destina-

dos a traducir los votos ciudadanos en escaños. 

Se clasifi can de acuerdo con la fórmula electo-

ral que utilicen, así pueden ser mayoritarios, 

proporcionales o mixtos.

Representación: fenómeno por el cual la nación 

a través de técnicas diversas, designa cierto nú-

mero de ciudadanos para que, ante la imposibi-

lidad de hacerlo por sí misma, participen en la 

creación de la voluntad estatal.  La investidura 

del representante proviene de la Constitución 

y las leyes.

Representatividad: se asocia a la idea de semejan-

za o similitud. Existe representatividad cuan-

do hay comunión de intereses, simpatía en los 

sentimientos y deseos. Se dice que alguien es 

“representativo de” para decir que éste personi-
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fi ca algunas características esenciales del grupo, 

clase o profesión. También cuando existe un 

sentimiento de responsabilidad hacia alguien.

Proporcionalidad: un sistema es proporcional 

cuando la relación entre el porcentaje de es-

caños que un partido recibe y el porcentaje de 

votos que logró en la elección es coincidente o 

equivalente.

Desproporcionalidad: es la diferencia entre el por-

centaje de escaños que un partido recibe res-

pecto del porcentaje de votos que logró en las 

elecciones.

Gobernabilidad: para el presente estudio el 

término será entendido en un sentido estricto, 

es decir, como la posibilidad de negociación 

del partido en el gobierno de establecer las 

alianzas necesarias para ejecutar su plan de 

gobierno. Dicha posibilidad podrá aumentar 

o disminuir atendiendo al número de partidos 

políticos relevantes que tienen participación en 

la asamblea.

Circunscripción: es la unidad geográfi ca dentro 

de la cual los votos se traducen en cargos.

Magnitud de la circunscripción: la magnitud es  el 

número de escaños o cargos que se eligen en 

una circunscripción o distrito electoral.  A ma-

yor número de escaños a repartir, mayor es la 

magnitud y viceversa. De ahí que puedan ser de 

dos tipos: uninominales y plurinominales.

Fórmula electoral: es la expresión matemática 

que convierte los votos en cargos.  Puede ser 

de mayoría (relativa o absoluta) y proporcional.  

En este último caso, los cargos o escaños se dis-

tribuyen en proporción a los votos que hayan 

obtenido.

Umbral electoral: barrera mínima debajo de la 

cual no es posible obtener participación. El par-

tido que no logre determinado porcentaje de 

votos no tiene derecho a ocupar un escaño.

Desigualdad del voto: hace referencia al princi-

pio: “un ser humano, un voto” y refi ere prin-

cipalmente al fenómeno de la subrepresenta-

ción. La igualdad se logra cuando el remanen-

te de población que queda sin representación 

es mínimo o nulo. Dicho remanente es el re-

sultado de dividir el total de habitantes de un 

distrito “X”, entre el criterio poblacional esta-

blecido por ley para poder acceder a un esca-

ño. En Guatemala este criterio es el siguiente  

80,000=1 escaño.

Forma de la candidatura: la candidatura es la 

oferta política respecto de la cual los votantes 

emiten su pronunciamiento en una elección. 

La forma de la candidatura refi ere a si es una 

candidatura uninominal donde el electorado 

puede votar por un solo candidato (por lo ge-

neral las candidaturas uninominales se dan en 

sistemas mayoritarios en circunscripciones 

con un número reducido de habitantes) o al 

tipo de lista a utilizar: cerrada y bloqueada; 

cerrada y no bloqueada; o abiertas, en una 

candidatura plurinominal en circunscripcio-

nes que cuentan con contingentes mayores de 

población.
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Asociación de Investigación y Estudios 
Sociales (ASIES)

La Asociación de Investigación y Estudios So-

ciales (ASIES) es una entidad de servicio, cul-

tural y no lucrativa, de carácter privado, surgida 

en 1979 y fundada en 1982. Está integrada por 

personas inspiradas en principios de respeto a la 

dignidad humana y la participación social, e in-

teresadas en la refl exión, análisis e investigación 

científi ca de la realidad nacional. Es una entidad 

pluralista que guarda absoluto respeto por las 

distintas concepciones y actividades políticas, 

sociales, culturales, económicas y profesionales 

de sus asociados. A sus asociados les une el pro-

pósito de establecer un ordenamiento demo-

crático basado en la justicia, la libertad, la paz 

y la solidaridad. No está vinculada con ninguna 

tendencia política.  

El objetivo principal de ASIES es estimular el 

interés general para la búsqueda y realización 

de soluciones concretas a la problemática na-

cional.  La Asociación tiene como estrategia el 

apoyo al desarrollo, la investigación y el análi-

sis permanente de la realidad nacional, desde 

puntos de vista políticos, económicos, sociales, 

culturales, históricos, de  política exterior y de 

relaciones internacionales.  Al respecto, cumple 

las siguientes funciones: 

• Promueve y fomenta la investigación, el es-

tudio y la  interpretación de los problemas 

que afectan a Guatemala, a nivel nacional e 

internacional.

• Estimula la comunicación y el intercambio 

de conocimientos entre investigadores y 

universidades.

• Desarrolla formas de comunicación y di-

vulgación, a fi n de que los resultados de sus 

estudios e investigaciones sean debidamen-

te aprovechados.

ASIES se ha constituido en un foro nacional 

desde el cual se estimula el estudio de procesos 

y coyunturas sociales, con una visión de total 

amplitud ideológica, doctrinaria, profesional y 

política, enmarcada en el desarrollo humano 

integral. Asimismo, se proyecta a la sociedad 

guatemalteca en general, mediante la realiza-

ción de talleres de trabajo, grupos focales y 

eventos públicos en los que se someten a debate 

temas de interés nacional, con la asistencia de 

representantes de todos los sectores gubernati-

vos, sociales, profesionales y políticos, así como 

de organismos internacionales.

Asociación Desarrollo, Organización, 
Servicios y Estudios Socioculturales 
(DOSES)

Asociación DOSES: Es una organización de 

la sociedad civil guatemalteca y, como tal, sin 

fi nes de lucro, establecida en 2001. Su misión 

fundamental es ampliar las posibilidades de la 

comunicación social por la vía del estudio de 

los medios informativos, la capacitación de pe-

riodistas, la producción de textos y documentos 

y la incidencia política para impulsar una ma-

yor participación ciudadana en procesos comu-

Perfi les institucionales
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nicativos y extender el derecho de acceso a la 

información y la libertad para divulgarla. Aso-

ciación DOSES ha trabajado en colaboración 

con otras entidades de la sociedad civil, con 

organizaciones internacionales, tanto de índole 

gubernamental como privada, y con entidades 

del gobierno de la República de Guatemala. Las 

seis áreas en las que DOSES  concentra su área 

de acción y sus principales realizaciones son las 

siguientes:

• Investigación sobre efectos de los medios 

de comunicación: se han desarrollado ya 

dos investigaciones para establecer la agen-

da de los medios de comunicación y la ma-

nera como ésta es recibida por la audiencia 

guatemalteca.  La más reciente de estas in-

vestigaciones analizó el papel que los me-

dios informativos jugaron en las elecciones 

presidenciales de 2007.  Este año se culmi-

nará una tercera investigación con respecto 

al tema de los medios como actores electo-

rales y sus efectos, con el apoyo de la Fun-

dación Soros.

• Producción de textos y materiales para capa-

citar periodistas: DOSES ha realizado una 

extensa labor en la publicación de manuales 

para uso de periodistas departamentales en 

áreas como periodismo sin discriminación, 

periodismo con nociones de teoría de gé-

nero, periodismo para prevención de desas-

tres, periodismo investigativo, periodismo 

en economía y periodismo para cobertura 

de procesos electorales.

• Incidencia: Asociación DOSES integró una 

coalición de organizaciones de la sociedad 

civil que en 2005 elaboró y presentó al 

Congreso de la República un proyecto 

para fundamentar la Ley de Acceso a la 

Información.

• Participación ciudadana: DOSES realizó 

un ejercicio de observación de medios in-

formativos para establecer la manera como 

éstos abordan el tema de los derechos de 

las mujeres. Asimismo, DOSES realiza ca-

pacitaciones para estimular el ejercicio de 

observación ciudadana de medios y de esa 

manera poder tener un mayor efecto sobre 

la agenda comunicativa mediada. DOSES 

también integró, junto a la Facultad Lati-

noamericana de Ciencias Sociales, sede 

Guatemala, FLACSO-Guatemala, el Insti-

tuto Centroamericano de Estudios Políticos 

(INCEP) y Acción Ciudadana, la iniciativa 

de observación electoral llamada Mirador 

Electoral 2007. La responsabilidad de DO-

SES dentro de este consorcio consistió en 

analizar los contenidos y el volumen de la 

información publicada por los medios con 

respecto al proceso electoral de 2007 y sus 

actores (partidos, candidatos y autoridades 

electorales). Esta participación tuvo como 

fi nalidad contribuir a garantizar la pureza y 

legitimidad del proceso electoral desde su 

inicio.

• Talleres y seminarios de capacitación: DO-

SES ha realizado periódicamente talleres 

y seminarios para mejorar las capacidades 

profesionales de los periodistas. Reciente-

mente tuvo a su cargo el componente de 

capacitación de un proyecto para manejo de 

riesgo y prevención de desastres, en cola-

boración con la Organización Panamerica-

na de la Salud y el Programa de Naciones 

Unidas para el Desarrollo.

Facultad Latinoamericana de Ciencias 
Sociales (FLACSO)-Sede Guatemala

FLACSO-Guatemala fue reconocida como uni-

dad académica en 1987, por el Decreto 96-87 del 

Congreso de la República. Desde su fundación, 

FLACSO-Guatemala ha promovido la investi-

gación social, la docencia superior y el conoci-

miento e interpretación de las ciencias sociales 

en el país. Los temas hacia los cuales ha enfo-
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cado sus esfuerzos, cubren un vasto espectro de 

las ciencias sociales y de sus temas relevantes 

en Guatemala y Centroamérica: las relaciones 

interétnicas, el proceso de paz, la reconversión 

militar, la democratización, los estudios de gé-

nero y juventud, el poder local, la seguridad, los 

recursos naturales, el desarrollo sostenible, la 

educación, la pobreza, los movimientos socia-

les, los partidos políticos, entre otros. FLAC-

SO-Guatemala ha impartido desde 1998, varias 

maestrías y diplomados superiores. A partir de 

2001, en unión con las otras unidades acadé-

micas de Centroamérica: FLACSO-Costa Rica 

y FLACSO-El Salvador, sirve un Postgrado en 

ciencias sociales, que incluye una maestría y un 

doctorado.

Fundación Soros Guatemala (FSG)

La Fundación Soros Guatemala se estableció 

formalmente el 20 de agosto de 1997.  Nació 

poco después de la fi rma de los Acuerdos de 

Paz, al momento de encontrarse Guatemala en 

un proceso de transición hacia la democracia.  

Es un ente jurídico nacional autónomo, sin fi -

nes de lucro, que forma parte de la amplia gama 

de organizaciones e instituciones de la ciudad 

civil guatemalteca, con los recursos fi nancieros 

y técnicos para apoyar a otros actores sociales.  

Desde una perspectiva ciudadana no partidista, 

establece alianzas con ellos para procurar inci-

dir en los procesos de construcción y fortaleci-

miento de la democracia que se vive en el país.  

La visión de FSG se dirige hacia la construcción 

de una sociedad abierta, la cual se establece a 

partir de aquellos valores relacionados con la 

vigencia y respeto a los derechos humanos, la 

participación democrática, la solidaridad, la to-

lerancia, la inclusión y el respeto a las diferen-

cias y la búsqueda del bien común a través del 

consenso. En términos sociales, una sociedad 

abierta es aquella en la que prevalecen, entre 

otros, la justicia y el Estado de Derecho; la au-

sencia de impunidad y corrupción así como ex-

clusiones y discriminaciones de cualquier tipo; 

y la presencia de mecanismos de regulación del 

mercado para promover la competencia.  La so-

ciedad abierta es aquella en la que predominan 

visiones positivas y democráticas sobre el Es-

tado, y de las relaciones entre los individuos, 

los grupos y este Estado. Por último, una socie-

dad abierta se establece a partir de las relacio-

nes que la Nación mantiene con el resto de la 

comunidad internacional y con las tendencias 

democráticas más importantes que se dan en 

este ámbito.

A partir de su fundación, FSG ha intentado 

contribuir a generar en Guatemala una cultura 

ciudadana responsable y participativa.  La cons-

trucción de ciudadanía se manifi esta como un 

proceso que cruza todo el quehacer institucio-

nal.  Con distintas modalidades y desde sus di-

ferentes programas, la Fundación ha trabajado 

para que, sin importar las diferencias cultura-

les, todos los guatemaltecos nos reconozcamos 

como ciudadanos iguales, con capacidad para 

conocer y cumplir con nuestras responsabilida-

des en función del bien común, y a partir de allí 

conocer, reclamar y ejercer nuestros derechos. 

Asimismo, ha servido como espacio de encuen-

tro neutral para abordar temáticas de relevan-

cia nacional por parte de actores diversos y ha 

generado sinergias con otras organizaciones no 

gubernamentales y gubernamentales en diná-

micas orientadas al aprendizaje conjunto y a 

esfuerzos colaborativos que contribuyen a for-

mar plataformas de incidencia y acción políti-

ca.  La FSG forma parte de la Red Internacional 

de Instituto de la Sociedad Abierta.  Como tal, 

opera bajo los auspicios del Open Society Insti-

tute (OSI). La Red está integrada por más de 

cincuenta fundaciones nacionales, iniciativas 

regionales y programas globales en distintas 

partes del mundo. 
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Instituto Holandés para la Democracia 
Multipartidaria (nIMD)

El Instituto Holandés para la Democracia Mul-

tipartidaria es una institución que se integra por 

todos los partidos políticos con representación 

parlamentaria. Se fundó luego de la exitosa 

experiencia de cooperación entre los partidos 

políticos holandeses y los partidos políticos 

sudafricanos, en los albores de la nueva y de-

mocrática Sudáfrica. El presidente Mandela 

animó a los partidos políticos holandeses para 

que siguieran perfeccionando esta experiencia 

y la ofrecieran a otras democracias en proceso 

de construcción. Siguiendo este lineamiento, se 

estableció el nIMD, el cual empezó a funcionar 

en el año 2001. 

Las actividades del nIMD, a nivel global, están 

dirigidas al fortalecimiento, al desarrollo insti-

tucional y al incremento de las capacidades de 

los partidos y organizaciones políticas en países 

con democracias incipientes y en vía de con-

solidación. En este marco, a principios del año 

2002, estableció una ofi cina en Guatemala que 

inicia su trabajo apoyando  el Diálogo Multi-

partidario para la construcción de la Agenda 

Nacional Compartida.

El nIMD busca una relación de cooperación 

mutua entre “pares” una relación entre partidos 

y organizaciones políticas de Holanda y Gua-

temala que se base en la cooperación mutua y 

que permita desarrollar programas para forta-

lecer la institucionalidad y desarrolle capacida-

des para el ejercicio político. Los ejes de trabajo 

del nIMD son: a) Desarrollo institucional de lo 

partidos políticos; b) Fortalecimiento del siste-

ma político y del rol que desempeñan los parti-

dos dentro del mismo; y, c) Fortalecimiento de 

las capacidades de relacionamiento de los parti-

dos políticos y la sociedad civil. La metodología 

empleada procura fortalecer capacidades en los 

partidos políticos para desempeñar su papel de 

mediación, representación y ejecución de po-

líticas para el bienestar de la población que re-

presentan, a través de capacitación, formación, 

realización de estudios y desarrollo de instru-

mentos para que este sistema pueda actuar de-

bidamente y con efectividad. En este marco se 

trabaja en alianza con otras organizaciones e 

instancias nacionales e internacionales.

Instituto Nacional Demócrata 
para Asuntos Internacionales (NDI)

Fundado en 1983, el Instituto Nacional De-

mócrata para Asuntos Internacionales (NDI) 

es una organización internacional sin fi nes de 

lucro con sede en Washington, D.C. y ofi cinas 

en cerca de 60 países, cuya misión es contribuir 

a promover y fortalecer la democracia. Gracias 

a una red mundial de expertos voluntarios, el 

NDI ofrece asistencia técnica a líderes de parti-

dos políticos y de la sociedad civil que promue-

ven valores, prácticas e instituciones democrá-

ticas. El NDI trabaja con demócratas de cada 

región del mundo para fortalecer organizacio-

nes políticas y civiles, monitorear elecciones, 

promover la participación ciudadana, y asegu-

rar la rendición de cuentas y transparencia en el 

gobierno. La democracia depende de legislatu-

ras que representen a la ciudadanía y supervisen 

al ejecutivo; poderes judiciales independientes 

que resguarden el imperio de la ley; partidos 

políticos transparentes y responsables; y elec-

ciones en que los votantes elijan libremente a 

sus representantes. Por eso, actuando como ca-

talizador, el NDI apoya instituciones y procesos 

que permiten que la democracia prospere.

Formando y fortaleciendo organizaciones cívicas y po-

líticas: el NDI ayuda a crear instituciones esta-

bles, con bases amplias y bien organizadas que 

conforman el cimiento de una cultura cívica 

activa. La democracia depende de estas institu-

ciones mediadoras que crean vínculos entre los 

ciudadanos y el gobierno y entre sí mismas para 

ofrecer canales de participación en las políticas 

públicas. 
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Promoviendo elecciones libres y creíbles: el NDI pro-

mueve las elecciones abiertas y democráticas. El 

NDI estudia y da recomendaciones sobre los 

códigos electorales para los partidos políticos y 

gobiernos. El Instituto ofrece también asisten-

cia técnica a partidos políticos y grupos cívicos 

que buscan organizar campañas de educación 

para votantes, y programas para monitorear 

elecciones. El NDI, siendo uno de los líderes 

mundiales en el monitoreo de elecciones, ha 

organizado delegaciones internacionales y cola-

borado con organizaciones nacionales para ob-

servar elecciones en decenas de países, ayudan-

do a garantizar que los resultados de las urnas 

refl ejen la voluntad popular.

Apoyando la transparencia y la rendición de cuentas: 

el NDI responde solidariamente a solicitudes 

de líderes de gobiernos, parlamentos, partidos 

políticos y grupos de la sociedad civil que le 

piden asesoramiento sobre temas como rela-

ciones civiles-militares, procedimientos legis-

lativos, y comunicación con el electorado. El 

NDI trabaja también con legislaturas y gobier-

nos locales que desean ser más profesionales y 

transparentes, y responder más efectivamente a 

la ciudadanía.

La cooperación internacional es clave para pro-

mover una democracia efi caz, efectiva y efi cien-

te. Esta cooperación demuestra a democracias 

emergentes que, mientras las autocracias están 

inherentemente aisladas y temen al mundo ex-

terior, las democracias cuentan con aliados y un 

sistema de solidaridad internacional. Con sede 

en Washington D.C., y ofi cinas en cada región 

del mundo, NDI complementa las habilidades 

de su personal con expertos voluntarios de todo 

el mundo, muchos de ellos veteranos de sus 

propias luchas domésticas por la democracia y 

quienes traen valiosas perspectivas sobre el de-

sarrollo democrático.
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Eduardo Núñez Vargas (Coord.)

Politólogo de origen costarricense, con estudios 

de postgrado en Gerencia de Proyectos de De-

sarrollo. Durante ocho años ejerció como Di-

rector de Proyectos de Asistencia Técnica Elec-

toral para el Instituto Interamericano de Dere-

chos Humanos y su Centro de Asesoría y Pro-

moción Electoral (IIDH/CAPEL), cumpliendo 

funciones de Coordinador de Programas sobre 

Gobernabilidad y Derecho a la Participación 

Política durante los últimos dos años de su vin-

culación con esa institución.  Complementaria-

mente, ha sido consultor del Programa de las 

Naciones Unidas para el Desarrollo en materia 

de partidos políticos; del Banco Interamericano 

de Desarrollo en aspectos relacionados con la 

formulación de proyectos educativos de orden 

cívico y político; y de la Organización de los 

Estados Americanos en materia de formación 

de jóvenes en democracia y gerencia política.  

Del año 2002 al 2006 tuvo a su cargo la Co-

ordinación General del Programa Valores De-

mocráticos y Gerencia Política que la Ofi cina 

para la Promoción de la Democracia de la OEA 

tiene en Guatemala, programa específi camente 

diseñado para el fortalecimiento del sistema de 

partidos políticos en ese país. Actualmente se 

desempeña como Director Residente del Insti-

tuto Nacional Demócrata  para Asuntos Inter-

nacionales con sede en Guatemala.

Alejandro Balsells Conde

Guatemalteco, abogado y notario. Actualmente 

es Vicepresidente del Centro para la Defensa de 

la Constitución (CEDECON), consultor ex-

terno de ASIES y catedrático universitario.  Fue 

Secretario de la Comisión de Reforma Electo-

ral (CRE), constituida conforme al Acuerdo 

de Paz sobre Reforma Constitucional y Régi-

men Electoral (1997-98). Ha sido Consultor 

de la OEA y el BID en temas referentes a la 

Reforma Electoral. Fue Coordinador Nacional 

de la Asistencia Técnica de la OEA al Tribu-

nal Supremo Electoral (TSE).  Autor de varias 

publicaciones sobre temas de su especialidad y 

columnista ocasional de prensa.

Carmen Castilla Miranda 

Periodista egresada de la Universidad de San 

Carlos de Guatemala con pensum cerrado de la 

licenciatura en ciencias de la comunicación. Fue 

administradora de la Asociación para el Estudio 

y la Promoción de la Seguridad en Democracia 

(SEDEM) y asistente del proyecto académico 

en la Fundación de Periodismo para el Desa-

rrollo. En Asociación DOSES participó en los 

proyectos de investigación en medios de comu-

nicación y sus discursos: “Agencia de noticias 

para la niñez La NANA”, “Mujer y Medios” y 

“Proceso electoral 2007”. 

Carmen Ortiz 

Guatemalteca, politóloga (Cum Laude) egresada 

de la Universidad Rafael Landívar. Actualmen-

te es consultora en temas de seguridad para la 

Alianza Internacional para la Consolidación de 

la Paz, Interpeace Alliance en la sede regional para 

Latinoamérica. Se desempeñó como consultora 

Perfi les de las y los autores
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del área sociopolítica de ASIES; Secretaria Aca-

démica de la Facultad de Ciencias Políticas y So-

ciales por la URL; Docente universitaria en la 

misma universidad; Coordinadora del Sistema 

de Alerta Temprana para la Prevención de Con-

fl ictos de la Vicepresidencia de la República; y 

fungió como Secretaria de Análisis Estratégico 

de la Presidencia.  Así mismo, fue columnista 

de opinión para el diario Siglo Veintiuno, coordi-

nadora y conductora del programa televisivo de 

debate político “Juicio a”. 

César Conde Rada

Abogado y notario. Universidad de San Car-

los de Guatemala (USAC) 1981. Maestría en 

Administración Pública INAP. 1982. Ha for-

mado parte de la Junta Directiva, Tribunal de 

Honor y de varias comisiones en el Colegio de 

Abogados y Notarios de Guatemala, al que re-

presentó en el Consejo Superior Universitario 

de la USAC. Fue Secretario, Coordinador de 

semestre y profesor en la Facultad de Ciencias 

Jurídicas y Sociales de la USAC. Ex magistrado 

del Tribunal Supremo Electoral. Ex miembro 

del Tribunal Electoral del Deporte Federado. 

Ha brindado asesorías en temas electorales a la 

Organización de los Estados Americanos, Fa-

cultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, 

e IIDH/CAPEL. Ha formado parte de diver-

sas misiones de observación electorales, tan-

to nacionales como internacionales. Abogado 

litigante. Actualmente funge como docente en 

la Facultad de Derecho de la USAC.

Gustavo Berganza 

Investigador social y periodista. Certifi cado de 

posgrado en Estudios Latinoamericanos (Uni-

versidad de Pittsburgh), MA en sociología glo-

bal y comparativa (Universidad de Pittsburgh) 

y candidato a doctor en sociología (Universidad 

del Estado de Nueva York en Albany, SUNY-Al-

bany). Es fundador de Asociación DOSES para 

la cual ha realizado investigaciones acerca de so-

ciología de los medios informativos. Actualmen-

te dirige para esa organización un estudio sobre 

los efectos de los medios sobre los jóvenes en las 

elecciones de 2007 y otro sobre la conformación 

de la esfera pública mediada a partir de la restau-

ración constitucional de 1996.

Ivonne Solórzano Castillo

Licencia en Gestión para el Desarrollo Sos-

tenible por la Universidad de las Regiones 

Autónomas de la Costa Caribe Nicaragüense 

(URACCAN). Tiene una maestría en políticas 

públicas por la Universidad Rafael Landívar. 

Ha sido investigadora de FLACSO-Guatemala 

en las áreas de movimientos sociales y estudios 

sociopolíticos. En su experiencia académica 

ha abordado problemáticas que involucran al 

Estado, las políticas públicas y la participación 

ciudadana.

Javier Fortín

Guatemalteco, licenciado en ciencia política 

y en relaciones internacionales por la Uni-

versidad Francisco Marroquín. Maestro en 

políticas públicas de la Universidad Estatal de 

Nueva York en Stony Brook y en relaciones 

internacionales de la Universidad Francisco 

Marroquín. Investigador político, catedrático 

universitario y consultor externo de ASIES. 

Ha escrito dos cuadernos de información po-

lítica acerca del transfuguismo parlamentario 

y el voto cruzado en el país, publicados por 

FLACSO-Guatemala.

Ligia Ixmucané Blanco

Guatemalteca, licenciada en ciencias políticas 

por la Universidad Rafael Landívar y maestra 

en ciencia política con especialización en par-

lamento y relaciones institucionales en la Uni-

versidad de París II, Francia; con posgrado en 

estudios de género en FLACSO-Guatemala.  

Actualmente es consultora externa de la Aso-

ciación de Investigación y Estudios Sociales 
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(ASIES) y catedrática de los cursos de Ciencia 

Política y Sistemas Políticos Comparados en la 

Universidad Rafael Landívar. Ha sido investi-

gadora en FLACSO y ASIES en proyectos de 

investigación sobre la democracia y la paz en 

Guatemala y sobre los partidos políticos y los 

sistemas electorales. Autora de varios artículos 

sobre temas de su especialidad.

María Alejandra Erazo

Guatemalteca, hasta 2008 coordinó el eje políti-

co-legal del área de estudios sociopolíticos de la 

Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 

FLACSO-Guatemala. Fue analista del Proyec-

to Mirador Electoral 2007. Ha sido consultora 

para varios proyectos sobre: sistema político, 

partidos políticos, descentralización, sistema 

electoral y organismo legislativo, entre otros. 

Ha realizado varias publicaciones sobre los te-

mas mencionados.

Miriam Gramajo

Guatemalteca, contador público y auditor egre-

sada de la Universidad Francisco Marroquín, y 

maestría en consultoría tributaria en la Univer-

sidad de San Carlos de Guatemala. Actualmen-

te es catedrática universitaria del curso Costos 

y contabilidad en la Universidad Francisco 

Marroquín; Socio encargada de la División de 

Ediciones de Prontuarios Fiscales y Legales de 

la fi rma de Contadores Públicos y Auditores 

Velásquez.  Fundó y dirige la fi rma consulto-

ra Gramajo Molina & Asociados S.C; y como 

consultora independiente ha trabajado en Au-

ditoría fi scal y fi nanciera para área Hotelera y 

restaurantes, área Textil, Organizaciones no 

Gubernamentales, no lucrativas, Constructo-

ras, Auditorías en instituciones del Ministerio 

de la Defensa de Guatemala, a través del Depar-

tamento de Presupuesto de Finanzas del Ejér-

cito de Guatemala, Ministerio de Educación y 

Salud Pública a través de ASIES, Ministerio de 

Agricultura, e IICA.

Paola Ortiz Loaiza 

Coordinadora e investigadora principal del 

Área de Estudios Sociopolíticos, de la Facultad 

Latinoamericana de Ciencias Sociales, FLAC-

SO-Guatemala. Licenciada en relaciones inter-

nacionales por El Colegio de México, México. 

Técnico universitario en comercio internacio-

nal, Universidad Rafael Landívar. Catedrática 

de la Universidad Rafael Landívar/Facultad de 

Ciencias Políticas y Sociales. Ha sido consulto-

ra para varios proyectos regionales y nacionales 

sobre: funcionamiento del régimen y sistema 

político, partidos políticos, sistema electoral, 

participación política y género, gobiernos loca-

les, entre otros. Ha realizado varias publicacio-

nes sobre los temas mencionados.

Silvia Sánchez 

Licenciada en ciencias de la comunicación por la 

Universidad Francisco Marroquín, actualmente 

prepara tesis de maestría en comunicación edu-

cativa por la Universidad Panamericana. Partici-

pa como docente auxiliar en el taller de redacción 

para la Facultad de Economía de la Universidad 

Francisco Marroquín.  Fue reportera del diario 

Prensa Libre por cuatro años y en Asociación 

DOSES participó en los proyectos de investiga-

ción en medios de comunicación y sus discursos: 

“Mujer y Medios” y “Proceso electoral 2007”.
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Las siete dimensiones descritas en este libro, aportan una visión bastante  
integrada de lo que fue el proceso electoral 2007. Los hallazgos encontrados  
buscan aprender sobre la evolución reciente del sistema de organización electoral, 

el sistema de partidos y la forma en que el sistema electoral sin cambios desde años 
atrás se ve influenciado por otras variables. Metodológicamente, el proceso de análisis 
partió del establecimiento de objetos de estudio precisos y preguntas orientadoras sobre 
cada dimensión a estudiar; hubo una distribución del trabajo entre las instituciones 
especializadas en el tema, para asegurar la calidad de los estudios y el cumplimiento 
puntual de los plazos. De este modo, ASIES asumió el análisis del sistema partidario, el 
régimen de financiamiento y el sistema electoral; FLACSO, el análisis de coherencia de la 
Ley, el desempeño del TSE y el análisis de participación electoral; y, finalmente, DOSES, 
asumió el análisis del comportamiento electoral de los medios, desde las tres perspectivas 
acordadas: cobertura mediática, desempeño de los periodistas y análisis de encuestas. 
La Coordinación Técnica del Proyecto recayó en el equipo de NDI Guatemala.

Por otra parte, este estudio se ha beneficiado de múltiples esfuerzos de apoyo a las 
elecciones, desde los programas de asistencia técnica implementados por IIDH/CAPEL 
y la OEA, pasando por las misiones de observación internacional de OEA y la Unión 
Europea, hasta las misiones de observación nacional realizadas por Mirador Electoral, la 
Misión Indígena de Observación Electoral y otras. Una base sustantiva de la información 
que dio partida a este estudio, fue aportada por el trabajo técnico sustantivo realizado 
por las misiones antes detalladas.

Es por tanto un esfuerzo  que busca complementar y no suplantar lo realizado por diversos 
actores nacionales y por la cooperación internacional durante las últimas elecciones. 
En este sentido, se entiende que, al igual que todos los productos de esas misiones, este 
documento es un bien público, que es puesto a disposición de la sociedad guatemalteca 
para su estudio y deliberación.

Eduardo Núñez Vargas (coord.)
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